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~ e m o r i a  que ei r i s a  aer 1riDUnal bupremo na ae 
anualmente al Gobierno, coincidiendo con la apertu- 
los Tribunales, contiene, por mandato estatutario, los 

uaua relativos al funcionamiento de la Administración de 
Justicia y por uencia de ello, respecto 
de las materia las que los Tril: , lo que 
permite examinar la evolución de las conductas dehdvas, las 
manifestaciones criminógenas que se ponen de manifiesto en 
el seno de la sociedad española y las peculiaridades que son 

ables desde el punto de vista penal; examina igualmen- 
índices de actividad de los Tribunales en lo civil; pre- 

LSUUS dar una idea general del funcionamiento de la jurisdic- 
luye igu los da- 
iesplegac os órga- 

-u, ,xisdiccionales del orden soaal. Con ello se extiende la 
Memc ada uno de los cuatro órdenes jurisdic- 
cional ontenido básico de la jurisdicción ordi- 
naria. se mencionan en la Ley Orgánica del Estado. 

ialidad pretende también servir este do 1 

a la consideración del Gobierno, cumplj i 
una c Ministt L 

como 
bunales de JL,~,,,,,. 

Pt :onvemente que la Memoria dedique al- 

gunas a reseñar los acontecimientos que, por 
afectar airecta o indirectamente a la Administración de Justi- 
cia en su conjunto, vienen a constituir materia adecuada en 
una exposición de esta naturaleza. Por eso algunos de sus ca- 
pítulos pretenden considerar ciertos aspectos que pueden tener 
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interes en la evolución que están experimentando las ideas en 
tomo a la Administración de Justicia, en una etapa en que, 
anunciada ya la reforma básica de las leyes orgánicas y pro- 
cesales, se ha despertado un interés extraordinario por estos 
temas y se han puesto de manifiesto opiniones y criterios re- 
lacionados con la mejor forma de ordenar y perfeccionar la 
Administración de Justicia~:española. 

Sucede esto, además, en momentos en aue se conmemora 
el centenario de la Ley Provisional so1 &ación del 
Poder Judicial, promulgada precisament de septiem- 
bre de 1870. La conmemoración de una ley centenaria, toda- 
vía vigente, aunque sea con mutilaciones considerables, sobre 
todo cuando es la norma que en gran parte ha regido la or- 
ganización y funcionamiento de los Tribunales, durante un 
período ( de tiempo y a t acontecimientos his- 
tóricos t .sos y de un ri aceleración histórica 
creciente, no puede tampoco pasar desapercibida en este do- 
cumento y ello es la razón por la que pretendemos igualmente 
dedicar unas pocas páginas a glosar algunos aspectos que pu- 
( er hoy i ialidad acusada, a juzgar por 
1 que algi ellos han sido @atados en pu- 
tucacivuca wp~cializada~, =U conferencias e incluso en los 
comentarios de 1: diaria, :rito de ación 
que muestra el p ial de ca 

Pretendemos con todo ello dar una versión lo mas comple- 
ta posible de la situación y func nto de Tri- 
bunales de Justicia, completando s objetiv nues- 
tran su actividad específica cok S U L ~ =  otras CLGDUVUC.~ que 
muestran aspectos bien distintos S po- 
sibles perfeccionamientos futuros. 

Como en ocasiones anteriores, se complera la exposición 
con los datos que muestran la actividad y funcionamiento del 
Ministerio Fiscal y el grado de utilización y eficacia demostra- 
da por las instituciones que las leyes regulan en el campo de 
lo que pudieramos llamar «política penal y penitenciaria,, 
así como la exposición de algunas cuestiones que desde el 
punto de vista legislativo o doctrinal pudieran tener interés. 
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io eilo es el fruto de una labor conjuntamente realiza- 
muchos hombres: todos los que, en las distintas pro- 

vincias españolas, atienden a las responsabilidades y funcio- 
nes que las leyes atribuyen al Ministerio Fiscal. Es la Memo- 
ria uno de los medios adecuados para mantener la unidad 
del Mister io Fiscal como principio básico de su funciona- 
miento y realmente puede decirse que resulta para ello un 
medio eficaz, en cuanto que resulta ser una síntesis, muy 
apretada, de lo que las Fiscalías de las cincuenta provincias es- 
pañolas han expuesto, analizado y comentado en sus Memo- 
rias respectivas. Salvando los defectos en que incurra el autor 
de la síntesis, este do 
completa, geográfica y 

cumentc 
funcion ,.. . 

preten 
ialmente - - .  

de mostrar una visión 
, de la Administración 

de Justicia, según el análisis que el Ministerio Fiscal realiza. 
Si tiene algo de bueno será simpleme afán de dar a 
conocer, de forma unitaria, lo que las ita Fiscalías de 
España señalan y comentan. 
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o nos queda desear que el propósito que nos anima se 
,respondido por una exposición clara y escueta de lo que 

tenemos obligación de informar al Gobiemo y que pueda 
encontrarse en elia algo de interés para atender a la constante 
perfección de nuestro sistema de administrar justicia. 

Es tradicional dar en este capítulo inicial de los 
acontecimientos que hz do a quienes dedican su activi- 
dad a la función que el Nlimsterio Fiscal tiene atribuida. Per- 
mítase~ 
dos he1 

La! 
lencia 
tos, res - - 

los, por elio, de 
chos que les afec 

cuenta 
ui afecta . -- .  . 
jar aquí 
Zan. 
- A 

constan 

-A-- 2- 

cia de 11 

T " o-* 

os más destaca- 

3 Fiscalías de las AUU~CUL-~~S uc -día, León, Pa- 
y Avila cambiar 
pectivamente, D 

L a sus : 
:dencia 1 -. P---" 

o a estos pues- 
ragón, D. Odón 

aimenero González, u. bantiago Aaoiro M& Andrés y 
D. Emilio Vez Pazos. Se incorporaro~ respectivos des- 
tinos, al cesar en la situación de excr especial en que 
se encontraban, D. Manuel González y uvdlez ,  Secretario 

Inspección Fiscal; D. Francisco Summers e Insem y 
gel Aroca Menéndez, Abogados Fiscales del Tribunal 

bupremo y D. Juan Oña Iribarne, Fiscal de Almería. Por el 
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contrario, fueron declarados en situación de excedencia espe- 
cial, D. José Antonio Rincón Acosta, Teniente Fiscal de la 
Audiencia de Segovia, nombrado Gobernador Civil de San- 
tander; D. José Aparicio Calvo-Rubio, Abogado Fiscal de 
Sevilla, por haber sido designado Gobernador Civil de Léri- 
da y D. Luis Manuel Poyatos Bernáldez, Tenie ,al de 
Cuenca, designado Inspector Nacional del Mir de la 
Vivienda. 

D. José María Leirado Sacristán, Fiscal de La Coruña, 
solicitó y obtuvo la excedencia voluntaria para pasar a des- 
empeñar el cargo de Registrador de la Propiedad en Alicante. 
En el capítulo de las jubilaciones hemos de citar las de D. Moi- 
sés García Ribes, D. Angel de la Guardia Pi, Abogados Fisca- 
les de la Audiencia de Madrid y D. José María Viguera San- 
grador, Abogado Fiscal del Tribunal Supremo. Los muchos 
años de servicios distinguidos en la carrera fiscal de estos fun- 
cionarios y el efecto que dejan entre quienes han compartido 
con ellos tareas similares, ponen en esta ocasión un sello de 
tristeza al perder, aunque sólo sea en la tarea diaria y no en la 
amistad y el compañerismo, a tan destacados miembros de 
nuestra corporación. En razón a la excepcional dedicación que 
el Sr. Viguera Sangrador mostró durante más de 45 años de 
servicio, el Gobierno le concedió a título honorífico la cate- 
goría de Fiscal General. 

La vacante que en el Tribunal Supremo dejó D. José 
María Viguera Sangrador, fue cubierta por D. Eleuterio Gon- 
zález Zapatero, destacado Abogado Fiscal de la Audiencia de 
Madrid que ha prestado, además, servicios especialmente con- 
i que desempeñaba ya la plaza con carácter eventual. 

mos, con gran pesar, que mencionar aquí el falleci- 
LICLLLV de dos extraordinarios funcionarios en activo ejerci- 
cio de su cargo; los Fiscales de Avila y León, D. Enrique de 
Leiva y Suárez y D. Salvador Avila Guzmán. El Fiscal de 
León, Sr. Avila Guzmán, conocido de todos por su trato afa- 
ble y su compañerismo, asistió todavía a la última reunión 
de Fiscales celebrada en Córdoba y nada hacía entonces pre- 
sagiar un acontecimiento que priva a la Carrera Fiscal de un 



hombre destacado. La enfermedad, ya prolongada durante 
algún tiempo, del Fiscal de Avila D. Enrique de Leiva, pre- 
paró el ánimo de sus amigos, que lo eramos todos, para un 
desenlace que no por esperado ha sido menos doloroso. Están 
muy recientes todavía las páginas en sus excepcionales Me- 
morias, citadm una y otra vez en la del Fiscal del Tribunal 
Supremo y están recientes los recuerdos de su extraordina- 
ria humanidad y de su vaiía poco común, para que estas E- 
neas tengan ningún valor entre nosotros. Voluntariamente re- 
cluido eñ la ~iscalía de Avila, sin querer acceder a puestos 
de mayor relevancia, a que era acredor no sólo por su anti- 
güedad, sino especialmente por sus pocos comunes dotes de 
jurista destacado, había renunciado a sus ascensos para seguir 
atendiendo, sin descuidar el servicio de su función específica, 
a sus aficiones literarias, a su afán de investigación y de es- 
tudio que hicieron de él un hombre de erudición poco fre- 
cuente. El Ministerio Fiscal pierde con él uno de sus mejo- 
res hombres y quienes tuvimos el honor de ser sus amigos, 
perdemos uno de los afectos más entrañables. Descansen en 
paz los dos compañeros. 

Queda ya sólo por reseñar )r razón de la situación 
de excedencia, la Carrera Fiscai, ya escasa de efectivos hu- 
manos, con plantillas excesivamente reducidas para el traba- 
jo que ha caído sobre ellas después de la reforma procesal de 
1967, tiene algunas Fiscalías servidas ininterrumpidamente 
por un solo funcionario, que debe atender no sólo a Audien- 
cia, sino también a todos los Juzgados de la Provincia respec- 
tiva. Nos queda, al menos, la satisfacción de señalar aquí sus 
nombres. Son éstos, los Fiscales de Urida, D. Fernando Ala- 
millo Canillas; de Segovia, D. Juan Antonio Martínez Ca- 
sanueva; de Avila, D. Emilio Vez Pazos; de Guadalajara, 
D. Abelardo Moreiras Neira y el Teniente E 
D. Fermín Hernández Villarroya. 

Queremos ahora volver a una tradición i i i~cr-rul l l~rua  cu 

algunas Memorias úitimas, la de consignar la lista de los 
autores de las Memorias de este año. Son, naturalmente, los 
Fiscales Jefes de las respectivas Audiencias, salvo en los casos 



de Teruel, Cuenca y Almería. La de Cuenca está redactada 
por el Abogado Fiscal que está en función de Jefe, por ex- 
cedencia del Fiscal y del Teniente; las de Almería y Teruel, 
por los respectivos Tenientes Fiscales, que desempeñaron la 
Jefatura a plena satisfacción de esta Fiscalía durante el año 
a que la Memoria se refiere. La lista de autores. es la si- 
guiente : 

Ilmo. S 
z :  Ilmo. 

Ilmo. S 
niña: 1 

Aariano 
Sr. D. 

Sr. D. ' 

z Pazos. 
o García 

Albacete: Excmo. Sr. U. Jose Gallardo Ros. 
Alicante: Ilmo. Sr. D. Francisco García Rome 
Almena: Ilmo. Sr. D. José M.a COntreras Día: 
Avila : r. D. Emilio Ve' 
Badajo: . Sr. D. Le- 

desma. 
Barcelona: Excmo. Sr. D. Joaquín Ruiz ae Luna y Diez. 
Bilbao: Ilmo. Sr. D. Fernando Barrilero Teruel. 
Burgos: Excmo. Sr. D. Antonio Ubiilos Echevarría. 
Cáceres: Excmo. Sr. D. Francisco Pa 
Cádiz: Ilmo. Sr. D. Hipólito Hernánc 
Casteilón : Ilmo. Sr. D. Manuel Lucas bscam 
Ciudad Real: Ilmo. Sr. D. Rafael Rojo Urrut 
Córdoba: Ilmo. Sr. D. Rafael Contreras de la 
Cuenca: Ilmo. Sr. D. Miguel Falornir Sorio. 
Gerona: Ilmo. Sr. D. Alfonso Carro Crespo. 
Granada: Excmo. Sr. D. Rafael Moreno González-Anleo. 
Guadalajara: Ilmo. Sr. D. Abelardo Moreiras Neira. 
Huelva: Ilmo. Sr. D. Ricardo Querol Giner. 
Huesca: Ilmo. Sr. D. José M." Riera Larios. 
Jaén : r. D. A Monzór 
La Co kcmo. ira- 

gón. 
Las Palmas: Excmo. Se- 

rrano del Castillo. 
León: Ilmo. Sr. D. Odón C~LLUCIICLO Gonz 
Lérida 
LogroL ?er- 

nández. 

mchuelo 
k z  Gar' - 

: Ilmo. 
io: Ilm~ 
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o. Sr. : 

neda y 

Alvare;! 
cía. 

ia. 
Paz. 

Muñoz 
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Sal: 
San 
San 

Lugo: Ilmo. Sr. D. Cándido Rodríguez-Magaiianes Sán- 
chez. 

Madrid: Excmo. Sr. D. Antonio Orbe y Gómez Busta- 
mante. 

Málaga: Ilmo. Sr. D. José Eguilaz Ariza. 
aA.-rcia: Ilmo. Sr. D. Bernardino Ros de Oliver 

nse: Ilmo. Sr. D. Jaim Gutiérrez de Cs 
edo: Excmo. Sr. D. R rrnández MartíI 

raiencia: Ilmo. Sr. D. Sanuago H. Martín Andres. 
Palma de Mallorca: Excmo. Sr. D. Casto Granados 

Aguirre. 
Pamplona: Excmo. Sr. D. Luis Crespo Rubio. 
Pontevedra : Ilmo. o Conde-Pumpil 

rreiro. 
manca: Ilmo. Sr. D. Bernardo Almendral 
i Sebastián: Ilmo. Sr. D. Vicente Mora Piñár 
ita Cruz de Tenerife: Ilmo. Sr. D. Temístocles Díaz- 
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Tol 
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zar 
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Sev,, . -~cmo. Sr. D. Ciuillermo Blanco Vargas 
Soria: Ilmo. Sr. D. Gaspar Molina Rodríguez. 
Tarragona: Ilmo. Sr. D. Alejandro Sanvicente Sa 
Teruel: Ilmo. Sr. D. Fermín Hernández Villm 

D. José 
Sr. D. : 

Valladolid: Excmo. Sr. D. 
man. 

Vitoria: Ilmo. Sr. D. Josi 
,. D. Mariano 

no. Sr. 
Excmo. - 
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.agoza: ~ c m o .  Sr. D. Luis Martin-nallestero y LOS- 
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1. t,unsidera&nes generales 

En los pasados meses, la Administración de Justicia, en 
términos generales, ha sido objeto de análisis, comentarios, 
opinionc royectos 'orma, de perfeccionamiento, 
de rees zión. Ui idad como la de administrar 
justicia C V U ~ L L L ~ ~ ~  sienplS -a preocupación preponderan- 
te en el campo no sólo de quienes dedican su actividad 
al estudio o aplicación del Derecho, sino también para los 
políticos y para los sociólogos. Quizá como en pocas ocasio- 
nes se ha puesto de manifiesto esto en los meses recién 
transcurridos y no sólo en España, sino en la mayoría de 
los países occidentales. 

2 Se las formas y si de ad- 
minislx parece que est; ite un 
fenómeno propio ael aesarrouo social, una manirestación im- 
portante de la necesidad de adecuar las estructuras jurisdic- 
cionales a las nuevas necesidades que el mundo, en su trans- 
formación constante y últimamente tan acelerada, nos va 
planteando. En cualquier forma, parece oportuno reflejar, 
aunque sea suscintamente y con el simple deseo de dejar 

:stos problemas, los acontecimientos o aspec- 
referencia a esta cuestión. 

N ~ W V I >  viven tiempos de profunda crisis de la 
Administración judicial. En Italia, por ejemplo, la creciente 
politización de las asociaciones de Magistrados y su prolife- 
ración, crean problemas cada vez más graves que trascienden 
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a las páginas de los periódicos, a los debates políticos e in- 
cluso al ámbito parlamentario. Se suceden las intervenciones 
y llamadas de atención de los juristas: Alfredo De Marsico 
en un reciente discurso pone en guardia sobre el peligro de 
politización de la Magistratura; el procesalista Salvatore Sat- 
ta ha propuesto muy recientemente la supresión del Conse- 
jo Superior de la Magistratura, que preside el Presidente de 
la República. Se suceden los proyectos de ley sobre provi- 
sión de los puestos del Tribunal de Casación y frente a la 
creciente politización de los problemas judiciales, comienzan 
a levantarse voces que piden cada vez más insistentemente 
garantías suficientes para el Juez. 

Francia, por su parte, se enfrenta con la necesidad de 
una reforma profunda de su Administración judicial y de sus 
Códigos básicos: el penal, con casi ciento sesenta años de 
vida y los Códigos de procedimiento, están en revisión. Al 
comenzar el año judicial francés, que se abre en los prime- 
ros días de octubre, en presencia del Presidente de la Re- 
pública, el de la Corte Suprema expuso las deficiencias de 
la justicia francesa y pidió al Gobierno que impidiese que 
la justicia «&e hunda en su mortaja de púrpura». Sociológica- 
mente, se ha puesto de relieve recientemente en los círculos 
allegados al Gobierno francés, el síntoma inquietante de 
«desprecio a la ley y a la autoridad del Estado» como un 
«problema capital en la sociedad francesa actual)). 

Por lo que respecta a los Estados Unidos, el Fiscal Ge- 
neral Jonn N. Mitchell ha pronunciado algunas conferencias 
en el otoño de 1969 en las que refleja problemas socioló- 
gicos, jurídicos e incluso económicos, que afectan a la orga- 
nización y funcionamiento de la Administración de Justicia 
sobre una sociedad que se ve crecientemente amenazada por 
fenómenos graves de subversión social. Sobre la base-afir- 
ma, por ejemplo, ante el Congreso Anual de la Asociación 
de Letrados Americanos en Ddlas-de una «libertad orde- 
nada bajo la ley», que es para él el tipo que la Administra- 
ción desea para la sociedad norteamericana, dice que es ne- 
cesario «dar vida a la ley» mediante la utilización de proce- 
2 



dimientos judiciales ágiles y adecuados y medios suficientes 
y técnicamente actuales para proceder en la lucha contra el 
crimen. En otra conferencia, ante la reunión anual de Re- 
dactores y Editores de la United Press Intemational, en 
Hamilton, Bermuda, hace un planteamiento completo de los 
problemas de política penal, analiza los grandes temas de las 
drogas, el crecimiento del crimen violento, el alcoholismo, la 
acción del «gangsterismo» y solicita apoyo para dotar a las 
fuerzas encargadas de la represión del crimen, incluida la 
Administración de Justicia, de los medios necesarios para 
llevar a cabo con éxito una campaña que pueda producir re- 
sultados eficaces. A este problema de «la guerra contra el 
crimen» y la ((guerra contra el delito» se había referido tarn- 
bién insistentemente el propio Presidente Nixon en Washing- 
ton el 31 de enero de 1969. 

Por último, el ((mundo conte que en los úitimos 
años ha mostrado manifestaciontb C ~ U  abundantes, especial- 
mente en el ámbito universitario, fue objeto de consideracio- 
nes y análisis muy diversos desde el campo de la adminis- 
tración de Justicia. El propio Fiscal General de los EE.UU. 
publicó un articulo el 1 de junio, en la Revista «Cuestiones 
vitales del día», en el que bajo el titulo «¿Qué clase de mun- 
do quiere? Sólo Vd. puede darnos la libertad» analiza el 
problema de la subversión universitaria en su país, se queja 
de que «quizá nuestra actual generación no aprecia el es- 
fuerzo que hicimos para construirla», plantea el daño que 
produce 1 :ocios los campos, incluidos los mis- 
mos estu rda que asólo la ley puede darnos 
la libertad. Cuando las leyes terminan, la tiranía empieza». 
Termina su alegato preguntando a los jóvenes: «Detrás de 
cada proyecto de hacer un mundo mejor, existe una pregun- 
ta. Mediten y sin engañarse, contesten, {qué clase de mun- 
do quieren?, 

Otros temas de gran interés se unen, en el mundo, a es- 
tas cuestiones que reseñamos: El movimiento en pro de la 
abolición de la pena de muerte se extiende cada día y ahora 
ha sido Gran Bretaña el pais que acaba de establecerlo con 

La violen 
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carácter definitivo, lo que no impide que se haya producido 
protestas y peticiones basadas en hechos de violencia y en 
la muerte de agentes de la autoridad. En la misma decisión 
de la Cámara de los Comunes, en diciembre de 1969, se pu- 
sieron de manifiesto tres tendencias: la abolicionista que 
triunfó; la «retencionista> como dio en llamarse a los par- 
tidarios de conservar la pena de muerte; y los defensores 
de aplazar todavía por algún tiempo la decisión. Como es 
sabido, en 1965 se abolió provisionalmente la aplicación de 
la pena de muerte, para tomar la decisión definitiva a los 
cinco años, a la vista del resultado obtenido. 

En esta línea de los temas de matiz político que afectan 
de algún modo a la Administración de Justicia, 1969 fue un 
año pródigo en cuestiones: Se planteó de nuevo el problema 
de la prescripción de los crímenes de guerra, hasta el punto 
de plantearse ante la Asamblea General de las Naciones Uni- 
das la propuesta de estudio de una convención que prohíóa 
cualquier estatuto de limitación del que se derive la prescrip- 
ción de estos delitos. La no prescriptibilidad de los crímenes 
de guerra se defiende en razón de que se trata de «críme- 
nes contra la Humanidad, los más graves que reconocen las 
leyes internacionales». 

En orden a la defensa de la persona humana y de las 
garantías procesales y penales, se han expuesto ciertas con- 
sideraciones que traemos aquí como exponente de la com- 
plejidad que el mundo moderno y su evolución constante 
están e Justic 
mundo 

Se mara uc quc, en aiguuvb paises, ha coriicu~auv CL usv 

por lai iones en procesos penales, de notas, cintas 
magnet , peiículas, etc., tomadas o empleadas por los 
periodistas y publicadas o utilizadas por la prensa, como 
pruebas contra los acusados. Esta práctica ha despertado 
una inquietud en la propia prensa, que se ha hecho eco de 
casos concretos que cita y comenta. La tesis de que «el em- 
pleo abusivo de las citaciones judiciales repercute en el de- 
recho que tiene el lector a estar bien informado» es la esen- 



cia de lo que se discute. Naturalmente, todo parte del sistema 
judicial y de las normas y garantías procesales vigentes en 
los países donde el problema surge, pero no por eso deja de 
ser materia de interés en un mundo en el que la interdepen- 
dencia y la facilidad de comunicación entre los distintos paí- 
ses afianza cada vez el sentido de comunidad de, al menos 
una parte, de la Humanidad. La resistencia a convertir la 
prensa y los periodistas «en meros agentes de fiscales y abo- 
gados)) ha llevado a plantear estos problemas en defensa de 
las garantías que toda persona debe tener cuando compa- 
rece ante los órganos de la justicia, especialmente de la jus- 
ticia penal. 

No parece necesario multiplicar más los ejemplos que, 
en forma parecida, podríamos encontrar en numerosos paí- 
ses del mundo occidental. El hecho parece claro y sus con- 
secuencias son indudables: la evolución y transformación ra- 
dical que la sociedad del mundo occidental está sufriendo 
lleva como consecuencia el peligro de pérdida de cierto sen- 
tido de los valores que, a su vez, arrastra tras de sí un aumen- 
to considerable de las actitudes «contestatarias» y, en no po- 
cas ocasiones, la ruptura plena con el orden legal estableci- 
do, en manifestaciones que varían mucho según los lugares, 
el nivel de educación y los problemas concretos que en cada 
país existen. Como una consecuencia en cierto modo lógi- 
ca de todo eilo, se pone de manifiesto la necesidad de ade- 
cuar la Administración de Justicia y los medios legales, espe- 
cíficamente los procesales, a las nuevas necesidades creadas 
o surgidas en forma tal que pueda mantenerse el principio 
indeclinable de justicia, la estructura jurídica del Estado de 
Derecho, al tiempo que se logren resultados eficaces en el 
mantenimiento del orden jurídico que se declara indispensa- 
ble e insustituible para la vida de la sociedad compleja de 
nuestra era. 

Que estos problemas, aunque sea en cierta medida de 
menor intensidad, nos afecten también a los españoles, resui- 
ta claro. Afortunadamente, el grado de intensidad que el 
problema plantea en España es mucho menor, por una serie 



de circunstancias no sólo históricas sino también sociológi- 
cas. Pero el fenómeno, como tal, se produce igualmente y exi- 
ie una ordenación de medios jurídicos y técnicos, creando 
así una situación que se ha puesto de manifiesto muy clara- 
mente en los meses que acaban de transcurrir. 

No es éste un tema ajeno a las inquietudes expuestas por 
los Fiscales en sus Memorias. Sin multiplicar los ejemplos, 
traeremos a título de tal las palabras del Fiscal de Ciudad 
Real. nacidas según, dice, de la propia experiencia diaria: 

contac 
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to directo con las realidades que viven en 
rluuiLucicia y Juzgados, las conversaciones con perjudicados 
y procesados, los comentarios de litigantes civiles, la actitud 
de testigos y peritos, la perplejidad que muestran los comen- 
tarios de gentes ajenas a este quehacer, nos están poniendo 
en la pista de que algo no funciona o n de que ~ á s  exaci tamente 
es mucho lo que no funciona. 

Y nos preocupa ver que la buena intención de los espe- 
cialistas no consigue dar a la Administración de Justicia la 
ordenación que necesita para cumplir la extraordinaria fun- 
ción que tiene encomendada y que los tiempos le van exi- 
giendo cada día con más empeño. 

Todos los tratadistas de Derecho Político destacan la im- 
portancia de la función de los Tribu 
de actividades del ejecutivo. 

nales ite el a umento 

La sustitución del Estado liberal, cspectad~~, 
un Estado Administrador que lleve a buen término y con efi- 
cacia los planes de los técnicos para mejorar el nivel de 
vida y proporcionar un bienestar al mayor número de per- 
sonas, pone en mano del Ejecutivo facultades que los Tribu- 
nales deben poder enjuiciar en los casos concretos que se le 
sometan. Las facultades de la Administración deben ser regla- 
das y sometidas al control judicial, si LOS vivir en un 
Estado de Derecho. 

El hombre ha de encontrar cauces claros, comprensibles 
a su mentalidad, que es de hombre común, normal, medio, 
no la del especialista o del técnico, para pedir protección a 



sus derechos, para defenderse de una acusación injusta, para 
moverse en el campo del derecho, para vivir en la comuni- 
dad, y como no lo ve claro se rebela o huye o está erizado, 
tenso. 

Todo ello está exigiendo reformas en este campo de la 
Administración de Justicia que afecta al procedimiento, a la 
organización y a la mentalidad de quienes de algún modo 
tenemos relación más o menos íntima con la justicia.)) 

Se ha intensificado notablemente el clima favorable a 
una amplia reforma de la Administración de la Justicia es- 
pañola, en sus aspectos orgánicos y procesales. El tema no 
ha quedado, como era habitual, relegado al círculo de los 
especialistas en la materia o al de los medios jurídicos inte- 
resados. Ha saltado a las grandes corrientes de opinión y 
ha sido objeto de debate, comentario y noticia en la prensa 
diaria y en los medios normales de difusión. Multitud de 
artículos de fondo y gran número de reseñas de actos o con- 
ferencias sobre los problemas de la Administración de la Jus- 
ticia se han publicado en las páginas de los periódicos y re- 
vistas de información general y han sido objeto de análisis 
en entrevistas e informes sobre la actividad futura de los 
organismos oficiales interesados. 

No es fácil resumir tal abundancia de comentarios, que 
expresan criterios diversos, en una síntesis que dé una idea 
aproximada de la directriz general que en ellos se observa, 
pero quizá pudieran expresarse en términos muy generales, 
los dos puntos a nuestro juicio más reiteradamente expues- 
tos: la unidad jurisdiccional y la reforma general buscando 
el perfeccionamiento del sistema de independencia judicial 
y la agilízación y eficacia de los procedimientos. 

La reforma de cuanto concierne a las llamadas «juris- 
dicciones especiales» ha sido indudablemente uno de los te- 
mas que han suscitado mayor número de comentarios y aná- 
lisis, en la línea reiteradamente expuesta de conseguir su 
supresión bajo el signo de la unidad jurisdiccional. El tema 
ha sido expuesto desde diversos puntos de vista, pero des- 
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taca sobre todos el problema surgido de la necesidad de 
adecuar la situación legislativa actual al principio de exclu- 
sividad de la jurisdicción ordinaria en «los juicios civiles, pe- 
nales, contencioso-administrativos y laboralec la Ley 
Orgánica del Estado consagra. 

Sobre esta cuestión nos hemos pronunciaao en diversas 
ocasiones y ya en las Memorias anteriores puede encontrar- 
se la favorable opinión en orden a la supresión de las juris- 
dicciones que todavía subsisten, con exclusión, naturalmen- 
te, de la militar y de la eclesiástica, I 3as en la propia 
Ley Orgánica del Estado. 

Lo que ocurre es que, al hilo de las jurisdicciones es- 
peciales se tratan cuestiones que, a nuestro juicio, I 

del planteamiento que estrictamente exige el princi~ 
gido por la Ley Orgánica del Estado. Especialmente en lo 
que respecta al Juzgado y Tribunal de Orden Público y a 
los Juzgados y Sala de Apelaciones de Vagos y Maleantes, 
hay que tener en cuenta que forman parte de la jurisdicción 
ordinaria y que se trata de órganos especializados, dentro 
de eiia. Otra cuestión es la de la conveniencia de estuáiar 
modificaciones necesarias que eviten algunos de los defectos 
que tales órganos pueden presentar en la iínea de identidad 
absoluta con los restantes órganos de la jurisdicción ordiia- 
ria. En lo aue afecta a la ii: jurisdicc Vagos y 
Malez rtá ya planteado L en el 1 de Ley 
que, &as líneas se re,,,,,, pende dLL L,Ludo de las 
Cortes. 

Como el tema presenta fr 
mente desde el punto de visra aei principio ae maepenaen- 
cia judicial, hemos dedicado r uestión ( idad ju- 
risdiccional algunos comenta amplio Capítu- 
lo destinado a conmemorar el centenario de la Ley Orgáni- 
ca del Poder Judicial. 

Esta conmemoración del centenario de 1 Orgánica 
del Poder Judicial contribuye también a plantear el 
la reforma de la Justicia en España, al hilo de la n I 
de reformar la Ley centenaria. Las opiniones se dividen 
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luego sobre si basta con una reforma de la Ley de 1870 o 
más bien debe tratarse de un nuevo y más amplio plantea- 
miento, de cuanto afecta a la Administración de Justicia: 
habida cuenta de los cambios sufridos en las circunstancias 
que la vida real presenta. Tampoco es de extrañar que ante 
cuestiones de fondo surjan también planteamientos poiíti- 
cos sobre la tesis en que se enmarque la función jurisdiccio- 
nal, sus relaciones con las restantes funciones del Estado, el 
procedimiento de designación de sus funcionarios, el sistema 
de garantías de su independencia, etc. 

En resumen, sin descender a detalles ni análisis de posi- 
ciones que no corresponden a este documento, lo que po- 
demos decir es que los meses a que esta Memoria se refiere, 
han puesto de manifiesto la problemática general de la Admi- 
nistración de Justicia, han hecho saltar el tema a los ámbitos 
no solo directamente interesados, sino también a grandes 
sectores de opinión y han señalado cuanto afecta a la fun- 
ción jurisdiccional como u 1s grandes temas de la vida 
nacional. 

También el tema, menos importante, de los medios ma- 
teriales de que dispone la Administración de Justicia, ha 
sido objeto de comentarios y sugerencias. También este tema 
ha visto, como señalábamos en anteriores Memorias, resuel- 
tos algunos importantes puntos que vienen a continuar el 
camino, hace tiempo emprendido, de perfeccionar el funcio- 
namiento de unos servicios que precisan, quizá como ningún 
otro, una estructuración acorde a los tiempos. 

No sólo se trata ya de los avances obtenidos en materia 
de instalaciones judiciales: nuevos Palacios de Justicia en 
las Capitales de Provincia y ni. lificios para Juzga- 
dos en los lugares donde ha sido posible. Se trata también 
de avances en la utilización de una técnica más depurada y 
más eficaz para la realización de funciones materiales. El 
problema de la automatización está planteado y hay que es- 
Pt se resu :n poco Ya el ser- 
vi :elex est iento, cl red judicial 
que enlaza todas las Audiencias y el Tribunal Supremo en- 
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tre si y con el propio Ministerio de Justicia. Su extensión a 
otras ciudades, especialmente Juzgados de gran movimien- 
to, es cosa de uoco tiempo. 

El otro gra ya plani L este orden de cosas, 
es el empleo :nadores nicos. Resuelto ya el 
concurso para la aaquisición y preparados los medios para 

rvicio, e 
iose el 

algunos puntos de gran interés. L,uuuA ,,, 
nales e España, centrando en e ador los datos 
de cad: lo, de cada Audiencia, 3 Fiscalía; los 
que hacen rererencia a cada tipo de proceso penal, a la si- 
tuación en qut al tiem scurrido desde 
su iniciación; 1 a la nati le1 hecho, a la 
estadística de la auninalidad, etc., y cuanto se precise para 
el control, agilización y rapidez de las ejecutorias, que hoy 
por hoy, constituyen uno de los problemas de mayor interés 
en el funcionamiento de la Administración de la Justicia. 
Pero, además, son también otros los puntos que por medio 
del ordenador pueden quedar resueltos con mayor eficacia 
que ahora: El Registro de Penados y Rebeldes, con sus seis 
millones de fichas; el Registro de Ultimas voluntades; el 
Registro central de ventas a plazos; y por último el Registro 
Civil, 1 uede si .se y al 
derable lio de 1; atizació~ 
puede rauiviLu u o r  el sisttuia GLGLXrÓnico ur LGg13UV y 

búsque Y que ya objeto de 
avance: lia y Fr cuyo resultado 
puede ser enormemente ravorable al estuao de las resolu- 
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mientos de los sistemas de t,,,,,, ha de acampanar una 
formación adecuada de los funcionarios, que produzca, paso 
a paso, un necesario cambio en muchas formas de entender 
el trabajo y no pocos cambios en la mentalidad buroaatiza- 
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da de no pocos. En una de las Memorias de los Fiscales, se 
lee un pasaje, hablando de estos temas, que es difícil resis- 
tirse a reproducir. Dice aef. 

)r el prc 
pedido. 
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«En una determinada :só que se 
aportara al rollo testimonio de una sentencia recaída en otra. 
Esta otra causa estaba radicada en la misma Sección y la 
misma Secretaría que aquélla. La racional hubiera sido que 
el mismo ~ersonal de la Secretaría obtuviera el testimonio y, 
firmado pc L a la ca que 
había sido nvió car i al 
Juzgado para que aportara el testimonio. El Juzgado elevó 
suplicatorio a la misma Sección para que le enviara el tes- 
timonio. La Sección envió el testimonio al Juzgado. Y el 
Juzgado, una vez recibido el testimonio, lo volvió a elevar a 
la propia Sección, la cual que se uniera usa 
en donde había sido solic h a  buena mues xo- 
ductividad.. .» 

I acordó 
itado. U 

lo unier~ 
rcción e 

2. Sentido social de las refomas p r o p  

, que I 
justicia. 

el tieml 
rn nuest 

..- 

!n nuest 
aro, a la 
"-2- -, 

ra Patri: 
vista c . 2- 1-. 

a un se: 
le una s 
. ----.,. 

En esta Iínea ie la legislación, cuando a 
cuestiones de fondo y no solo orgánicas o procesales, se re- 
fiere, creemos encontrar e tcial 
muy acentuado. Parece cl: SU- 
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legislativos   re ocupa ma proyección so- 
cial de la . Una r .ta a las cuestiones 
planteadas nos puede dar clara iaea ae 10s que queremos de- 
cir. En efecto, en Po a qU1 se contrae, 
se han planteado I 10 ?mís, vil o penal, 
y junto a otros temas diferentes, las siguientes cuestiones en 
que destaca un marcado signo soc 

a) En orden a las institucion ~rden fa %ce 
el Fiscal de La Coruña que: 
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«Se hace necesario un nuevo a de las institucio- 
nes de orden familiar en su más ampuo sentido, concreta- 



mente de los estatutos jurídicos de los hijos naturales, de 
los derechos de la mujer casada, entendidos con generosi- 
dad v no con cicatería, de la adopción de los derechos pro- 

s de la mujer y del niño inadaptados, en situación de 
no material y moral y no solamente contemplado des- 

de el prisma de su peligrosidad social y tendencias antisocia- 
les, que haciéndose eco del esp solidaridad y del deseo 
de que sea una realidad el t nano que demanda la 
igualdad esencial de los hombLca, L L U ~ O  de su idéntica dig- 
nidad, por origen y destino, hagan desaparecer los arcaicos 
criterios discriminatorios de subordinación y desequilibrio, 
respecto a situaciones y recíprocos deberes en la escena de 
la vida, pugnando así el hombre por llevar al campo de las 
relaciones socio-individuales de comprensión, paz y concor- 
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Dentro de este campo, tuvo lugar en Maciria, a prime- 
ros de octubre de 1969, la 1 Asamblea General de Juristas 
de la Oficina Internacional de la Infancia (B.I.C.E.) para 
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carácter, planteado en 1969 en las 111 Jorna- 
de estudio sobre problemas de los subnor- 

temas 
das T 

de este 
écnicas 

maes. 
El proyecto de reforma de los ai ligo ci- 

vil sobre adopci6n, en las Cortes en e lue esta 
Memoria se redacta, es otra manifestd~iuu uc clase de 

L esta misma Memoria :rta la Circular 
del Tribunal Supremo  roblem mas de la 

adopcion, elaborada con ánimo de dar un sentido más so- 
cial a la interpretación de las normas vigentes. 

b) La evolución impuesta por las transformaciones SO- 

cio-económicas que se ha operado en España, dio pie para 
que las Cámaras de la Propiedad Urbana plantearan la con- 
veniencia de adaptar la Ley de Arrendamientos a las nue- 

rtículos 
1 mome~ 
."-:Km A 

del Cóc 
lto en c - -"*" - 

problei 
de la . . 

mas. En 
Fiscalía . . 

se inse 
sobre p 



las tend 
económj 
...a- "ir, 

nes de 
produc 

posible 
ido por 

vas circunstancias. La necesidad de mantener el sentido-so- 
cial de la propiedad en materia tan importante y de necesi- 
dad tan general como la vivienda, obliga a enfocar desde 
este punto de vista cualquier reforma que la legislación de 
Arrendamientos haya de sufrir, sin perjuicio de que se con- 
templen también situacio injusticia nacidas 
de un desfase económico el cambio radical 
de circunstancias. 

c) En el campo penal, las m :iones d ien- 
tido social son más numerosas. 
- En relación con los fraudes ae viviendas, conauctas 

delictivas surgidas al hilo de ciertas actividades, inicialmen- 
te licitas en orden a la construcción de viviendas en régimen 
de cooperativa o de comunidad, se han levantado voces pi- 
diendo con urgencia la tipificación del delito social que cas- 
tigue tales conductas sin tener que recurrir a interpretar 
los tipos actuales del Código Penal, redactados sin tener en 
cuenta la posibilidad de tales cor desconocidas cuan- 
do los delitos contra la propiedad tipificados en nues- 
tro Código vigente. 
- En la misma iínea de la tipificac bles 

delitos de carácter económico-social, se han propuesto repe- 
tidas veces medic entes a incluir Código una 
gama de «delitos cos y financierc recojan po- 
sibles rnanifesta~ic~,, -5juddicas del moderno tráfico co- 
mercial, bursátil, bancario lten 
contra la economía públic 

Este tema de los delitos economicos na surgiao con ma- 
yor fuerza ante los hechos que iiciación de 
actuaciones sumariales en relaciói ,sa «Maqui- 
naria Textil del Norte de España, S. A.» y algunos otros 
hechos de menor entidad. Se trata de cuestiones que se en- 
cuentran todavía en trámite sumaria1 y sobre las que no cabe 
hacer comentario alguno. Sin embargo, la problemática ju- 
rídica que ha surgido en tomo a estos temas afecta a aspec- 
tos muy diversos y todos ellos de gran interés. En esta línea 
está, por ejemplo, el Decreto Ley de 20 de octubre de 
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1969, sobre administración judicial de empresas embar- 
gadas, que pretende completar las insuficientes y arcaicas 
normas que sobre administración judicial incluyen las leyes 
de enjuiciamiento vigentes. Se trata de una disposición de 
excepcional interés por cuanto que plantean por primera vez 
situaciones hasta ahora no reguladas en forma alguna, como 
la sustitución por la administración judicial de los órganos 
de administración, incluso colegiados, de las empresas ob- 
jeto de embargo e incluye esta interesante posibilidad de 
-embargo, no sólo de los bienes, sino de la empresa como tal, 
que las leyes españolas no contemplaban antes de ahora. 
Como disposición que abre camino en esta materia, es sus- 

rfeccion: ; sucesivos y debe ser objeto 
:nido, pc idudable que marca una orien- 

Lauuu uucva 2n esta iua~ciia. El Fiscal de Valencia, en su 
Memoria, comenta cei disposic 
se eco de su novedad futuras. 

Algunos Consejos bmcucaies ae Trabajaaores nan m- 
en las peticiones, ya formuladas en años anteriores, 
se tipifiquen también los «delitos sociales,. La ocul- 

tación maliciosa de trabajadores; la defraudación a la segu- 
ridad social; la discriminación injusta por razón de edad o 
sexo; el falseamiento de datos laborales, etc., son puntos 
que se proponen para el estuc 
inclusión en el Código Penal. 
- La ampliación de la cooerrura uei. seguro ue acciucn- 

tes de tráfico a quien auxilia a la víctima y puede, e 
operaciones, ser objeto de menoscabo en su integri 
otro de los temas que se han propuesto como de necesaria 
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lidad a demandas de regulación que en Memorias preceden- 
tes hemos expuesto con reiteración. En una &ea de perfec- 
cionamiento jurídico y de intento de separación de la ma- 
teria de peligrosidad de toda posible confusión con materia 
estrictamente penal, tanto en la descripción de los posibles 
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estados peligrosos, como en las medidas de seguridad aplica- 
bles, como en los establecimientos para llevarlas a cabo, el 
nuevo proyecto puede contribuir en gran manera a combatir 
manifestaciones cada vez más numerosas de conductas an- 
tisociales que si no son típicamente delictivas, afectan, sin 
embargo, a la convivencia pacífica de manera muy directa. 

3. Los secuestros de aeronaves 
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El hecho de que, en nuestro país, se haya producido un 
intento de secuestro o apoderamiento de aeronave, ha pues- 
to de actualidad este problema q ue 
aumentando en frecuencia en cierl 2s- 
pecialrnente afectadas uor el fenórucuu, rii idLVu CIiuLIClal- 
mente a las na 
donde con 

El temk v l r u r ;  D A G u u U  uU,cLu UL CUu~idera~ión a nivel 
internacional, buscando las S medid optar para 
prevenir su peligrosa manj 1, que 1 constante 
peligro la vida de pasajeros y mpulantes y que, aesde luego, 
atenta contra la libertad de desplazamiento de la persona. 
Ultimamente, fue de nuevo considerado por la Asamblea de 
la Unión Jiterparlarnentaria en Mónaco, abril de 1970, a 
la que el grupo español llevó la posición legislativa y el 
criterio imperante en nuestro país sobre la materia. 
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Los frecuentes secuestr  ene en ocu- 
rriendo en diversas partes te, consti- 
tuye una violación de los aerechos humanos reconocidos en 
la Declaración aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948 y esta viola- 
ción afecta tanto al es~íritu de la Declaración Universal, 
con ite 
a 1: na 
intolerable coacción, que llega incluDu a la 
vida o la integridad personal. 

Las medidas que se adopten para evitar o reprmr estas 
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conductas reprobables, han de basarse fundamentalmente en 
el respeto y garantía de los derechos de la persona humana. 

El problema de la represión penal efectiva del secuestro 
de aeronaves tiene en España, como en cualquier otro país 
que se lo plantee de modo objetivo, matices especiales que 
se derivan de la especial naturaleza del tráfico aéreo internacio- 
nal, que es el ámbito en el que realmente debe centrarse la 
cuestión. Y es que chocan abiertamente la eficacia esencial- 
mente territorial de las leyes penales, por un lado, y la tras- 
lación de la eronave, por otro, a un país distinto, donde el 
régimen jurídico es diverso y, a veces, el hecho no tiene la 
misma consideración   en al. 

No es, la cuestión dentro del ámbito na- 
cional ~gica protección por parte de las leyes 
penales a la normalidad de los vuelos y a la seguridad de 
las personas, asegura, por sí misma, una represión eficaz 
de los hechos a que nos referimos. En el ámbito interna- 
cional, en cambio, tan importante como el establecimiento 
de figi delito y penas, por part leyes ii 
es arb sistema que asegure 1 ra y el 
de los culpables, cuando han salido de los confines del país 
en que tales leyes internas tienen vigor. 

Debe advertirse que la cuestión no es rigurosamente nue- 
va en España ni en país alguno. Aunque grave, por 1 
rada insistencia con que los secuestros de aeronaves 
produciéndose en estos últimos tiempos, una problemática 
semejante Ia plantean todos imbito intema- 
cional: trata de blancas, tráfic zntes y tóxicos, 
falsificación de moneda, etc. 

r los caminos indicados ha prc que se 
solidaria con los demás países n de la 

ILlL15111~d Y la trascendencia social que tiene, ,o.uo hechos 
y en la concie la costa 
su represión. 

En el campo aer aerecno memo, la Ley penal y proce- 
sal de la navegación aérea de 24 de diciembre de 1964 se 
plantea ya el problema desde el punto de vista de la repre- 
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sión penal, en un triple sentido: tipificando las conductas 
que pueden considerarse delictivas en torno al apoderarnien- 
to de aeronaves o intimidación de sus tripulantes; fijación 
de sanciones penales para sus autores, y establecimiento 
de una jurisdicción adecuada y de un procedimiento ágil 
que, sin merma de las garantías individuales de los acusa- 
dos, haga posible la persecución y castigo de los culpables 
con rapidez y oportunidad. 

n--- o de la Ley citada de 24 de diciembre de 1964 
m, en lo que atañe al tema que estamos tratando, 

la, ~ ~ ~ ~ ~ n t e s  conductas : 
a) La destrucción maliciosa, total o 

ves en vuelo o fuera de él (art. 13). 
parcial: 

b) Los atentados contra las personas, comeuaos en las 
aeronaves y que afectan o pueden afectar a la seguridad de 
la navegación (art. 19). 

c) El alzamiento colectivo de tripulantes, pasajeros, em- 
pleados u otras personas concertadas, para oponerse al cum- 
plimiento de las órdenes del comandante de la aeronave o 
impedirle el' libre ejercicio de sus funciones o realizar cual- 
quier otro género de coacción (art. 20). 

d) El comandante que sin causa ji 
ción del mando de la aeronave (art. 28). 

e) El que se apodere con 
una aeronave (art. 39). 

violenci; 

. .. .. 

os comt 
L aeronx 
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j) Los que con violencia o lnmaacion se apoderen de 
la aeronave en la que vuelen o faciliten a otros su apodera- 
miento (art. 40). 

g) Los atentados y desacat or los pasa- 
jeros coma el comandante de k ien haga sus 
veces (art. 48). 

Las penas impuestas por esta Ley son diversas y pue- 
den ir, desde la de arresto (hasta seis meses) y multa, has- 

i haga deja- 

midación de 

ta la de reclusión mayor (entre veinte y treinta años de pri- 
sión). Las penas más frecuentes son las de prisión mayor 
(entre seis y doce años) y la reclusión menor (hasta vein- 
te años). La aplicación de las penas depende de la gravedad 



del hecho y circunstancias que concurran en el mismo. Pro- 
ceden las penas graves cuando se ha puesto en peligro la 
seguridad de las vidas humanas o se han ocasionado graves da- 
ños o lesiones, abusos deshonestos, etc., en las personas. Inclu- 
so puede llegar a imponerse la pena de muerte, aunque nun- 
ca figura como única pena, en los casos en que el hecho haya 
ocasiona( uerte intencionada de alguna persona. 

Para cimiento de los hechos de esta naturaleza 
es competente un Tribunal Aeronáutica, formado por juris- 
tas y con asistencia de técnicos aeronáuticos, que tiene ju- 
risdicción en todo el territorio nacional y cuya competencia 
viene justificada por razón de los medios y de los conoci- 
mientos especiales que son precisos para el debido enjuicia- 
miento de estos hechos. 

También contiene el Código Penal común una disposi- 
ción específica en el úitimo párrafo del art. 139, con arreglo 
al cual son aplicables a los delitos de piratería cometidos 
«contra aviones, ves, o aparatos similare penas 
que se establece la piratería en general. 

Ya se ha hecho notar la importancia trascendental que 
tiene la disposición de orden internacional para conseguir 
que las disposiciones del Derecho interno sean efectivas. Y 
no debe ocultarse que desde este punto de vista aumenta la 
complejidad de la cuestión por la ingerencia de un concep- 
to que dificulta las soluciones y no por demasiado usado es 
terminan salvo casos excepcionales el secues- 
tro de ac ete, de ordinario, con una motivación 
política y La LIIILLIV 5 ~ ~ e r a l  que las legislaciones suelen acep- 
tar, casi sin excepción, el de excluir del ámbito de la extradi- 
ción los delitos de tal naturaleza. Las disposiciones de orden 
internacional condicionan, por tanto, su eficacia en este pun- 
to al criterio subjetivo u objetivo, amplio o estricto con que 
se entienda el delito político. Ello lieva a .la conclusión de 
que sólo una concepción semejante a la conocida «Cláusu- 
la belga del atentadon, que excluya de la consideración de 
delito político el secuestro de aeronaves aunque de esta na- 
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turaleza sea el móvil que determine la 1 i al 
sistema de la eficacia necesaria. 

Es interesante citar aquí que en el reaenre Lonvemo de 
&tradición y Asistencia Penal entre Italia y España, firma- 
do pero no ratificado todavía, en su articulo 21 se declara 
la aplicación del Tratado a los hechos de piratería aérea y 
se dice que ((estas infracciones 'no serán nunca consideradas 
como delitos políticos cuando a causa de su gravedad resul- 
te prevalente su carácter de delito común)). 

En esta línea merece especial consideración el Convenio 
de Tokio de 14 de septiembre de 1963, suscrito por Espa- 
ña en 27 de julio de 1964 y ratificado en 1 de octubre de 
1969 que, como se ha dicho, complementa a la legislación 
interna en orden a la consecución de una eficaz re~resión 
respecto de los delitos qi ;ido aludidos. 

Las finalidades que 11 Convenio han i téti- 
camente expuestas del modo siguiente : 

a) Subviene a la falta de disposiciones internacionales 
sobre jurisdicción extraterritorial de un Estado en materia 
de delitos cometidos en aeronaves de su nacionalidad, dedi- 
cadas a la navegación aérea internacional y a los problemas 
de conflictos de jurisdicciones penales y la necesidad de de- 
finir las facultades del comandante de la aeronave, a fin de 
tomar las medidas necesarias en relación con los actos come- 
tidos a bordo que pongan en peligro la seguridad del vuelo. 

b) Igualmente la necesidad de mantener el orden sobre 
la comunidad a bordo, ya que es de esperarse que dicha co- 
munidad aumente en gran medida cuando se pongan en ex- 
plotación en un futuro próximo aeronaves de mayor capa- 
cidad. 

c) Resuelve las dificultades que para precisar la juris- 
dicción para vuelos en alta mar o territorios no sometidos 
a una soberanía particular o en operaciones aeronáuticas a 
gran altura y velocidad, donde las soberanías n S se 
refieren a extensiones relativamente pequeñas. 

d) Asegura que un delito cometido en dicuaa ~ ~ ~ u n s -  
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81 Consagra el propósito de mantener el principio um- 
lente consagrado de que un delincuente no puede ser 
lado dos veces por el mismo delito (non bis in idem), 

r ~ ~ ~ ~ l a r m e n t e  dos o más Estados se atribuyen la jurisdic- 
ción para conocer de Usmo caso, alegando criterios 
distintos como el de idad de la aeronave, o el del 
territorio sobrevolado, o ei de la nacionalidad del delin- 
cuente. 

Debe señalarse, por otra parte, que como atiliaaa a la 
Asociación Internacional de Transporte Aéreo (I.A.T.A.), 
España acepta también las prevenciones de seguridad, medi- 
das contra robos de equipajes, secuestros de aviones, etc.. etc., 

ta asociación internacioi 
.aducir en el futuro. 

151ialmente, como miembr~ ur. r y a u v u b o  v u i u a n ,  Ii<OY-a 

verá seguramente con toda atención los acuerdos y proyec- 
tos que el Comité especializado de Naciones Unidas prepara 
sobre estas materias. 

El problema, sin embargo. D de vista jurí- 
dico, exige ciertas puntualiza----,-. u e  una parte se hace 
necesario definir con claridad, en el campo internacional, lo 
que puede considerarse como delito, estrictu sensu, porque 
merezca un re~roche ético de carácter general y por encima 

otivaciones políticas y 1; 
luctas llevan casi siemp 

sigo. Los ataques a valores jurídicos universalmente recono- 
cidos, como la vida, la integridad corporal, la libertad, la pro- 
piedad, etc., deben ser penalmente valorados, sin mezclar- 
los con los propósitos políticos, contingentes y de muy dis- 
tinta significación conforme a circunstancias de lugar y 
tiempo. 
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a conductas sobre las que, por recaer un reproche ético in- 
dudable, merecen una clara conceptuación penal. 

Es necesario establecer los medios para que los móviles 
del autor puedan ser reconocidos dos, en todo caso, 
como circunstancias modificativas esponsabilidad. En 
todo caso se impone la diferenciación, hasta donde sea posi- 
ble, del acto con valor político de la conducta con valor pe- 
nal. La regulación internacional de la materia debe afectar, 
en la forma que se estime conveniente. a los tratados de 
extradición, a los respectivos dere( los Est: ide 
el hecho se produzca, o donde esi d a d a  1: ve, 
o donde ésta haga gran escala y al de nacionalidad de los 
culpables en ciertos casos. 

En definitiva, parece que, desde el punro ae visra juridi- 
co, no se ha avanzado suficiente] n el ca :er- 
nacional como para establecer los la 
represión penal de estos hechos. 
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Como es ya costumbre en estas Memorias, rc s a 
continuación los principales instrumentos legislativo ec- 
tando de manera directa o indirecta a la Administración de 
Justicia, fueron promulgados desde la anterior Memoria. 

Ya dimos cuenta en la Memoria anterior de la aproba- 
ción por las Cortes de la Ley de Costas, Ley número 28/69 
de 26 de abril que se publicó en el «Boletín Oficial» del 28 
del mismo mes. También se consignó allí la aprobación de 
la Ley básica de Movilización general número 50169 de 
26 de abril. 

Excepcional importancia tiene la Ley 62/69 de 22 de ju- 
lio por la que se designa sucesor 1 de Rey en la Je- 
fatura del Estado al Príncipe J rlos de Borbón y 
Borbón. 

La Ley 112169 de 30 de diciembre modifica la planti- 
lia del Cuerpo de Magistrados de Trabajo. La 113/69, de ' 

30 de diciembre igualmente modifica los artículos 33 y 130 



de la Ley de Navegación Aérea de 21 de julio de 1960. 
La Ley 116169 también de 30 de diciembre regula la Segu- 
ridad Social de los trabajadores del mar, mientras que la 
117/69, de la misma fecha regula la producción de seguros 
privados y la 118/69, también de 30 de diciembre estable- 
ce la igualdad de derechos sociales de los trabajadores de la 
comunidad Iberoamericana-Filipina. 

Por último otra Ley de la misma fecha, la número 119169 
autoriza al Gobierno para aue mediante Decreto ada~ te  a la 
Jurisdi U t a r  1t :y 3/67 
de 2 en cua :ionados 
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con el uso y circulación cie velliculos a motor. 
En el campo de los Decretos-Leyes y sin repetir los que 

ya se citaron en la Memoria anterior, hay que destacar el de 
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CENTENARIO DE LA LEY ORGANICA DEL 
PODER JUDICIAL 

1. La «Ley Provisional para la organización ael poder ju- 
dicial» de 1870 

Indudablemente, conmemorar el centenario de una Ley 
vigente, en época como la nuestra, en que el ritmo de acele- 
ración histórica es tan vivo y arrastra consigo cambios tan 
radicales en cosas básicas, no deja de ser un acontecirnien- 
to digno de resaltar. En esta Memoria, cuya publicación ha 
de coincidir, por precepto legislativo, con la misma fecha de 
publicación de la Ley provisional sobre Organización del 
Poder Judicial, no podemos dejar de hacernos eco de ello. 

Cierto que la ya célebre «Ley provisional» llega hasta 
nosotros, para cumplir sus primeros cien años, mutilada por 
el transcurso del tiempo, con lenguaje anacrónico en muchos 
de sus puntos, envejecida y no exenta de alifafes propios de 
su vetusta edad, reducida de cuerpo y sustituida en no pocas 
partes por otras disposiciones. Y cierto también que se apli- 
ca hoy sobre una planta de Juzgados y Tribunales bien dis- 
tinta de aquélla que se perfiló en su llamada «Ley Adicio- 
nal» de 1882 y con una distribución de competencias que en 
poco se parece a la inicial. Pero todo ello es lógico que sea 
así y difícilmente podría ser de otra manera. El valor que la 
conmemoración ha de tener, a nuestro juicio, es el de consi- 
derar que las líneas fundamentales que presiden la organi- 
zación judicial en ella, siguen vigentes: la atribución de la 
función de juzgar a los Tribunales ordinarios; el ámbito de 
garantías jurídicas para el ejercicio de esta función; los prin- 



cipios que han de regir y a los que deben someterse los ór- 
ganos jurisdiccionales y quienes los componen, etc. 

Llega la conmemoración cuando ya se ha reiterado el 
anuncio de la sustitución y esto es una razón más para que 
nos fijemos en algunos puntos de interés. De entre ellos, in- 
teresa destacar el hecho de que la Ley de 1870, prescindien- 
do de momento de sus antecedentes y de las razones políti- 
cas que abonaron su promulgación, ha sido el cuerpo básico 
regulador de la Magistratura española durante un siglo. Cuer- 
po que también cobijó en su inicio-y durante poco más de 
la mitad de su vigencia-al Ministerio Fiscal, en ella básica- 
mente regulado y entonces, más que hermanado, identificado 
con quienes también formaban parte de la Judicatura. La 
Ley Orgánica, acogió en su seno, con idéntica condición, a 
Magistrados, Jueces y Fiscales. El Ministerio Fiscal encon- 
tró en ella la definición de su misión esencial y los principios 
básicos para su ejercicio. Durante años, unos y otros, Ma- 
gistrados y Fiscales, convivieron no sólo en el ejercicio y co- 
laboración estrecha en la función de contribuir a la acción 
de la Justicia, sino también en la regulación normativa de 
sus respectivas funciones, obligaciones, deberes y c 
La separación establecida en 1926 no fue obstáculo 1 
la hermandad entrañable continuase, bajo el mismo techo y 
con el mismo afán de tener la Justicia como ideal y 
zación constante como meta. Por eso, al traer ahora i 

líneas la conmemoración centenaria, los Fiscales ~ U G I C U U S  

rendir homenaje de reconocimiento a quienes-Jueces y Ma- 
gistrados-siguieron, y continúan aún, regidos por aquella Ley 
que un día cobijó a las dos corporaciones. 

La Justicia no puede hacerse solamente is leyes, 
sino que necesita, de manera fundamental stituible, 
hombres honestos, fieles a su idea, firmes en su afán, sacri- 
ficados, justos, austeros, con muy honda capacidad de re- 
nuncia, rectos de espíritu, ricos en virtudes, silenciosos, ecuá- 
nimes, objetivos, honorables, incorruptibles.. . A estos hom- 
bres, que han formado durante cien años parte de una cor- 
poración capaz de mantener, a pesar de todas las flaquezas 
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humanas, un prestigio inatacable, quieren desde aquí ren- 
dir tributo de admiración sus compañeros en la tarea de tra- 
bajar por la Justicia, que quizá como nadie han conocido, a 
lo largo de estos años y por estas razones de proximidad, 
hermandad y compañerismo, el heroico esfuerzo que supone 
mantener íntegro, en el seno de un tiempo lleno de confu- 
siones y renuncias, el prestigio de uo jn social excel- 
sa : la de administrar rectamente Justic 

Al  enfrentamos ahora-es la mejoi LIIuC.Ia UL ~ ~ m e m o -  
rar el centenario-con la necesidad de articular una nueva 
ley, que la sustituya, tenemos que hacer el esfuerzo nece- 
sario para tratar de actualizar lo que es contingente y mu- 
dable, porque se refiere a circunstancias de lugar y tiempo; 
de aprovechar e incorporar a la función de juzgar, los me- 
dios actuales de trabajo y organización; de tener en cuenta 
el distinto valor de la distancia y del tiempo; los fenómenos 
sociales y sociológicos; las nuevas técnicas; los factores eco- 

1s; todo el entorno, en fin, que consl marco 
en el que el hombre vive y actúa. Pei mrvando, 

rLLLLLcionando y desarrollando las ideas madr,, yUL son bá- 
sicas, imprescindibles: La independencia de la función; la 
objetividad e imparcialidad de sus servidores; la defensa y 
garantía de los derechos de la persona; el respeto a la digni- 
dad del hombre, a su libertad y a su integridad. La experien- 
cia de los cien años transcurridos, en los que la historia 
de España presenta etapas y tiempos tan dispares, en los que 
transcurre nuestro avatar histórico por tan diferentes ami-  
nos, nos ayudará sin duda a sortear peligros y obstáculos. 
España, afortunadamente, ha encontrado ya un camino de 
paz en el que ir construyendo, piedra a piedra, el Es 
Derecho que su sistema implica. La organización de 
tructuras judiciales son una parte fundamental en este em- 
peño. 

Cuando la Ley de 1870 fue promulgada, nspana atrave- 
saba por circunstancias delica 1868 y 
el proceso histórico que dese -consti- 
tuye uno de los hechos más , uu~,ua historia 

nómicc 
actual 
-'...$a,., 

ituye el 
ro conse 
,*e "77- 

das. La 
:nadena 

"~m*la  

revoluc 
-se ha 

A- 

tado de 
las es- 

Rón de 
dicho- 



política del Siglo XIX. No fue, desde luego, un pronuncia- 
miento más al uso de la época, sino un movimiento más pro- 
fundo, que pretendió quizá plantear radicalmente la causa 
de los males que aquejaban al país y que durante tantos 
años venían deshaciendo lentamente, la solidez y permanen- 
cia no sólo de las instituciones, sino de la existencia misma 
de España. El largo proceso de desintegración había llega- 
do a afectar en aquella ocasión a la propia persona que en- 
carnaba la Corona y no porque la corriente política avanzara 
hacia otras formas de Gobierno, sino precisamente por el 
deseo de salvar la propia Institución, por encima del fraca- 
so y las torpezas de las personas, de los partidos políticos y 
del propio sistema. 

Estas disgresiones creo que son necesarias para enmarcar 
el campo político y social en el que había de producirse una 
ley que ha regido, con más o menos mutilaciones, durante 
un Siglo. La revolución de 1868 tuvo, naturalmente, un sen- 
tido político del que era prácticamente imposible sustraerse 
en aquellos momentos; destronó a Isabel 11 sin pretender 
una sustitución violenta de la forma de Gobierno-aunque 
más adelante intentara producirse, al hilo de una desintegra- 
ción nacional cada vez más acentuada-pero supuso, sobre 
todas las cosas, un intento de cambio radical en b s  supues- 
tos sociales y políticos de la propia existencia de España. 
Cosa distinta es que ni el cuerpo social, ni las instituciones 
políticas, ni los hombres capaces de regir los destinos del 
país t 
el esp 
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as convicciones y en la fe para dar a 

España una risonorma distinta y hacerla salir del marasmo 
en que se debatía-y seguiría debatiéndose aún durante 
años-hasta consumar una decadencia, una desintegración 
que no podía impedirse con puros remedios técnicos. 

En este clima de revolución sin perspectivas, que abrió 
un periodo anárquico y confuso desde septiembre de 1868 
hasta la Restauración de 1874, se produjeron algunos acon- 
tecimientos de donde arrancaría la promulgación de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial : El ((Programa revolucionario» 



que en 8 de octubre publica la Junta Superior Revoluciona- 
ria, encabezada por Nicolás M." Rivero, incluye entre su 
((declaración de derechos», «el juicio por jurados en lo a i -  
minal; la unidad de fuero en todos los ramos de la Admi- 
nistración de Justicia y el principio de inamovilidad judi- 
cial». El Decreto Ley de 6 de diciembre de 1868 (l), al refun- 
dir todos los especiales en el ordinario, da expresión legis- 
lativa a una de aquellas aspiraciones. La Constitución de 
6 de julio de 1869, incluye en su art. 36 que «Los Tribuna- 
les ejercen el Poder judicial». La Ley de 1870 recoge estos 
principios y los desarrolla, fiel a la doctrina política que los 
había colocado en el frontispicio de sus declaraciones. 

Estamos claramente dentro de la línea del constitucio- 
nalismo imperante, aunque moviéndonos en una época en 
que la Constitución no tenía otra aspiración que la de ser 
base del principio de normatividad, aunque el contenido de 
esta normatividad variase con cada pronunciamiento, con 
cada avatar político, hasta alcanzar vigencias de duración in- 
verosímil para un cuerpo básico y fundamental. Esta línea 
constitucionalista es la que trasciende al orden judicial, que 
se define como uno de los tres poderes separados, aunque 
la regulación que le afecte no sea consecuente con tal defi- 
nición. Las Constituciones de 1837 y 1869 lo denominaron 
expresamente «poder judicial», mientras que las de 1845, 
1876 e incluso la republicana de 1931 se refieren a la «Ad- 
ministración de Justicia». 

La Ley de 1870 quiere ser expresión de esta doctrina y 
así se aprecia hasta en su propia denominación: «Ley pro- 
visional sobre organización del Poder judicial». Estamos 
dentro de la concepción liberal de separación de poderes; 
dentro de la concepción del Estado como «situación»; den- 
tro del principio de normatividad legal. La etapa correspon- 
de, para nosotros, a la formulación del «Estado liberal de 
Derechop. En esta formulación existen principios de validez 
indiscutible, algunos de los cuales se I :y cuyo 

(1) Llamado de Unificación de Fueros. 



centenario conmemoramos. Pero estos principios no son su- 
ficientes para la compleja problemática del tiempo posterior. 

Con retraso notable respecto de otros pueblos europeos, 
también a nosotros, sin embargo, nos fueron afectando las 
crisis políticas y sociales del sistema demoliberal, del cons- 
titucionalismo, del puro principio de legalidad estricta. Los 
cambios sufridos en estos cien años han sido profundísimos, 
y la propia concepción del Estado liberal de Derecho, fue 
sustituida por el concepto de Estado social de Derecho: El 
Estado no es tan sólo una ((situación de convivencia,, sino 
que se le exige una actividad, la consecución de unos fines 
y de unos objetivos de cara a la realidad social: el perfec- 
cionamiento de la persona humana, de su dignidad y de sus 
derechos inalienables, dentro de una sociedad tecnificada. 
Pero es más, alientan ya concepciones más dinámicas del 
Estado de Derecho, que se desprenden de Ia idea del Es- 
tado como empresa humana en desarrollo, tendente a la rea- 
lización de un ideal propuesto, que en nuestro caso bien 
pudiera ser la realización de una determinada concepción 
de la justicia, objetivada para que tenga valor universal y 
permanente. 

No es suficiente ya el basamento meramente normativo, 
ni mucho menos el sistema constitucionalista formal. El fun- 
damento hay que buscarlo ahora en el princípio de legitimí- 
dad, que supone un servicio a los fines propuestos, funda- 
mentalmente al desarrollo y perfección de la persona hu- 
mana, base y cimiento de todos ellos. 

No quiere decir esto que no sean válidos los principios 
en que se fundara la Ley de 1870 al pretender marcar las 
líneas básicas de la «organización del poder judicial». Mejor 
diríamos que no son suficientes y que el reto de nuestro 
tiempo, en esta materia, es el de que sepamos acertar en la 
formulación de las líneas maestras en que debe centrarse el 
ejercicio de una función, como la de administrar justicia, 
que tan directamente afecta a los fines propuestos como 
ideal, a la realización de una concreta idea de justicia. 

Nuestra Iegislación fundamental se orienta hoy en el 
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sistema de «unidad de poder y coorc de funciones», 
según dispone el art. 2 de la Ley Org; 1 Estado. Nues- 
tra filosofía política alienta un sentido r ~ ~ a u ~ a l i ~ t a  y se ins- 
cribe en el campo del humanismo cristiano. El profesor Cas- 
tán diría que los rasgos fundamentales y constantes del pen- 
samiento jurídico español son: ca) El sentido objetivo y 
ético del Derecho.. . hermana :Uos (los cuerpos lega- 
les) el Derecho con la Justic preceptos jurídicos con 
los morales; b) La exaltación de la persona human 
consecuencia de un humanismo o personalismo crist 
C) Un vitalismo antiformalista que aspira a plegar el berecno 
y su aplicación, más que a esquemas lógicos, a las realida- 
des de la vida» (Castán, Los sistemas jurídicos contempo- 
ráneos del mundo occidental, pág. 48). Todo elio puede 
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Esta Memoria tiene otra finalidad bien distinta. Pero no que- 
remos dejar sin comentario este acontecimiento centenario 
y ésta es la razón de que incluyamos hoy este tema entre 
los qi :ionalmente se tratan en un documento como 
el prr En esta iínea queremos también tratar algún 
que otro aspecto concreto de la cuestión, ciñéndonos escue- 
tamente a algunos de los problemas que durante el año a que 
la Memoria se refiere, han presentado mayor interés y ac- 
tualidad y han mereci 
opinión públic 
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blema de la unidad jurisdiccional. Otro, también actual, ata- 
ñe a la propia Judicatura y especialmente al sistema de se- 
lección de sus miembros. Las líneas que siguen, sobre am- 
bos temas, solo pretenden dejar constancia dc iquietud 
y del deseo de aportar ideas en torno a cuest las que, 
naturalmente, no podemos permanecer ajeno.. 

.do una 
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2. El problema de la llamada unidad jurisdiccional 

El planteamiento del problema de la unidad juri~...,-.~ 
nal, tema de actualidad constante que ahora se renueva ante 
la tramitación del proyecto de nueva Ley Orgánica de la 
Justicia, exige, ya de entrada, ciertas puntualizaciones. Por 
unidad jurisdiccional suele entenderse la facultad exclusiva 
y excluyente de la jurisdicción comúnmente llamada ordina- 
ria, para entender en los asuntos judiciales de determinado 
orden. No se trata, estrictamente, de la existencia de una ju- 
risdicción «única», aunque sí de una jurisdicción básica, 
común, y que por ello suele llamarse «ordinaria,. Con ma- 
yor o menor extensión se admite por todos los ordenamien- 
tos jurídicos vigentes, la existencia de jurisdicciones distin- 
tas por razón de la materia, el lugar, el fuero personal, etc., 
y ello sin entrar en la cuestión de la naturaleza de la liama- 
da «jurisdicción administrativa» y de la existencia de Tri- 
bunales y órganos jurisdiccionales de naturaleza realmente 
diferente a la de los clásicos Tribunales de Justicia. 

No se trata, pues, si queremos hablar con propiedad, de 
un problema de unidad jurisdiccional, sino de un problema 
de exclusividad jurisdiccional para determinados órdenes ge- 
nerales de asuntos. Solo enfocando el problema desde este 
punto de vista puede hablarse de la función jurisdiccional 
que en iíneas generales compete a la Administración de Jus- 
ticia, sin perjuicio de que puedan existir, dentro de unos lí- 
mites objetivos, otras jurisdicciones especiales u otras fun- 
ciones jurisdiccionales no judiciales. 

La Ley de 1870 consagra el principio de exclusividad 
jurisdiccional-en los asuntos civiles y criminales-a favor 
de los Tribunales ordinarios. Su artículo segundo es el que 
dice que «la potestad de aplicar las leyes en los juicios ci- 
viles o criminales juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, 
corresponderá exclusivamente a los Jueces y Tribunales,. 
En la misma Ley, en sus arts. 27 y 28 se enumeran los órga- 
nos jurisdiccionales que se comprenden en la denominación 
genérica de «jueces y Tribunales» empleada por la Ley y 



no cabe duda alguna de que se trata de órganos de la juris- 
dicción ordinaria. Sin embargo, la propia Ley Orgánica, en 
sus arts. 347 y siguientes trata de lo que la rúbrica de la 
Sección correspondiente llama «De la competencia de las 
jurisdicciones especiales en lo criminal», donde incluye la 
que correspondía a las jurisdicciones de Guerra y Marina. 
También la Ley Orgánica contempló ciertos problemas en 
relación con la jurisdicción eclesiástica. 

Menos de dos años antes, el 6 de diciembre de 1968, se 
publicó como Decreto Ley el que se conoce con el nombre de 
Decreto de Unificación de Fueros, cuyo título primero trata 
de «la refundición de los fueros especiales en el ordinario». 
Atendió esta norma, promulgada, como se ve con carácter 
urgente y sin esperar a la aparición de la propia Ley Orgá- 
nica, a resolver la situación realmente anómala creada por 
la disgregación anterior y la proliferación de fueros y com- 
petencias excepcionales. Plaza dice (Derecho procesal c i d  
espmíol, T. 1), que «se dictó para poner remedio a la 
situación que había creado la publicación de la primera Ley 
de Enjuiciamiento civil de 1855», que en esta materia y 
también en otras había significado un retroceso en rela- 
ción con el contenido del R. D. de 30 de septiembre de 
1853, más comúnmente conocido con el nombre de «Insmc- 
ción del Marqués de Gerona». Lo cierto es, sin embargo, que 
la publicación del D. L. de unificación de fueros obedeció 
al imperativo de dar vigencia a un principio consignado ya 
en el «Programa revolucionario» confeccionado por la Jun- 
ta Superior Revolucionaria que en septiembre de 1868 ha- 
bía destronado a Isabel 11 y que, en el punto que nos ocupa, 
proclamaba la «Unidad de fuero en todos los ramos de la 
Administración de Justicia>. Y aun contando con tales an- 
tecedentes, el Decreto de Unificación, que suprime los fue- 
ros personales y las jurisdicciones de los Tribunales de Ha- 
cienda y de Comercio, regula v marca en sus Títulos 11 
y III los asuntos que deben 
eclesiástica y militar. 

De nuevo encontramos ahora una legislación fundamen- 

reserva rse a la icciones 
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tal que estatjlece parecidos principios: El art. 31 de la Ley 
Orgánica del Estado prescribe que K L ~  función jurisdiccio- 
nal, juzgando y haciendo ejecutar lo juzgado, en los juicios 
civiles, penales, contencioso trativos y laborales, co- 
rresponde exclusivamente a cgados y Tribunales de- 
terminados en la Ley orgánica de la Justicia, según su di- 
versa competencia)). El artículo siguiente, reconoce la exis- 
tencia de las jurisdicciones miIitar y eclesiástica. La primera 
«se regirá por las Leyes y disposiciones que ~rivai e 
la regulan» y la segunda ((tendrá por áml L- 

blezca el Concordato con la Santa Sede». 
Un notable avance se aprecia en el nuevo texto en rela- 

ción con los que originaron el sistema de la ya centenaria 
Ley Orgánica de 1870. Esta sigue la línea constitucional de 
la época, que atribuye a los Tribunales el «ejercicio del Po- 
der judicial», pero la declaración excede de su contenido. 
El «poder judicial», se reduce, como lógica consecuencia de 
la doctrina seguida, a «la potestad de aplicar las leyes», ex- 
presión concreta de la tesis de Montesquieu, para quien el 
Juez es «la boca que pronuncia la palabra de la ley)). Por 
otra parte, la. potestad se reduce a dos aspectos principales 
y por entonces prácticamente suficientes: el ejercicio del 
«jus puniendi» del Estado y la decisión de los conflictos 
privados entre partes. La función revisora de la jurisdic- 
ción contenciosa no tiene todavía la significación que alcan- 
zó más tarde en nuestra Patria y pc cuencia, se ve al 
Estado como sujeto político sometidc :onstitución, pero 
no se le ha llegado todavía a considerar, con la amplitud 
actual, como sujeto a las decisiones jurisdiccionales en ma- 
teria de su propia actividad administrativa. 

La potestad de aplicar las leyes se ha ampliado ya a todo 
lo qi Iorta el ejercicio de «la función jurisdiccionab 
y ést reduce ya a lo penal y lo cid,  sino que abre 
horizonte, de una parte, a la función revisora de los actos 
del Ejecutivo-con limitaciones estrictas-y al orden laboral, 
especialización nacida de la complejidad de las relaciones de 
trabajo y del principio de justicia social. También queda 
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abierta cualquier otra posibilidad de que las leyes atribuyan 
a la función jurisdiccional ámbitos específicos todavía no 
configurados de manera concreta. 

Trasciende en esta concepción la idea de Estado social 
de Derecho y sus características notas de legitimidad, sepa- 
ración de funciones, principio de legalidad de la Administra- 
ción y reconocimiento y garantía de los derechos de la per- 
sona, incluidos los económico-sociales. 

La función jurisdiccional atiende al ejercicio de uno de 
los poderes del Estado, pero no por la simple razón de una 
inicial necesidad de división de trabajo, sino por más pro- 
fundas razones, ya que la naturaleza de la función-realiza- 
ción en cada caso, de la idea abstracta de justicia-precisa 
disponer de un ámbito de ejercicio adecuado que implique 
una esfera clara de suficiente inmunidad. Para explicar el fe- 
nómeno, desde el punto de vista político, se acudió a la 
teoría de la división de poderes. Sin embargo, aún en esta 
construcción doctrinal, el poder judicial no aparecía como 
tal. Castán apunta (Poder judicial e Independencia judicial, 
pág. 13) que la flamante doctrina de la división de poderes, 
ya en su primera formulación, lleva consigo una contradic- 
ción interna, por cuanto se refiere a la existencia misma y 
al prestigio del poder judicial. Con la mezquina concepción 
de Montesquieu, que no ve en el noble oficio del juez más 
que la boca que pronuncia las palabras de la ley, no hay 
-y trae a colación unas palabras de Pérez Serrano-«posi- 
bilidad de considerar que el judicial sea un poder». No son 
pocos los autores que rechazan la teoría de un poder judi- 
cial autónomo, entre ellos Duquit y Hauriou, Ducroq, St. Gi- 
rons, etc. Sin merma de las facultades de control sobre el 
ejecutivo, no pasan de considerarlo como una potestad, con 
autonomía relativa. No falta quien entiende que la Justicia 
constituye un poder metapolítico, intemporai, guardían de 
valores estables que considera universales (Lavan, Le juge 
et le pouvmr politique, pág. 83). 

La doctrina de Motesquieu, que tanta aceptación 
profunda influencia tuvo sobre las etapas políticas poste- 
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riores, adolece, al decir de Ernst von Hippel (Historia de 
la Filosofia Politica, 11, pág. 101) de importantes defectos, 
derivados de la insuficiencia de su punto de vista filosófico, 
y de su excesivo basamento mecanicista. 

Una concepción más actual del Estado de 
brá de fundar la esencia de la función jurisdiccionai en el 
principio de legalidad, que afecta también y de manera muy 
especial, al propio Estado y que, por consiguiente, no puede 
conservar en su propia mano la facultad de decidir cues- 
tiones en que puede ser parte. Y no sólo parte en el sentido 
de sujeto de derechos y obligaciones, sino en el más amplio 
sentido de ser ente cuyos actos están sometidos a la revisión 
jurisdiccional para garantizar su acomodación a la Ley. De 
ahí se desprende la necesidad de que la función jurisdiccio- 
nal, aunque sea una manifestación del poder unitario del 
Estado, de la soberanía, se ejerza en condiciones tales que 
impliquen un ámbito de inmunidad de coacción e influen- 
cia para s la llevan a cabo. No s pues de quien 
ejerza 1 m, ni siquiera-al meni rincipio-de a 
qué órganos se atribuya, ni mucho menos de su carácter 
unitario o múltiple, sino que L sobre 
blecer las condiciones adecuad el eje: 
imparcial, de la función. Lo que ocurre es aue. una vez esra- 
blecidas estas condiciones o requisitos. a for- 
mar la esfera de inmunidad necesari sejable 
que sean sólo los órganos que se insertan en ella los que 
detenten la función judicial. C i exclusi 
hablábamos al principio. 

Esto nos lleva al verdadero núcleo de 1 
centro del problema de lo que quiere decii 
habla de unidad jurisdiccional; a la fijación de los caracteres 
que deben reunir y de las condiciones y garantías de q 
ben rodearse los órganos de la función jurisdicáon 
primera de ellas es lógico que sea la separación de la m- 
ción de juzgar de las otras funciones públicas, de la Admi- 
nistración, o del Estado. En definitiva, la función jurisdic- 
cional trata de hacer realidad la máxima de Pascal, «sustituir 
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la razón de la fuerza por la fuerza de la razón». Para que la 
fuerza esté a favor dé la razón, hay que evitar, entre otras 
cosas, que pueda ejercerse en contra de ella. Es en esta in- 
munidad a la coacción donde radica la necesaria indepen- 
dencia de la función, que en manera alguna ha de confun- 
dirse o quedar supeditada, respecto de otros órganos o sec- 
tores del propio Estado, en los cuales siempre radicará una 
parte del poder, porque éste trasciende a toda la organiza- 
ción. Fijada la esfera de inmunidad, por medio de condicio- 
nes objetivas, todas las demás cuestiones que suelen debatir- 
se en esta materia-unidad jurisdiccional, autogobierno, mé- 
todos de selección, etc.-ceden en importancia a este prin- 
cipal y básico problema. 

En lo que afecta a este punto concreto, la «coordinación 
de funciones)) a que alude el art. 2 de la LO& no puede 
referirse a otra cosa que a ésta: en lo que la función juris- 
diccional respecta, deberá ser inmune («La Justicia gozará 
de completa independencia» dice el art. 29 de la LOE). Pero 
no olvidemos que nos estamos moviendo en unos estrictos 
campos de competencia: los «juicios civiles, penales, con- 
tenuoso-administrativos, laborales y que establezcan 
las Leyes». Esto es, que el campo midad no tiene 
por qué afectar a toda la actividad ~urisdiccional de cual- 
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quiera de los órganos del Estado, sino sólo a aquella que deba 
realizar una función judicial («juicios») en el campo de la 
competencia «civii, pen al..., etc.». Para nada afecta esto a 
la discusión sobre la existencia de u 
trativa, que por otra parte es difíc 
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sólo los órganos judiciales los que ejercen funciones juris- 
diccionales : muchos órganos administrativos las ejercen tam- 
bién. De lo que se trata es de salvaguardar con garantías 
suficientes, la estricta función de juzgar en materias deter- 
minadas. Sólo a este campo debe extenderse la esfer 
munidad. 

Si cualquier órgano distinto del Estado ejerce funciones 
judiciales fuera del ámbito de inmunidad e independencia de 
que ha de rodearse necesariamente la función jurisdiccional 



y en materias afectadas por la norma constitucional, 
tradicción resultará patente. 

La soberanía nacional es una e indivisible y ~ U L U  lii 

personifica es el propio Jefe del Estado (art. 1 y 6 de la 
LOE). Por eso también la función jurisdiccional, que par- 
ticipa del poder que emana de la soberanía, se ejerce en 
nombre del Jefe del Estado (art. 29 de la LOE). Pero están 
lejanos ya los tiempos de la jurisdicción retenida, en la que 
el propio Rey administraba justicia por sí o por sus directos 
delegados, subordinados y dependientes de él. El 1 

de la facultad de «hacer justicia, en manos, simplen 
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quien detentaba el poder director-Rey, S< un N- 
dimentario germen de la unidad de soberanír en cuan- 
to el mismo que ejerce el poder tiene que E e al De- 
recho-lo que supone un indudable avance en la i 

ción jurídica del sistema-es claro que no puede y r 
por sí y ante sí el Derecho, sin correr el riesgo de ser juez 
y parte. Y esto, aun le afect ctamente el pro- 
blema, siempre que 1 &luir o a aspectos, cues- 
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tiones, problemas o pc~auuas sobre Laa q U c  tuviera relación, 
interés, competencia o cuestión. 
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ticia, moneda, fonsadera e suos yantares» y ae su consecuen- 
cia «El Rey no la debe dar a ningu partir de 
sí, ca pertenesce a él por razón de i», se ha 
pasado a la atribución del poder de )Y&5U a V L ~ U O S  prote- 
gidos por la independencia, la inmunidad, necesaria para 
que en su ejercicio no utilicen otros ingredientes que los que 
se comprenden en el propio ordenamiento jurídico 

Otro problema es el de fijar cuáles deben ser lo: ._ 
res que delimiten la esfera de inmunidad suficiente ._ 
yes hablan especialmente de independencia, inmovilidad, 
objetividad, juez legal, exclusividad. Que sean o no sufi- 
citentes, en un ordenamiento determinado, es una cuestión 
diferente de la que estamos tratando aquí. 

De lo que se trata es de que los órg, e ejerzan anos qu 
a" --..A 
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función judicial («juicios») en materias «civilca, palales, etc.», 



sean inmunes, estén rodeados de garantías, exentos de coac- 
ción e influencia, etc., y eilo se consigue de mejor manera 
manteniéndolos separados totalmente de los restantes órga- 
nos del Estado, especialmente de los ejecutivos en las mate- 
rias propias de su competencia; dotándolos de servidores no 
sólo idóneos en el saber propio de su función, sino específica- 
mente protegidos por la ley para que conserven la inmunidad 
del órgano : inamovibles, objetivamente designados, automá- 
ticamente regladas sus facultades y derechos profesionales, 
etcétera. 

Cualquier órgano q 
ción de juzgar, p e r m a n t ~ ~  UFULTO del principio LUUBULUL~UUU- 

mente declarado. Independientemente de que se trate de uno 
o de varios y de que sea especializado por razón de función 
o de materia. Por eso, al formar los órganos judiciales un 
complejo al que ha dado en llamarse «Administración de 
Justicia)), a este complejo, en la medida necesaria han de 
extenderse las garantías de la persona y del órgano. Y cla- 
ro es que en el complejo caben los suficientes órgan 
pecializados o no, para que la esfera de inmunidad I 

ria no tenga que extenderse a otros sectores. Por eso las 
leyes suelen establecer el principio de exclusividad al que 
ya nos hemos referido. 

Todo eilo suele también conocerse bajo la rúbrica de 
«unidad jurisdiccional» y se entiende que sea así si no olvi- 
damos todo lo que llevamos dicho y los condicionamientos 
imprescindibles de que tratamos. Pero en realidad, la uni- 
dad jurisdiccional no es un valor en sí mismo; el valor 
auténtico reside en exigir que cuantos órganos realicen fun- 
ciones judiciales, estén dentro del ámbito de inmunidad que 
es requisito «sine qua non, para que respondan a la ver- 
dadera naturaleza de su funcii 

la fun- 
":~-"l 

Si lo importante, para el ejercicic L juris- 
diccional, es que ésta esté revestida de las garantias sufi- 
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cientes para que pueda ejercerse en ito de inmuni- 
dad, lejos de la influencia de factores sean el propio 
contenido del ordenamiento jurídico, ello no quiere decir 
que sea indiferente el elemento humano que forma los ór- 
ganos que desempeñan la función de juzgar. Por el contra- 
rio, hemos dicho más ar-'b ~1 a ( de comentario, 
al hilo de una conmemoraciór de la Ley Or- 
~ánica del Poder Tudicial-tit~r;~ WL* uuavtros el valor y 

nes, d u ~  .os cien 
en las nes ge- 

nerales de ejercicio de su nincion-por la vemsta Ley. Este 
te, del reconocii 
icta colectiva, qi 

han mantenido íntegro dentro del cuerpo social, incólume en 
su prestigio y fiel a la esperanza que la sociedad a la que 
sirve esperaba de ellos, eludiendo toda contaminación, per- 
maneciendo en la integridad de unas conductas individua- 
lizadas, a pesar de las dificultades económicas, realmente di- 
fíciles de comprender desde fuera, por las que han pasado 
en largas etapas y a pesar de las coyunturas tan diversas, tan 
contrapuestas, tan contradictorias a veces, por las que el país 
al que sirven 
conmemoran. 

Realmente, Cl  UV-uIL el sisteua, bu uicrrbr i r r  

de tan objetiva exigencia como la función de administrar 
justicia, sea imprescindible rodear al hombre de condicio- 
nes muy especiales a fin de aislarle en lo posible, del con- 
tomo vive, si lcto con 
la rea: deje de la en la 
---- -iilg=~ y se manu1~~~- iva rrVuIb-aJ DUuIb IVS que él 

que decidir. Por ello, sin entrar en las condiciones exi- 
para el mantenimiento de'la objetividad-las que de- 

limitan las esferas de inmunidad a que nos referíamos an- 
tes-nos interesan aquí algunas obse S sobre los sis- 
temas de selección, de designación y ón de los hom- 
bres que han de dedicarse a la función de juzgar. 

Jor ello 
.raizado 
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La selección de Jueces y Magistrados en el sistema 
de la Ley Orgánica de 1870 y los métodos actuales. 
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n esta materia se observan d S muy 
el momento en que la Ley Org le pro- 

mulgada y el tiempo de hoy. De los tres sistemas en que 
suelen clasificarse los métodos de selección de jueces-Jue- 
ces técnicos, designación política y elección popular-la Ley 
Orgánica escogió un sistema mixto, del que formaban par-. 
te el de selección técnica y el de designación política, en- 
tendiendo por ta l  el de libre designación del Gobierno, den- 
tro de determinadas condiciones y entre personas no perte- 
necientes estrictamente a la carrera o cuerpo de aspirantes 
ingresados por oposición. Los arts. 133, 136, 138 de la Ley 
Orgánica y 40, 41, 42, 43, 44 y 45 de la Ley Adicional a la 
Orgánica, de 14 de octubre de 1882, incluyen distintas po- 
sibilidades de designar Jueces o Magistrados-en distintos 
niveles orgánicos, incluso Aud y Presidencias de Sala 
de Territorial-a funcionarios ntes de los cuerpos de 
Secretarios, con determinadas ,,,,~iones de ejercicio, a 
Abogados que desempeñaren la abogacía durante cierto tiem- 
po o a Catedráticos con determinados años de servicio. Este 
«cuarto turno» como dio en llamarse, genéricamente, a esta 
posibilidad, venía indudablemente a pretender formar la Ju- 
dicatura con hombres procedentes de carreras jurídicas, con 
experiencia práctica, en forma en cierto modo parí 
como en los países anglosajones se realiza la provisi 
cargo de Juez. 

Es indudable que la solución de estos tipos tan delica- 
dos de problemas han de tener en cuenta de manera muy 
concreta, la realidad social del país y parece también claro 
que la realidad social de los países de formación latina no 
abona por regla general posibilidades de este orden no sólo 
porque es un sistema que se presta a la quiebra de la obje- 
tividad e independencia necesarias, sino sobre todo, porque 
el sistema no va acompañado de otras condiciones, rigurosa- 
mente precisas para garantizar su éxito y que en cambio son 
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No parece dudoso que en nuestra conformación social 
sea más adecuado un puro sistema de selección técnica, ro- 
deado de las necesarias condiciones de objetividad para evi- 
tar discriminaciones por motivos políticos o de otra índole. 
Por eso el cambio de sistema y la desaparici 
turno)) no era difícil de prever a medida qi 
en una línea de perfeccionamiento de las estructuras judi- 
ciales. El sistema de selección directa, fuera de los cuerpos 
de funcionarios judiciales, ha quedado relegado para el Tri- 
bunal Supremo fundamentalmente en razón 
za  constitucional^ del recurso de casación. 

Al pasar por diversos estadios y seguir diterentes méto- 
dos de selección, la legislación española ha ido buscando el 
más ópimo y con tal propósito, sin duda de ningún género, 
iiegó a la creación de la Escuela Judicial, estableciendo el 
sistema, en cierto modo mixto, de la oposición para el in- 
greso en la Escuela y los posteriores cursos de perfecciona- 
miento práctico en la Escuela. 

Ahora bien, {ha respondido realmente la  
cial a lo que de eiia esperaron sus fundado 
cabe exigir de una institución de este tipo? ~ L C U  que d U- 

die escandalizará la respuesta negativa. La Escuela 
encontrado, después de más de veinte años de fi 
miento, su propia línea de actuación. No Nena las esperanzas 
depositadas en eiia; no cumple en la medida que sería exi- 
gible y deseable un cometido tan importante como el que de- 
biera tener asignado. No queremos llegar a decir que, 
siones, el paso por la Escuela crea más problemas de 
resuelve, pero nos remitimos a quienes tienen expenencia 
-docente o discente-en esta materi: 

Este es un problema grave y urger 
ter: dar a la Escuela su sentido auténu~u, U ~ L C I L ~  scLvil  vara 

su fin utüizac e su existencia 
dos p< Hay que revisa] o su finalidad, 
todos, sus programas, sus técnicas de trabajo, la duracion de 
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sus cursos, su utilización para los restantes cuerpos de la 
Administración de Justicia. Hay que evitar que el alumno 
" 1 7 ~  ce siente ya Juez o Fiscal cuando entra en ella, langui- 

durante su etapa de permanencia, convencido de que 
ni nadie podrá modificar ya no sólo el hecho cierto, 
ie futuro, de su incorporación a la Judicatura o al Mi- 
io Fiscal, sino tan siquiera la puntuación que logró 
tr en los ejercicios de la oposición. Hay que utilizar la 

ascuela también para quienes ya están en el pleno ejercicio 
de la función jurisdiccional, hacerla servir de nexo de con- 
vivencia entre las distintas generaciones de Jueces y Fiscales, 
-'- --ntro de perfeccionamiento permanente para quienes ya 

en la plena dedicación a su función, pero quizá carezcan 
:asiones de medios técnicos para seguir ampliando sus 

conocimientos y ciertos aspectos de su necesaria experiencia. 
No pretendemos plantear aquí todo un despliegue de posi- 
bilidades de la Escuela, sino simplemente llamar la atención 

sobre la urgeni 
:ación. 

:e necesi idad de abordar su pro. 

b) Aspectos sociológicos en ia rormacion ael Juez. 
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Hay un aspecto de la problemática general de la Admi- 
nistración de Justicia, al que hemos hecho referencia ya más 
arriba y que no deja de cons ite siem- 
pre, por la aparente contradi 1s referi- 
mos al hecho de que los órganos juriscilcc~onaies y por con- 
secuencia los hombres que los sirven, han de permanecer 
siempre protegidos en un ámbito de inmunidad, que les aleje 
de todo lo que no sea el propio contenido del ordenamiento 
jurídico para poder mejor hacer justicia entre los hombres. 
Pero, al lado de esta garantía insoslayable, está la necesidad 
de que mantengan también esos mismos hombres un contac- 
to estrecho con la realidad de su tiempo, con los problemas 
de su generación, que sevan intemretar las señales de los 
tiempos y vivir intei 1 

de la que la justicia - 
cial. A dar solución posible a t e r m o s  en apariencia tan 
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contradictorios ha da atender fundamentalmente-aunque no 
pueda ser éste el único medio-la Escuela Judicial. Y a plan- 
tear estas cuestiones, con el calor que deben tener estos as- 
pectos humanos para todos nosotros, van di las si- 
guientes líneas de este Capítulo. 

El Juez, quizá más intensamente que en otras profesio- 
nes, ha de sentir la necesidad de vivir su tiempo, de escru- 
tar sus signos, de tomarle el pulso al tiempo que le ha toca- 
do vivir. Sucede así porque el Derecho, en la consecución de 
su fin primordial de dar expresión a la idea de la Justicia, ha 
de contar, necesariamente, con la realidad. Claro es que no 
se trata de formular una idea de la Justicia diferente para 
cada situación, de consmiir normas que se plieguen a las 
circunstancias o que se adapten al hecho que tienen que re- 
gular. Pero resulta indudable que la realidad plantea cada 
vez situaciones nuevas, muestra aspectos hasta entonces iné- 
ditos, presenta matices que difícilmente pudieron tomarse en 
consideración anteriorn 

Esto sucede en la iectores 
de la vida actual, a loJ .rsulta imposible regular con la 
normativa dictada en momentos en que no era posible pre- 
ver el problema que hoy se nos presenta. A lo largo de los 
tiempos, esto ha sucedido siempre-piénsese en la regula- 
ción de instituciones como la esclavitud o en la necesidad 
de afrontar los problemas de justicia social que la civilización 
industrial planteó y sigue planteando-pero la aceleración 
histórica tiene en nuestros días un ritmo tan intenso que qui- 
zá nunca hasta ahora se nos han planteado esta clase de pro- 
blemas tan acuciantemente. 

La civilización de la era 1 da del hombre 
al espacio exterior, vienen a auaLrLru ,;oblemática tan 
rigurosamente inédita, que es difícil pensar en resolverla con 
la norma positiva que hasta ahora nos ha semido para mo- 
vernos en nuestro más o menos reducido círculo de vida. 

Pero si la Justicia es un valor permanente, tenemos que 
pensar en que su expresión por medio del Derecho, tenga 
unas líneas inconmovibles, un basamento sólido que nos per- 

jn positi 
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mita afrontar estos nuevos problemas con el viejo espíritu 
de servidores de la Justicia. Estas parecen ser, pues, las Ií- 
neas que condicionan el actuar humano en el jurista, como 
hombre dedicado a contribuir a la formulación del Dere- 
cho, a su aplicación, a su administración o a su estudio: de 
un lado, la necesidad ineludible de vivir su propio tiempo, 
con el espíritu abierto a toda iniciativa de superación y per- 
feccionamiento; de otro, el imperativo de mantener en lo 
más intimo de su conciencia la clara idea de que existen 
unos valores indiscutibles, una base cierta, unos principios 
aplicables, aunque la formulación concreta, la aplicación de 
la norma positiva, la regulación adecuada que se base en ellos, 
ha de tener presente las nuevas situaciones, los horizontes 
abiertos por la investigación, las nuevas demandas que la 
humanidad nos plantea. 

Un examen de nuestro tiempo a la luz de estas ideas, 
nos lleva quizá a damos cuenta de la profunda inadecuación 
entre la ciencia y la conciencia; la humanidad ha llegado a 
alcanzar niveles científicos insospechados y el hombre pro- 
fundiza cada vez más en los problemas, se prepara mejor, 
investiga y se especializa con mayor cuidado. Pero existe 
en todo ello un gran peligro: lo que pudiéramos llamar «el 
interés interesado por la ciencia». Se busca aquello que pue- 
de rendir, lo que puede producir un fruto material y de 
esta forma se impulsa con extraordinaria fuerza el desarrollo 
material, las ciencias físicas, pero se deja de lado cuanto 
pueda suponer un perfeccionamiento ideal, espiritual. 

La aplicación de la razón en esta que ha dado en llamarse 
era técnica, nos ha proporcionado la sociedad de consumo, 
que pone al alcance del hombre medio, bienes de que ca- 
recían los más poderosos en épocas pasadas, pero que al mis- 
mo tiempo le crea constantemente, incesantemente, una serie 
de necesidades nuevas que lo mantienen radicalmente insa- 
tisfecho. Un avance en el orden de los principios, en el cam- 
po de la fuerza del espíritu, sería necesario para dotar al 
hombre de la fuerza moral necesaria para no verse dominado 
por este impulso constante de nuevas necesidades que cu- 



-- 

la funci 
más esc 

nada, e. 
es míni . . .  ""..,,..". 

- -- 
cogido 
intensid 
-,\o ,\h 

le la cie 
iltimas c 

de la r: 
ma clars 

izón, sir 
1 concep 

--. 

o cabe ( 

1 es el 1 
- 

:as, por 
de los 

," l ~ , ?  "# 

una COI 

valores, 
9" " " . ? ~ 1  

brir. Una de las cosas sobre las que es necesario insistir, es 
la diferencia radical que existe entre inteligencia y sabidu- 
ría, para conocer cómo la Última tiene en cuenta no sólo las 
reglas c io tarnbien el sentido 
de las i ción del mundo y del 
hombre. 

Esta inadec de que venimo tre la 
ciencia y la conciencia, produce como consecuencia m e d i a -  
ta la desmoralización del hombre, esto es, la pérdida del 
sentido moral, la pérdida del sentido de los valores y tam- 
bién le coloca en situación de indefensión ante los proble- 
mas que el tiempo nos plantea. La amenaza del mundo no 
es hoy mayor que pueda haberlo sido en otros momentos, 
pero se caracteriza por un fenómeno de desdibujamiento de 
los entornos de las cos fusión 1 ~nteni- 
do de los principios y e más 
necesario que nunca da, pI LLyuCYVJ CfuC YLILu abliga- 
ción de iluminar y clarificar, pero que son muchas veces 
quienes están contribuyendo en mayor medida a la confu- 
sión v a la oscuridad. Por eso, cuanto más trascendente es 

ón, y nl lo es siempre, 
:andalos( lencias produ- 

ce la ineptitud. Para obviar esto, nos retugiamos muchas ve- 
ces en una falsa modestia, que no es más que un intento de 
evasión: mi trabajo es insignificante, si yo fallo no pasa 

1 mundc conmueve, la ir .ia de mi fallo 
ma. Est a actitud intolei Irque niega el 

p~u,~,,o de la L,,puu;abilidad personh, , .,;que, en reali- 
dad, no es otra cosa que una odidad 
y de insolidaridad humana. 

Todo esto se nos pone de mamiesro a quienes nemos es- 
el Derecho como objetc tbajo, con una 
lad extraordinaria. Hay Isas que tene- 

u,ligación de plantearnos: ,, ,,., .- U,: moda, la Ua- 
mada «filosofía del encuentro», la relación entre yo y el 
otro, hemos de damos cuenta, por ejemplo, que aparece más 
viva, más patente, más actud, en las ciencias biológicas, por 
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ejemplo, en la ciencia mkdica, que en las ciencias sociales 
y especialmente en el Derecho. Hemos de plantearnos tam- 
bién la posición del hombre y del mundo: la integridad del 
hombre, su trascendencia, sus valore a y el mundo en 
que se inserta, la sociedad, el orden ~ivencia que debe 
Ser constantemente, permanentemente, mejorado. Para todo 
ello hay que aportar un espíritu abierto y constructivo, sujeto, 
sin embargo, al asidero fijo de los valores permanentes. Se 
nos pide nuestra contribución de juristas a una ordenación 
justa de la convivencia, que, al no ser un fenómeno estabili- 
zado, exige una reordenación constante y permanente, una 
aportación diaria, no sólo de ideas sino de conductas y ac- 
tuaciones, basadas todas en el principio de la responsabili- 
dad personal. 

Pero hay varias formas de plant ste cometido, va- 
rias maneras de realkarlo. De una lo que ha venido 
en llamarse la deontología profesional intenta afrontar pro- 
blemas de este tipo, ahondando en la valoración moral de 
los actos, pero en ocasiones se ha convertido en una pseu- 
dociencia, desgajada del conjunto de la persona, a la que mira 
con el ojo único de la actuación profesional, olvidando la ver- 
dad indiscutible de la unidad de vida a la que el hombre ha 
de responder. 

De otra parte, la sociología, mc :iencia basada en 
la razón fundamentalmente, intenta ramoién acometer este 
problema de los nuevos planteamientos que la vida comuni- 
taria nos presenta. Quizá debiéramos realizar un intento de 
caminar un poco por encima de ambas, de intentar humani- 
zarlas suficientemente, darles a estos efectos un sentido hu- 
mano y entrañable que no prescinda de ninguna de las fa- 
cetas que presenta siempre la compleja personalidad del 
hombre. 

Naturalmente en el trasi 2 la cuestión estará siem- 
pre presente nuestra condicion de juristas, de servidores del 
Derecho y, por consecuencia, tendremos que tener muy pre- 
sente que-corno se ha dicho antes de ahora-«la experien- 
cia jm'dica es experiencia sociológica, aunque no sea toda la 
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 sociología^. En efecto, si consideramos que el Derecho es 
«norma de vida social», no podemos desentendernos ni del 
ámbito en el que ha de aplicarsela sociedad-ni del suje- 
to que es siempre su destinatario, el hombre. 

La función de juzgar es esencialmente juríd sola- 
mente porque consista en la aplicación de la norua Uccho, 
sino sobre todo, porque intenta traducir en realidades un 
ideal de justicia. Pero por ello mismo es fundamentalmente 
social y afecta de manera tan directa a la vida de la socie- 
dad entera, que puede resultar interesante plantearnos los 
problemas que surjan de la integración del Juez y del Fiscal 
en la sociedad. 

Cuando el hombre cobra conciencia de que la sociedad 
existe y se da cuenta de que él mismo es una parte de esta 
sociedad, comienza para él la complejidad de los fenómenos 
a que debe acomodar su vida o que influyen necesariamente 
en ella. El logro de los objetivos cada vez más amplios y 
ambiciosos o si se quiere, la necesidad en que la realidad 
misma coloca al hombre para que acometa empresas cada 
vez más complicadas, o se resigne a perecer, le obligan a or- 
ganizarse, a depender en mayor medida de los demás, a ir 
convirtiendo su vivir individual en vivir colectivo, a enfren- 
tarse con arduos problemas de distribución de trabajo, a pro- 
curar una regulación jurídica cada vez más compleja ... En 
definitiva, acentúa su dimensión social y le hace desembocar, 
entre otras cosas, en el fenómeno de no poca trascendencia, 
de la creación del Estado moderno, resultado necesario de 
los nuevos planteamientos, como solución adecuada a las 
nuevas exigencias del vivir colectivo o comunitario. 

No resulta extraño que en esta transformación queden 
afectadas estructuras arcaicas y que se intente resolver las 
necesidades esenciales del hombre por medios mejor orga- 
nizados, adecuados al sistema, sistematizados también, y en 
los que ha de jugar, junto con la necesidad esencial o el fin 
buscado, una organización más perfecta y acabada, una divi- 
sión del trabajo, una sistematización del quehacer, una divi- 
sión de las funciones.. . Y también esto afecta, naturalmen- 
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te, a la satisfacción, que el hombre teoderá siempre a procu- 
rarse, de su sed de justicia. La Administración de Justicia 
aparece entonces en su dimensión real de tal Administración 
organizada y lo que antes había sido empírica y directa apii- 
cación de una función personal, se convierte pronto en sis- 
tema organizado y cada vez más sometido a método. 

Pero los fenómenos sociales son esencialmente comple- 
jos. No se les puede examinar aisladamente, separadamen- 
te. Como dice un gran sociólogo español contemporáneo, Se- 
verino Aznar, las causas posibles del más SI 3 

social forman una trama tan tupida que sus 
Por eso, cualquiera de los fenómenos que .- , L , L U L ~ U , U ~  

al adquirir el hombre conciencia plena de que su vida ha de 
desenvolverse en una sociedad organizada, se influyen mu- 
tuamente, se entremezclan, producen relaciones y consecuen- 
cias, originan a su vez otros fenóm a 
trama compleja, compacta y entra& S 

el sustrato de toda sociedad moderna. 
El hombre comenzó a tener conciencia de la existencia 

de la sociedad. En realidad, la sociedad «está en la raíz mis- 
ma d del obrar del hl (Muñoz Alonso, - 
sona , pág. 159), per o obsta para qu - 
quiera ..,,,,,~ncia plena de L,,, .Lalidad hasta que ., ,,,- 
plejidad de la vida se la impone. Naturalmente, no es con- 
cebible en nuestro mundo un hombre aislado, fuera de la 
sociedad; siempre ha vivido el hombre en el seno de la 
sociedad; pero se tr: una sociedad c iiliar, fá- 
cilmente aprehensibk el hombre, des( ndividua- 
Edad, podía dominar Iáciimente. En este tipo de sociedad, 
no existían grandes complicaciones ni en orden a la distri- 
bución del trabajo, ni en orden a la división de funciones, 
ni en la organización política o col---' Nos estamos re- 
firien icimiento de la sociedac na, en cuya base 
humz nundo pasa de los 47( es de habitantes 
en 165U, a los 2.500 en 1954 y en el que este aumento, que 
era de unos 200 millones en 100 años, ha pasado actuaimen- 
te a ser de más de 500 millones en 10 años. Para que una 
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sociedad de este porte sea capaz de sobrevivir y aun de 
elevar tan considerablemente como la nuestra su nivel de 
vida, se impone una organización compleja, una estructura 
adecuada, un montaje realmente complicado para la utili- 
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zación de unos medios nuevos que la técnica va poniendo 
cada vez con mavor ~recisión en mayor número de manos. 

esta sin :sulta patente que la sociedad, con toda 
iplicació odo su peligro de negar al hombre, de 

,,,v,Ltirlo en hombre-masa es, sin embargo, una realidad 
entrañable, de la que el hombre necesita para desarrollar to- 
das sus posibilidades. Como dice Muñoz Alonso (ob. cit., 
pág. 163) «el hombre no se wierde en la sociedad. sino que 
es en ella don ipo «es 
también capaz modifi- 
car estructuras muy fundamentales de la persona humana» 
y, desde luego, alterando profundamente su comportamiento. 

No podemos entrar en consideraciones más profundas 
sobre las manifestaciones de la sociedad moderna, pe 
tará que recordemos dos cari ~ u e  la definen 
cialmente: la industrializaciói, , .a urbanización. 
tan ligadas entre sí, son indispensables para acometer el ar- 
duo problema de producir lo necesario para que la ingente 
cantidad de componentes de la sociedad puedan subsistir v 
progresar. La sociedad agraria, con sus característica 
ciales, que influyen en la manera de ser, en las virtu 
los valores humanos, ha de dejar paso a la sociedad urbana, 
a la sociedad industrial, a la sociedad tecnificada, única ca- 
paz de hacer posible que buena parte de los cerca de 4.000 
millones de seres que pueblan el mundo, tengan parte de lo 
que necesitan para vivir. Pero lo que arrastra cons 
transformaci6n nos importa mucho y está perfectame 
presado por Salustiano del Campo (La sociologia cientifaca 
moderna, pág. 28), para quien lo que este proceso de urba- 
nización acarrea es «una diferenciación mayor en la estruc- 
tura ocupacion a crecie .plejidad en la I 
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nes voluntarias; la segregación espacial; la interdependen- 
cia funcional; el anonimato en los contactos interpersonales; 
la segmentación de los cometidos sociales y el aumento de 
los contactos secundarios en relación con los primarios; la 
tolerancia de las diferencias sociales; el cambio de tipo de 
control, que ahora se establece, sobre todo, por medios indi- 
rectos, y en las clases y grados de incumplimiento de las 
normas)). 

Todo ello crea nuevas necesidades de organización y una 
mayor complejidad también en el Estado, en el tipo de es- 
tructura política que se adopte y obliga a introducir nuevas 
ideas, partiendo del principio de que para subvenir a las 
necesidades de una sociedad tan compleja, hace falta una 
enorme fuerza gerencia1 en las instituciones públicas. La so- 
lución más empírica y rudimentaria, el Estado absoluto, ha 
de dejar paso a nuevas concepciones que, sin merma de la 
eficacia funcional, garanticen también al hombre frente a la 
fuerza cada vez mayor del propio Estado y de la misma so- 
ciedad y lo defiendan del poder de los grupos sociales y de 
la presión de las propias estructuras de la sociedad en que 
vive. 

A una transformación acelerada de la sociedad, correspon- 
de una transformación y evolución paralela en el Estado, 
desde el nacimiento del concepto de Estado moderno, pa- 
sando por el principio básico de la división de poderes, como 
garantía de cada uno de ellos frente a los demás, y por las 
distintas formas de Estado de Derecho, desde la inicial de 
Estado liberal de Derecho, a la actual de Estado social de 
Derecho, que apunta ya a futuras y posibles formas evolucio- 
nadas. 

El principio de la división de poderes lleva consigo la 
constitución de una estructura judicial independiente, sepa- 
rada y tecnificada o al menos en vías de tecnificación cada 
vez más acusada. Sin dejar por ello de ser funcionarios del 
Estado, los servidores de la Justicia adquieren un «status, 
especial y comienzan a gozar de una situación de indepen- 
dencia garantizada por las leyes que reconocen su inamoví- 



lidad y protegen su función incluso frente al propio Estado. 
El jurista puro, maestro del Derecho, formulador de las teo- 
rías constitucionales a ideador de las estructuras políticas 
del Estado, propende a realizar su acción en la poiítica o 
en la cátedra. En unos casos, su relación profesional con la 
estructura de poder se realiza a través de la enseñanza, cuya 
situación en la sociedad depende de la distinta organización 
administrativa y de la diferente visión sobre la gestión au- 
tónoma de la docencia que se tenga en cada país y en cada 
tiempo. En otros casos, propende a influir con sus teorías 
y puntos de vista en el seno mismo de la política, a través 
de cualquiera de los procedimientos que en cada sistema 
sean adecuados (partidos, prensa, instituciones políticas). 

El Estado ha de seguir reclutando a sus representantes 
ante los Tribunales, pero para ello crea ya cuerpos especí- 
ficos de funcionarios técnicos en Derecho que algunas ve- 
ces se diversifican y van adaptándose a la evolución que la 
nueva sociedad y sus sistemas complejos van imponiendo. 

Por otra parte, en el seno de la vida social, surge un 
nuevo valor exigible: la convivencia. No es que el hombre 
no hubiera «convivido» en las etapas : que la 
convivencia no era problema grave-al )resen- 
taba como tal en el marco de las exigencias r ~ ~ ~ ~ ~ - ~  ahora 
sí, lo es, porque entraña la necesidad de dar vida a los prin- 
cipios sobre los que debe asentarse y defenderlos contra la 
negación o los ataques a su vigencia. 

Si la sociedad, como sistema, ha ( esarro- 
llarse han de cumplirse en ella cier éstas 
tendrán que realizarse conforme a las estructuras existentes 
en la sociedad dada. Para explicar este fenómeno, la sociolo- 
gía acude a la ayuda de un concepto básico, el «rol». Orte- 
ga lo expresó ya muy gráficamente: «el cartero, el revisor 
de tren, el Juez, el guardia de seguridad, no es un individuo 
humano, una persona, sino un papel, un rol, un personaje. 
Nos cuesta algún trabajo advertir cosa tan evidente porque 
sabemos demasiado bien que donde hay uno de estos perso- 
najes habrá también una persona, que detrás de la vida ofi- 
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cial del funcionario y como soporte de ella habrá siempre 
una vida humana individualísima. Pero el que ambas enti- 
dades-la concreta humana y la esquemática oficial-qe den 
juntas, no quiere decir que misma» (Ortegr i- 

set, «Un rasgo de la vida i», Obras comf r , 
pág. 194). 

Cierto es que «detrás de la vida oficial y como soporte 
de ella hay siempre una vida humana», pero ¿en qué grado 
están influidas la una por la otra?, <qué ingredientes, qué 
características comunes podemos apreciar en cada uno de 
estos roles, o papeles sociales? De esto se trata, en parte: de 
apreciar en qué medida el rol social desempeñado por un 
grupo específico en el seno de la sociedad, configura a éste 
con unas características concretas y cómo éstas influyen tam- 
bién en la vida del individuo. Porque quizá Ortega no se da 
cuenta, cuando formula su definición de rol, de una gran 
verdad que señala como de pasada: el que ambas vidas-la 
oficial y la humana-«se dan juntas»-. Dice él que esto no 
quiere decir «que sean la misma, y e110 es cierto sólo en 
cierto grado. Porque no hay que olvidar que el hombre, la 
persona, actúa bajo un principio fundamental de unidad de 
vida. Su profesión, o su vida familiar, su vida pública y su 
vida privada son simples aspectos diferentes, matices o ex- 
presiones distintas de una básica unidad de vida. Solo así 
podemos entender que el hombre sea, al mismo tiempo que 
individuo, ser social, que la sociedad esté «en las raíces mis- 
mas del ser y del obrar del r, que el homb~ e 
pierda en la sociedad, sino ( :n ella donde se i- 

m». 
La influencia que el rol social ejerce sobre el resto de 

las manifestaciones de la persona humana, imprimiéndole 
carácter, se acentúa iel social» no es 
sólo individual, sino a 
través de una institución so( 

La institución social potencia la actuación del hombre y 
del grupo social y multiplica la eficacia del rol: Funciona 
como «órgano de armonía» y tiene una cierta función estabi- 
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lizadora de la estructura social porque suele tender a la per- 
manencia y es poco propensa al cambio. Una de sus fun- 
ciones generales, como tal institución y sin perjuicio de la 
función que le corresponda, es la de ser instrumento de con- 
trol social, porque implica la utilización de un sistema de 
medios y métodos tendentes a que la sociedad vaya de acuer- 

su propio esquema de conducta. 
i característica se acentúa cuando, como en el caso 

que nos ocupa, la función específica de la institución es la 
garantía del orden, la seguridad social y la promoción diná- 
mica de una determinada idea de la justicia. No cabe duda 
de que tanto el Juez como el Fiscal, en nuestra sociedad, 
al menos, adquieren una determinada y específica significa- 
ción social por el papel o rol que desempeñan, pero al mis- 
mo tiempo constituyen, dentro de sus respectivas estructu- 
ras, una institución social-al margen ahora del valor que 
como institución iurídica tenm-~ero cuvas im~licaciones 
con la 
especia: - 

vida del 
l. 

I Derecl: lo las o{ na morf 'ología ti ambién 

Esta caracteristica intluye decisivamente en la vida «pro- 
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De no ser asi, la tuerza inerte de la institución anula la 
personalidad del individuo, le hace desaparecer, lo sepulta 
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Este fenómeno se produce, con fines exclusivistas, en 
los cuerpos cerrados y poco numerosos de funcionarios, don- 
de todo se supedita al «interés del grupo». En nuestro caso 
encierra un peligro grave: el de cercenar esto que llamamos 
la «independencia personal)) y que no coincide en absoluto 
con la independencia de la función, sino que más bien se 
aproxima a lo que, en términos generales pudiéramos lla- 
mar «personalidad». 

Un Juez-y en otra medida, un Fiscal-sin personali- 
dad suficiente, sin criterio personal, sin imaginación y sin 
«perfil peculiar», está siempre en trance de convertirse en 
un puro mecánico del derecho pc te 
automático, 1 ~strumento más c- 
trónico-per~ LULL aayor margen CK G L L U L - ~ U G  Q i ~ i ~ a -  
gen viva de un ser inteligente. 

La dificultad está en que este r perfil 11, 
de cada uno, hay que conseguirlo sin rechazar la intluencia 
positiva de la corporación a la que pertenecemos. La Ad- 
ministración de Justicia y más concretamente la Judicatura 
y el Ministerio Fiscal, nos elabora1 I serie de 
valores y de influencias qu igurosar idispensa- 
bles, absolutamente necesarl~s p ~ ~ d  nuestro ~ u c ~ a c e r .  He- 
mos irnos miembros vivos ( dades re- 
ducil .o miembros uvivos», 1 personal 
voluntad de asumir los valores colectivos y de aplicarlos a 
la v Liante u: al y peculiar de 
cada 

ksto nos muestra lo que pomamos uamar «constante» 
sociológica de nuestro papel en la sociedad: el ser factor de 
equilibrio y, por ello, tener dentro de nosotros mismos esta 
específica obligación de equilibrar también lo comunitario 
con lo individual; lo colegiado, con la persona; los valores 
corporativos con la específica forma de vivir y actuar. Por- 

que sible evitar que a propia vida se 
relas diferentes mpartimentos es- 

tancos, en aspectos que pueden llegar a ser auténticos. Sólo 
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así podemos mantener la unidad sustancial y básica de nues- 
tro propio yo. 

La íntima relación entre el Derecho y la realidad social 
ileva a considerar a aquél como forma de vida social, pero 
también «como forma-de la realidad social en cuanto que, 

A .  

de una parte, es un modo de patentizarse dicha realidad-la 
cual por consiguiente influye sobre el Derecho y lo condi- 
ciona-mientras que, por otro lado, el Derecho es una fuer- 
za configuradora conforme a principios propios, de la reali- 
dad social)). (Legaz, Filosofúl del Derecho, pág. 456). Pero 
no olvidemos que, como dirá Del Vecchio, «el Derecho vive 
en la sociedad más como aspiración que como hecho; es de- 
cir, significa un ideal de armónica existencia, al cual la 
conducta efectiva de los asociados se conforma sólo en par- 
te.. . la vida del Derecho es una lucha continua contra la in- 
justicia)). Y por ello, el principal cometido del Juez y del 
Fiscal, aunque en distinta medida, es el de promover esta 
lucha, participar en eila, producir un orden dinámico, ines- 
table, pero en constante movimiento, para la pewivencia del 
Derecho como medio de instaurar una idea de justicia que 
sea capaz de garantizar a cada uno lo suyo. 

Estamos de ileno dentro de una fundamental t; 

la comunidad, que de manera muy específica corresponae 
a las instituciones que estamos contemplando: «la tarea de 
cuidar de que el individuo se pueda mover como un hombre 
libre)), en este supuesto, la ley «debe cuidar a fin de que 
alrededor de este orden permanente sean refrenadas las 
fuerzas peligrosas, el egoísmo de lo individual y el poder 
del Estadon (Michael Schmaus, El hombre como persona 
y como ser colectivo, pág. 27). Nos incumbe la responsabi- 
lidad de que la comunidad sea capaz de llevar a cabo su tarea 
y ello implica un sometimiento personal y colectivo, funcio- 
nal, al principio de orden que afecta fundamentalmente a los 
valores. No podemos considerar los aspectos sociológicos de 
nuestra actividad sin darles un contenido axiológico. Hay 
quien sostiene que «la confusión de la discusión científica 
de los hechos con el razonamiento valorativo es una de las 



peculiaridades ... más nocivas de los quehaceres de nuestra 
disciplina» (Max Weber, «La objetividad del conocimiento 
propio de las Ciencias Sociales y de la Política social)), Re- 
vista de Economia Politica, VII, 1956, pág. 434), pero los 
hechos demuestran sin género de dudas que la Sociología 
estudia los valores como una parte de su objeto. Es precisa- 
mente la pugna de los valores-lo que obliga al control social, 
que tiende a conservar y fomentar el grado necesario de so- 
lidaridad social para asegurar la vida de la comunidad. Esta 
solidaridad ha de mantenerse sobre un esquema de valores 
y estos valores han de estar constantemente ordenados, por- 
que «la persona, en cuanto ser de valores es ser social, sien- 
do la sociedad el campo de los valores y la defensa de los 
mismos frente a la posible desintegración individual» un re- 
quisito imprescindible de la :id (Muñoz Alc - ! 

persona humana, pág. 162). 
De aquí arranca otra caracrerlsnca aue marca también el 

vida soc 

perfil sociológico que pretendemos tr: 
tiva es un ingrediente fundamental, 
de firmes convicciones especialmente morales, en la conii- 

izar. Po1 
que exi 

r eso, la 
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guración mental del hombre que se decide 
administrar o de pedir Justicia. 

Todo ello propende a dibujar un perfil muy «uugucs», 
muy conservador. Sin embargo, no es exactamente así si 
consideramos que no debe existir antítesis alguna entre la 
defensa de la sociedad y la defensa de la persona. «Atentar 
contra la sociedad-dirá Muñoz Alonso (La persona huma- 
na, pág. 167-s siempre poner en peligro a la persona hu- 
mana. La sociedad es una representación de la persona, 
necesaria existencialmente.» Por igual hay que apartarse de 
los extremos que propugnan el colectivismo social o el in- 
dividualismo liberal, por eso ya dijimos antes que nuestra 
concepción de la idea de justicia es personalista, el «perso- 
nalismo social» puede ser el equilibrio deseable. 

Para ello, hay que concebir el poder del Estado como ám- 
bito de libertad, la autoridad como la que fija y protege las 
esferas de libertad de individuo dentro del concepto ya ex- 



presado de bien común, como L de condiciones socia- 
les mediante las cuales los hc pueden conseguir más 
fácilmente el desarrollo de su rLL,,ualidad. El Estado mo- 
derno destacó pronto este aspecto del poder como protector 
de los derechos individuales, mediante el Derecho que viene 
a ser el elemento fundamental para establecer las condicio- 
nes que hacen posible de las libertades sin- 
gulares. 

Esta necesidad de concebir la defensa de la sociedad y de 
la persona como fines conjuntos e inseparables se ha puesto 
mucho más de manifiesto en el sistema de Estado Social de 
Derecho, que ha de atender a una considerable am~liación 
de su actividad para hacer posible, dentro de ema de 
desarrollo económico y social, la satisfacción -a serie 
de derechos económico-sociales que responden a necesida- 
des vitales y son el marco necesario para el desenvolvimien- 
to de la persona humana. El Cardenal Cicognani en 23 de 
noviembre de 1968 (Carta al Secretariado Internacional de 
los Juristas de Pax Romana) se refiere a esta función, di- 
ciendo que «el jurista cristiano-sea abogado, profesor, fun- 
cionario, hombre de Estado.. . - e s  posiblemente, en efecto, 
el mejor situado para aportar un juicio equilibrado sobre 
la manera en aue deba desarrollarse la inmensa emvresa del 
proceso econór 
la base de la i; 
pueblos y, por consiguiente, sobre la base de la justicia y del 
derecho, como debe construirse este edificio que asemeja, en 
los designios de la Providencia, ser una de las grandes tareas 
de los hombres de e ipo. El jurista cristiano-sigue 
diciendo-está tamlsic situado, generalmente, para 
obrar, para educar la b r u u u  y para poner su competencia al 
servicio de los Gobiernos o de las grandes Organizaciones 
Internacionales: así puede dar luz a quienes toman las de- 
cisiones para que éstas sean conformes con las grandes exi- 
gencias del derecho natural y respete alores humanos 
fundamentales, especialmente los valc turales, familia- 
res y religiosos». 
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Quiere esto decir que el hombre de nuestra profesión 
viene solicitado, a un tiempo, por dos fuerzas de cuyo re- 
sultado ha de surgir una dialéctica constructiva: de una 
parte, el sentido conservador, tendente a mantener el or- 
den jurídico y social, la seguridad y el equilibrio; de otra, 
el sentido dinámico, trascendente, que le ha de llevar a pro- 
mover un constante perfeccionamiento en orden a la satis- 
facción de los derechos de la persona, a la creación de una 
sociedad cada vez más justa, al establecimiento de sistemas 
y normas que faciliten la aplicación de la justicia social, la 
igualdad de oportunidades, el acceso de todos a la cultu- 
ra, etc. 

Como la Administración de la Justicia aparece como ga- 
rantía última, frente a los demás y frente al Estado mismo, 
de la aplicación de la ley y del vigor de la norma para el 
mantenimiento del orden o para su restablecimiento, sus 
servidores directos, los jueces, constituyen un grupo social 
perfectamente definido, con unas características muy espe- 
cíficas desde el punto de vista sociológico. 

No vamos a referirnos tanto a la índole de su función 
como a la peculiar situación social que ésta crea en quienes 
la practican: la obligación de imparcialidad, la encarnación 
viva de la Justicia, la necesidad de colocarse por encima de 
los litigantes y sus intereses, les hacen aparecer como una cla- 
se, un grupo social muy delimitado, perfectamente especifi- 
cado, en el que es exigible, no sólo una actuación profesio- 
nal conforme a la alta misión que les corresponde, sino tam- 
bién una conducta, una vida privada, un comportamiento 
social perfectamente intachable. Este les convierte en ejem- 
plo y carga sobre ellos una obligación de magisterio de cos- 
tumbres, que unida a las limitaciones que la función impone 
en orden a la dedicación a otras actividades, las configura 
en el seno de la sociedad en que viven como un grupo excep- 
cional, un ~ c o  retraído, eludiendo a veces la relación excesi- 
vamente frecuente o asidua, evitando intimidades e impli- 
caciones de todo orden, especialmente en las sociedades re- 
ducidas, en las pequeñas ciudades donde comienzan el ejer- 
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cicio de su función. Todo ello imprime un carácter indeleble 
que gravita realmente sobre su propia vida. 

De todo lo dicho hasta aquí pueden desprenderse algu- 
nas consecuencias que nos ayudarán a esbozar mejor algu- 
nos aspectos sociológicos que afectan de manera indudable a 
quienes dedican su vida a la actividad judicial o fiscal. 

La actividad social del jurista, en general, presenta ca- 
racterísticas peculiares y presupone la necesidad de ciertos 
ingredientes. Ossorio y Gallardo ya explicó la necesidad que 
tiene el jurista «de conocer los ingredientes psicosociológicos 
del Derecho, es decir, tener profundo saber no sólo de las 

hras leg dores jurídicos, sino del honta- 
mde ecl Sstos, la ontología jurídica. In- 

LLIC I~U en estt CLLIVUL~UU, ~ s t á  garantizada la rectitud de 
pericia del ju- 

i las disposicio- 
nes psicosociológicas adquiridas a trozos sangrantes de la 
vida)). 

Herrera rigueroa (Aocwlogza del --.--.zo, Buenos Ai- 
res, 1968, pág. 250) dice del 1 rol central se 
orienta hacia la comunidad, tc ctadas por ésta. 
No dispone de una a u t o - O ~ ~ ~ U L ~ L ~ U U  LUUU rios dijo Talcott 
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de los instrumentos jurídicos cuyo conocimiento y ejercicio 
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pel, de su status y, más profundamente, de su personali- 
dad entera. Ha de ser no sólo jurista puro, simple conoce- 
dor del Derecho. sino ius-filósofo v sociólogo y no es ajena a 
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cio de Wilhelm Diltley, por ser ésta la principal función del 
Derecho. 

Su actividad central juega siempre sobre tres pilares fun- 
damentales: tiene que realizar un planteamiento de los he- 
chos jurídico-sociales como labor ontológica; ha de enfren- 
tarse con el sentido y sidicación valorativa de estos hechos, 
para lo que ha de ap la, los principios axioló- 
gicos; y ha de realizi ción lógica jurídica, que 
implica una actividad de aplicación normativa. Estos tres 
aspectos, que constituyen la esencia de su actividad, dibujan 
el amplio horizonte sobre el que ha de proyectar el jurista 
su personalidad social y nos traen ya desde ahora la con- 
clusión de que no puede refugiarse sólo en la normativa 
jurídica, ni sólo realizar una labor estimativa, ni solamen- 
te enfrentarse con la significación social de los hechos. Su 
personalidad exige que logre la síntesis de un complejo de 
facetas diferentes, pero armónicas. Por eso, la especializa- 
ción en el jurista, aun siendo no sólo posible sino e 1 

grado necesaria, no puede tener la intensidad que si 
canzar las especialidades en otras ramas de las ciencias ti- 
sicas. 

La trascendencia práctica eilo ei ible. En 
primer lugar, y refiriéndonos ya ~ u ~ z r e t a m e n ~ ~  a la posición 
del Juez y del Fiscal en el se. d, es importante 
advertir la necesidad inelud! r conciencia de 
la posición que se ocupa en el seno ae la sociedad. Aunque 
dedicados a realizar funciones públicas y titulares, en cierto 
modo, del carácter de «funcionario» por razón de la adscrip- 
ción administrativa y de la vinculación de este género que 
surge de pertenecer al personal al semicio de la Administra- 
ción de Justicia, es importante convenir en que no correspon- 
de ni al Juez ni al F 1 esencia, el carácter de funcio- 
nario. Esto es import, Fin de eludir la mentalidad que 
nos haría caer en un* ~ ~ u ~ r a t i z a c i ó n  de la Administración 
de Justicia, que anularía el complejo de funciones a que nos 
acabamos de referir. Es Wilhelm Sauer quien sostiene que la 
personalidad más elevada es aquella que reúne la más pura 
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armonía del mayor número posible de valore . seno. 
Por ello los roles del jurista dependen siempi &SM- 
guen de los demás en que están afectados directamente por 
el valor que como hombres tengan quienes los desempeñan. 
El Juez y el Fiscal deben tener una visión integral de su que- 
hacer concreto y atender con él a todas las dimensiones que 
afectan no sólo a la ciencia que manejan, sino 
aspectos en que esta ciencia tiene que aplicarse 

Es necesario no abandonarse a la inercia ae lo que es 
usual y mantener viva la sensibilidad. Esto no resulta fácil 
en el trabajo diario sobre pautas procesales marcadas y usos 
tradicionales ya estereotipados. Exige un esf 
te y una gran cantidad de imaginación. 

La consecuencia de todo ello es también airicii c- --- 
seguir: El peso y las características de la función, propenden 
a que el Juez y el Fiscal se aíslen para mantener su indepen- 
dencia. El sistema rígido de incompatibilidades, por otra 
parte necesario, influye para crear en ellos esta tendencia a l  
retraimiento, al aislamiento personal, a evitar el trato fre- 
cuente del que pueda nacer un vínculo que coarte la libertad 
de actuación. Esto es más duro y más difícil en las poblacio- 
nes pequeñas, donde se empieza a ejercer la función y más 
específicamente en las cabezas de Partido y en las pequeñas 
capitales de provincia. Y, sin embargo, es indispensable que 
este aislamiento no influya en la personalidad, no afecte a la 
sicología y vaya influyendo, lenta pero constantemente, hasta 
convertir al hombre en un ser extraño, casi extranjeri 
propio medio social en que vive. El hombre ha de ( 

llar su personalidad por completo y para ello necesita vi- 
vir intensamente y relacionarse también intensamente con los 
demás, tener conciencia de que aquél es su medio social. 
Pero la i nde~  a funcional no debe : 
causa y ello ir na dificultad mayor. 

Somos miemulus activos de la sociedad C ~ U ~ L G L ~  ijuG 

vivimos. No sólo de la sociedad genéricamente considerada, 
sino de cada pequeño grupo social en que desenvolvemos 
nuestra vida. El adquirir conciencia de ello, sin complejos de 

onstan- 
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aislacionismo, es importante. Generalmente, del aislamiento 
nace un sentimiento de superioridad, de insolaridad, que 
debe ser desterrado. Por el contrario, en la medida en que 
nos corresponde mantener las condiciones óptimas para la 
convivencia pacífica entre los hombres, en esa misma medida 
debemos practicarla nosotros mismos. 

La solución no es fácil, pero tampoco aquí vamos a tra- 
tar de exponerla. Baste apuntar que la Escuela Judicial ha de 
ser uno de los medios para conocerla. 

No basta con conocer las leyes y saber aplicarlas. Hay 
que conocer también la realidad en la que ha de actuarse 
la idea de justicia y este conocimiento implica el de la so- 
ciedad en que se vive. El Juez y el Fiscal deben conocer per- 
fectamente el medio social y «vivirlo». 

La sociedad no es sólo un marco, un ambiente en el que 
se trabaja, sino que es también el sujeto sobre el que se ac- 
túa, y un sujeto entrañable al que pertenecemos nosotros 
mismos. Por eso la Justicia no puede ser solamente el medio 
de reparar el daño o restablecer el orden jurídico que se per- 
turbe, sino que sobre su idea ha de descansar el afán de con- 
seguir un orden cada vez más justo, más humano y más ade- 
cuado para que la personalidad del hombre pueda desenvol- 
verse, pacífica y ordenadamente, en todas sus facetas. 

El Juez y el Fiscal ha de conocer y vivir todo esto, pero 
ha de darse también a conocer. La sociedad debe saber que 
cuenta con él, que es su instnimento para que se mantenga 
la legalidad, que es quien, dedicado a su servicio, procura sin 
desánimo que no quede injusticia sin reparar ni desorden 
contra el que deje de actuar. Este «darse a conocer», dada 
la personalidad y el papel social tan vinculado a la función 
específica, no puede lograrse por medios fáciles que impli- 
quen una presencia meramente material, o una actuación que 
pueda poner en entredicho la independencia y la imparciali- 
dad, sino que ha de conseguirse mediante una participación 
activa, dentro del marco de dignidad en que la función se 
encuentra colocada, con un profundo sentido de solidaridad 
y con una constante entrega al espíritu que anima la institu- 
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ción a que pertenecemos. No nos baste cumplir la letra de la 
norma, sino que hay que desentrañar el sentido del orde- 
namiento jurídico y social completo del país y vivirlo plena- 
mente, para suscitar su perfeccionamiento en lo necesario y, 
desde luego, su aplicación más plena a la realidad muchas 
veces defectuosa más por nuestra inhibición que por la ma- 
licia de los justiciables. La autoridad, sobre todo la autoridad 
moral, no la da el precepto ni mucho menos los reglamentos 
de protocolo. La da la entrega plena a una función, con hondo 
sentido de responsabilidad, con el afán de cumplirla fiel- 
mente y con la dedicación a los demás a través de nuestro 
-----ido: la da el esfuerzo continuado, el sacrificio y el 

le servicio. 
fundamentalmente, al hombr 

que estamos aún muy lejos de tener un sistema penal ade- 
cuado y un procedimiento bien dirigido a individualizar el 
juicio de valor que cada sentencia penal supone. También 
es en la Escuela Judicial donde los estudios sobre criminolo- 
gía, sicología, etc., han de tener su necesario perfecciona- 
miento. La aplicación de las leyes exige un perfecto conoci- 
miento de la naturaleza humana y también ( las con- 
diciones en que se desenvuelve. 

Las señales de los tiempos, las caracterísncas ae la era 
técnica, los fe s de la sociología y de la masificación, 
que es produ la vida industrial y urbana, no han de 
tener secretos paa yuienes deban cumplir con la misión de 
administrar la Justicia y dar a cada uno lo que debe ser 
suyo. No se puede examinar la Ley con frialdad. Hay que 
desentrañar su sentido social, signo indudable de este tiempo, 
y con así a que los hombres alcancen esa aspiración 
de ju ~cial que es imperativo de nuestra manera de 
entender el mundo; esa posibilidad de desarrollo de su dig- 
nidad, marco indispensable de los derechos humanos, sin 
el que cuanto se hable sobre las libertades básicas será siem- 
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Y también nos corresponde vivir de cara al sistema so- 
cial, conocer perfectamente la organización pública del Es- 
tado que es exponente de la sociedad; nos corresponde hacer 
realidad aquella idea, ya mencionada antes, de la necesaria 
interconexión entre la defensa del hombre y la defensa de 
la sociedad y sus estructuras justas, porque éstas son el me- 
dio indispensable para que pueda mantenerse incólume la 
esfera de libertad que el hombre, como persona, necesita. 
Ya hemos dicho que representamos, específicamente, un fac- 
tor de equilibrio, de armonía social. Hacer posible la convi- 
vencia dentro de un orden de Derecho, exige respetar por 
igual y defender contra las transgresiones, al Estado, a la 
sociedad y a la persona. Cierto es que esta última es la úni- 
ca que es sujeto de derechos inviolables, pero sin evitar que 
se erosionen las estructuras públicas, no es posible rea- 
lizar una defensa eficaz de estos derechos. 

Y para terminar, es necesario tomar conciencia de que 
quienes ejercen la función de administrar Justicia, hombres 
imperfectos y faiibles como los demás, han de ser, sin em- 
bargo, exponente de valores humanos y sociales, algo que les 
destaca en el seno de la sociedad en que viven. 

También a la Escuela Judicial corresponde esforzarse 
en crear esta conciencia sobre los valores humanos del Juez 
y del Fiscal. La función judicial y fiscal ha de ser, por en- 
cima de todo, ejemplar. Quizá en ninguna otra actividad 
humana material-salvadas naturalmente las que tienen como 
fin la espiritualidad religiosa del hombre-se dé en mayor 
grado esta necesidad de aparecer ante los demás incólumes, 
intocables. La sociedad pone en el Juez y en el Fiscal, so- 
bre todas las cosas, confianza. Cuando todo falla y se des- 
quicia, cuando el hombre siente en su ánimo la amargura del 
despojo, de la arbitrariedad o la injusticia, sólo le queda la 
confianza en que será retribuido, reintegrado. Si esta con- 
fianza se defrauda, el daño es irreparable. Es preferible un 
error, una ignorancia en la aplicación de las leyes, que un 
juez inicuo. Cuando en la sociedad fallan los resortes prin- 
cipales, todo se mantiene si la Justicia sigue en su sitio, ecuá- 



nime y certera. Si se pierde la confianza en el Juez, si el Fis- 
cal se desentiende de la demanda pública para que se promue- 
va la justicia o desatiende a quien la pide, el mundo se sale 
de sus goznes y de nada sirve que funcione todo lo demás. 
Menciono esto aquí, en cuanto que constituye una función 
social, que corresponde tanto a los Fiscales como a los Jue- 
ces. No se trata tan sólo de destacar el va iano, la 
virtud de la persona; ni de dar consejos de rofesio- 
nal. Se trata de destacar el hecho de que, a margen de la 
función estricta, del cometido jurídico de administrar jus- 
ticia, el Juez y el Fiscal significan en la sociedad un exponen- 
te de confianza, no sólo como personas, sino especialmente 
como instituciones. El rol, el papel social que desempeñan, 
se extiende a estos aspectos morales que no pueden olvidar- 
se y en los que juega por igual la vida humana y la social, 
que aquí no sólo se dan j u n ~  1 Ortega apuntaba, sino 
que también « nisman. 

Con gran intensidad se da esta idea en de una 
profesión tan vocacional como la del Juez. Figue- 
roa (Ob. cit. pág. 256) dice que el Juez tiene siempre una 
perspectiva epicéntrica y que todas las demás actitudes del 
jurista, giran a su alrededor, porque además tiene una fuer- 
za directiva a a r a  casos venideros de naturaleza similar, y, 

~nsiguie~ actitud no sólo 
consider, cada c: posibi- 

-----s del futuro. ror  esta razon, el Juez es realmente el 
síinbolo de la imparcia :I Fiscal i esaic- 
ta obligación de serlo. 

por cc 
en la 1 

liriariei 

Ite, su 
ación de 

1s, comc 

es siem 
1~0 ,  sino 

ipre relt 
respect . - 
tiene ta 

lor hurr 
moral F 

el caso 
Herrera 

mbién 1; 



CAP~TULO 111 

EVOLUCION DE LIDAD 

1. Indices y datos sobre la tica crin 

a m o  en años  anterior^^ y =stablecieliuv L U U ~ ~ ~ L L U ~  

con las manifestaciones delictivas registradas en ellos, es con- 
veniente dejar constancia de cuáles fueron, en 1969, los ín- 
dices de aparición de hechos considerados como delictivos. 
Las observaciones que hemos hecho en anteriores Memorias 
son también válidas aquí: se trata de reflejar la edelin- 
cuencia aparente», esto es, los hechos que motivaron una 
actuación judicial y solamente ellos. Dentro de esta limita- 
ción, encontraremos también hechos que, si inicialmente 
dieron lugar a actuaciones judiciales dentro de un proceso 
penal del tipo regulado por nuestras leyes, fueron después 
considerados, en algunos casos, como no constitutivos de 
delito y recayó sobre ellos un auto de sobreseimiento o un 
archivo de actuaciones en los casos en que es procesalmente 
posible. Quiérese decir con ello, que las limitaciones con que 
hemos de valorar los datos son considerables, aunque, 
por otra parte, la comparación sobre cifras homogéneas nos 
dará una idea muy aproximada de la realidad en orden a las 
manifestaciones crirninógenas en nuestro país. 

La homogeneidad de las cifras a comparar está más lo- 
grada en esta ocasión, en que podemos ya establecer niveles 
más adecuados, al comparar tipos de proceso y hechos so- 
metidos a una clasificación uniforme, lo que en el año an- 
terior no fue del todo posible, por ser el primero en que la 
reforma procesal y penal de 8 de abril de 1967 se aplicaba. 
La estadística, por otra parte, va logrando una mayor depu- 



ración y certeza, en forma tal que, sin disponer todavía de 
cifras de absoluta exactitud, se logra paso a paso una mayor 
aproximación a la realidad. Insistimos, sobre todo, en que la 
comparación con años anteriores es la que puede darnos una 
visión suficientemente adecuada de la evolución que en ma- 
teria de conductas delictivas viene observándose en España. 

Aunque venimos repitiendo en las Memorias sucesivas 
estas salvedades, no está de más concretar algunos puntos 
que deben tenerse en cuenta para no confundir el número de 
procesos con el de infracciones penales realmente cometidas : 

a) Hay gran número de «diligencias previas, que se ar- 
chivan después de incoarse, al comprobar que los hechos no 
son, ni siquiera «prima facie», constitutivos de delito. 

b) Otro cierto número de «diligencias previas» se de- 
claran falta decidiendo, por consiguiente, aue los hechos que 

len entidad delictiva. 
; «diligencias previas, pués a 

preparatorias o a sumarios-o algunos de 10s sumarlos que 
directamente se incoan por trámite ordinario o de urgencia- 
se sobreseen después provisionalmente por no considerarse 
delictivo el hec o probarse la realizaciói 

d) No siei sigue un proceso por < 
lictivo. En oca,,-,-,, en unas diligencias o en un sumario 
se investigan varios hechos, a veces de distinta califi 

Con estas salvedades, pasamos a formular el cuadr 
parativo de procesos penales correspondientes a 1969 
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En iadro aparecen computadas (segunda columna 
vertical) 104.112 diligencias previas, a pesar de que en los 
cuadros estaáísticos unidos al final de la Memoria (Esta- 
do 1.") el número de diligencias previas incoadas es de 
247.694. La razón de esta diferencia estnba en aue mien- 
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marnos lo más posible a las infracciones realmente cometidas, 
en el Capítulo siguiente, al analizar la actividad de los Tri- 
bunales, habremos de fijamos más detenidamente en el nú- 
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mero de procesos iniciados. Los números totales no se co- 
rresponden por las razones que consignábamos m&s arriba y 
que ahora pretendemos concretar en cifras. 

Düigen- 
cias pre- 

marios vias (con Diferen- 
prepa- autor, cia con 
itonas inhib. o 1968 

en trá- 
mite) 

1. Seg. ext. del Estado ... 
2. Seg. int. del Estado ... 
3. Falsedades . . . . . . . . .  
4. C. de Admón. de rust. 
5. Del Tít. V del L. 111. 
6. Juegos ilicitos ...... 
7. Funcionarios públicos. 
8. Personas ............ 
9. Suicidios ........ 

10. Honestidad ..... 
.......... 11. Honor 

12. Estado civil ......... 
13. Lib. y seguridad ... 
14. Propiedad ......... 
15. Imprudencia (no 

tomóvil) ........ 
16. Tráfico ........ 
17. Leyes especiales ... 
18. Hechos casuales ...... 
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mario y 37.964 a preparatorias). La suma de estas cuatro 
partidas deducidas arroja un total de 143.523, que restadas 
de las 247.694 incoadas en total, coincide con las 104.171 
que se consignan en el cuadro anterio 

Por eiio, en dicho cuadro sólo figi ias pre- 
vias por hechos delictivos, aunque se arcnivaron por no 
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inhibió la juris ordinaria a fa- 
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3. Falsedades ..................... 
4. Contra la Admón. de Justicia ... 
5. Infracción leyes inhumaciones, etc. 
6. Juegos ilícitos . . . . . . . . . . . .  
7. De los funcionarios públicos 
8. Contra las personas ......... 
9. Suicidios .................. 

10. Contra la ho ... 
11. Contra el hc ... 
12. Contra el e! . . 
13. Contra la libertad y seguridad ... 
14. Contra la propiedad ............ 
15. Imprudencia punible (no tráfico). 
16. Definidos en leyes especiales: 

a) Uso y circulación vehículos de 
motor . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

b) Otras leyes especiales ......... 
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La línea general de baja o disminución de la criminalidad 
es patente y mucho más acusada que en años anteriores. El 
total, con una diferencia de 31.942 infracciones, significa un 
15,1% de baja. Indudablemente la significación es clara, 
pero quizá haya que matizarla un tanto pensando en que la 
facilidad que e1 nuevo proceso da para el archivo, cuando el 
hecho no se considere delictivo, ha hecho disminuir el nú- 
mero de casos enjuiciados o al menos incluidos en la esta- 
dística, en relación con año ores. Dr formas, la 
tónica general indica una ( tión en los los ti- 
pos de delito, con la sola excepción de los procesos por trá- 
fico de drogas o estupefacientes, que son los que han hecho 
aumentar los delitos que en el cuadro se engloban como del 
«Título V del Libro II». 

Esta baja general se aprecia también en el número de 
sumarios y diligencias preparatorias tramitadas, aunque no 
en idéntica proporción. La comparación de esta columna con 
la correspondiente de 1968 daría las cifras siguientes: 

Dife- 
rencia 

Contra la seguridad exterior del Es- 
tado ........................... 

Contra la seguridad interior del Es- 
tado ........................... 

Falsedades . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
......... Contra la Admón. Justicia 

Título V ................... 
............... Juegos ilícitos 

...... De los funcionarios públicos ,.. 
.......... Contra las personas 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Suicidios 
Contra la honestidad ............... 
Contra el honor .................. 

............... Contra el estado civil 
...... Contra la libertad y seguridad 

Contra la propiedad . . ...... 



Dife- 
rencia 
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Tráfico de auto] 
Leyes especiales 
Hechos casuales 

móviles . 
. . . . . . .  

de añc 
dolosa 
prendt 

Tot; 

cho en t 
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La comparación de las diferencias en estos casos nos 
aproxima más a la verdad real, ya que por tratarse de dili- 
gencias preparatorias y sumarios hay en principio que pen- 
sar que se estimó la posible existencia de infracciones pena- 
les, en medida más clara que con las diligencias previas, su- 
jetas, por su carácter, a calificaciones menos exactas. 

Lo primero que observamos es una diferencia de 5.342 
en los llamados ((hechos casuales», que por su entidad influ- 
ye mu :1 total. La razór clara, ya que al utilizar 
el sist~ las diligencias F nuchos de los sumarios 
que ari~ca a c  lncoaban por hec~us que después se demuestran 
casuales, no pasan ahora de este primer tipo de proc 

Son tres los tipos de delito que en esta escala 
aumento: contra la Administración de Justicia, tráfico de 
drogas y delitos contra las personas. Las bajas que se apre- 
cian son también más moderadas de las que aparecen en la 
suma de los sumarios y diligencias preparatorias con las di- 
ligencias previas, cuya calificación y ulterior ón pro- 
cesal es más contingente y menos adecuada a ~roxima- 
ción a la verdad real. 

Siguiendo ahora el mismo sistema rias an- 
teriores, a fin de hacer posibles igualr raciones 

3 a año, examinaremos los porcentajes 
s y culposas, a cuyo fin, las cifras oE 
:n de las consideraciones siguientes : 

1 que e1 
neme la: 

resoluci 
! una aF 

i Memo 
s compa 

:eso. 
arrojan . ... 

acciones 
se des- 

a) Consideramos, en general, delitos culposos los in- 
cluidos en el apartado correspondiente a la imprudencia pu- 
nible y los cometidos con vehículos a motor de los aparta- 



dos d) -conducción temeraria-, e) -riesgos en I- 

lación-y h) -imprudencia-. 
b) Consideramos por lo general como delitos u u i u n J S  

los restantes, aun a sabiendas de que en algunos casos la 
clasificación puede inducirnos a error. Pensamos, sin embar- 
go, que este error ha de ser mínimo en cuanto a la entidad 
de las cifras. 

c) Naturalmente se excluyen de ambos apartados las 
infracciones clasificadas como «suicidios» y «hechos casuales». 

El cuadro resultante es el siguien1 

Procesos por aeiiros ci 
Procesos por c 
Hechos casual1 

lelitos do 
:S y suici 

losos ... 
dios . . . .  

Con la disminución ya comentada de los hechos casua- 
les, por razón de la existencia de las diligencias previas, se 
descarga el cuadro de los procesos «en vacío», es decir, por 
hechos que ;tituyen ón puni :e 
mantienen 15 irciones elitos ci IS 

prácticamente invariables. 
En cuanto a la clasificación pori por la naturaleza 

de los hechos, el cuadro correspond 1969 arroja las 
cifras siguientes : 

no com 
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centuai 
Lente a 

Delitc 
Vehicuios a m . . . . . . .  
Delitc las personas .............. 
Hech' !S y suicidios ............. 

...... Delitc libertad y seguridad 
Delitos contra la hone - - ...... 
Delitos contra 
Impmdencia p 

. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Restantes delit,, 

la propic 
otor . . . .  

?s contra 
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C do este :on el del año a que figu- 
ra ei, ., ra,ina 34 clc. la L.iemoria correspondiente, se apre- 
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cia que en el porcentaje general, los delitos contra la propie- 
dad bajaron un 0,9% ; los cometidos con vehículos a motor 
experimentaron un aumento de un 3,40/,; los delitos con- 
tra las personas pasaron del 5,2% al 5 3 %  ién los 
restantes delitos considerados mantuvieron F es casi 
idénticos, con variaciones mínimas. 

Una consideración de los distintos tipos de infracción 
computados, comparándolos con las diferentes formas de ma- 
nifestarse, nos lleva a consideraciones que pudiéramos resu- 
mir en la forma siguiente: 

a) Aumentaron considerablemente ,or trá- 
fico de drogas, como ya hemos visto en ei cuaaro correspon- 
diente. 

En ateria de uarico de drogas, fueron detenidas, 
durante el año 1969, 601 personas, di e 302 eran es- 
pañoles, 67 marroquíes y 232 de ot ionalidades. La 
gran mayoría de casos corresponden a transporte o comercio 
de «gri nque en 1s dete- 
nidos I :aína y etas en 
cinco casos airerentes. 

j casos de toxicomanía estudiados se debieron f 

ción a la «cannabis sativa» (652 casos); alucin 
gc;uc;dmente LSD (42 casos); opio y derivados (7 canun, ,  

cocaína (3 cas ogas sicotrópica! asos). También 
en forma may la droga fue pi lada por amis- 
tades de tipo «nippie» (en 214 casosj, mientras que la pro- 
cedencia de Africa fue también abundante (76 casos de con- 
tacto con legionarios; 72 por transportistas no identificados). 

De los casos estudiados, lo! S signific .8 fren- 
te a 68 mujeres; mientras quc porción pañoles 
y extranjeros fue de 537 casos de españoles frente a 179 de 
otra nacionalid 5 de la 
siguiente form 

contada 
LSD ha 

edad dt 

r varone: 
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2 las qu 
ras naci 
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total de 

y tamb 
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:aron 64 
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Menores ae l a  años ... ... 25 casos 
Entre 18 y 21 años .................. 150 a 

Mayores de 21 años ............... 541 D 

:n gran 
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Por profe abundan los peones no cualif 3 

sin profesión da (408 casos) seguidos de es S 

en 132 casos 
En abril.de 1970, el Embajador de los EE. W. de Nor- 

:sienes, 
conocic 

icados ( 

tudiante! 

teamérica e; Madrid, en carta a la revista «Time» trata 
el tema de las violaciones de las leyes anti-droga en el ex- 
tranjero e in os jóvenes americanos a no tr, r .vita a 1 

leyes es] 
.1:*, A a  

las estrictas ! sañolas. 
b) El dturv ur; juegos IrrciLvo ~ ~ c c e  estar de han i l  

Código: las cifras de procesos por esta clase de infracciones 
es ridícula y es claro que no se corresponde con la realidad. 
Lo que ocurre es que la infracción no se persigue, no se 
denuncia e incluso en casos muy concretos se tolera con 
ciertas condiciones. Parece que en tales circunstancias seria 
más lógico pensar si persisten las razones para mantenerla 
como figura-delictiva en el Código o más bien debiera pasar 
a constituir mera infracción administrativa, en la que la to- 
lerancia y la elasticic L- iad en 1 

-. 
.,,c, 1" 

la repre: rión pue :de ser : más con 
tingente y cambiante 

mentan liger en orden a las infraccic S graves, 
~ e r o  dismin~ el total. Su clasificación me a los 

amente 
iyen en .. ,. distintos tipos aei. ~ ó d i g o  penal, es la siguienre : 

Aborto 
Lesione- 
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2 su pe 
las cosa 
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pecífica naturaleza hace que deje de ejercitarse la acción pe- 
nal e incluso falta la denuncia en los casos, que hay que 
sospechar bastante numerosos, en que se practica clandesti- 
namente. 

d) En cuanto a los delitos contra la pr , hay que 
señalar que las cifras globales arrojan una baja porcentual 



de un 18,9% en relación con el año anterior. La clasifica- 
ción por tipos es la siguiente : 

Robos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  28.325 procesos=30,6% 
Hurtos . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  25.719 n =27,8% 
Estafas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  5.060 n = 5,8% 
Robo y hurto de uso . . . . . . . . .  18.426 n =19,9% 
Cheque en descubierto . . . . . .  6.122 n = 6,6 
Otros . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  8.824 n = 9,3 

I cuantc 
110s a r 

. - 

esta cla~ 
En ci 

pensada 

No debe extrañar el mayor número de robos en relación 
con los hurtos, si se tiene en cuenta que los hurtos de uso 
han sido desglosados del hurto general. Es de destacar el 
elevado número de robos y hurtos de uso (generalmente 
hurtos, como es sabido) referidos casi totalmente a vehícu- 
los a motor y que significan una quinta parte del total de 
delitos contra la propiedad. 

Tampoco es despreciable el número de procesos por de- 
litos de cheque en descubierto, que quizá obliguen a recon- 
siderar si la protección penal hasta ahora dis I 

suficiente. 
EI I a los hurtos y robos de uso, generalmente de 

vehíci notor, el número de procedimientos judiciales 
tramitados fue, como se dice, de 18.426. Sin embargo, el 
número de servicios policiales por la misma causa es supe- 
rior, como es natural, ya que el número de procesos no coin- 
cide con el de vehículos sustraídos. Pueden estimarse sus- 
traídos algo más de 20.000 vehículos, de los cuale 
cuperó un 80% aproximadamente. El número de 3 

detenidas por esta causa fue de 1.269. Naturalmente son 
Barcelona y Madrid, por este orden, seguidas de Seviüa, Va- 
lencia y Bilbao, las provincias más afectadas, mientras que 
las provincias insulares resultan lugares menos adecuádos 
Para stracciones. 

e) los delitos cometidos con vehículos a 
motor, como es natural, el mayor número de infracciones co- 
rresponde a la imprudencia, seguida de la conducción sin 
permiso y de la conducción temeraria que es, realmente, una 

:S se re. 
persona! 



forma específica de imprudencia. El cuadro comparativo es 
el siguiente: 

Imprudencias . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Conducción sin permiso . . . . . . . . . . . . . . .  
Conducción temeraria . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Conducción en estado de alcoholismo ...... 
Riesgos a la circulación .................. 
Omisión de socorro . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Falsificación de matrícula .................. 
Quebrantamiento condena . . . . . . . . . . . . . . .  

De aquellos en que no consignamos el porcentaje hay 
que decir que los que constituyen nente figuras do- 
losas (falsificación de matrícula, qu niento de conde- 
na, conducción bajo influencia de bebidas alcohólicas, ries- 
gos a la circulación y omisión de socorro) alcanzan todos jun- 
tos un 2,8% que sumado a l  8,7% de la conducción sin per- 
miso, hacen un total de 11,5 para las infracciones dolosas, 
mientras que las culposas significar ia 
y conducción temeraria). 

prudenc 

- .". 
Según las estadísticas de la Jefatura Central de 'llátlco, 

se produjeron en España un total de 81.782 accidentes, de 
los cuales 54.897 produjeron víctimas y 26.885 sólo daños 
materiales. A su vez. 35.823 de estos accidentes tuvieron lu- 
gar :tera y otros 45.959 en zona urbana. El número 
de accidentes se aproxima mucho a los 82.845 del pasado 
año 1968, pero no llega a rebasarlo, lo que una esta- 
bilización digna de destacarse. 

Las víctimas ocasionadas por estos accidentes fueron 
3.951 muertos, frente a los 3.803 de 1968 y a los 3.637 de 
1967. Los lesionados alcaní i total de 84.563, frente 
a los 82.953 del año anterior, todo lo cual indica que con me- 
nor número, aunque sea escasa la diferencia, de accidentes, 
los resultados lesivos han seguido aumentando. 



La distribución por provincias fue la siguiente: 

Alava ........................... 
Aibacete ........................ 
Alicante ............................ 
Almeria . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Avila .............................. 
"->?joz ..... ..... 

ares ..... ..... 
:elona ... ..... 

ourgos ........................... 
Cáceres . . . .  . . . .  
Cádiz ...... ..... 
Castellón .. : . . . . . . . . . . .  

lad Real ..................... 
loba ........................ 
iña, La ........................ 
3ca ..... 
>na . . . . .  
lada .... 

uuddalajara . 
Guipúzcoa .. 
Huelva ...... 
Huesca . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
raén 
Leór 
L é r i ~  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Logroño ..... 

Ciuc 
Córc 
Cort 

Lugo ...... 
Madrid ..... 
X ' Z ,  iga . . . . . . . . . . . .  

............ cia 
3rra . . . . . . . . . . . .  
ise ............ 
ido . . . . .  

. . . .  ncia 
las, Las 
tevedra . . . . . . . . . . . . .  
manca .. . . . . . . . . . . . .  
a Cruz I ife . . . . . . . . .  

C=-+ander . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Ovie 
Pale 
Paln 
Pon1 
Salx 
Sant 

. . . . . . .  
i e  Tener 

Segc 
Sevi 
Sori, 

~via . . . .  
ila ..... 



. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  Tarragona 1.030 
Teruel ........................... 416 
Toledo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  750 
Valencia ........................... 3.077 

........................ Valladolid 892 
Vizcaya . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  3.612 
Zarnora ........................... 635 
Zaragoza . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  2.305 

Como puede observarse, sólo un 60%, al iamente, 
de los accidentes de tráfico fueron objeto stigación 
judicial a nivel de proceso. La diferench se debe a la falta de 
denuncia judicial en los casos de simples daños; a los ca- 
sos considerados de simple imprudencia sin infracción de 
reglamentos; a los que correspondan a otra jurisdicción dis- 
tinta de la ordinaria y, por úirimo, el archivo de diligencias 
previas cuando se consideró que el hecho no era, inicial- 
mente considerado, delictivo, ya que como 1 icho an- 
tes, estas diligencias no las computamos er dices de 
criminalidad. 

Pasando ahora a consider ierales a 3 

fenómenos de la criminalidac rtas peli ) 

criminógenas e incluso de la moralidad «cuasi-delictiva~, po- 
dremos consignar las es de los Fiscales, expuestas en 
sus Memorias y algu: S datos que den una visión más 
completa del problema. 
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2. Consideraciones generales sobre los distintos aspectos 
de lu delincuencia 

Antes de entrar a analizar los aspectos concretos de cada 
tipo o manifestación de la delincuencia que reflejan los ín- 
dices y datos del apartado anterior, es conveniente comentar 
con carácter general, la situación que reflejan las Memorias 
de los Fiscales y el estudio de la situación real, en orden al 
ambiente de moralidad imperante, ya que es éste uno de los 
factores exógenos determinantes de ciertas manifestaciones 



que fácilmente derivan hacia la a~arición de conductas cri- 
minóg( 

a) Situaciu~ rciicral de la l ~ l ~ ~ a i d a d  v el ambiente 
social. 

odemos 
mucho: 

9 .  

los si@ 

Son muv abundantes, de~~~;ia~iauamente, las referencias 
que P1 reflejar aquí sobre con( ue, sin llegar a 
ser en s casos, típicamente deli nfluyen de ma- 
nera mecta sobre el ambiente genem o se dejan influir por 
él, creando un clima de progresiva degradación en orden a 
la observancia de los valores morales y sociales más elemen- 
tales. Es difícil hacer un resumen de todo ello, pero intenta- 
remos, al menos, dar una versión muy escueta de la s 
general. 

El Fiscal de Salamanca, por ejemplo, incluye en su Me- 
moria 

o de un 
convive 

S necesi 
J contra . " ... 

os nivel1 
ncia soc . , .  

uio mal 
la hone 
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iárrafos : 
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es tanto 
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frutad respeto a las le- 
YeS Y S, pero diversas 
circunstancias de lndole muy variada nan alterado esta nor- 
malidad y deben ser observadas atentamente. Las nuevas co- 
rrientes que en el comportamiento no sólo de la juventud, 
sino del hombre en general, el papel preponderante que en 
la vida va teniendo el dinero como medio no sólo de bienestar, 
sino también de alcanzar pIaceres y el egoísmo que esto des- 
pierta han conmocionado nuestra pacífica sociedad con la 
aparición ya de ciertos delitos que si aún no alcanzan cifras 
alarmantes son reveladores de un ~osible futu~o ~eligroso 
que e cia. Los 
delito! costum- 
bres, las taciLidades que para los mismos se encuentran den- 
tro del ambiente general va udo, la propaganda, los 
espectáculos, incluso en áml: is serios, parece existir 
un ansia de libertad, de r o h p ~ ~  Udbas de quitar ataduras 
que limitan nuestros impulsos. 

Se considera muchas veces como ñoña y ridícula la con- 
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duna moral, recta y respetuosa, e inevitablemente tienen que 
aumentar las infracciones de esta índole; está en el ambiente 
general, es lamentable pero real, que ni el recato, ni el pudor 
ni  la morigeración parecen destacarse, e invariablemente tienen 
que traducirse en infracciones.» 
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«Nos llega a través de la investigación una disminución 
en la moralidad, especialmente concretada en zonas, donde el 
amancebamiento, el adulterio se ~roducen con normalidad en 
niveles sociales bajos :n ambos casos 
puesto. 

Y me temo que es muy poco lo que se hace para evitar 
estas tendencias desmoralizadoras. 

Faltan medios y faltan personas preparadas y dispuesras para 
dedici 

L 

lo que se vive que lo que se dice; hace falta primero r 
esos valores, lo que no siempre ocurre en las person: 
gadas de transmitirlos; hace falta tiempo, hace falta una pe- 
dagogía, difícil much; de adqi , 
locales y material, y el munl 
dar económicamente a un club juvea,. 

Hay también que prestar Las Juntas y Tri- 
bunales de Menores, carentes de vida dándoles 
una organización más adecuaaa; somos panidarios de profe- 
sionalizar el cargo de Juez de Menores. Las Juntas de Meno- 
res con las de Protección a la Mujer son organismos sin vida, 
que funcionan s610 en lo que hacen los profesionales, es decir, 
son los administrativos los únicos qi r 
lo que marchan estos organismos.» 
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jar por eilo de atribuirle este carácter general en que nos en- 
contramos, en la pornografía y las drogas. Suyos son los pá- 
rrafos que siguen: 

Fía al es 
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, El lujc 
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do hbre, se encuentra sometido a un ataque, el ae la porno- 
grafía y las drogas, que amenazan no sólo devastarlo sino, 
apoderándose de la razón humana, hundirlo en lo más bajo 
del inconsciente. Parece como si con una estrategia perfecta- 
mente concebida se q nte a la juven- 
tud, la parte de la so que constituye 
el futuro, los que mañana van a regir los destinos de la hu- 
manidad y a través de su destrucción separar al hombre de la 
moral, reducirlo únicamente a su condición de animal ... sin 
el calificativo de racional. Porque es la moral lo que constitu- 
ye la más profunda diferencia entre el hombre y los animales 
y arrebatárnoslo significa tanto como la destrucción del hom- 
bre como ser libre y acabar con las entidades en que éste se 
agrupa. Y una sociedad corrompida moralmente es una socie- 
dad carente de reservas para la lucha y la resistencia. No po- 
cas de las últimas defecciones europeas de países de ultra- 
mar se han debido menos a los errores de los Gobiernos que 
a la ausencia de res~aldo de una sociedad sólo vreocupada, 
en un hedonis cio y de ción del 
nivel de vida da y el e moral 
pulverizan-corno ocumo con los antiguos Imperios-, la ca- 
pacidad de reacción de los pueblos, :ho más nocivos 
que la falta de armamentos bélicos. 

La cosa resulta, en principio, casi insensible, algo que va 
penetrando poco a poco, pero, desgraciadamente no tarda en 
producir los más ~erniciosos efectos. No se trata de una por- 
nogrd : novelas y revistas que 
por si n gusto. No; son publi- 
caciones, kotogiatias, peiicuias, en que, de una manera sutil, 
como sin darle importancia, con naturalidad se envían al pú- 
blico de todas las edades grandes cargas de erotismo. Si, de- 
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cididamente, el sexo se ha industrializado, de algo tabú, exa- 
geradamente tabú, se ha convertido en algo «natural», en un 
bien de consumo. Asistimos a una erotización de la sociedad 
contemporánea. Antes, en el cine, en el teatro, en las novelas 
veíamos, o se nos decía, que un hombre y una mujer se en- 
cerraban en una habitación y nadie que no pecara de ingenuo 
dejabi ba denn )ajaba la 
ima@ iginaciór abajar.. . 
porqu~ SG uus ~ I G S C U L U ,  GU toda su ciuucoa, ~ 1 3  ~ ~ i e n a s  de 
intimidad sexual, todc I a la pr n de las 
mentes, las de quiene nguna n de ver- 
lo y lo que es peor ... las de ,, .,, tienen necesidad de no 
verlo. «Es doloroso- u Santidad en la alocución pro- 
nunciada el 14 de se e pasado-, observar la autode- 
gradación del hombre y ver que para la salud física y para la 
higiene pública se registran muchas, buenas y severas inter- 
venciones de la sociedad, mientras se trata la salud moral como 
si no fuera un bien necesario para la misma sociedad y no fuese 
un coeficiente indispensable para una educación libre y respon- 
sable de las ióvenes generaciones.» 
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constantemente voces ñalan el peligro creciente. =ce 
pocos. meses, el Obis Ydiz-Ceuta llamaba la atención 
sobre el fenómeno de subestimación de la norma, con la de- 
preciación de cuanto significa ley y ( ón. Sus s 
incluyen, en este juicio, «a cuanto si ley, no 
denación que derive del principio de autoridad, y concreta 
más el tema diciendo que «algunos entienden la actitud de 
servicio en la autoridad, únicamente como prestación de fun- 
ciones utilitarias a los individuos, a la comunidad, sin relación 
alguna con la necesaria atención de efectividad al cumplimien- 
to de la ley, de la norma; es una utopía que atenta contra el 
fundamento de la misma sociedad». Para él, el fraude fiscal, 
el aumento alarmante de los accidentes de tráfico y la baja 
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moralidad general, especialmente en espectáculos y lugares 
de reunión pública, son síntomas claros de esta realidad. 

La prensa diaria refleja también esta situación, no sólo 
a través de la noticia, sino del comentario y el artículo. Valga 
de muestra el publicado en un periódico de una capital de 
provincia que excede en algo de los cien mil habitantes : ((Con 
demasiada frecuencia, con excesiva ing 
creamos los españoles leyendo los tris1 
ventud perdida. Sus protagonistas tie~,, iiviiiurLo rrui 

ños y ocurren los hechos tan lejos de esta geografía que apenas 
mueven nuestra indiferencia.. . Nos sentimos dentro de un or- 
den establecido y garantizado, donde el vicio y la perversión 
no eni clima adecuado.. . Temeraria confianza la que 
nos ha ar que todo marcha sobre medas, cuando a poco 
que se tire del hilo acaba por descubrirse una enredadisima 
madeja». Y concreta en su texto que «ha empezado a pros- 
perar entre nosotros un mundo de hampa y de cormpción. 
Para encontrarlo no es preciso salir de Esp siquiera 
de esta ciudad tan entrañable...», para añadi ueba de 
sus asertos que «si alguien dudara que todo esro es cierto pue- 
de comprobar SUS prop 
recorrido por pudiérar 
diversión juve-,,, . 

No sólo se trata de un ambiente, iivel de< 
de la moralidad pública, de una degrac lvido o I 

de los valores morales y sociales. El renomeno se concrera 
suficie :e en aspectos que pudiéramos c 
des gi Irogas, moralidad sexual, alcoho 
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«En el año 1969 como hecho más destacado dentro de este 
epígrafe podemos señalar el referido a una sala de fiestas de 
esta capital. Como consecuencia de las investigaciones que se 
venían efectuando, con carácter preventivo, por la Jefatura Su- 
perior de Policía en materia de estupefacientes, se realizó una 
detenida inspección de las diversas dependencias, con resul- 
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tado infructuoso, pero en la sala había unas trescientas per- 
sonas de ambos sexos, de las que un elevado porcentaje, se 
apreciaba a simple vista, eran menores, en su mayor parte in- 
documentados, de los que unos ochenta fueron trasladados a 
la Jefatura Superior de Policía, donde se procedió a su iden- 
tificación, reintegrándose posteriormente a sus domicilios. 

En otras salas se sorprendieron gran número de menores 
que fueron objeto de las oportunas diligencias y amonestacio- 
nes por el Tribunal de Menores, siendo los individuos mayo- 
res que las regentaban, expli dirigían, debidamente 
sancionados, procediéndose a ira o cierre de la mayo- 
ría de aquellos centros. 

Estas actuaciones, llevaron a conocer que en muchos de 
los establecimientos, atrevidamente llamados «Clubs de la ju- 
ventud», los jóvenes consumían estupefacientes, enmascarados 
o preparados i I de cigarrillos. 

Varias de ctuaciones pasar isposición de la 
autoridad judicial. 

En determinadas ocasiones la acción policial ha procedido 
a la intervención de fotografías de tipo pornográfico, principal- 
mente a individuos que frecuentan el barrio chino. 

Como hecho más destacado referido al período al que se 
contrae esta Memoria puede decirse que en el año 1969 la 
pornografía ha hecho intentos de crear «merca( Jalencia. 

Recientemente en nuestra ciudad y en u )-librería 
se intervino por la policía en un rápido y eficaz servicio, la 
venta de revistas y según investigaciones llevadas a cabo, la 
mayoría de los «clientes» eran adultos. 

La acción policial en esta faceta es sumamente difícil, ya 
que los individuos que se disponen a cometer estas infraccio- 
nes, toman toda clase de medidas para no ser descubiertos. 

" ~ m o  hecho más destacado en 1969 y tras una amplia ope- 
policial encaminada a la localización de traficantes y 

midores de drogas se descubrió que, además de los pro- 
ductos usados por los toxicómanos y procedentes, la mayor 
parte, de la «Camabis Indica»-como «grifa», «kifki» y «ma- 
rihuana»-había entrado en el mercado de Valencia el triste- 
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mente alucinógeno «LSD 25» 
tintos r bien conocido. 

Se practicaron varias detenciones y en prmcipio aparece 
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Naturalmente, todo ello motiva acciones no sólo gutlerna- 
tivas, sino también judiciales, especialmente en el campo de 
la jurisdicción de Vagos y Maleantes, sobre la que el Fiscal 
de Bal I Memoria lo qi. ie sigue 
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cional :rito experimentado en lc i excep- 
ción c rior en que replanteadc ie estas 

1s últimc 
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)S años : 
iblema ( 
7 .  ., conductas peligrosas se tuvieron estudlos en riscaua, reunión 

con las autoridades y Jefes de la policía judicial y Guardia 
Civil y dio como resultado un mayor celo en la persecución 
de las ;esto de 
1933. 
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Siguienao ei sistema que establecunos y que ya puse de 
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En general este aumento que luego estaaisncamenre ana- 
lizaremos, obi una serie de r: ra apuni I rdece a 

:eriores, 
. . 

ezones J 

se han 
tadas en 
perfilar Memorias ant pero que quizá podido 

con más precisión este año. Entre ellas destacaremos: 
A) ¿a llegada masiva del turismo sobre todo en los me- 

ses de la temporada turística con una tendencia cada vez más 
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generalizada a tolerar a ciertos elementos extranjeros lo que 
la misma sociedad critica y no tolera a los españoles. Bien en- 
tendido que la mayoría de las personas que vienen a disfrutar 
sus vacaciones en las Islas Baleares aparte de la importancia 
que tienen en el orden económico por la llegada de divisas, 
son gente pacífica v tranquila que no perjudican a nuestra so- 
ciedad. Pero, tes, existen elementos realmente 
perniciosos qi 1s que menos dinero tienen y por 
tanto incluso económicamente menos nos convienen y que, sin 
embargo, aprovechan el estar en un país extranjero para rea- 
lizar conductas que en su propio país no realizarían porque 
además su propio ordenamiento jurídico se lo prohibiría. Unas 
veces es abandonar hoteles sin pagar, otras veces organizar 
alborotos en sitios públicos en estado de embriaguez, otras ve- 
ces el uso y tráfico d~ :tas que iremos estudian- 
do por separado. 

B) Otro de los ~ ~ L L U I C ~  ~ ~ ~ ~ ~ d n t e s  es la llegada a estas 
Islas iucuente ales con- 
tra 1: la exist~ : muchas 
gente" GU paya",  a a a a  LIS U G ~ L L B ,  C L ~ . ,  para LU~UCLCL hurtos y 
robos. Sin embargo, la labor desarrollada por esta jui 1 

respecto de dichos elementos, además del castigo qu - 
rresponde en la jurisdicción ordinaria, se ha notado conside- 
rablemente hasta el punto de haber descendido el número de 
multirreincidentes, con los propósitos aludidos. 

C) El aumento de la homoxesualidad especialmente con 
preferencia no ya del homosexual considerado como enfermo 
y que es la principal víctima de su propia desviación sino, fun- 
damentalmente en Baleares la cantidad de extranjeros homo- 
sexuales que pasan fugazmente por estas Islas y que a cambio 
de dinero mantiene relaciones con jóvenes desarraigados ini- 
ciándoles a una práctica viciosa que puede llevar a convertir- 
les no sólo en homosexuales, sino en «bujarrones» y vagos 
que pueden ir desde el chantage hasta el asesinato. El proble- 
ma se agudiza por la dificultad de detener a la mayoría de es- 
tos invertidos que están en estas Islas de paso. Como veremos 
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luego ' ntado en esta ju n el índice de expedien- 
tes de xualidad. 

D) nstante aumento ur uso y tráfico de estupefa- 
ciente: :rece un un poco más detenido. En prin- 
cipio I que pr< te en los expedientes por dro- 
gas es donde se acusa el aumento más grande en esta juris- 
dicción, sobre todo si 1 en cuenta que en los años 1965 
y 1966, no se registró caso, muy pocos en el año 1967, 
y en 1968 hay un ~ ~ C U L U  dlarmante, llegándose al número 
de 49 expedientes. Pero es que en el presente año de 1969, ha 
pasado de estos 49 expedientes, que ya como apuntábamos en 
la Memoria del año pasado, considerábamos muy alarmantes, 
al número de 73, siendo esta conducta, es decir, los expedien- 
tes relativos a drogas, lo que ocupa el primer lugar este año ha- 
biendo incluso pasado por encima de los expedientes por 
delincuencia habitual e inclinación al delito en donde se amal- 
gaman conductas tan amplias y de diferentes contenidos como 
los multirreincidentes, delincuentes con más o menos ante- 
cedentes penales, robos y hurtos de coches, etc. 

Dentro de esta iurisdicción se incluye no solamente el 
110, Y PO ntalmeni 
i la reds le 1935, 

Iico de drogas lo que ocurre es que en estos casos se tramite 
el corres?ondiente sumario por delito contra la salud pública. 
La redacción de la Ley de 4 de agosto de 1933, con relación 
a la toxicomanía, ha ulanteado el problema interpretativo de 
cómo peligro! ISOS en N 

existi~ hay coi ~ e r o  sin 
produzca nabituauaaa, problema que se 5a resuelto apucan- 
do, por tener en cuenta no sólo el uso de la droga, sino la for- 
ma de vida de sus usuarios, el concepto genérico de inclinación 
al delito completado por el articulo 1." del Reglamento de 
1935, y con aplicación, además, expresa de lo dispuesto en el 
Convenio Unico de las Naciones Unidas de 1961, que somete 
a control de estupefacientes a toda clase de drogas pro I 

su consumo, comercio y cultivo. Esta es la tesis que p 
casos (uso de drogas sin habitualidad y sin tráfico), ~ U C   PUL- 
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tó al Juzgado el Abogado Fiscal adscrito al mismo Sr. Miravet 
de acuerdo con las conclusiones obtenidas después de varias 
discusiones en juntas de Fiscalía, y éste es el criterio que ha 
recogido el juzgado condenando er estos ca- 
sos c ;lo a nu ris. Pero para d da duda, 
vino Lu V ~ U J O  de nuc~ua  upinión un caso eil ~n extran- 
jero condenado por el juzgado especial, recurrió en apelación, 
ante la Sala especial de Madrid, la cual confirmó íntegramen- 
te la sentencia sobre la base de considerar que aunque la Ley 
habla de toxicómanos habituales, cuando se toman drogas que 
por su propia composición no producen habituaíidad, es evi- 
dente que el hecho de efectuar esta conducta repetidamente 
implica una inclinaci' ante a unas formas de vivir que 
son necesariamente n lesde el punto de vista social, fa- 
miliar, apoyándose ademas dicha Sentencia en lo descrito en 
el art. 1." g) del Reglamento de 1935, que permite considerar 
comprendido en el artículo 2." de la Ley de Vagos a todas 
aquellas personas que por su forma de vida habitual dedicada 
a actividades inmorales, demuestran un estado de peligrosidad 
por analogía con lo dispuesto en la Ley, considerando que la 
diferencia reiterada, constante L- 

ción de estados de alucinacic :- 
can el concepto médico legal de habituahdad psicológica es 
evide ;o el esi 

drogas 
unque n 
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Si centramos el comentario en rema de las drogas, uno de 
los c ecen m2 ocupacié Y 
cuya ,n result; mante, e Y 
diveroUJ ~ ~ p ü e s t o s  dL ~ a ~ ~ i a  const;~,, a la acbubxhn de los 
españoles: Desde las cifras y comentarios sobre el tráfico de 
drogas en otros países («Club» de iniciación para menores de 
catorce años descubierto en una barcaza d-'  -'- Tíber, en 
Roma; más 30 jóven en año y 
medio; extei m1 proble hseñanza 
Media en EE. UU.; a m p h d  del consumo en los países del 
norte de Europa y en Inglaterra, etc., etc.), hasta la conside- 
ración del problema en España, cada vez más acuciante. La 
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estadística no arroja, ni puede hacerlo, dadas las especiales 
características del problema, las cifras verdaderas; la impor- 
tancia del problema es mayor de lo que aparece de los servi- 
cios practicados y actuaciones judiciales iniciadas. Hay luga- 
res de cita «hippie» en España, donde acude una clientela ha- 
bitual, que a veces la propia prensa extranjera airea: «Un 
paraíso de Hippies. Los drogados no 1 riesgo de expul- 
sión», publicaba «Le Nouvel Obsen le París el 14 de 
septiembre de 1969, relatando en el arncuio así titulado una 
serie de casos más o menos reales. Los relatos de servicios 
realizados por las fuerzas del orden público y la referencia de 
conductas y bandas o grupos descubiertos, es constante en 
los i habituales de informacic ilenta ta rl 
núm uicidios provocados por le droga S- 

ñalari LUU ~eiterada frecuencia casoa uc ,\drgías», LL-UUCS 

(chip aciones de perversión provocadas en ellas. 
1 2 que la droga ha adquirido una difusión 

hasta ahora desconocida por razón de la facilidad que el tu- 
rismo proporciona para introducirla y para «iniciar» como 
adictos a no pocos jóvenes. Como ((turista indeseable)) califi- 
caba %a un E os días al 
hace de la «e de estu- 
pefacientes y alucinogenos enrre la juvenmc 

En abril de 1970 se ha celebrado en Vitoria la XVI Reu- 
nión de la Sociedad Española de Neuropsiquiatría Infantil. En 
ella se ha dicho que existe un «aumento geométrico de toxi- 
cómanos» en España y que c está afectando ya a la in- 
fancia y la adolescencia. Se que habían sido estudia- 
dos 253 casos conocidos, de edades comprendidas entre los 
5 y los 18 años. 

El Fiscal de Baleares, territorio de los más afectados por 
el problema, dedica una especial atención al tema, como es 
natural. Suyos son los párrafos que siguen, donde se refleja 
la procedencia de los distintos grupos de usuarios de la droga. 
Sus palabras dan una idea dara de ~ t u d  del 
problema en aquellas islas. 
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«Generalmente los usuarios de estos productos son ex- 
tranjeros casi todos eilos localizados en Ibiza, pero tenemos 
en Baleares algunos otros casos por lo que podemos dividir 
a los usuarios en tres muDos de personalidadi-- 

ioles, qi poquísimos, ge 
la Legi mjera y conocie 

durante su estancia en Atrica, y algunos otros que son delin- 
cuentes habituales explotadores de prostitutas y conductas se- 
mejantes que usan drogas y que muchas veces también trafi- 
can en ella como medio de obtener di1 

2." Extranjeros intelectuales, tami 
sos, pero hemos tenido casos de escritores que toman drogas 
para poder experimentar sus efectos y poder escribir libros 
sobre el tema. Y también pintores que con el uso de LSD, 
sobre todo. ex~erimentan se& su ~ r o ~ i a  confesión una ma- 
yoría d en la 
perfec 

3.' bs  el grupo mas numeroso y está formado por los 
«hippies» y localizado m e  en Ibiza y Formen- 
tera. Han llegado mal te estos años a estas Is- 
las y sus característica> LUU LULLFL son las siguientes : 

a) Huyen de la sociedad de consumo, de la q. L 

desengañados y encuentran en Forrnentera sobre todc 
gar paradisíaco para su forma de vida. 

b) Huyen según nos han confesado, de leyes más duras 
en materia de droga especialmente en California, Inglaterra 
y Holanda. 

c) Buscan los precios más ventaj 
lo que pueden vivir del dinero que reciben de su casa o be- 
cas, etc., viviendo algunos permanentemente 1 

viniendo otros de vacaciones, por término n 
días. 

d) Carecen por regla g le agresividad, ) 

muestra el escaso número de os o diligencias 
íincuencia común que se les sigue, uenen un gran sentldo de 
la solidaridad y del amor entre los hombres. 

e) Son la representación más viva de 1 1 
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juventud frente al orden establecido ya que procediendo la 
mayoría de ellos de la gran sociedad industrial, están desen- 
gañados de las estmcturas de su país aunque el nihilismo y la 
concepción pasiva de la vida que practican hace que esta rebel- 
día carezca de verdadera eficacia, ya que sólo critican, pero 
no presentan un programa constructivo. 
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Los riscaies ae Alicante y Cádiz, a su vez, dan cuenta 
del notable incremento de actuaciones jurisdicciones en sus 
respectivas provincias, por hechos relacionados con el tráfico 
de dr~ )S, añade al rrat: :e tema : 

ma es I 

iios mati 

estas m: 
1 de Est 

te para luchar contra mifestaciones de la delincuencia, 
es la Brigada Especia upefacientes, creada por Ley de 
8 de abril de 1967, una de cuyas misiones es la de estar encar- 
gada de centralizar todos los datos e informaciones relativos 
al tráfico iiícito de sustancias tóxicas, y de planificar, coordi- 
nar y estimular la acción represiva adecuada. Esa Brigada Es- 
pecial tiene la colaboración eficientísima de los funcionarios 
del Cuerpo General de Policía, de las Fuerzas de la Guar- 
dia Civil y de los servicios de Aduanas. Todos estos Agentes 
de la autoridad, han intensificado la lucha para la prevención 
y represión de estas actividades delictivas, y fruto de su es- 
fuerzo ha sido en nuestra provincia la desarticulación de va- 
rios grupos organizados, tanto en la capital como en el Campo 
de Gibraltar, uara la venta de esta sustancia. 

El proble nuy grave, y frente a él son necesarios 
mayores med eriales para la persecución y prevención 



de las conductas delictivas, pero también mayores remedios 
legislativos. 

En cuanto a éstos, hemos de reconocer, pues la experien- 
cia nos lo dice, que I- 

ciente para esa lucha 
slación I española no res ulta sufi 

droga. : 
stra Ley 
- - .. - - 

Este tema de la ieesiacion vigente, a que alude ei riscal 
de Cádiz, ha sido también reiteradamente expuesto desde di- 
versos niveles de opinión. Al hilo del anuncio del proyecto 
de Ley de Peligrosidad Social, remitido por el Gobierno a 
las Cortes, se ha puesto de manifiesto este vacío que la legis- 
lación española presenta en materia de represión del uso y te- 
nencia de la Para algunos, la razón del vacío es clara, 
ya que «nue de Vagos data de un tiempo en que no 
había «hippirb» ri i  be conocía lo psicodélico». La necesidad de 
que España acomode su legislación penal a los convenios in- 
ternacionales suscritos, es señalada también frecuentemente 
como una necesidad imperiosa. 

La Comisión de Estupefacientes de las Naciones Unidas 
celebró a principios del año en Ginebra otra reunión extraor- 
dinaria con vistas a estudiar el control sanitario de las llamadas 
((drogas sicodélicas» (alucinógenos, anfetaminas, etc.). El tema 
es importante porque la amenaza de las drogas crece a medida 
que se descubre por los «adictos» que el uso de determinados 
fármacos puede producir, con mezclas adecuadas, los mismos 
efectos. Algunos fármacos utilizados para adelgazar, se han 
utilizado en Suecia como drogas peligrosas. Se habla ya de 
laboratorios clandestinos para la elaboración de «pastillas» 
preparadas adecuadamente, de las que ciertamente se ha 
ocupado en España alguna pequeña cantidad. 

Generalmente, los fármacos peligrosos deben S a- 
chados mediante receta, requisito que no siempre se cumple. 
Este es un aspecto del problema general que ha de ser anali- 
zado con meticulosidad y que posiblemente requerirá medi- 
das legales y gubernativas adecuadas. Una estadística refleja 
que frente a los 381 millones de pesetas invertidos en Espa- 
ña en psicofármacos, se pasó a 629 millones en 1965 y a 722 

er desp 



millones en 1968. Contribuye a ello, indudablemente, la faci- 
lidad que existe en su adquisición. 

Si de las drogas pasamos al tema ae la moralidad sexual, 
tampoc I datos que nos den idea clara de la situación 
consta : inclinada a alterar los criterios que durante 
mucho L I C ~ ~ ~  imperaron en esta materia. Es indudable que 
la moral tiene una relación directa con la realidad ambiente, 
en tanto en cuanto el hábito o la costumbre termina por evi- 
tar el escándalo y, con él, el reproche ético, al menos en la 
forma renía realizándose anter 
está er ; hechos no se detienen 
truir ~ ~ > L ~ U C U L ~  los valores morales y ~ W C ~ ~ A C D  CJLLL -aLCII(L. 
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va a llegar esto!   os otros somos opnmistas y aun renemos 
esperanzas de llegar a conocer un  retroceso en esta materia, 
aunque hoy no tengamos más remedio de reconocer, dado el 
númer narios, su aumento. El año pasado señalábamos, 
un PO rendidos, porque apenas había precedentes de 
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ciones ni frenos morales. Consecuencia de ello el cansancio, 
el hastío, el nihilismo sexual y, por contrapunto, la inversión 
sexual como novedad, primero, y como vicio, después. 

Pero no se crea que son sólo los jóvenes los que caen en 
esta aberración nefanda. En gran parte de los sumarios que se 
han seguido en esta provincia el «iniciador» era una persona 
mayor que actuaba seduciendo a niñ - 
quier clase social., 

jóvenes 

La pornografía comienza a ser problema, donde antes sola- 
mente presentaba manifestaciones aisladas. Una red de distri- 

orar. 
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oblema 
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nente ec 
do fuer: 

bución-fue desarticulada, ocupando la policía madrileña gran 
núme olletos a todo color, ma,gificao iitados y 
con i i de fotografías, todo ello edita s de Es- 
paña e introducido por un grupo de extranjeros procedentes 
de países del norte de Europa. Junto con las publicac e 
ocuparon también varias películas. Este es un ejemp - 
tento de introducción masiva en nuestro país de m a t t ~ , ~  
nográfico en gran escala. Pero, de otra parte, es frecuente la 
circulación de revistas extranjeras de carácter pornográfico, que 
se reciben incluso mediante suscripción a través de interme- 
diarios distribuidores clandestinos. 

Otro aspecto, poco comentado ha: 3, en el orden de 
las desviaciones sociales, es el del alcoholismo. Es este un tema 
sobre el que los españoles tenemos, quizá, una idea poco ade- 
cuada, convencidos tal vez de que no constituye, al menos de 
momento, pr tro país. Comentamos las prohi- 
biciones imp r países, no sólo para impedir el 
USO de bebi~aa aibvuuucao a los menores, sino para no ver- 
mitirlo tampoco a los adultos salvo en determinadas horas'del 
día, y todo ello nos parece propio de costumbres extrañas a 
nuestra forma de ser. Sin embargo, el problema comienza ya 
a afli 
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«Vemos los periódicos llenos de noticias más o menos alar- 
mantes sobre la detención de sujetos que hicieron uso de las 
drogas, mientras nuestras calles están llenas de alcohólicos 



crónicos. Y aparte el problema sanitario que ello representa, 
está el problema socio-penal, pues el alcohólico es causa de 
delitos, tanto imprudentes (accidentes de tráfico, laborales, etc.), 
como violentos (desacatos, atentados, lesiones, homicidios). En 
fin, el alcoholismo es un factor antisocial muy de ser tenido 
en cuenta. Tanto al menos como la toxicomanía.» 
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y toxicomamas», en el que se arlrmo que «igualmente preocu- 
pante es el aumento del hábito alcohólico entre los adolescen- 
tes». La influencia del ambiente en que la juventud se desen- 
vuelve, especialmente en las grandes ciudades, determina un 
creciente consumo de bebidas alcohólicas y un aumento con- 
siderable del problema. No faltan ya las disposiciones, inclu- 
so municipales, que ponen trabas y dificultades a la constante 
proliferación de establecimientos donde se expenden bebidas 
alcohólicas. Una estadística del Gabinete de Estudios de la 
Dirección General de Sanidad, referida a 1965, daba la cifra 
de 2.141.600 alcohólicos en España. El número de alcohólicos 
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nerales de las manifestaciones criminosas, podemos ir concre- 



tando temas de cierto interés en el problema general de la de- 
lincuencia. 

El Fiscal de Madrid analiza en su Memoria las modahda- 
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Hace algún tiempo los hurtos de ínfima cuantía, califica- 
dos como delito por la multirreincidencia de sus autores en 
faltas de la misma naturaleza, constituían un renglón muy 
importante en la tarea de los Juzgados de Instrucción y de las 
Audiencias. Eran, generalmente, hechos muy próximos al ~ h u r -  
to famélico» que consistían en la sustracción de frutos del cam- 
po, mercaderías expuestas al público, carbonilla de los ferro- 
carriles, restos y escorias de las explotaciones mineras e indus- 
triales, chatarras y otros mate ieran de 
desecho, pero que entonces a1 os como 
los desgraciados rateros. Gracias a Dios, hace tiempo que no 
visarn ralificación por triste na 
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Siguiendo un orden paralelo, es decir, de c enera- 
les, pueden citarse como infracciones en auge actuamente, 
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plos de enriquecimiento, han estimula( iuchos 
audaces, irse al campo de la industria J lercio, 
sin preparacion ni experiencia, más con espíritu de jugadores 
que con el de hombres de empresa. Con frecuencia, las ganan- 
cias no son tan cuantiosas como se imaginaba y se acude al 
uso y abuso del crédito para seguir adelante, hasta quc 
el momento de sobreser en el pago de las obligaciones y 
pensión o la quiebra se hacen inevitables. Las consecu,,,,,, 
para estos desaprensivos negociantes no resultan demasiado 
graves, ya que muy rara vez se produce una declaración de 
quiebra culpable o fraudulenta porque se encubren en un pia- 
doso expediente de suspensión de pagos. Desde )S em- 
presarios descubren los primeros síntor hasta 
que aquél se consuma y se hace público, a ~dsespe- 
radas maniobras para salvarlo o retrasa ariendo, a ve- 
ces, en fraudes y falsedades que dan lug ~cesos penales. 

Ejemplo característico de esto Úitimo es ei de la bancarro- 
ta de las constructoras inmobiliarias. En eiias la más ventajosa 
modalidad de crédito es la de los anticipos o entregas a cuenta 
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de los compradores de pisos y los constructores en crisis acu- 
den, a veces, a forzar fraudulentamente esta cuenta de crédito 
ofreciendo pisos en las condiciones más seductoras cuando sa- 
ben que les va a ser muy difícil o imposible construirlos o 
entregarlos al comprador. 

Así están ocurriendo esas catástrofes en las que se hunden 
los ahorros de miles ilias modestas. 

El tema de esta c lcia económica, sin defit ía 
por la Ley penal, sena mrerminable y ya fue tratado con más 
detenimiento por esta Fiscal tia correspondien- 
te al año 1962. 
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Las fuerzas que el hombre ha dominado, para su servicio, 
a veces fuerzas enormes como es el caso de la fisión del áto- 
mo, de los explosivos y de los mecanismos de propulsión, su- 
ponen un riesgo creciente y exigen una cautela cada vez ma- 
yor, con protección penal para resguardo de las personas y las 
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Por eso la delincuencia culposa da lugar hoy a altísimo 
número de procesos penales : imprudencias en el levantamien- 
to de construcciones que dan lugar a catástrofes de resonancia 
nacional, iu :ias en el mante les 
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hombre va eludiendo y esto es peligrosísimo. No he tenido 
tiempo este año, pero, si Dios nos da vida y posibilidades, tal 
vez lo hagamos el próximo, para proporcionarme datos sufi- 
cientes que ilustren mi afirmación. Re únicamente, de 
memoria, cómo me decían unas señorit ntes sociales en 
Ocharcoaga, barrio de 20.000 habitantes, que el número de 
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matrimonios había descendido en cuatro años en un 50%. Es 
cierto, esto lo ha publicado la prensa, que el índice de natali- 
dad está en 20.3 Dor mil (cuando el b i t e  de lo admisible debe 
cifrarsc 
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muy diversa, pero no puede desconocerse que un buen medio 
de lucha contra esta delincuencia es la purificación de costum- 
bres qi ilia. Todo lo que se haga en ma- 
teria d las, de atender al salario fami- 
liar, etc., es contribuir a la lucha contra el crimen. En cambio, 
exigir al hombre que pase la Enea del heroísmo para asumir 
las responsabilidades de regir una familia es verdaderamente 
peligroso; yo dieo «heroísmo, porque las rentas de trabaio. 
por ejemplo, q abitualrr 
trimonios fami ser susct 
todo al hombre soltero a no ser capaces de sutragar los gastos 
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más elementales de un gnipo familiar, y no son menores las 
distancias entre lo fácil y lo difícil que podríamos señalar en- 
tre individuo v m ~ o  en los más diversos órdenes (alojamien- 
to, etc 
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lto a est . . :e tipo d e medid . . Sldad de «lavar» el amtxente de erotismo. No comprendemos 

el abuso que en imágenes y expresiones se hace en esta mate- 
ria. No es <asustarse de todo, es que «todo» (películas, revis- 
tas, anuncios.. .) está impregnado de este signo. Es posible 
que sea la corriente mundial a la que no podamos oponemos, 
pero es bien triste pensar que caminemos hacia un final, como 
ha ocurrido ya en muchos pueblos, en el que se suprimen ti- 
pos penales que siempre serán reclamados por las conciencias 
honradas. Porque hay algo que ha de permanecer: la familia 



honesta, el pudor, la fidelidad, el derecho a nacer; y todo lo 
que se oponga a ello, o no facilite su cultivo, sólo puede traer 
tristísimas consecuencias y una cadena de falsas valoraciones 
cuyo fin ha de ser más caótico de lo previsible., 

n el mis 
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El mo sentido, el Fiscal de Lugo insiste en 
moria suore el tema. coincidiendo exactamente con su compa- 
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:es mate 

ntes : 

i su Me. 
. - - -. .- . 

mente u. 
Las con 

un 67 

«Se ha dicL,, ,,A con acierto, que la base del comporta- 
miento antisocial parece residir en una crisis de los valores 
familiares. Efectivamente, el problema de la juventud inadap- 
tada, la cuestión de los jóvenes peligrosos y de los mismos de- 
lincuentes, no pueden analizarse y estudiarse sin partir de las 
correspondientes bases familiares. En la familia radica el ori- 
gen y raíz del comportamiento ulterior del joven, y si la fami- 
lia no imparte una adecuada formación es muy difícil que la 
incorporación del individuo a la vida social se efectúe sin vio- 
lencias. No se olvide que aproximadai n 3 1 76 de delin- 
cuentes juveniles proceden de fa& conflicto, siendo 
la situación familiar «negativa» en ',2% contra un 
23,5% de situación «dudosa». Unicamente el 9,1% puede 
calificarse como «positiva». Además, lo grave también es que 
hay un oculto deseo de inmediata vida fácil y de ostentación, 
caracterizada por una impaciencia por obtene 9 
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ciales efectivas, con unos cal públicos - 
dos cuidándose de impartir i Fomente] - 
lores morales y ayuden a crear un clima de dignidad y gaiiar- 
día, son los principios que precisan amplios sectores de un 
mundo donde se muestra el notorio desequilibrio entre los 
avanc riales y rl espíritu.» las cuali 
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ramos uamar sociológicos, ae la criminalidad. El de Málaga, 
por ejemplo, analiza la distinta situación urbana y rural en la 
siguiente fon 



«Existe, además, detrás de los números, una discrepancia 
fundamental entre los valores vigentes en las zonas agrícolas 
y los vigentes en las zonas más o menos industrializadas. Allí, 
las conductas legalmente tipificadas como delictivas en el Títu- 
lo IX del Código Penal son todavía socialmente reprobadas, 
es decir, son delictivas para «casi todo el mundo»; acá, son 
relativamente numerosas las gentes para las que muchos de 
estos delitos están pasando a convertirse en hechos más o me- 
nos tolerables. De ahí el menor número de denuncias y - e n  
inevitable consecuencia-el menor número de procedimientos. 
Porque este relajamiento, esta menor vigencia en las ciudades 
de los valores tradicionales que subyacen en los artículos del 
Código Penal sancionadores de estos delitos, no solamente 
reducen las denuncias por los cuatro delitos que la necesitan 
para ser perseguidos (violación, abusos deshonestos, estupro y 
rapto), sino que actúan como factores de inhibición e indife- 
rencia ante los delitos contra la honestidad perseguibles de ofi- 
cio (escándalo público, corrupción de menores y favorecimien- 
to de la prostitución). 

Junto a la anterior hipóte ría tamt 
que una de las causas por las que estos delitos son menos tse- 
cuentemente denunciados en los medios urbanos sea la menor 
«presión social a la denuncia». Puede, en efecto, ocurrir que 
muchas personas y fa ?lenamente adheridas a los va- 
lores tradicionales, no m, en la ciudad, tan empujadas 
a solicitar la intervencLuu ,as Tribunales como se hubieren 
sentido, de haber sido víctimas de hechos análogos, en una 
reducida comunidad rural. En ésta, la inmediata publicidad 
que alcanzan ciertas conductas, es un estímulo para recurrir 
a la Justicia y defender-públicamente-el honor sexual, y la 
buena fama. En la gran aglomeración urbana, por el contrario, 
las familias pueden considerar más conveniente sufrir en si- 
lencio y no divulgar lo que seguramente casi nadie conoce. 

Pero esta interpretación del fenómeno que comentamos no 
invalida por completo la anterior. En primer lugar, porque 
sólo explica, en parte, la falta de denuncias con relación a los 
delitos que afectan a la honestidad individual y familiar, no 

sis, podi 



la que se refiere a los delitos que atentan al pudor público y a 
las buenas costumbres. En segundo lugar, porque, a la larga, 
la misma falta de motivación social para solicitar el castigo de 
determinados hechos y la práctica y progresiva impunidad de 
los mismos no podrá menos de desdibujar en la conciencia pú- 
blica la imagen desfavorable que de ellos tuvo el legislador 
al sancionarlos como delitos. 

En definitiva, creemos nuestro deber apuntar, a la vista de 
las anteriores consideraciones, la existencia de un fenómeno 
social de indiscutible gravedad: el lento pero sensible aleja- 
miento de sectores extensos de nuestro cuerpo social con res- 
pecto a los valores que sirvieron y sirven de inspiración a nu- 
merosos e importantes artículos del Código Penal. En este ale- 
jamiento hay algo de inevitable, a la medida que nuevas for- 
mas de vida llevan consigo nuevas valoraciones y, vigencias 
distintas más adecuadas a las circunstancias. Pero hay que re- 
cordar que no todos los valores son revisables ni todos lo son 
con la misma profundidad. Los permanentes han de cruzar sin 
empañarse, las más ( y contradictorias estructuras so- 
ciales. Hay artículos, stra Ley penal fundamental, que 
no pueden quedar, en su espíritu, desfasados. De ahí la grave- 
dad del problema, si, de hecho, aparecen indicios de divorcio 
entre valoraciones sociales y legales, entre sociedad y Ley.» 

Dentro de estos aspectos cos, tam Fiscal de 
La Coruña plantea un tema ( :S al exp problema 
de los «moinantes». Estas son sus palabras : 

sociológi 
le interé 
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«Siguen actuando los xmoinantes, de Carballo, algo si- 
milar a los gitanos de otras latitudes, dedicados a la rapiña, 
cometiendo frecuentes robos y hurtos y dando lugar, a ve- 
ces, con su conducta a riñas entre ellos, en las que el arma 
blanca, todavía muy en vigencia en esta región, sale a relucir 
y en pocas ocasiones, también la de fuego; siguen estos 
«moinantes, nutriendo en buena parte el partido de Car- 
ballo 

L los merced a la acción promocionadora de los 
misniu,, JL Jan, valga la expresión «industrializando» y «la- 
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borizando)), hasta el punto de que perdido el horror al tra- 
bajo son y2 muchos los que tienen puesto de trabajo fijo 
en empresas constructoras o de otro tipo y algunos, los me- 
nos, s queños casas, habiendo 
dejad( los la vi llevaban, siendo 
ya poco Irecuente el ver el espectác~, u,iesivo, pero pin- 
toresco y lleno de colorido a la vez de la gitanería deambu- 
lando por el campo con sus gitanillos desnudos y broncea- 
dos, al aire libre, cerca del río con sus harapos de color ten- 
didos al viento con banderas de mil colores, enseña de una 
raza despreciable y realmente despreciada por su conducta. 
La labor de la Iglesia y de su Cardenal, Presidente de la Co- 
misión o Asamblea para la Promoción de los Gitanos está 
haciendo una gran labor en este sector, con repercusión en 
la delincuencia y en lo concerniente a la preparación de los 
pertenecientes a esta raza para que puedan actuar en la vida 
honradamente, llegando a ganarse la confianza y estimación 
de la sociedad. En varios sumarios que hemos tenido contra 
ellos por delitos contra la propiedad, hemos podido ver la 
acción benefactora de los miembros de la Comisión para la 
Promoción de los Gitanos en pro de ellos, interesándose por 
su problema, papel que por lo simpático y humano nos pa- 
rece excelente, aunque, naturalmente, se haga lo que se 
debe hacer, pero conforta que eE un mundo como el que 
vivimos haya personas, de alta sociedad y relevante forma- 
ción cultural, que se acerquen para implorar la caridad y 
comprensión para un gitano, pobre, abandonado y deshere- 
dado de la fortuna. Y es que el mundo más sincero en sus 
formas de expresión, se manifiesta con más claridad en sus 
lacras y corrupciones, antes soterradas, pareciendo ahora de 
peor factura, pero también, y como manifestaciones no anti- 
sociales de conductas. sino altamente humana, descubrimos 
radiante y he la solidaridad entre los 
hombres, pre~ : cabeza y corazón del 
cristianismo; es la lucha entre dos tuerzas, el bien y el mal 
usando de sus más poderosas armas, de cuya batalla sólo 
podrá salir victorioso aquél, descendiendo a todos los nive- 



les, moralizándolo todo, haciendo excelente al hombre, s610 
invencible y apreciado por su bondad.» 

El Fiscal de Pamplona incluye en su Memoria una su- 
gerencia de gran interés sobre el tema de la estadística de 
la criminalidad o delincuencia de los emigrantes españoles 
y la que corres~onde a los turistas durante su estancia en 
nuestro país : 

«Convendría un estudio detallau~ ur: ia ~~1.liliiliialidad y 
sus colindancias, de los emigrantes españoles, por la impor- 
tancia que tiene en cuanto a la adquisición de hábitos y pro- 
clividad a la delincuencia a su retorno, transitorio o perma- 
nente, a su patria de origen, si bien el criminalista italiano 
Ferracuti, en una conferencia demostrara con datos estadís- 
ticos que la criminalidad de los españoles en Alemania es la 
más baja. Recoge los datos facilitados por Zimmeman con 
referencia a la nación citada, de que la criminalidad de los 
españoles es la mitad de la de los nativos y los turcos de- 
linquen casi el doble. Todo lo cual indica que la criminali- 
dad de una nación se refleja también cuando sus miembros 
se encuentran fuera del país, y en este caso, España da ejem- 
plo en sus emigrantes. 

Convendría también en cada provincia un estudio sobre 
la delincuencia de los turistas, o de las infracciones gubema- 
tivas especificando las nacionalidades, sin olvidar que eilos, 
en muchas ocasiones son sujetos pasivos de los delitos., 

Señala el Fiscal de Valencia, como nota destacada en la 
evolución de la criminalidad, el paso de una delincuencia 
individual a otras formas organizadas y colectivas de delin- 
quir. El contenido de su Memoria en este punto es el que 
sigue : 

«Se observa de otra parte, en estos idtimos años, en Va- 
lencia, como nota destacada, el paso de una criminalidad in- 
dividual, o transitoriamente asociada, a unas variadas for- 
mas de criminalidad organizada. Es cada día mayor, el amen- 
to de figuras delictivas, que afectan a pluralidad de personas, 
de un lado y de otro, en las que se acusa una más perfilada 



organización en sus autores, que a modo de empresa, montan 
el tinglado correspondiente. 

Esta nota de organización a ofrece múltiples varie- 
dades: Aquellas, en que exisuenao una entidad para fines 
sociales, como las constructoras de viviendas (caso de la Nue- 
va Esperanza-sumario núm. 430167 del Juzgado núm. 1 de 
Valencia- el de la <cConstructora Cogo», sumario núm. 77/67 
del Juzgado núm. 9 de Valencia) han perjudicado con sus frau- 
des a millares de familias modestas. Otras formas organizati- 
vas, como el de la titulada «La Afortunada» (sumario núme- 
ro 528167 del Juzgado núm. 8 de Valencia) en que se consti- 
tuyó una especie de «juego dentro del juego)) en que la ausen- 
cia de control, permite al pn disponer, lucrándose, de 
las cantidades que reciba de de apostantes quinielis- 
tas a quienes defrauda. 

omotor 
millares 

A veces y de modo organizado también se explota el vi- 
cio, la inmoralidad o el desprecio a la vida y a la dignidad de 
la persona human?, como se refleja en los sumarios: sobre es- 
tupefacientes-núm. 23/70 del Juzgado núm. 5 ; el núm. 21/70 
del Juzgado núm. 8 relativo a pornografía; o el relativo a abor- 
tos, sumario núm. 207 de 1969 del Juzgado núm. 4. 

Otras veces, en fin, sus autores, escudándose en aparente 
y burlada legalidad, ofrece sus servicios a un ambiente cada 
día más cargado de falta de seriedad y de desprecio a esa je- 
rarquía de valores, que deben ser el soporte de una sociedad 
sana (sumario núm. 18169-Juzgado núm. 5 sobre expedición 
de ca ;ado nú- 
mero 
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Con la transcripción de todos estos juicios y sugerencias 
pretendemos dar una visión lo más completa posible de cómo 
se manifiestan en las distintas provincias esta clase de proble- 
mas. La situación de la moralidad, junto con estas considera- 
ciones sobre la delincuencia, puede darnos una idea aproxirna- 
da de la magnitud de los problemas sociales en esta materia, 
sin perjuicio de concretar ahora algunos aspectos en relación 
con manifestaciones específicas de la delincuencia. 



c) La delincuencia económica y contra la propiedad. 

Ya hemos hecho más arriba alguna observación respecto 
del problema que la delincuencia económica está planteando. 
Puesta de manifiesto en formas colectivas y organizadas, se 
concreta en hechos diversos que afectan a los fraudes con mo- 
tivo de la construcción de viviendas; a las diversas formas de 
estafa en ope bancarias; en la apropiación de fondos 
depositados, ( re ello habla el Fiscal de Barcelona: 

«Hay modos de delinquir, que pueden señalarse no pre- 
cisamente por su extraordinaria gravedad, que es en lo que 
abundamos, pero sí por constituir manifestaciones típicas de 
la delincuencia actual, como característica y signo de nuestros 
tiempos, y que hace relativamente pocos años, se desconocía 
e incluso, escapaban en cierta manera de la esfera de lo penal. 
Nos referimos aquí a la profusión de delitos por libramiento 
de talones bancarios sin provisión, cuyos delitos se configuran 
casi exclusivamente, en atención a la protección penal del che- 
que. Y también los llamados hurtos de uso de vehículos de 
motor, forman ahora como novedad, una nota bastante acusa- 
da en el cuadro de la delincuencia, que seguramente se redu- 
ciría muchísimo si la ~enalidad fuera más eficaz o al menos se 
hicieran prácticamente efectivas las sanciones que se imponen, 
puesto que ciertamente los Tribunales tratan con benignidad 

ce de n 
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y lejos de todo rigor, esa forma de delinquir, que si desde 
luego no ofrece-corno se dice-una gravedad extrema, sin 
embargo, cre iodo notable, y las víctimas de esos de- 
litos sufren n ,eces perjuicios hasta irreparables. 

Hasta hacG hubo sí, una manifestación de delincuen- 
cia que produjo una alarma tremenda y que cobró una impor- 
tancia grandísima por el daño económico y moral que causa- 
ba y por la malicia y ruindad que la motivaba. Aqueilas de- 
fraudaciones que con i todos los engaños, se producían 
en grandes proporcic n amplio sector, con la venta en 
firme de viviendas que luego ni se construían, constituyeron un 
vivo ataque a todo principio de convivenc , casi ha 
desaparecido esa faceta delictiva.~ 
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" ~blemas relativos a los fraudes con motivo de la cons- 
jn de viviendas son señalados en distintas provincias. Las 
lrias de Barcelona, Valencia, Bilbao, Oviedo, San Sebas- 

tián, Málaga y Madrid, se hacen eco de ellos y señalan la gra- 
vedad específica de algunos casos. 

Ya hemos visto en la parte dedicada a índices y datos es- 
tadísticos el volumen que alcazan manifestaciones específicas 
como el cheque en descubierto o el hurto de uso referido a 
vehículos de motor. Por ello son muy numerosas las Memo- 
rias que se refieren a estos puntos. De forma concreta los Fis- 
cales de Orense y San Sebastián se refieren al tema de la de- 
lincuencia contra la propiedad en sus Memorias. El primero 
de ellos dice : 
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«Las mediuaa pLventivas ~ ~ p c a ~ Y a a  paia LaLa clase de 
infracc leben atemperarse a las especia11 :erísticas 
de ap: le esta forma delictiva, sustituye1 tradicio- 
nales penas, por medidas que sin abandonar ia pr~vación de 
liberta soluta se complementen y tiendan a dar 
su vic :eros, prohibiéndoles para toda clase de 
T ' - ' : - - ~ ~ ~ ~ ~ s  CI CICLLIC~O de determinadas ~rofesiones, luga- 

deben fi :S O regiones en 
:uniones lebe formar par- 

te, personas de las que no debe acompanarse, y en general 
apartarle de aquellas ocasiones que le presten oportunidad 
para incurrir en la práctica de acciones delictivas, lo cual exi- 
je instituciones que le en este régimen de pmeba, sis- 
tema hacia el reglamentación peniten- 
ciaria. 

Como demostración de estas imperfecciones, y de la poca 
eficacia que con relación a esta clase de delincuentes tiene el 
actual sistema de penas, sacados de nuestra pequeña expe- 
riencia, exponemos dos casos que recientemente nos ha pre- 
sentado la práctica diaria : un acusado, por diferentes hurtos y 
robos, que a la salida de las sesiones del juicio oral, después 
de haber dado promesa de que deseaba regenerar su vida, en- 
tró seguidamente en una de las dependencias del palacio de 



justicia y bajo la creencia de que se llevaba un transistor lo 
hizo de un aparato de intercomunicación. Hace ya unos meses 
se acusaba a un joven que tiene en sus antecedentes varios 
delitos de hurto y robo de uso; no habían pasado más de unas 
cuantas horas de su comparecencia ante la Sala cuando en un 
solo día volvió a sustraer varios coches., 

Y el de San Seba 
rrafos : 

istián, a SU vez, incluye : los sigui entes pá 

«Resulta muy complicado señalar las causas de este fenó- 
meno social; y mucho más todavía indicar soluciones. Pres- 
cindiendo de otros factores, como pueden ser el bajo nivel 
cultural o la relajación de los valores morales, nos parece in- 
teresante indicar dos posibles motivos, que explican, por lo 
menos en parte, el promesivo aumento de la delincuencia con- 
tra la propiedad. De 1, el escaso éxitc investiga- 
ción policial en un e ~úmero de hech tivos; de 
otro, aunque es lamentable tener que reconocerlo, ia inefica- 
cia de las penas que imponen nuestros Tribunales. Respec- 
to a lo primero, basta recordar el alarmante porcentaje de cau- 
sas penales por delitos contra la propiedad que se archivan al 
desconocerse los autores. Como consta en la estadística de esta 
Fiscalía, el pasado año, se archivaron por ese motivo nada me- 
nos que 1.890 diligencias previas, y V. E. sabe muy e 
la mayor parte de esta clase de sobreseirnientos se ac 2 

procedimientos por delitos contra la propiedad. En LWULU al 
segundo motivo, tenemos qut cer que las pen: e 
imponen no cumplen sus funciones de prevención : - 
ción, y así nos encontramos con un elevado número de casos 

i a  precisamente en los delitos contra la propie- 
lue en algunos tipos legales el Código es excesi- 

VUCULC sc~cro con el delincuente y tal vez por eilo nuestros 
magistrados T 1 la preocupación de dulcificar las penas. 
Pero, sincera creemos que los magistrados españoles 
son demasiado generosos, aun cuando por supuesto, todos ellos 
en conciencia están convencidos de que así se hace justicia. 
Es posible que esa forma paternal de administrarla fuera efi- 
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caz en otros tiempos y en otras circunstancias, pero está 
claro que en la sociedad actual, en la segunda mitad del si- 
glo xx, ya no sirve para lograr una eficaz defensa social. 

Como hemos planteado el problema, tratándose de seña- 
lar sus posibles causas, parece obligado indicar brevemente 
algunas soluciones. En cuanto a la ineficacia de la acción po- 
licial, 
dispei 

no hay 
nsables 1 . . 

otra que proporcionar a la policía los medios in- 
para cumplir su función. Todos sabemos que el 

funcionario ae policía le sobra espíritu, deseo de trabajo y 
afán de superación, pero le faltan los medios materiales para 
el desempeño de su función. Las pIantilIas son notoriamente 
insuficientes vara las múltides actividades de una Comisaría 
de Pc :S natural, a la investiga- 
ción ( indispensable crear una 

Le no se 
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reducen 
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, como t 

:almente 
verdadera policia judicial, que dependa directamente del Juez 
de Instrucción y del Ministerio Fiscal. Recordamos que el an- 
teproyecto del Código Procesal Penal se refiere a la «reorga- 
nización)) de la policía judicial, sobre la base de especializa- 
ción técnica; cuando debería hablarse de <(organización,, pues- 
to que es difícil «reorganizar», lo que nunca estuvo organiza- 
do. Debe crearse un nuevo cuerpo de policía judicial, total- 
mente independiente de la policía gubernativa y de las fuer- 
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zas de semidad; sin ueriuicio de que las autoridades, agen- 
tes y arios pú i la policía judi- 
cial, z obligadc istración de Jus- 
ticia. 

M nplejo es el problema de la ineficacia de la pena, 
puestc i solución está en manos de los Tribunales. Cla- 
ro q u ~  c~ i l~u lo  de los delitos contra la propiedad es suceT- 
tible de algunos retoques, pero de dudosa eficacia. Tienen que 
convencerse los Tribunales que la excesiva generosidad no 
conduce a nada; es más, en ocasiones perjudica al delincuen- 
te, que se confía al ver la bondad con que le trataron en los 
primeros malos pasos, para luego quedar asombrado cuando 
caen sobre él las terribles penas que el Código destina a los 
reincidentes. Hay que revisar también el sistema de concesión 
automática del beneficio de condena condicional, causa prin- 



cipal de la ineficacia de las penas cortas de prisión. Debe re- 
ducirse a los casos en que el reo ofrezca alguna garantía de 
hacer vida honrada. Por supuesto, es imprescindible que siem- 
pre se acuerde la revocación del beneficio cuando proceda. 

Sinceramente, confiamos en que el procedimiento para de- 
litos menores, ahora en manos de los Jueces de Instrucción, 
producirá buenos resultados en orden a la reducción del nú- 
mero de infracciones contra la propiedad. Estamos comproban- 
do que las penas se cumplen ahora, en gran parte de los ca- 
sos, de un modo efectivo. Tal vez así será posible que no se 
vuelva a dar esa inexplicable contradicción entre las estadístí- 
cas penales y las penitenciarías, ya que según las primeras cada 
vez hay más delincuentes contra la propiedad, mientras que las 
segundas nos aseguran todos los años que el número de pena- 
dos está disminuyendo.» 
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En el año 1969 ocurrierc 3erie de hechos )S 

de carácter grave que pueden riuriuién incluirse en exe capí- 
tulo de criminalidad específ sideración 
detenida. Se trata de una sc rmada en 
joyerías importantes de las grandes capitales, Madrid y Bar- 
celona especialmente, y que alcanzaron gran difusión en los 
medios de información. Alarma en estos casos no sólo su pro- 
liferación y gravedad, sino el hecho de que no pocos de ellos 
cometidos por bandas perfectamente organizadas de delincuen- 
tes extranjeros, que comienzan a utilizar nuestro país como 
lugar para sus fechorías, sin detenerse ante la agresión a las 
personas. 

A elio hay que agregar numerosos hechos de asalto y robo 
en lugares periféricos de las grandes ciudades, que tuvieron 
lugar con frecuencia hasta ahora desconocida. 

En este apartado conviene también llamar la atención so- 
bre los hechos delictivos contra la propiedad que afectan a 
nuestro tesoro artístico. No pocas estafas se han cometido me- 
diante el engaño a los encargados de la custodia de objetos ar- 
tísticos, retablos, imágenes, cuadros, etc., haciéndoles creer 
que su valor era muy inferior al real. Al poco tiempo, los ob- 



jetos así «vendidos» aparecían en casas de antigüedades o en 
subastas, con valor varias veces superior al precio entregado. 
Es éste un tema sobre el que habrá que volver necesariamen- 
te. Hechos de esta naturaleza han sido registrados en algunas 
provincias y se reflejan en las correspondientes Memorias. 
A ello se une el intento, a veces consumado, de apoderarse de 
objetos de valor artístico, arqueológico o histórico. El Fiscal 
de Soria relata así la actuación de una banda de delincuentes 
de este tipo : 

«S la sustr, 
Lisbar 1 año 1( 
cien millones de pesetas, que se conserva y expone al público 
en el Museo dependencia de la Catedral de Burgo de Osma. 
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El hecho produjo una gran alarma y el Fiscal intervino 
desde los co&ienzos, asistiendo y practicando con el Juzgado 
largos y minuciosos interrogatorios, que se hacían más difíciles 
por el desconocimiento por parte de dos de los encartados de 
nuestro idioma, lo que hizo necesario la intervención de in- 
térpretes. Se orientó la actividad del Ministerio Fiscal a pro- 
curar dilucidar la participación de cada uno de los componen- 
tes y el grado de ejecución del delito, y además dada la na- 
cionalidad de los autores y la clase de objeto que se pretendía 

era un 
ición inti .. . . 

sustraer. averiguar e investigar si el supuesto que se contem- 
plaba, hecho aislado o podría formar parte de una or- 
ganiza crnacional; pero tanto del resultado de los infor- 
mes policiales de la Interpol, como de los de la policía es- 
pañola, como de las declaraciones prestadas, quedó descarta- 
do que formaran parte o constituyeran una banda organi- 
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En Memorias ant ledicado gran interés a 
este tema, cuyo anális dispensable siempre que 
se haga sobre bases ciertas y estadísticas bien estudiadas en 
la aportación de datos y claves. Publicada ya la encuesta ile- 
vada a cabo por el Instituto de la Opinión Pública, a la que 
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nos referimos en la Memoria anterior, disponemos ahora de 
una aproximación o estimación de datos que p 
nos mejor en este tema. 

El aumento observado en número de infracciones penates 
cometidas por menores de 21 años, es de 125% en seis años, 
aunque en los más recientes el aumento puede cifrarse entre 
el 10 y el 13% de año en año. Los más frecuentes son los de- 
litos contra la propiedad, que suponen cerca de un 60% del 
total, seguidos de las infracciones de tráfico y delitos contra 
la honestidad. De los 1.300 reclusos menores de 21 años, 
un 10% aproximadamente lo son en cumplimiento de medi- 
das de seguridad por aplicación de la Lev de Vagos v Ma- 
leantes. 

La frecuencia mayor en el númerc 
tidas por menores de 21 años corresponde a las edades com- 
prendidas entre los 18 y los 20. Naturalmente, la frecuencia 
corresponde a los menores que no trabajan (un 32%) y va 
disminuyendo progresivamente a medida que aumentan los 
ingresos del interesado. La diferencia entre varones y hembras 
sigue siendo muy patente y puede cifrarse aproximadamente 
de una infracción cometida por mujer, frente a 30 cometidas 
por varones. 

En 1969 el número de condenados 
dos entre los 16 y 21 zños, fue de 7.522, de los que el 
mayor número corresponde a Madrid y Barcelona, con 974 y 
964 respectivamente, seguidas de Vizcaya, Santa Cruz de Te- 
nerif e ias con 353, 337 y 326. 
cante, r, La Coruña y Cádiz i 

ciente. 
Todos estos datos estadísticos, sin embargo, no revelan la 

verdadera magnitud del problema de las desviaciones socia- 
les de la juventud, aunque no puedan éstas ser incluidas en su 
totalidad como manifestaciones de delincuencia. 

La delincuencia de la sustración de vehículos, en la que el 
descubrimiento de los autores es realmente difícil y se consi- 
gue so porcentaje realmente bajo, puedc 
tarse e n gran medida, a delincuentes 1 
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de 21 años. Otros aspectos criminógenos o de peligrosidad 
social, como el uso de drogas, las agresiones en pandilla, el 
«gamberrismo», los asaltos a mujeres aisladas, etc., correspon- 
den también en cierto grado a delincuentes juveniles muchas 
veces no aprehendidos. De otro lado, la situación ambiental en 
materia de moralidad pública afecta, como sujetos pasivos las 
más de las veces, a los jóvenes oscilan entre los 
16 y los 25 años y constituyen iente de 
to futuro de infracciones. 

Los Tribunales de Menores, por su parte, ejercitaron su 
facultad reformadora en 14.657 casos, inferior en mil a los 
15.661 registrados en el año anterior. 

Por razón de la materia, las infra 
la siguiente forma: 
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Otras infracciones ... 

Los Fiscales de las Audiencias reflClau c 3 L C  p u u s u a  L-- 

bién con gran sensibilidad. No podemos reproducir todas sus 
aportaciones, pero bastará, a titulo de ejemplo, incluir algu- 
nas de ellas. El Fiscal de Palencia, dice al hablar de las causas 
genéricas de la delinci lvenil : 

«El hombre, obseiva uu derredor y en todo e, ,-,u 

social una tendencia a la destrucción, o ai  menos a una pro- 
funda transformación, de todas las normas éticas y estéticas 
del pasado, nota una drástica y rapidísima renovación de lo 
que, hasta ahora, consideraba apoyo y fundamento de la auto- 
ridad y de la obediencia, de la educación y de la caridad aun- 
que sea con minúscula, es decir, de todas las normas de con- 
vivencia y respeto mutuo, y en esta situación se encuentra 
como suspendido en el espacio, sin un punto sólido en que 
apoyarse y descarsar, sin criterios fundados y decididos y sin 
casi saber quién tiene la culpa de los desmanes. Cuando muere 
violentamente una persona de gran relevancia, los publicistas, 



aun sabiendo quien es el ejecutor material, hace responsable 
de tal acontecimiento a las «injusticias sociales», «desigualda- 
des sociales» «falta de conciencia ciudadana)), etc., con lo cual 
el criminal o los posibles criminales, encuentran perfectamente 
justificada su acción, de la que ni siquiera se creen culpables. 

Y si esta situación anímica es propia del hombre adulto, 
resulta fácil imaginar que la vida espiritual del joven debe 
ser un auténtico laberinto, donde el error y la verdad se en- 
tremezclan sin posibilidad de diferenciarse.» 

Y el de Jaén, concreta ya estas < 
ca, consignando las siguientes : 

«Puede considerarse, pues, la escasez de medios como uno 
de tantos coadyuvantes a la delincuencia infantil, pero no el 
más importante, ni mucho menos. 

Hagamos como una lista de las más destacadas causas am- 
bientales que pueden considerarse como favorecedoras de esta 
delincuencia : 

Promiscuidad de la vivienda. 
Emigración del padre. 
Acción laboral de la mujer. 
Analfabetismo e ignorancia. 
Subnormalidad mental. 
Vagancia del cabeza de familia. 
Desavenencias conyugales (comprobado en colel 
Exceso de dinero en los jóvenes. 
Ciertos libros, revistas, cine y televisión; esta última fre- 

cuentemente, demasiado ilustrativa. 
Facilidad para el uso de vehículo. 
Desprecio de los valores morales. 
Libertad y amplitud en los jóvenes de uno y otro sexo. 
Exacerbado espíritu de libertad e independencia en los j& 

venes. 
Falta de espíritu de sac~ificio, pues lo quieren todo y 

tienen derecho a esto y a lo otro, pero siempre que se hable 
de trabajar ni sacrificarse, jeso no! 

Falta de religiosidad-verdad. 
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Falta de autoridad familial 
Crisis de la institución fa noderna. 
El turismo modernista. 
Otros motivos que contri1 

cuencia juvenil. 
Entre ellos podemos citar: 
a) La idealización de personajes reales y ficticios, repre- 

sentativos del delito y en lucha contra la Ley y sus represen- 
tantes, a los que se muestra como seres brutales e ineptos la 
mayoría de las veces. 

b) presentación de juicios UIaL3 UL teatrales 
y en LS donde se burla la significación de la justicia y de 
los magistrados, mostrando sus supuestos e j 

y el atropello del humilde y el inocente. 
Todo ello unido a que gran Darte de la iuvenruu actual ue- 

nota las siguientes particularic 
1." Insatisfacción por toc 
2." Ansia de notoriedad en lo extravagar 
3. o sin re 

ceden 
4." Desp : los valores mc 
5." Pred~ le la violencia p 
6." Aficib- , .,ligro innecesaria 
Finalmente, añadiremos nosotros 
La gran ciudad. Con las ciudades 1 que con 

los hombres. Ya decía Platón en el «uiorgiasn airigiéndose a 
Calicles: «Elogias a isequiaron magn 
te a los atenienses cc ieseaban y así a e 
hicieron grandes a Atenas; pero no te das cuenta de que por 
su culpa la ciudad está como hinchada y corrompida.» 

A su vez, el Fiscal de Las Palmas habla de la existencia 
de «clanes familiares, que viven de la actividad delictiva de 
sus miembro jóvenes, pero a 1s y pro- 
tegidos por 1 :1 Fiscal de Balc adia con 
mucho detenimento las posibles medidas a adoptar en orden 
a la prevención de la delinc iuvenil, en los siguientes 
términos : 
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«Todas las medidas individuales que se tomen podrán ser 
mejores o peores, pero no atacarán ni desarraigarán el mal 
mientras se deje intacto el foco, la razón psíquica, familiar o 
social que las produce. 

Es función estatal el rescatar esta j 
en el vicio y que le conduce al delito. 

Es preciso un riguroso control de los programas de radio 
y televisión, que éstos sean educativos, no tantos crímenes, 
no tantos robos, ni tantos tiros como encierra cualauier pro- 
grama de televisión. 

En el cine es preciso terminar con los prog iorbosos 
o inmorales que no hacen más que el joven se excite y ante 
las monstruosidades que se ve, cree que su conducta es moral 
y honesta cuando se separa del cumplimiento de los deberes 
familiares y éticos y sociales. 

Se tienen que prohibir los periódicos dedicados única y ex- 
clusivamente a los relatos de crímenes, robos o atracos. 

Hay que montar una policía de costumbres que persiga la 
prostitución clandestina, la entrada de menores en lugares y 
salas de fiestas, el suministro a menores de bebidas alcohóli- 
cas, la denuncia de todo invertido sexual, la vigilancia de 
aquellos que hacen gastos desproporcionados, en un caso, para 
conocer su procedencia y en otro para que los Tribunales en 
función tutelar llamen la atención e castiguen a los 
padres que no educan a estos jóvenes. 

Tenemos que crear brigadas de juventud, prererentemen- 
te intt por estudiantes, letrados y sociólogos jóvenes, 
que b rían depender de las Juntas de Protección de 
Menores con un fin amplio de proteger y reeducar al joven 
para que no incida en el delito. 

Estas brigadas podrían tener las siguientes mision1 
' " Control y comunicación de todas las situaciones que 

igro la s ca o moral del joven. 
ición de o asociaciones de carácter de- 

poruvo, amstlco o intelectual. 
3." Amplia investigación en los asuntos e 

timas o estén implicados jóvenes. 
n que SI ean víc- 



4." Ejecutar lo que se les ordene la autoridad judicial y 
administrativa que se ocupe del club. 

5." Vigilar y estar en contacto di ln los jóvenes 
delincuentes, en los períodos de suspensión de condena o 
después de haber cumplido ésta. 

Estas brigadas deben estar también integradas por elemen- 
to feme 

. ," Las 

procura 
posible 

B> 
dicadas 

nino. 
brigada! . . 3 ,  

; deben . . de tenei número 
.--..x- 1 

de te- 
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, Mayor espacio para que el lugar donde se tienen las 
relaciones familiares, sea lo suficientemente confortable, y con 
espacio también suficiei que padres e hijos, y varones 
v hembras vivan con la U G L L D U L ~  separaAx- 

las de- 
:termina social, 

esta separación de clases conduce a que no nos conozcamos los 
unos a los otros y que se piense que el económicamente débil 
tiene resueltos todos los problemas y que el económicamente 
fuerte vive con ocio y despilfarro. Solución de este problema 
de conocimiento muy bien podría ser una disposición en que 
se obligara en todas las viviendas a destinar una planta, que 
muy bien pudiera ser la última, a personas económicamente 
débiles, al convivir vecinos de muy diferente clase social y 
educación, la de unos influiría en la de otros, los ricos conoce- 
rían las necesid: os pobres y las atenderían, y los pobres 
sabrían que el I m hombre que tiene que trabajar, que 



luchar, que llegó a buena fortuna en la mayoría de los casos 
porque fue ahorrativo y de buenas costumbres.» 

e) La delincuencia subversiva. 

El problema de la que venirnos llamando «delincuencia sub- 
versiva», esto es, aquellas formas de delincuencia caracteriza- 
das por una cierta «violencia reivindicativa», formas de pro- 
testa colectiva, actitudes «contestatarias> y, en general, por los 
fines de agitación social, viene manteniéndose en muchos paí- 
ses con caracteres crecientes y obligando a adoptar medidas 
legislativas que opongan una barrera de ilicitud penal a estas 
conductas v actitudes. 

Si: ción exi n países 
como a de prc tudiantil 
crece constantemente y QOncle los aeiitos colectivos nacidos de 
causas relacionadas con la integración racial son cada vez más 
graves, el ejemplo más reciente en esta materia nos lo da Fran- 

n menci 
Nortea 

onar de 
nérica, c 

cia, preocupada, sin duda alguna, por los antecedentes de sub- 
versión al estilo de la Universidad de Nanter sucesos 
de mayo de 1969. Una llamada «loi anticas icaba de 
ser aprobada por la Asamblea francesa en el mes ae mayo de 
1970, creando nuevas figuras delictivas y modificando otros 
artículos del Código Penal. La ocupación violenta de oficinas 

Te y los 
seurs, : 

o lugares destinados a sede de autoridades académicas, etc., se 
castigan como delitos, así como las manifestaciones ilegales, 
los grupos «de comando» con violencia, las reuniones no auto- 
rizadas, etc. Y se agravan otras figuras similares al desacato o 
violencia contra la autoridad y sus agentes. 

En Memorias anteriores hemos venido incluyendo en este 
apartado los datos relativos a la actividad del Juzgado y Tri- 
bunal de Orden Público. Realmente, no se trata en todo caso 
de figuras de «delincuencia subversiva>, pero su estadística nos 
sirve, con ciertas correcciones, para comprobar el grado de 
aumento o disminución que esta clase de conductas están ex- 
perimentando en nuestro país. 

La comparación de los datos de años anteriores con los de 
1969 nos da el siguiente resultado : 
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El análisis de estas c ne de m 
minución de asuntos, mas apreciable en los upos ae propa- 
ganda ilegal y menos sensible en otros varios tipos de delito, 
frente a un aumento de la figura de asociación ilícita. 

El problema sigue manteniéndose, pues, dentro de unos 
limites de escasa gravedad, como demuestra el hecho no sólo 
de que los índices-muy sensibles en esta clase de infraccio- 
nes de un año a otro-no aumentan, sino también porque en 
el porcentaje general, como ya dijimos, )o de infraccio- 
nes representa solamente el 1,5 %. 
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El mundo se hace cada vez más inseguro y ciertamente no 
sólo por razón de las guerras más o menos localizadas y por 
las tensiones internacionales existentes, sino también por la 



proliferación de conductas que trascienden de las fronteras de 
cada país y que tienden a producir una inseguridad colectiva, 
las más de las veces por motivos políticos, sociales, raciales, 
económicos, etc. 
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Es necesario dejar constancia de 5, que forma un 
ambiente opresivo y peligroso en ciertos sectores, bien exten- 
sos por cierto, de nu undo. Pero aquí queren 
bién, como hicimos ei viemorias, reflejar la situ 
la criminalidad que ~ u u i ~ r a L i I O S  Uamar «clásica» en 
cipales países del aérea occidental, to os datos 
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bre cifras anteriores J stribución cada 
mente alarmante sobre las grandes ciudades: Las CUL,, ,- 
rrespondientes a Berlín Occidental, Hambwgo, Munich, Du- 
seldorf, Frandort, Nuremberg y Colonia arrojan una media 
de 5,62 delitos por cada cien habitantes. En total, las grandes 
ciudades suponen el 50,4 delitos por 3 5 1  % de habitantes; las 
pequeñas ciudades señalan un 13,2% de delitos para un 18,6% 
de habitantes; y el campo presenta un 16,5% de delitos para 
un 32,7% de habitantes. 

Este aumento afecta a los delitos de sangre y a los delitos 
económicos. 1 ,unto. se a~recia la aparición de 
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En Inglaterra se publicó recientemente un informe sobre 
la evolución de la del a entre 1957 y 1968 que arroja 
importantes cifras de to. Este informe tiene, posible- 
mente, finalidades politicas ya que pretende demostrar el 
aumento de los crímenes de sangre desde la suspensión de la 
pena de muerte en 1965. Su definitiva abolición a partir de 
1970 zanjar esta cuestión, pero deja patente las cifras 
de aui e criminalidad que están poniéndose de relieve y 
que afectan, como es lógico, a las grandes ciudades y muy es- 
pecialmente a la zona metropolitana de Londres, donde se ha 
experimentado un aumento de un 7,5% en el índice general 
de delitos. alcanzando éstos. en cifras absolutas. un total de 
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coloca claramente a la cabeza. Nuestra proporci6n de homici- 
dios es más del doble de nuestro más próximo competidor, 
Finlandia, y es del cuatro al doce por ciento más alto que el 

a docena de países avanzados, entre ellos Japón, Canadá, 
erra y Noruega.» 
il porcentaje de violaciones en Estados Unidos, 1963- 

1Y67, demuestra que es doce veces mayor que el de Inglate- 
rra, y tres veces el de Canadá. Los robos son diecinueve veces 
más altos que los ingleses y doblan los canadienses. Los asal- 
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menos que 509 personas esperaban, condenadas a muerte, el 
momento de su ejecución. Mucho más recientemente, en abril 
de 1970, el Presidente Nixon en un mensaje al Congreso nor- 
teamericano, pedía el estable pena de muerte 
para los terroristas homicidas. 

Todo ello es muestra significativá, ., situación que la 
evolución de la criminalidad presenta en el mundo de hoy. Re- 
nunciamos a comentar datos sobre el aumento en el tráfico y 
consumo de drogas, y a problemas lindantes con las conductas 
criminógenas como el alcoholismo. Ello nos ilevaría a una ex- 
tensión del tema que no se corresponde con el simple propó- 
sito de señalar los principales indicativos de por dónde va el 
probl en nuesi 
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En el bienio 1966-68 una serie de disposiciones legales han 
venido a incidir sobre el reparto de competencias, trastocando 
profundamente la situación existente. Estas modificaciones le- 
gislativas han ido entrando en juego paulatinamente, pero 
desde luego en 1969 alcanzaron su plenitud de eficacia y nos 
obligan, por ello, a examinar, siquiera sea en iíneas muy gene- 
rales, cuáles son los puntos en los que han debido producir- 
se alteraciones profundas en el reparto de asuntos entre los 
distintos órganos jurisdiccionales. 

En el campo de lo penal, la reforx 
por la Ley 3/67, de 8 de abril, ha venidu a ucscu~upcusiu plu- 
fundamente el trabajo de las Audiencias Provinciales y de los 
Juzgados de Instrucción. Ya en la Memoria del año anterior 
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pudimos adelantar cifras y datos que ponían de manifiesto 
este profundo desequilibrio causado, pero es en ésta donde 
el tema alcanza su punto de máxima incidencia como tendre- 
mos ocasión de comprobar al estudiar el funcionamiento de 
los Tribunales de lo penal. 

La misma Ley crea diferenc ias profi . .. lndas en el trabajo de 
los Juzgados de Instrucción y de 10s ~unicipales y Comarca- 
les, al modificar las cuantías en la consideración de falta o de- 
lito de muchos hechos en los que la cuantía estimada del per- 
juicio viene a ser un elemento del tipo penal. También afecta 
a los Juzgados de Paz, al modificar su competencia. 

En lo que se refiere al Tribunal Supremo, dentro del or- 



den penal que comentamos, comienza ya a apreciarse una cier- 
ta disminución de los recursos, al suprimirse, en el procedi- 
dimiento para delitos menos graves, el recurso de casación. 

Las consecuencias prácticas de todo ello se producen ya 
en el número de asuntos sometidos a cada uno de los órganos 
judiciales del orden penal, pero habrán de producirse a la 
larga también con las necesarias modificaciones que habrán de 
realizarse al quedar sin contenido un cierto número de Sec- 
ciones de las Audiencias Provinciales y aumentar, por el con- 
trario, muy considerablemente, el trabajo de los Juzgados de 
Instrucción, lo que exigirá quizá la creación de algunos de 
eilos. 

ás abundantes son las modifica( iones ei 
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n el orden civil, 
,,,de su repercusión haya sido meni,, p u l d d a  que las que 
afectan a lo penal. Las Leyes 46/66, de 23 de julio, que modifi- 
ca determinados artículos de la Ley de Enjuiciamiento civil y 
la 10168, de 20 de junio, que atribuye competencia civil a las 
Audiencias Provinciales, son los instru de dondl e surgen 
las modificaciones siguientes : 
- La elevación del límite cuantitativo del juicio declara- 

tivo de menor cuantía a 500.000 pesetas, dando paso a la ca- 
sación solamente en el caso de que la cuantía exceda de 
300.000. 

zrritoria- 
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- Sustraer a la competencia de las Audie 
les las apelaciones de los interdictos; el pr 
articulo 41 de la Ley Hipotecaria; los ejecutivos de menos de 
50.000 pesetas y los actos de jurisdicción voluntaria. Además 
de la supresión del recurso de supiicación en arrendamientos 
urbanos. 
- Atribuir a las Audienc m las apc 

en una serie de asuntos, procedentes unos de la Justici, ..,,,,- 
cipal 
- 

les en 

y otros de los Juzgados de Primera Insta 
El aumento de competencia de los Juz; 
los juicios de desahucio sobre fincas que no rengan la 

consideración de establecimiento mercantil o fabril o fincas 
rústicas en cuantía entre las 1.500 y las 2.500 ptas., cuando 
se funde en ciertas causas. Y en los juicios de desahucio de 
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establecimientos mercantiles o fabriles o fincas rústicas con 
renta anual superior a 1.500 ptas., por falta de pago de la 
renta. 
- El aumento de la competencia de los Juzgados de 1." 

Instancia al atribuírseles el conocimiento de los desahucios de 
establecimientos mercantiles o fabriles por ciertas causas. 
- El aumento de la competencia de los Juzgados Muni- 

cipales y Comarcales al elevar la cuantía del Emite máximo del 
de cognición hasta 50.000 ptas., y al elevar igualmen- 

antía de los ejecutivos hasta 10.000 ptas. 
Estas modificaciones son de importancia bien distin- 

ta. Algunas de eiias producirán escasas consecuencias, como 
las que afectan a los juicios de desahucio sujetos a la legisla- 
ción común. Tampoco la elevación del límite máximo de los 
ejecutivos ha producido gran I ión, posiblemente por- 
que se acumulan los títulos n r para pasar de dicha 
cuantía. En cambio, las modiiica~iu~es de cuantía en los jui- 
cios de cognición, son secuencias res- 
pecto a la competencia. 

Tribunal lnateria civil, viene afectado en 
se refieri xursos de casación ante la Sala l.", por 

la reducción de la posibilidad de casación en los menores cuan- 
a las 300.000 ptas. 
lo eiio debe ser tomado n en unos mo- 

mentos en que la distribución ae asunrus rIiut: los órganos ju- 
risdiccionales se ve son reglas d de las que im- 
peraban cuando se esta 1 planta ro de aquellos. 
Necesariamente, los desbyuvLios y falta, ,atribución equi- 
tativa habrán de ser sufridos por algún tiempo, hasta que la 
experiencia y el estudio de las estadísticas hagan conocer las 
modificaciones necesarias en el número y distribución geo- 
gráfica de los órganos de la jurisdicción ordinaria. 

Sin olvidar, pues, estas circunstancias, podemos ya exami- 
nar cuál ha sic ido de funcionamiento y el número de 
asuntos sometic da uno de los distintos órdenes judicia- 
les en el tiempo a que esta Memoria se contrae. 
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bon muchos los Fiscaies que senaian en su morme el he- 
cho a que nos hemos referido ya en el apartado anterior: el 
desequilibrio creado por la nueva ordenación procesal estable- 
cida p :y de 8 de abril de 196 :ibuir el conoci- 
mientc de los delitos castigado : no ex- 
cedan ,, ,~~,,to mayor y multa hasta 5,.,,, pb,LLa,, , los Juz- 
gados rucción, -0vincia- 
les las mes en I meviados. 

XTsJ o,, .e iimitan, ,,,~s de ell,,, Y -~nstatar el hecho 
a entidad surgirá al examinar en estas páginas la distri- 
i del número de asuntos penales-, sino que sacan la con- 

ciusion de que es necesario plantearse ya la exigencia de dar 
un tratamiento adecuado a esta variación tan profunda. En 
principio, este tratamiento no puede ser otro que el de modifi- 
car, ti fundamc iones de 
las Ai cides q~ crear el 
númeiu SULILICULC uc Juzgados de I ~ i ~ u u c ~ ~ u u .  JA*~ autoriza- 
ciones legisla1 icedidas al Got: I 

dos años las , dan pie para rc 
nes con agili~du Y nicacia. Al mismcl U G U ~ V ,  3~ IFILGII 

vez más la cc cia de establecer en ciertas capitales, la 
distinción ent s civiles y penales, por dos veces con- 
templada por sendas disposiciones con rango de Ley y toda- 
vía no utilizada ni llevada a cabo por el Gobierno. 

Intimamente relacionado con este tema está la causa que 
lo produce, esto es, el procedimiento abreviado para delitos 
menos graves que estableció la Ley citada de 8 de abril de 
1967. En este punto, ya con más perspectiva, el juicio de los 
Fiscales, por regla general, es laudatorio, sin perjuicio de se- 
guir señalando defectos y omisiones que hemos ya constatado 
en anteriores informes. A título de ejemplo reproducimos lo 
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que dice el Fiscal de Tarragona en su Memoria sobre el pro- 
cedimiento mencionado : 

«Transcurrido el segundo año de vigencia del nuevo pro- 
cedimiento de urgencia establecido por la Ley de 8 de abril 
de 1967, el procedimiento por delitos menores ha encajado 
perfectamente en nuestra sistemática jurídica, por la sencillez 
de su tramitación y salvadas las primeras dificultades que la 
entrada en vigor de una nueva Ley siempre ofrece, los Jueces 
de Instrucción se han acomodado a su nueva función de fallar, 
compatibilizándola sin merma alguna, con la instructora. Has- 
ta tal punto es así, que se hace preciso reconsiderar las razo- 
nes que en su momento basaron una de las críticas más duras 
a la nueva Ley, consistente en estimar que se atentaba en la 
misma contra el dogma procesal, que impone la separación de 
las funciones instructora y sancionadora, consagrado en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. Los motivos que se tuvieron en 
cuenta por los elaboradores de dicha Ley para sentar tal dog- 
ma, no tienen h isma validez, especialme ido se 
trata de los Uam itos menores, de poca el enal y 
en su mayoría de naturaleza dposa, cometidos con vehiculos 
a motor. La mentalidad del Juez actual no es la de un inquisi- 
dor policíaco, sino que su actividad va dirigida al esclareci- 
miento de la verdad, con objetividad y ponderación, sin quie- 
bra del principio de imparcialidad que preside su función. Por 
otra parte no puede olvidarse que la circulación es un fenóme- 
no social que a todos afecta, incluso al propio Juez, cuyas vi- 
vencias en este orden de cosas, tienen especial importancia a 
la hora de juzgar comportamientos relacionados con el tráfi- 
co de vehículos.» 

También se señala frecuentemente en las Memorias el he- 
cho de que el sucesivo perfeccionamiento estadístico que se 
intenta lograr y las facilidades que se encuentran en el proce- 
dimiento para delitos menos graves, hace que se computen, a 
efectos estadísticos, mucho mayor número de hecho que an- 
teriormente. La saludable desaparición de las llamadas enton- 
ces «diligencias previas» es una consecuencia beneficiosa, 



aunque en algunos casos intenten sustituirse por lo que ha 
dado en llamarse «diligencias indeterminadas», respecto de 
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De las cuatro clases de procedimiento, incluyendo las «pre- 
vias)) como tal, son éstas las que exigen mayor número de 
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torias (37.964), ya que sin hacer dicha corrección hubiéramos 
sumado varias veces una misma infracción penal, al computar- 
la una vez como previa y otra como sumario o preparatoria. 
La diferencia entre el total de previas iniciadas y las que pasa- 
ron a sumario o preparatorias da sensiblemente las 195.840 
computadas en el Estado 2 a). 
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davía las que se archivaron inicialmente por entenderse que 
el hecho que contemplaban no era delictivo y que fueron 58.567 
en todo el año 1969; y las que se declararon faltas decidien- 
do así su falta de entidad delictiva (33.161). La suma de estas 
dos cantidades, rebajadas de las 195.840 del Estado 2 a) da 
sensiblemente las 104.112 diligencias previas computadas en 
los cuadros sobre estadística de la criminalidad a que se 
re el Capítulo anterior de esta Memoria. 

Explicadas así estas diferencias y sentadas las bases _ 
la más exacta valoración de las cifras, podemos ahora pasar a 

refie- 

; para 

considerar cuáles fueron los índices de distribución entre las 
Audiencias y los Juzgados del trabajo que, en el orden penal, 
correspondió a los Tribunales de Justicia. 

Parece lógico que no tomemos la cifra máxima de udiligen- 
cias previas)) del Estado 1 a), sino que descontemos de la 
misma las diligencias preparatorias y también las que pasaron 
a sumario, de urgencia u ordinario, porque aunque también 
dieron a los Juzgados el trabajo de instrucción, en esto no exis- 
te variación con la situación anterior. Nos limitamos, en cam- 
bio, a considerar los asuntos cuyo «fallo» correspondió al  Juz- 
gado o a la Audiencia. Partiendo de esta consideración, el 

5vo es el siguiente : 
1968 1969 Diferencia 

Previas Tramitadas . . . . . . . . . . . .  189.714 195.840 + 6.126 
Dilig. preparatorias . . . . . . . . . . . .  32.793 40.089 + 7.296 
Sumarios de urgencia ............ 24.950 26.150 + 1.200 
Sumarios 30.602 9.325 ordinarij 

tal tram: 

os ...... 

itado ... 

Si sobre estos datos establecemos ahora la distribución por- 
centual entre Audiencias y Juzgados, obtenemos el siguiente 
resultado : 

Audiencias 

Procesos Proc 
---:*"A-" % h"-: 

Juzgados 



El desequilibrio, que ya en el año anterior adquiri6 gran- 
des proporciones, se acentúa ahora mucho más gravemente, 
habida cuenta, además, de que los Juzgados instruyen tarn- 
bién los sumarios, de urgencia u ordinarios, cuyo fallo co- 
rresponde a las Audiencias. Este fenómeno está produciendo 
también consecuencias marginales, que algunos Fiscales seña- 
lan, como el trasvase de muchos funcionarios de los cuerpos 
auxiliares de la Administración de Justicia, que prefieren pa- 
sar de los Juzgados o las Fiscalías, donde el trabajo aumenta 
considerablemente, a las Audiencias, donde se hace cada vez 
más lievadero. Es una circunstancia a tener en cuenta a la hora 
de convocar los concursos de traslado y también a efecto de 
las convenientes modificaciones de plantillas. 

Un análisis más detallado de cada uno de los tipos de pro- 
cedimiento, nos permite comparaciones porcentuales y numé- 
ricas con el año anterior, de las que pueden también obtenerse 
conclusiones interesantes. Veamos, separadamente, los datos 
aludidos. 

a) Diligencias p 

Pendientes aña 
Iniciadas en e? 

I anterior 
1 año ... 

I Y O ~  1969 

Procedi- Procedi- 
mientos O/, mientos $ 

- 29.032 ...... 
...... 230.118 247.694 

i trámite Total er 

Terminadas 
Archivo (no delito) ...... 37.004 16 58.567 21,2 
Autor no habido ......... 87.264 38 87.264 31,6 
Dec. falta ............... 29.158 12 33.161 11,9 
Pasaron a sumario ......... 12.927 5,6 13.831 5 
Pasaron a preparatorias ... 27.477 11,9 37.964 13,8 
Inhibidas ................ 6.714 3,8 7.238 2 6  

En trámite (pendientes) ...... 29.366 12,7 38.701 13.9 

Realmente, se resuelvan por llegar a su fin procesal, las 
previas declaradas falta, las convertidas en preparatorias y las 



convertidas en sumario. El total de estas cifras, en 1968 supu- 
so un 29,5% y en el año 1969 significa un 30,7%, porcenta- 
jes lo suficientemente próximos como para sacar la consecuen- 
cia de una cierta estabilidad en las cifras. Esta estabilidad, en 
cambio, se rompe al considerar el número de previas que fue- 
ron archivadas por considerar que los hechos que contempla- 
ban no eran delictivos: no sólo varía la cifra absoluta (37.004 
y 58.567, respectivamente), lo que es lógico, dado el mayor nú- 
mero de procedimientos en trámite, sino que varían también 
sensiblemente los porcentajes, que del 16% pasan al 21,2%. 
Esto nos da una idea aproximada de cuál es la entidad del 
peligro de que, con las facilidades dadas por el nuevo proce- 
dimiento, se produzca una cierta impunidad, que los Fiscales 
deben vigilar estrechamente, absteniéndose de poner el <<visto, 
en los casos dudosos. 

icias pre 

Ii'VV 1969 

Procedi- 
O', mientos 56 - 

Pendientes año anterior .. . .. . - 9.076 
Instruidas en el año ... ... ... 27.803 40.089 

ocedi- 
ientos - -  

Total tramitadas .., .. . ... ... 27.803 100 49.165 

Sobreseídas por no ser de- 
lictivo el hecho o no pro- 
barse su realización . 6.224 (1) 5.873 

Sobreseídas por no cono1 
el autor o estar exent, u- 

responsabilidad criminal.. . 4.637 9,2 
Abierto el iuic 26.083 54 
Pasaron a sum 1.615 3,1 
En trámite (penalenres, 10.957 20 

La eficacia de este tipo de proceso aparece aquí cl; 
te, al establecer las comparaciones: Se sobreseyeron menos 
preparatorias (un 20,9% en el año 1969, frente al 22,4% de 

(1) Esta cifra es el total de sobreseirnientos por todas Ias causas. 



1968); se abrió el juicio oral en un número muy considera- 
ble, que alcanza el 54% y que supera ampliamente al del año 
anterior. Incluso quedaron menos procedimientos pendientes 
- e n  proporción-que en el año anterior, a pesar del : 
de trabajo motivado no s610 por el mayor número d 
ciones, sino por la acumulación de las pendientes de l.,,. 

Siguiendo el orden de la Memoria anterior, para facilitar 
así el estudio comparativo, veamos ahora las sentencias dic- 
tadas en los casos en que fue abierto el juicio oral y el mado 
de conformidad o disconformidad con la acusación: 

aumento 
e incoa- 
OAP 

Número 

LICIILSIIC'IIJ UILIaUaJ.. . . . . . . . , . .  J 

Totalmente conformes con la 
acusación fiscal ............ 6.428 

Parcialmente conformes ...... 2.598 
. . . . . . . . .  Disconformes 1.362 1 5 , ~  J.5UY 14.2 

En a los re le apelación ante las Audiencias 
Provinciales, las cifras arrojan los siguientes resultador 

. . . . . . . . . . . .  Interpuestos por Fiscal . . -  
Idem por las partes . . . . . . . . . . . . . . .  1.592 (1) 7 ,411 

Total ..................... 1.592 100 
Resueltos por la Audiencia: 

Confirmando la sentencia ...... 666 
Revocando la sentencia ......... 304 

Pendientes de resolución ......... 622 

los PO1 
id propc 

La comparación de las cifras dadas y de 
que representan, dada además su proximids 
hace innecesario cualquier comentario. 

c) Sumarios de urgencia. 
Por ser ésta la primera vez que e :moria c 

mos los datos relativos a cada tipo de proceduniento, no pode- 
mos ahora establecer comparaciones con el año anterior, aun- 

(1) Esta cifra corresponde a interpuestos por el Fiscal y las partes. 



que podremos considerarlas más adelante, al examinar los da- 
tos globales del trabajo de las Audiencias Provinciales. Nos 
limitamos, por ello, a consignar las cifras relativas a los su- 
marios de urge1 
Son las siguient 

icia, úni 
es : 

. . . . . . .  
ienal ... 

i el año 

inn o[ Tramitados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  26.150 
Sobreseídos por no ser constitutivos 

de delito o no probarse su reali- 
zación ..................... .;. 2.106 

sobreseídos por no ser habidos los 
autores o estar exentos de respon- 
sabilidad criminal ............... 1.575 6,3 % 

Abierto juicio oral . . . . . . . .  14.120 5 3 . 9 0  
Extinción 
ndientes 

Las sentencias dictadas en )S de urgencia fueron 
15.832, lo que supone un gran ya que supera al nú- 
mero de juicios orales abiertos \Hay tener en cuenta las 
causas con juicio oral abierto que quedaron pendientes en el 

sumaric 
avance, 
/l."- n r  

año anterior). Estas sentencias, en orden a la conformidad con 
las acusaciones, se distribuyen de la siguiente forma: 

)tal sentencias dictadas ............ 15.832 100 % 
)talmente conformes con Fiscal ... 8.937 56,4% 

............ rarcialmente conformes 3.571 22.6?L 
Di sconform 

d> 
Con la misma salvedad hecha al tratar, en el puntc ."+e- 

rior, de los sumarios de urgenc 
guientes datos : 

zacidn 
Sobresefa 

autores 
--..-.,l. 

,amitados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  11.823 
Sobreseídos por no ser constitutivos 

de delito o no probarse su reali- 
........................ 4.676 

los por no ser habidos los 
; o estar exentos de res- 

ru,,aa,ilidad . . . . . . . . . . . . . . . . . .  l.2Lv 

Abierto el juicio 4 2.785 
Extinción respons; 333 
mdientes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  1.709 

oral . . . . .  
ibilidad . 

, u.., 
los si- 



Las sentencias dictadas en esta clase de procesos superan 
también, como en los sumarios de urgencia, el número de 
aperturas de juicio oral, lo que hace suponer un constante des- 
censo en el trabajo acumulado de las Audiencias, posiblemente 
por causa del menor número de asuntos sometidos a su cono- . 
cimiento. Veamos el grado de conformidad con la acusación: 

.......... Total sentencias dictadas 
Total conformes con la acusaciC 

......... fiscal 
Parcialmente coni 
Disconformes ... 

,7 y!, 
,9 y!, 
#4 % 

Puede resultar interesante realizar una comparación de los 
índices de trabajo distinguiendo ahora los faiios de los Juzga- 
dos y los de las Audiencias Provinciales. Ello nos puede pro- 
porci 
orde~ 
segui 

A 
guier 

onar dat 
i al  grad 

:os sobre los que extraer ciertas consécuencias en 
o de eficacia que se logra según el tipo de proceso 

.... Total asuntos tramitados.. 
Sobreseídos por no ser consti- 

tutivos de delito o no probar- 
se su realización ............ 

Sobreseídos por no ser habidos 
los autores o estar exentos de 

............ responsabilidad 
Juicios orales abiertos ...... 
Extinción responsabilidad.. .... 
En trámite .................. 

70 a ex: 

.m. " 

Número % 

37.973 

j ULGADOS 

Número % 

100 

:n princi 
aal:+~" 

pio, los resultad idos en el procedimiento 
UbuLUD menos graves, d ~ t  ~ U G  corresponde a los Juzga- 

dos de Instrucción el f d o ,  parecen reflejar un mayor grado 
de eficacia, ya que se observa un menor porcentaje de sobre- 
seirnientos, un mayor porcentaje de aperturas de juicio oral 



y también menor tanto por ciento de asuntos pendientes. Na- 
turalmente hay que tener en cuenta la menor complejidad de 
los hechos a que se refieren y la, lógicamente, mayor rapidez 
del trámite que, junto con su mayor simplicida ite una 
más rápida tramitación de los asuntos. 

Si comparamos ahora las sentencias dictadas y g i a d ~  de 
conformidad c itos si- 
guientes : 

.d, perm 

on las acusacio nes, ob tenemos los da 

DOS AUDIENCI 

Total se 
Totalme 

~ , . I > C ~ ,  

ntencias 
nte confc 

dictadas.. 
xmes co 
I ,,,,, :i6n fiscal ... ... ... ... A -  

Parciaiu 
Disconfc 

lente con 
Irmes ... 

formes .. 

ramente: 
ación, e: 

o de COI 

en los J. 
:d de las 
que en 

Cla 
la acus 
legiado 

Est l e  la m: ncordancia de las reso- 
lucione acusacic ampliamente comenta- 
do en casi todas las Memonas ae esta Fiscalía y señaladas las 
causas por las que esta disparidad tiene forzosamente que pro- 
ducirse. En esta ocasión queremos también reflejar algunas 
opiniones interesantes de los Fiscales de las Audiencias que 
por tratar puntos como el del arbitrio judicial, el grado de 
conformidad de las sentencias o las líneas jurisprudenciales 

das en cierta clase de d 
con este asunto. 

-_ Fiscal de Pontevedra dice tu curuparai ci rrauv uc cuu- 

formidad logra1 i el de h icias de 
los Juzgados : 

, el grad 
; mayor 

iformida 
uzgados 

S sentenc 
el Tribc 

:ias con 
lnal co- 

ienor co 
ha sido 

e tema I 

:S con la . . 
iyor o n 
6n fiscal 

aprecia elitos, ti ia relacic 

1 --A- 

h muy 
directa 

El 
icias COI! 

«Cuestión distinta es la de la disconformidad en la medida 
de la pena, en la que se da un fenómeno digno de destacar: 
cual es el que esas disconformidades sean mucho más nutri- 



das y notorias en la Audiencia, que en los Juzgados. Mientras 
en la Audiencia, tanto en las dos Salas, como en los Tribuna- 
les unipersonales de Tráfico, la mayoría de las sentencias con- 
denatorias imponen pena distinta a la solicitada, en los Juz- 
gados de Instrucción la tónica general es imponer la mis- 
ma pena que el Fiscal ha solicitado y la excepción es disen- 
tir de la petición Fiscal en ese punto.)) 

Y al tratar el tema del arbitrio judicial, el mismo Fiscal 
apunta cuáles son los presupuestos de la función judicial, en 
los párrafos siguientes : 

idicial SI .. . on sobr: . - 

«El derecho penal no es una construcción jurídico-formal, 
vuelta de espaldas a la realidad moral y criminógena del país, 
en que todo se reduzca a plasmar en una fórmula vacía-la 
sentencia-el resultado de una cogi lialéctico-jurídica. 
En la sentencia penal encuentra su pi toque y su éxito 
o fracaso las doctrinas jurídicas. Las que, en definitiva, vie- 
nen a terminar en manos del Juez. La principal tarea de éste 
consiste en el sano y efectivo ejercicio del tlibre arbitrio» en 
la medición de la pena, esto es, configurar la pena señalada en 
el Código al caso concreto enjuiciado 

Los presupuestos de esa tarea j~ e 
conocidos y están exhaustivamente estudiados: el Juez cons- 
tata un hecho que, según los principios de la Ley y los de la 
Justicia y el interés social, exige un castigo. Busca en la Ley la 
naturaleza de la pena que ésta permite imponer. Y luego, con- 
forme al grado de culpabilidad del reo y especialmente a los 
presupuestos concretos de la conducta enjuiciada, como pue- 
den ser el egoísmo, la astucia, la pertinencia, el disimulo, los 
antecedentes, la conducta anterior y aun el comportamiento 
posterior al delito, debe ponderar la cuantía de la pena necesa- 
ria para que surta sobre ese reo los efectos represivos y pre- 
ventivos que en esa pena se han depositado. De esta manera 
cada sentencia e s - o  mejor será decir, debe ser-un enjuicia- 
miento concreto. Pero a la vez debe ser suceptible de generali- 
zación, en cuanto pueda servir de guía a otros casos, utilizán- 
dose como precedente para otros supuestos análogos o como 



comparación para otros semejantes, pero distintos. Es decir, el 
juzgador consciente de su función, al dictar una sentencia debe 
hacerlo de forma que no sólo sea la más legítima (en el sen- 
tido de adaptación al carácter preventivo del derecho penal) 
y al mismo tiempo de forma que en el futuro pueda servirle 
de referencia para enjuiciar otros casos, pudiendo decirse: 
toda I he resuelto en tal sentido el caso y he impuesto 
tal cui pena, ahora frente a este nuevo caso análogo debo 
imponer una pena más grave-o más leve-porque este nuevo 
sujeto tiene peor-o  mejor-conducta; sus antecedentes son 
más numerosos y graves- menos numerosos y leves-su dis- 
posición de ánimo es más brutal y asocia14 más decente-; 
el daño causado más- menos-grave; su conducta poste- 
rior hipócrita* de sincero arrepentimiento-; etc. etc.,. 

ce a su 

a parte 

vez que 

integran 

. Fiscal de Santander, di 

Z1 arbitrio judicial form te de la ju>ucia, 

es el módulo por el que se rige la equidad, es, en fin, el medio 
poderoso de dar lo más exactamente posible a cada uno lo 
suyo; pues bien, el arbitrio judicial sólo viene sirviendo para 

cuadr 
años 

a> 

3er la pi 

umenta 

:na míni 

el ritmo 

ma que 

1 de des] -. 

io judicj 

: asunto! 

.al autor: 

S, consic 

iza.» 

lerándolc 3 

globalmente, aunque su distribución, por las razones tantas 
veces repetidas, vaya acentuándose en desequilibrio cada vez 
más patente, hacia los Juzgados. Veamos a continuación los 

.os de ji S dictadas en los 
precede 
I Juicioa abiertos 

iicios or, 
ntes : 
h.. n.."l-" 

ales abie 

Audien cias JI - -  
6 

entencia 

izgaaos 



"' Número de sentencias dictadas : 

1 

Esi 

Audiencias Juzgados Total 

25.221 
26.138 
32.068 

-965 ............ 34.612 
............ 966 38.999 
............ 967 40.529 

1968 ............ 27.988 10.388 <-.-, - 
............ 969 18.484 24.866 43.350 

tos datos vienen a corroborar lo que ya dijimos al tratar 
del número de asuntos tramitados y ponen de manifiesto la 
línea descendente en el trabajo de las Audiencias Provincia- 
les y ascendente en el de los Juzgados. El resultado total, como 
puede apreciarse es de claro aumento )ajo del conjun- 
to de los órganos jurisdiccionales. 

Sobre el aumento de trabajo en los Juzgados y los proble- 
ue ello comporta, dice el Fiscal de Barce 

N ir salv 
n que o 

en las t 
:S corres 

1 en los 
3 se refli 

~, 
3s (asun 
1s datos 

ando el 
tro caso 
Lo" nn- 

«LOS Juzgados de Instrucción que, tradicionalmente, con 
más o menos dificultades, habían conseguido 
continuo aumento de trabajo sin más que algú 
aislado de colapso por circunstancias muy concretas, ,- ,,- 
trado ya en una situación general de grave dificultad en su 
marcha por el cúmulo de funciones que se les han atribuido 
sin modificar su estructura, su número, ni su personal. Indu- 
dablemente, hay ciertos Juzgados que van sorteando la situa- 
ción con cierta holgura, pero no hay más que examinar el nú- 
mero de sumarios y preparatorias que tramitan y resuelven 
para comprender que la válvula de salvación consiste en adop- 
tar unos criterios de máxima benevolencia al resolver las pre- 
vias, lo aue si no es demasiado eloeiable, sí es explicable como 
como i rlegítima defens: I menos incompleta.» 

La siLuacion del despacho v wmración de las eiecutorias, 
tanto iudiencias como to cuyo 
f d o  1f :ponde) es la quc siguien- 
tes : 



Audienc ias Juzgados 

ros acord 
r9:anc m" 

ados en 0.318 ,., ,, ,,u,.,,, A,,,.,,, ,., la tramitación.. . 83.07: -2.787 
Número de ejecutorias pendientes ... ... ... 29.597 11.492 

Las ejecutorias en los asuntos fallados uor los Juzgados 
aumentan, como es lógico, de 
produciendo resoluciones firme: 

iron en 1 

lo y arc 
1," a, al 

entidad 
s. El pa: . . 

a medii 
sado a i í c  

da que se van 
), los Juzgados 

terminaron con solamente 5.145 ejecutorias pendientes, mien- 
tras que en 1969 que& esta situación más del doble, a 
pesar de que el despacl hivo definitivo superó también 
el doble de Ios acordadu3 C.u =l año anterior. Este es un pro- 
blema que irá aumentando de volumen y de importancia y al 
que hay que dedicar una especial atención, ya que la carga 
acumulada en la tramitación de ejecutorias puede hacerse ma- 
yor y entorpecer la labor normal del Juzgado al tiempo que se 
retrase la ejecución de las sentencias, desvirtuándose así la 
eficacia de la acción de la justicia. 

Las Audiencias, que lógicamente de ;minui- 
do en forma considerable su acumulacion de ejecutorias, al 
producir menos resoluciones firmes en 1969, cc 
to al considerar los cuadros correspondientes, 

,n fué; 
i el año 
in añn 

lmo hen: 
no han 
" -1 

LOS vis- 
conse- 

guido, sin embargo, una reducción apreciable, ya que Ii-r;- 

ro de 2 definitivos que acordar( :rior al 
de 1961 >2 frente a los 25.795 er asta las 
29.597 que quedaban al final del úI tk-  

nuy id< 
1968, h; 

Nos queda, por último, en este resumen nu 
nimos haciendo, constatar el dato de que los as 
en la derogada Ley de Uso y Circulación de Vcuculua a U"- 

tor, que al final del año 1969 no llegaban, en toda España, al 
miliar. En diecinueve provincias se había liquidado definitiva, 
en dicha fecha, este tipo de procediii=ntn 

ión del Juzgado y Tribi mal de 

lue ve- 
:evistos -- 

Orden E 'úblico. 

Al igual que en las Memorias anteriores, queremos tam- 
bién en ésta dejar constancia del volumen de causas despacha- 
das por estos órganos de la jurisdicción ordinaria del orden 



penal, sobre los hechos presuntamente delictivos que, como 
vimos en el Capítulo precedente, se sometieron a su conoci- 
miento y resolución. 

El cuadro compar ~n el año anterioi iguiente : 

J2 

corre 
d i sd  . . 

1s incoadas ...... 
ncias dictadas ..... 

~bsoiutorias..  . . . . . . . . . . . . . .  
Condenatorias . . . . . . . . . . . . . .  

leva tan 
raron la 
P niila- 

ibién a 
incoacic . . .  

i muy I 
....... 

concluir 
5n de u 

71 considerable aumento de sentencias aictaaas, que no se 
sponde con el de causas incoadas, que por el contrario 
inuyó, hace pensar en una mayor rapidez en la tramita- 

ción, tanto en la instrucción como en el plenario, con la con- 
siguiente disminución de asuntos pendientes. En efecto, el por- 
centaje de sentencias dictadas en relación con el de causas in- 
coadas fue en 1968 del 20,60/,, mientras que en el año a que 
esta Memoria se refiere iiegó al 35,55%, que es el porcenta- 
je más alto alcanzado en los años en que el Juzgado y Tribunal 
vienen funcionando. 

Aumentó tambiér e 
sentencias absolutorias v su porcenraje comparauvo, io que 
nos 1 e 
rnoti~ - 
ment-. ---- entidad penal o no pudo probarse ~ufici,~,,,,~- 
te que existiera ésta. S 

da las cifras siguientt 

que mi 
n suma 

. . . .  oLA.Lcncias dicta,,,. 
Absolutorias . . . . . . . . . .  

. . . . . . . . .  Condenatorias 

iblemeni 

ichos as 
50 eran 

untos dt 
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.. 
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isa-real 
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En cuanto a los recursos de casación interpuestos y resuel- 
tos durante el año 1969, contra sentencias del Tribunal de Or- 
den Público, las cifras explicativas son las que siguen: 



senren 
Senten 

clac casaa 
cias confi 

C. La Justicia Municipal en el orden pei 

Incluimos por primera vez en la Memoria los datos rela- 
tivos al proceso penal por faltas. Considerando la totalidad de 
órganos de la Justicia Municipal-Juzgados Municipales, Co- 
marcales y de Paz-podemos apreciar el volumen de asuntos 
planteados y tramitados en el cuadro siguiente: 

luicios de 
[ngresadoi 

Sentencia: 
londenati 
A h c r . l , r + n r  

: faltas pf 
s durante 

Tntal  

s dictada! 
orias . . . .  
.:.,e 

del año anterior 
. . . . . . . . .  

De estas sentencias, fuero] idas 387 Fiscal y 
1.569 por las partes perjudicauab,  entras ~ U C  A U ~  condena- 
dos recurrieron en 5.634 casos. Fueron resueltos por los Jue- 
ces de Instrucción 6.900 recursos, en el sentido que indican 
las cifras siguientes : 

Total recursos res 
Sentencias confirm 
Sentencias revoca&,, . . . . . . . . . . . . . . .  ,.,, , 

ueltos ... 
adas . . . .  
*.,- 

.te que 
pal. Su! 

dedicam 
!as son 

por el --- 1-.. < 

rmoria I 
. >. 

estadísti~ 
bras sig 

El de Valladolid incluye en su MI 
tas soore ei juicio penal de faltas que resultan uc: intttrrs prc- 
cisamente en esta D ~ I  ca penal 
de la pientes : 

os a la 
las pala 

mas no- 
.-1- --- 

«Si ya de antiguo se podía hablar de crisis en el proceso 
penal de faltas, ahora con las reformas de la Ley de 8 de abril 
de 1967, han aumentado las situaciones anómalas y obstácu- 
los que interfieren su desarrollo. Por estar regido el proceso 
de faltas por los principios de simplicidad, celeridad, y orali- 
dad, nos parece que el procedimiento de faltas, tal como está 



concebido, se ha quedado estrecho y es insuficiente para abar- 
car y resolver las cuestiones importantes que se plantean en 
un juicio de faltas cuando son de aplicación los artículos 598 
y 600 reformados, del Código Penal. 

La reforma de la Ley dicha elevando el quamtum diviso- 
rio entre delitos y faltas contra la propiedad a 2.500 pesetas, 
y la reforma procesal de la competencia objetiva y funcional 
de los Juzgados de Paz (al resultar modificado el párrafo l.'', 
de la Base 10." de la Ley de 19 de julio de l! tringién- 344) resi 

en falta - - dose las atribuciones de los Juzgados de Paz S en fa- 
vor de los Municipales y Comarcales, y en las de Leyes Espe- 
ciales, como las de Caza, dieron lugar a un considerable aumen- 
to de procedimientos de faltas en los Juzgados Comarcales. 
Pero la reforma de los artículos 586 y 600 del Código Penal, 
dando entrada en ellos a una serie de figuras que antes estaban 
comprendidas en la Ley de Uso y Circulación de Vehículos de 
motor (con conocimiento reservado a órganos judiciales su- 
periores) a veces de gran importancia por la cuantía del interés 
que entrañan, han puesto de manifiesto de manera más pa- 
tente la insuficiencia y defectos de aue. nos parece, adolece 
este procedimiento. Extendiéndose 3etencia I 

órganos de la J. Municipal al tota imiento, 
contenido que previene el artículo 101 del Código Penal (ar- 
ticulo 973 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal) resolviendo 
la sentencia de faltas sobre acción civil, en la práctica se pre- 
sentan casos en que a .se h i t ;  e las in- 

& , - -  

la coml 
1 resarc 
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.l no ver 
: una su 

~ Í L  la ci 
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demnizaciones por sei nple f d  mos con 
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:ncontra 
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: tener c 
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Nos parece que habría de 
ción más amplia, con cierto pareciao ai iyuevo por aeiiros me- 
nos graves. Así se llegaría al juicio oral con las fianzas y me- 
didas de aseguramiento, respecto a las responsabilidades civi- 
les, garantizadas; en lugar de ser en el juicio oral cuando se 
empieza a saber de responsables, responsables subsidiarios, in- 
solvencias, etc. Al menos en los procedimientos que proceden 
del Juzgado de Instrucción por haber sido declarados falta los 



hechos, no vemos la razón para que i ten las fianzas y 
medidas de aseguramiento que ya esta rdadas en las di- 
ligencias previas. De hecho nos crea situaciones incómodas 
esta medida que decretan los Jueces de Instrucción al remitir 
a los Comarcales las diligencias, previa declaración de falta. 

Han de resolverse en la brevedad y oralidad de un juicio 
de faltas todas estas cuestiones, en casos tan importantes como 
ahora se plantean. Se llega al juicio oral sin encartamiento, sin 
calificación y acusación previa y en el mismo juicio ha de de- 
ducirse la situación y posición de cada persona; y puede re- 
sultar acusado, perjudicado, responsable civil, testigo.. . plan- 
teándose el problema  roces sal de dirigir, a partir de ese mo- 
mento, el prc minada que ha- 
bía acudido a ;tigo, pu iligencias 
y pruebas pracucaaas antes son msuticientes, ya que «una vez 
que el Juez tenga conocimiento de un hech a 
convocar el correspondiente juicio». 

\T peritos, años, ofr 
S casos 1 tia que 

,,,, no puede resolverse en la brevedad oral de este juicio. 
Por nuestra parte, en estos casos es frecuente la suspensión del 
juicio a nuestra instancia, para practicar las pmebas y diligen- 
cias aue consideramos ~recisas uara un meior conocimiento 
y enji 

Si 
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nto cont 
:n calida 

ra deter 
id de te: . ". 

iento de 
S, en lo 

tasacior 
de enon 
- .  

se levan 
iban aco! 

les de d: 
ne cuan 

persona 
es las di 

cederá : 

:ecimien 
ahora sc 

. . .  

uiciamie; 
., como 
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a veces, 

! caso. 
está a I :l Juez ( 

reemos 1 

de estab . . 

cargo de 1 
,, ,2z sust~tuto, entonces los inconvenientes aumentan; en el 
verano pasado tuvimos un caso en este Comarcal de Medina 
con resultado de muerte, y por estar en funciones el sustituto, 
se fue dilatando la convocatoria del juicio a nuestra instancia, 
con ón de p i e  diligc : se hizo 
cargo vo el JUI r. Estas en Dere- 
cho generaunente, deciaen según su criterio y no es conve- 
niente que dicten resoluciones tan importantes, aun habiendo 
el derecho de contraste o refrendo que la apelación concede. 

C que con un sistema de sustituciones o prórrogas, 
fácil lecer, se evitaría la actuación de estos sustitutos, 
estando siempre desempeñados los Juzgados por titulares. 

lráctica I 

iz titula: . . 
:ncias, h 
persona! . . 

asta quc 
3, legos 



ras, para 
Los a qui 

Si efectivamente se ha incrementado la importancia de es- 
tas faltas en relación con los delitos menos graves, {qué ra- 
zón hay para que ambos procedimientos se equiparen un 
poco? No vemos en ello sub del ordc 
los Tribunales. 

El inconveniente de dar iiída ~ ~ ~ u r t a n c i a  di I J IULG~U ~ G U U  

de fa1 garantizar con más eficacia la resolución de los 
artícul t nos referimos, está en que quedan en el Códi- 
go Penal una gran cantidad de faltas que no merecerían ese 
trato en su enjuiciamiento, por ser de m'nima cuantía e im- 
portancia en todos los órdenes y para las que un procedimien- 
to de más rango las vendría ancho, al igual que decimos que el 
actual las viene estrecho a esas faltas de los artículos 586 y 
600, reformados. Una solución viable sería entonces, que en 
una f u m a  reforma del procedimiento y leyes penales, se ex- 
cluyeran del Código Penal las faltas que carecen de sustanti- 
vidad y de carácter verdaderamente penal, pasando a integrar- 
se en las ordenanzas gubernativas o municipales, como ya se 
ha hecho en la mayoría de las legislaciones modernas. Este 
proyecto de exclusión del Código Penal de las faltas no delic- 
males, estaría también más en lancia con la refc 1 
anteproyecto de reforma de 1 a, de atribuir la 
tencia en las apelaciones de fáLLa,, a .as Audiencias Provincia- 
les, pues de darse esta reforma sin la exclusión dicha, tendrían 
casos las Audiencias en apelación sin fondo jurídico, como, 
por ejemplo, una sentencia Dor daños causados uor una ~ d i n a  
en predio ajeno, lo qi 
den jerárquico de los 
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La práctica constante ante los órganos judiciales del orden 
penal y los numerosos problemas que el cúmulo de asuntos 
tramitados ulantea, sugieren a los Fiscales una serie de vun- 
tos a spectivas Memo 
les p: e reproducir. 

Ei gran numero ae asuntos penales, entre 10s que aestacan 

rias, alg unos de los cua 



fuertemente la! ls produ mtes de carre- 
tera, cuando nc rte de F ros, además de 
los restantes Ch3~3 rGrlales de UGUWU cvuua las Personas, la 

., ha he 
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ni medios adecuados para llevarlo a cabo con eficacia. De esta 
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situación se qu 
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iscal de Ciudad Real, et na que 

aso creemos nuestro deber uisntir, siempre es- 
una solución, sobre el trabajo que pesa sobre el 

~eaico-rorense de la Capital. El ((agravio comparativo» al 
menos dentro de esta Provincia es excesivo y parece estar pi- 
diendo una nueva organización y distribución de Forenses más 
adecuada a la realidad ni su sueldo es suficie 
tienen trabajo que los ni medios para hacer 
bor eficaz: bueno ni ericaz ni normal, porque no hay loca- 

1 todo c; 
idos en - 
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que hubiese tres, bien retribuidos, agrupados en una Clínica 
Médico-Forense, dotada del material necesario, con posibili- 
dad de especializarse en las distintas materias que son precisas 
para informar : ninistrac lusticia? 

Así el méd  se sería ) forensi 
tiene que ser hoy para sobrevivir en estos pueblos sm rraoalo, 
o con mucho, pero sin medios. 

Ya sé que proponer esto n 
y que auizá ésta no sea la meiul auiudón, pero lo que no al- 
calzo a iptar las Leyes, 
los Re$ d tan exigente, 

clamor del sentido común de 

i la Adn 
ico forei 
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sus dictámenes tengan todas las garantías científicas para bien 
de la Justicia.» 

Otros Fiscales, tratan cuestiones procesales que interesan 
en el proceso penal. Véase, por ejemplo, lo que dice el Fiscal 
de San Sebastián al hablar de problema de la ausencia del 
acusado en las diligencias 1 

trata de 
.que con 
-- -a--- 

justifica1 
la Ley. 

uación r 
:án cele1 
. .. 

ia, de a 
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«En la Memoria del aÍ io tocamos el pi de 
la ausencia del acusado en el juicio oral de las diligencias pre- 
paratorias, pero queremos insistir nuevamente en él, porque 
las suspensiones por este motivo, y el consiguiente archivo y 
rebeldía, causan graves perjuicios a las víctimas de los deli- 
tos, especialmente en las imprudencias, porque entonces no 
hay otra vía, para lograr el resarcimiento del daño, que el ejer- 
cicio por separado de la acción civil. No habrá problema cuan- 
do se trata de inculpados españoles, puesto que si consta su 
citación personal no se suspenderá el juicio oral, en caso de 
ausencia in con la regla 8." CU- 

lo 891 de los dice que en  tos 
culposos es muy poco rrecuenre que los acusados se encuen- 
tren en sit le cebe11 :ios 
orales podi brarse, ( que 
aparezca la citación personal. Sin embargo, esto es así cuando 
se : acusados españoles o con residencia en España, 
PO1 I los extranjeros o con los que tienen su domicilio 
fueia, u ~ u ~ r i r á  lo contrario, es decir, la regla general será la 
suspensión del juicio oral, por ser materialmente imposible la 
citación personal. Y hay que tener en cuenta que concreta- 
mente en esta Provincia es elevadísimo el número de conduc- 
tores extranjeros inculpados, produciéndose ordinariamente la 
suspensión y la declaración de rebeldía. 

Por ello seria muy interesante extender la posibilidad de 
la celebración del juicio oral, sin la presencia del inculpado o 
del responsable civil, al caso previsto en la letra h) de la re- 
gla 8," del artículo 785 de la Ley, es decir, cuando en los de- 
litos de circulación se autoriza a los acusados que con anterio- 
ridad tuvieran su domicilio en un país que mantenga relacio- 

cuencia, 
neral, si 

del artí~ 
los deli 
.. - ~ -  --- 

los juic 
empre ( 



3 suspen 
proponí 

nes diplomáticas con España, para ausentarse del territorio 
español, siempre que cumpla los requisitos que establece el 
mismo articulo, entre los cuales está el de designar una perso- 
na que reciba las notificaciones, citaciones y emplazamientos. 
Actualmente, de acuerdo con la letra de la Ley, como en este 
caso no existe citación personal, la incomparecencia debe pro- 
ducir 1: ~sión y la declaración de rebeldí :sumen, 
lo que :mos es que se equipare la citai sonal a 
la hecha en la persona del representanti ado, a los efec- 
tos de evitar la suspensión del juicio o 3eneficio de los 
perjudicados que no estarían obligados a ejercitar la acción ci- 
vil en i :so de esta clase.» m proce 

;u vez, e 

r nombr 
ral, en 1 . . 

i notas E A E :1 Fiscal de Jaén incluye ;obre la 
posibilidad de facilitar la reparación del daño causado por el 
hecho aunque, por las razones que sean, tenga el proceso que 
desembocar en el archivo o sobreseimiento. Le preocupa la 
restauración del orden perturbado y escribe en relación con 
este tema lo que sigue : 

«No habrá quien haya sido Fiscal o Juez, aunque sólo sea 
unas fechas, y no reconozca la realidad de lo que decimos y la 
indignación que nos producen estos hechos y situaciones que 
hemos tratado de reflejar un tanto noveladamente para darles 
más realismos. 

Ahora preguntamos: ¿no cabría atribuir al Fiscal, cono- 
cedor de estas perturbaciones jurídicas, la posibilidad de soli- 
citar del Juez o Tribunal, y a éstos de acordar, la restitución 
de la cosa o la reparación del mal en casos clarísimos de cier- 
tas ma ones de daños, y elio aunque el 
asunto estinado a ov,AL !o o archivo? 

A este respecto, precisamente, y teniendo presente esta 
realidad, ya expusimos la opinión de esta Fiscalía, cuando en 
18 de enero de 1969, remitimos a esa Superioridad «sugeren- 
cias y comentarios» en relación con la «estructura y funciones 
del Ministerio Fiscal», a la vista de los «Anteproyectos de 
Bases para una Ley orgánica de la Justicia y para el Código 

nifestacj 
fuera d 

U otros i 

:seirnien1 



'acción ( 

Procesal Penal,. Sobre la Base 2." «serán atribuciones del 
Ministerio Fiscal.. .» decíamos (párrafo 2.") : 

«... 11.". Adoptar medidas, para que se reintegre el or- 
den jur'dico perturbado y se subsane la situación de hecho ar- 
bitrariamente creada, a resultas de lo que en definitiva pueda 
acordarse en el o~ortuno procedimiento» y en congruencia con 
esto en las ias  al Anteproyecto de Bases para una 
Ley orgánica iusticia», elevadas también en enero de 
1969, y ante la entonces inmediata reunión de Fiscales de 
Córdoba, comentando la Base 68 núm. 3, apartado 5." redac- 
tada en esta forma: «En el orden penal, dirigir la averigua- 
ción de los delitos e instar lo procedente para el restablecimien- 
to del orden jurídico perturbacio y la satis£ iel daño 
producido», decíamos, nosotros, literalmente : 

«En el ordinal 5." del núm. 3 pudiera darse cabida, con la 
pertinente articulación, en su día, a la posibilidad de facultar 
al Fiscal para interesar un restablecimiento inmediato en caso 
de algunas perturbaciones «de hecho» evidentes, sin necesi- 
dad de que el perturbado u ofendido tenga que acudir a otras 
vías judiciales. Frecuentísimo en coacciones» 

En una palabra, que las cosas puedan po~  mo esta- 
ban antes de la arbitrariedad y sea el supuer arbitra- 
rio el que tenga que acudir a lo civil para varia la ~imación v 
no el perturbado, que bastante tiene con haberlo sido. 

No se nos oculta que este sistema choca con : 
puede entenderse clásico y tradicional, pero eso es lo que sue- 
le ocurrir con toda reforma, a fondo, de cualquier institución. 

Pudiera, pues, darse cabida a esta innovación y si no se ha 
pensado en ella quizá valdría la pena considerarla y estable- 
cer legalmente, incluso, mediante un procedimiento muy su- 
mario la posibilidad de restablecer el orden perturbado; hay 
que tener en cuenta muchas situaciones injustas que se conso- 
lidan por no entablar una acción civil y a veces se cometen ya 
las arbitrariedades con el desahogo y garantía de que deshacer- 
las es complicado y costoso. 

La forma de regular la facultad del Fiscal en este orden 
o de tramitar el pequeño incidente que diera seguridad y ga- 

21go quí 



rantía a una y otra parte ya no la esbozamos aquí, basta con 
señalar la conveniencia de que existiera la posibilidad de sa- 
lir al paso a muchas situaciones intolerables que pasan por nues- 
tras manos a cada momento, y que contra elias no podemos . - 

otra cosa que decir : i es una cuestión civil.. . ! B 
Al Fiscal de Lugo le preocupa el tema de si existe en 

nuestro niento una obligación ie imponga al ordena 
no la n - - ciudada: ecesidad de COI a policía para 

prestar declaración cuando hLL ILyuLL, bn forma para 
elio. El tema, aunque no propiamente procesal, tiene interés 
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indudable en la práctica de las diligencias que constituyen el 
atestado. aue en cierto modo viene regulado por la propia Ley 
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«Expusimos y sostenemos que la inexcusable obligatoriec 
gal de declarai ante la Policía Judicial se h d a  estableciaa en 
los artículos 282, 287, 292 y 293 de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. Así el articulo 282 expone diligencias necesm'as 
para comprobar los delitos y descubrir a los delincuentes-ar- 
ticulos 287, 292 preceptuándose en éste que los funcionarios 
de Policía Judicial extenderán.. . insertando las declaracio- 
nes.. . artículo 293 ... Los testigos. .. serán invitados a firmar 
el atestado. Artículos todos de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal que deberán relacionarse con el artículo 512 del Regla- 
mento Orgánico de 25 de noviembre de 1930 (Policía Guber- 
nativa, Cuerpos de Vigilancia y Seguridad que la integran) 
que dice que, en caso de delito oirá8 las manifestaciones de 
los testigos, teniendo presente que la Ley de 8 de marzo de 
1941 al reorganizar el Cuerpo General de Policía, en el que 
se integran los Servicios de Seguridad y Vigilancia establece, 
en su art. 2 5  que tendrá como misión la información, investi- 
gación y vigilancia. Así, pues, son normas legales terminan- 
tes y precisas las que determinan la obligatoriedad de declarar 
ante la Policía. 

Además de lo expu oyar tal obligatoriedad, 
la interpretación gramatical: el Diccionario de la Lengua así 



lo asevera: atestado proviene de atestar que significa testifi- 
car, es decir, declarar. 

También la misma esencia lógica: la racionalidad. Si la 
policía está facultada para detener a una persona con mayor 
razón para recibirle declaración. No se conciben escenas mu- 
das y prolongadas. Por otra parte imposible sería la investi- 
gación si los ciudadanos pudieran negarse a declarar ante la 
~olicía, y la mayor parte de los delitos-al no recogerse las pri- 
meras pruebas-quedarían impunes, en una sociedad que se 
hallaría casi indefensa. 

Se sostenía, equivocadamente, que dados los términos de 
las disposiciones legales y singularmente el contenido del ar- 
tículo 410 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal únicamente 
hay obligación de declarar ante el Juez, en cuyo precepto se 
alude a la precisa citación: Sin embargo, la cuestión es clara: 
la obligatoriedad de declarar es la misma ante el Juez y ante 
la policía, puesto que, naturalmente, éstas no irán precedidas 
de la formal citación, que ni se precisa ni sería procedente, en 
razón a la urgencia y rapidez de acción con que deberá actuar 
la policía, sin que se exija tampoco el requisito de la firma 
del declarante, tales declaraciones ante los agentes de la auto- 
ridad, que son de inferiores formalidades procesales, tienen 
como contrapunto el adolecer de menor valor, ante los Tri- 
bunales, que las prestadas ante el Juez.» 

Zmciona 

ambién 

miento ( 

seguiren 

ie  los T 

nos en 

ribunales de lo civil 

T :sta materia el orden ya iniciado 
en ocasiones anteriores, de comparar los datos correspondien- 
tes a asuntos civiles indiscriminados, iniciados y tramitados en 
1969, con los de los años anteriores, a la vez que intentamos 
fijar, en datos más concretos, una estadística clasificada por 
materias, de los asuntos que por su naturaleza pueden te- 
ner mayor interés. 

La línea general, en lo que se refiere a asuntos indetermi- 
nados es la de aumento en los Juzgados de Primera Instancia 
y disminución en las Audiencias Territoriales. 



* comparación surge de los siguientes datc 

JUZGADOS DE PRIMERA Al 
INSTANCIA TE- iunimES 

i 1969 Di. 1968 1969 Dif. 
--- -- 

incoados 

Al comienzo de este Capítuio hicim pido repaso de 
las normas sobre distribución de competencias en lo civil, de 
las que se desprenden como consecuencia, estas distintas líneas 
de aumento y disminución de los asuntos civiles, según se 
clasifiquen por Juzgados o por Audiencias Territoriales. 

Hay que tener en cuenta, sin embargo, que se trata de 
asuntos indeterminados, donde se computan todos los que se 
reparten a los Juzgados, incluidos exhortos, requerimientos 
bancari Una estadística más aqu clasificando los 
asuntos naturaleza, nos daría, e1 ), las siguientes 
cifras y purL=utajes: 

tribución del tra tancia : 

os, etc. 
: por su . --.."a- 

datada, 
i cambic 

ibajo en 

etencia .. 

los Juzi 

uestiones de comp 
uantía ... 1.662 
uantía ... 6.845 ,,,,..,,, ........................ 36.547 

2.380 
310 

Iayores c 
lenores c 
i'.rii+:rin~ 

urendami 
!uiebras y 

........ U~TOS contenciosos 17.954 
Jurisdicción volune . . . . . . .  31.014 

Total . . . . . . . . . . . . . . .  97.204 

Es curioso observar la persistencia de la línea de distribu- 
ción porcentual entre los asuntos de jurisdicción voluntaria y 
los contenciosos, comparándola con la del año anterior que ya 
hicimos figurar en la Memoria correspondiente 

1968 
% % -- 

Jurisdicción contenciosa ......... 68,3 6R,1 
Jurisdicción voluntaria ......... 31,7 31,9 



e mantiene, en 
n las categonas 

iíneas gc 
o clases 

rnerales, la distribución 
de asuntos más impor- 

Mayore 
Menort 
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contencio SOS ...... 
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pados por esta razón geográfica, nos daría las siguientes ci- 
fras globales, siempre referidas al total de 97.1 
computamos en el cuadro del trabajo de los J. 

ie cada 
- .  - territoric 

. ~ 

!O4 &un 
uzgados 

itos que 

Juzgad, 
Idem i 
ldem i 
la-,.. : 

os del territorio de Madrid 19.629 
d de Barcelona ... 14.632 
d de Valencia .... ......... 10.095 

luSY1 ,d de Sevilla ..................... 7.954 
Idem id de Burgos ............. 7.105 

............ Idem id de Granada 6.482 
Idem id de La Coruña .. 5.019 

... Idem id de Albacete ......... 
Idem id de Valladolid .. ........ 
Idem id de Lac Palmas . ......... 
Idem id de Zaragoza ............ 3.713 
Idem id de Oviedo ............. 2.654 
Idem id de Baleares ............ 2.637 
Idem id de Navarra ..................... 2.092 
Idem id de Cáceres .... 2.047 

Total . . . . . . . . . . . . . . . . . .  97.204 

Audienc 
)S de qi 

ias Ten 
le conoi 

itoriales, 
Beron e 

, la dis- 
S la si- 

r lo que respecta a las 
.6n de los 6.003 asuntc 

Jurisdicción contenciosa ............ 5.693 94,8 
Jurisdicción voluntaria ............... 234 378% 
Cotnpetencias ..................... 76 1,4% 
Con relación a ias personas ......... 753 O/ 10 

Con relación a las cosas ............ 5.174 % 
Competencias ..................... 76 



clasificados por Audiencias, los asuntos tramitados se 
la siguiente forma: 

..-- Jid ........................... 
Barcelona ........................ 
Valencia ........................... 
Burgos ........................... 
La Coruña ............ .., ............ 
Sevilla ........................... 
Valladolid ........................ 
Granada ........................... 
Albacete ........................... 
Zaragoza ........................... 
Oviedo .............................. 
Baleares ........................... 
Pamplona ........................ 
Cdceres ........................... 

Palmas ........................ 

norias anteriores dedicamos una especial aten- 
ción al número de suspensiones de pagos y quiebras iniciados 
durante cada año, por razón de lo que como síntoma de la si- 
tuación económica general pueden significar. Naturalmente, 
en el cómputo de estos datos han de tenerse en cuenta fac- 
tores muy diversos, entre los que no son despreciables las 
condiciones poco adecuadas de algunos comerciantes para con- 
ducir su propio negocio, etc. En todo caso, la evolución de las 
cifras en esta materia fue la siguiente: 

- 
Sus - 

Albaceti 1 
Alicante: 14 
Almería . . . . . . .  - 
Badajoz . . . .  - 
Baleares ..... 6 
Barceloi ..... 74 
Burgos ... - 
Cáceres - 
Cádiz.. . 2 

. . . . . . . . .  Castellb.. 3 

1969 - 
IS Suspensiones ( - 



Suspensionei 

Ciudad Real ......... 2 
Córdoba ............ 2 
Coruña ............ 1 
Cuenca . . . . . . . . . . . .  1 
Gerona . . . . . . . . . . . .  2 
Granada ............ 2 
Guadalajara ......... 1 
Huelva . . . . . . . . . . . .  1 
Huesca ............ 1 
Jaén.. . . . . . . . . . . . . .  1 
Las Palmas ......... 1 
León.. ............. - 
Lérida . . . . . . . . . . . .  2 
Logroíío ............ 1 
Lugo. . . . . . . . . . . . . . .  - 

... . . . . . . . . .  Madrid 27 
Málaga . . . . . . . . . . . .  
Murcia . . . . . . . . . . . .  
Orense ............ 

. . . . . . . . . . . .  Oviedo 
Pamplona ...... 8 
Pontevedra . . . .  2 
Salamanca.. .... 2 
San Sebastián ...... 4 
Sevilla . . . . . . . . . . . .  10 
Santander.. .......... - 
Segovia ............ - 
Tarragona.. .......... 4 
ToIedo . . . . . . . . . . . .  1 
Valencia ............ 15 
Vitoria 1 
Valladc 1 
Vizcayz 5 
Zamora ............ - 
Zaragoza ............ 8 

Suspensiones Quiebras 

3 1 
2 2 
1 1 
- - 

2 - 
1 

- - 
3 - 
1 - 
1 2 
8 - 
- - 
5 - 
2 - 
2 - 

38 11 
- 

Las cifras dadas por el Instituto Nacional de Estadística 
para 1969 difieren de las que acabamos de transcribir, pues 



fijan en 172 suspensiones y 55 quiebras el total de las pro- 
ducidas en toda España. La diferencia puede radicar en que 
en las cifras que damos en estas páginas se computan «proce- 
dimientos tramitados» au hayan llegado a su fin, mien- nque no 

istituto 1 tras que los datos del In 
nalizados. 

Naturalmente, las interpreta 
ya dijimos al principio, pueden 

yarecen referirse a asuntos fi- 

le estos 
variad: 

datos, como 
as. Copiamos, 

por ejemplo, algún párrafo de un comentario que iiegó a nues- 
tro conocimiento : &te: re todo destacar aquellas sus- 
pensiones de pagos que 

resa sob 
constiti 

.la.. -..- 
~ s .  Las : 

:oria en 

lyen verdaderos disfraces ju- 
rídicos de situaciones r e & ~ ~ >  L~LUIT distintas de las que imaginó 
el legislador al regularb suspensiones de pagos, situa- 
ción teóricamente transit que el activo supera al pasivo 
pero en la que, de momento, no se puede atender los pagos, 
se utiliza a veces como medio de encubrir una verdadera quie- 
bra, pero, lo que es peor, a menudo constituye un medio de 
eludir precisamente aquc 

Sobre la intervenciói 
dice el Fiscal de Valenci 

:Uos pag 
1 del Fi: 
a : 

OS>). 

scal en 1 los juicic 1s unive rsales, 

la práct men una reconsidera- 
ción respecto de la mtervención del b s t e r i o  Fiscal (en los 
juicios universales citados) que debiera ser más fortalecida ya 
que la reglamentación actual, ha dado pie a diversidad de opi- 
niones sobre la naturaleza procesal de dicha intervención y así, 
frente a los que consideran al Ministerio Fiscal como parte 
con acción accesoria hay quien sostiene que no lo es, aunque 
viene a reconocer la necesidad de aclaración en la legislación 
orgánica; otros conceptúan a l  Ministerio Fiscal, como parte 
sujeto de un poder, en contraposición a la parte como sujeto 
de un interés. 

Los juicios universales citados revisten trascendencia pú- 
blica, que afecta a la economía nacional, cuyos intereses por 
su naturaleza, deben ser protegidos por el Ministerio Fiscal, 
sin perjuicios de las otras representaciones legítimas que inter- 
vienen en los mismos. Por eiio se estima preciso vigorizar la 



forma de actuación del Ministerio Fiscal, demostrativa de que 
en el proceso tiene una misión superior a la pura posición pro- 
cesal de parte, porque es una Magistratura especial, que par- 
ticipa de la misma esencia de la función judicial que el 
trado, con características propias.» 

. Magis- 

la justi 
ue no ha 
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i muy n 
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En relación con el tema de las suspensiones de pagos está 
el de los juicios ejecutivos tramitados, de cuyas cifras y por- 
centajes comparativos ya dimos cuenta, y en los que aparece 
una estabilidac narcada en relación con el año anterior. 
Hay que tenel nta que en estas cifras no se computan 
los ejecutivos U C U U L ~ ~  de 10.000 pesetas, cuva comuetencia 
pasó a ucipal, S irgo, los 
tran qi mde el I ie éstos, 
ferido rrecuentemente seguir el sistema de acumuacion ae n- 
tulos para pla  : el Juzgado de l." Ins- 
tancia. 

Es también el Instituto de Estadística quien ha publicado 
datos sobre los protestos de efectos, aunque se refieren a 1968. 
Su número total ascendió a 2.367.906 y su valor en pesetas 
excedió de los 101 millones. También en estos datos se señala 
que el aumento que se aprecia en el tiempo es mayor en el nú- 
mero de protestos que en su cuantía total. Y naturalmente, 
resultan más numerosos los de efectos de cantidades inferio- 
res a 100.000 pesetas. El sistema de ventas a plazos está inci- 
diendo de manera muy intensa en este problema. 

Veamos ahora los datos correspondientes a los asuntos ci- 
viles despachados por las Audiencias provinciales, conforme a 
las normas de competencia establecidas por la Ley de 20 de 
junio de 1968. En el pasado año ya dijimos (pág. 107) que el 
escaso tiempo de vigencia que la nueva norma había tenido en 
1968 no permitía obtener una visión completa de la evolu- 
ción de este campo nuevo de distribución de competencias. 
Ha sido el año 1969 el primero en que, de manera completa, 
ha estado en vigor el nuevo sistema distributivo de asuntos 
civiles. Veamos, pues, cuál ha sido el resultado de esta nueva 
actividad de las Audiencias provinciales. 
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......................................... CuL,L,"..,, u, ,v..., 54 
Apelaciones de asuntos fallados por los Juzgados de Primera 

Instancia ............................................. 1.089 
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que la de Madrid despachó 1 . 0 6 ~ ~  U= W I U ~ ~  que le sigue, 
484 y la de Barcelona 475. De doscient :os pasan úni- 
camente Bilbao, Sevilla, Valencia y Pan de cien asun- 
tos pasaron Alicante, Oviedo, Baleares, Cádiz, Las Palmas, 
León, Málaga, Murcia, Pontevedra, Santander y Zaragoza. 
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mas reformas procesales. Por ello, es este un argumento más 
para insistir en la necesidad de arbitrar nuevos sistemas de 
distribución de los órganos jurisdiccionales y de revisar las 
plantillas de sus servidores. 

Sobre el tema, dice el F i s ~  rcelona : 

«En cuanto a la atribución a Iiudiencias Provinciales 
que hei iominado propiamente dichas, carentes hasta 
ahora d pención en tal materia, de los asuntos civiles 
atribuidos en ia reforma, nos parece ésta extraordinariamente 
acertada puesto que contribuye a vivificar esos órganos juris- 
diccionales colegiados, descongestionando a las Territoriales. 
Es patente, en todos los órdenes, que la absorción creciente 
por ciertas grandes urbes de un constante aumento de aten- 
ciones, creándose un cierto número de macro-ciudades, de ten- 



un ma- 
ivo ten- 

dencia tentacular, ocasiona un semillero de problemas cuya 
solución resulta cada vez más complicada, y en tal sentido 
es conveniente siempre mantener y acrecentar la vitalidad v 

,mía de las capitales provinciales, dotándolas de 
restigio y propio lustre. La crítica de un exces 

transmo es también válida para la esfera regional. La reforma 
jurisdiccional y orgánica a que nos referimos permitirá man- 
tener a los Magistrados y Fiscales de estas Audiencias Provin- 
ciales, donde, a veces, se estacionan los func 
largos años, un contacto con la materia civil, c 
veniente, y, por otra parte, vitalizará también a Abogados y 
Procuradores, permitiéndoles seguir interviniendo en las ape- 
laciones de los asuntos que han dirigido y representado en pri- 
mera instancia. manteniendo el contacto personal con sus clien- 
tes, evitándos nite apelativo vaya de d 
se el asunto a des, manteniéndose por 
los que llevaron el pleito en su primera fase, una conmudad 
de criterios sinceramente sentidos y un profundo conocimien- 
to del asunto en todos sus datos, antecedentes y, a veces, pe- 
culiaridades es~eciales, nacido del devenir del uroceso en ese 
períoi a 
contii - 
ta economa cremansnca. lncluso nos atreveriamos a decir que 
la reforma podría verse, en este campo provincial, o - 
ceptible más bien de ampliaciones.» 
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Y el Fiscal de Madrid plantea un problema de distribu- 
ción de competencias entre las Audiencias Provinciales y Te- 
rritoriales, en los siguientes términos : 

<Una de las cuestiones que ha S más atención de 
esta Fiscalía, en relación con las a p t ~ d ~ i u ~ c s  en procedimien- 
tos de medidas provisionales de separación conyugal, es la 
tendente a fijar un criterio unitario en la interpretación y al- 
cance del artículo 1.9 núm. 1 de la Ley de 20 de junio de 
1968, porque, habiéndose planteado en múltiples ocasiones a 
qué Tribunal corresponde el conocimiento y sustanciación del 
recurso, surgía la duda de si era competencia en las Secciones 



correspondientes de la Audiencia Provincial o de las Salas 
de lo Civil de la Territorial, dependiendo, en muchos casos, 
de que el emplazamiento se hubiera efectuado para ante uno 
u otro Tribunal. 

El núm. 1." ( l." de la com- 
petencia de las nuaiencias provinciales para conocer de los 
recursos de apelación contra las iones dictadas por los 
Juzgados de Primera Instancia e :os de jurisdicción vo- 
luntaria contenidos en el Libro 111 U= ,a Ley de Enjuiciamien- 
to Civil, cuando proceda, y cual1 imiten 
por las disposiciones generales ( sta de 
este precepto, algunas de las Salas de lo Civil estimaron, en un 
principio, que las apelaciones contra las medidas provisionales, 
al amparo del artículo 1.900 de la Ley de Enjuiciamiento Ci- 
vil, se convertían en materia contenciosa, por lo que no era 
de aplicación lo preceptuado en dicho artículo, decidiendo la 
competencia a su favor. Pero una más detenida consideración 
del pro1 bio de criterio 
aceptanc las de lo Civil 
y Secciones de la Audie,, pvvmLL, a que los pro- 

iciados e :. 1.900 :y de Trámites 
realidad :nte de i de jurisdicción 

voluntaria del cual aepenaen y su decision tiene toda la pro- 
visionalidad de las decisiones de dicha jurisdicción; es más, el 
Juez puede posteriormente, al variar las circunstancias de he- 
cho, mc o resuelto por el al al faliar el rec 
Por otr: del hecho de qi mitación y recu 
realicen ucuiailte el p r o c e d h ~ ~ w  &cidental. r e d a u ~  cu 
los artículos 741 y 887 y sigu ijuicia- 
miento Civil, no podría en mod la ape- 
lación quede fuera de la competencia de las Audiencias Pro- 
vinciales, ya que todos los recursos de apelación contra los 
autos de jurisdicción voluntaria se han de tramitar por el pro- 
cedimiento de apelación de incidentes, tal como preceptúa el 
articulo 1.821 de la Ley rituaria, y cuya resolución compete 
a las provinciales por imperativo del art. l.", núm. l." de la 
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Ley de 20 de junio de 1968, que se remite a las disposiciones 
generales del Libro 111. 

En favor de esta postura, considerada pul G ~ L ( L  Fiscalía 
desde que entró en vigor la citada Ley de 1968 como la más 
ajustada a sus preceptos y que, como se ha dicho, ha crista- 
lizado en numerosas resoluciones de los órganos jurisdiccio- 
nales, se puede alegar otros argumentos igualmente convin- 
centes. En efecto, mantener una postura contraria a este crite- 
rio supondría, por las mismas razones, privar de competencia 
a las Audiencias Provinciales de otros procesos incidentales 
regulados en el Libro 111, como a los se refieren los ar- 
tículos 1.839 miento de tutor) y 1.999 (habilitación 
para comparec iicio), lo que iría contra la letra y el es- 
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con los correspondier taria de 
que dimanan, aunque los inci- 
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el propósito del legis :flejado ~reámbulo de la 
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órganos jurisdiccionales de competenbla buuún y atribuirles 
las apelaciones de las resoluciones de ia en los 
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PGL LUUU uc S C X U ~ ~ ,  de año en año, la evolución de cierto 
tipo E tos, dan ntinuación las cifras de 
los q~ ior order Jiscalía del Tribunal Su- 
premo y ejercicio ae las acciones correspondientes por los res- 
pectivos Fiscales de las Audic n relación con las recla- 
maciones de alimentos basada :onvenio de Nueva York 
de 20 de junio de 1956. Los a ~ m t o s  planteados en 1968 
pasaron a ser u distribución e! 

Sentencias favorables a la reclamación (La instar . . . . . . . . .  1 
Transaciones conseguidas ...... ) 

En trámite, pendiente de diliger ) 

En trámite, pendiente aprobació 1 
Desistidos por la parte reclama ni^ . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  2 



Nacionalidad recIamrmtes Nacionalidad demandados - 
Suecas . . . . . . . . . . . . . . . . . .  11 Españoles .., .. ... 6 
Portuguesas ............... 1 Suecos ..................... 3 

............... Francesas ............... 1 Argentinos 1 
............... Holandesas ............... 1 Colombiano 1 

Aiemanas .................. 1 Americano ............... 1 
Libanés .................. 1 
Danés ..................... 1 
Suizo ..................... 1 

También por primera vez incluimos en esta Memoria al- 
gunas cifras relacionadas con los asuntos civiles despachados 
por los órganos de la Justicia municipal. Igual que hemos he- 
cho en lo penal, nos parece de gran interés ir consignando los 
datos sobre funcionamiento de estos Tribunales de Justicia, 
porque entendemos que la obligación estatutaria que impone al 
Fiscal del Tribunal Supremo la obligación de rendir este in- 
forme, incluye también a esta rama de la jurisdicción ordiia- 
ria, tanto en el orden penal como en el civil. 

Los Juzgados Municipales, Comarcales y d e todo 
el territorio nacional, resolvieron en 1969 un total de 141.126 
asuntos civiles, de un total de 183.394 que sumaron los ingre- 
sados en dicho año y los pendientes del año anterior. 

La función de Registro Civil dio origen a cerca de millón 
y medio de inscripciones y anotaciones en los Libros y a la 
resolución de 48.617 expedientes. 

En esta materia fue la provincia de Barcelona la que suma 
el mayor número de asuntos civiles despachados por sus Juz- 
gados de este tipo: 24.223, seguida por Madrid con 23.205. 

tales del orden cmtencwso-adminisfrativo 

uejanao para el apartado correspondiente al funcionamien- 
to del Tribunal Supremo cuanto se refiere a las Salas de lo 
Contencioso de dicho Tribunal, nos concretamos aquí en el 
estudio de los datos referentes al funcionamiento de las Salas 
de lo Contencioso de las Audiencias Territoriales, incluyendo 
como es lógico las de Bilbao y Santa Cruz de Tenerife, Audien- 



cias en que funciona como es sabido una Sala de este orden 
jurisdiccional. 

La comparación entre las cifras de recursos interpuestos, 
sentencias dictadas y recursos estimados, nos da para 1969 
los datos que siguen : 

Albacete ...... 
Baleares ...... 
Barcelona .... 
Burgos ....... 
Cáceres . . . .  
La Coruña ... 
Granada ...... 
Oviedo ......... 
Las Palmas ... 
Madrid . . . . . .  
Navarra ...... 
S. C. Tenerife ... 
Sevilla ......... 
Valencia ...... 
Valladolid ...... 
Vizcaya . . . . . .  
Zaragoza ...... 

Recursos 
interpues- 

tos 

106 
46 

967 
164 

82 
503 
161 
304 

92 
725 
215 

76 
355 
226 
148 
158 
149 

Caducados, 
desisiidos, 

desesti- 
mados 

Sentencias 
dictadas 

Recursos 
estimadbs 

En cuanto a los totales,  dos con los años anterio- 
res, obtenemos cifras cuya comparación surge del siguiente 
cuadro : 

1967 1968 1969 

Interpuestos , 4.439 4.823 4.477 
... Sentencias 3.706 3.390 3.720 

R. estimados . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  - - 1.972 

Las cifras se mantienen, de año en año, en limites :r- 
canos. Sin embargo, el número de recursos estimado,, ,, p o -  

; muy ce 
,e n" "* 
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Ante la relativa igualdad de los datos de recursos inter- 
puestos y de sentencias dictadas, el aumento en el porcentaje 
de estimaciones hace vensar aue los recursos se preparan con 
mayor n 7 que la jurisdicción revisora 
mantiene :n lo que respecta a los actos 
de la Aaministraaon. 
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Magistraturas del Trabajo existentes 
inte 1969 ligeramente disminuido el 

volumen de as un^"^ ~ ~ ~ e t i d o s  a su conocimiento. según los da- 
tos de que disponemos. tal de deman- 
das presentadas fue en l, frente a las 
95.437 del año 1968 y a las ae lrb/, que tueron 88.025. 

Los datos de la Memoria del Mini: : Trabajo, sin 
embargo, difieren ligeramente de los qi. iroporcionaron 
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mos nosotros. 
Considerandc njunto las Magistraturas que existen 

en cada Provinc ue más asuntos conocieron fueron las 
de Madrid-nueve Magistraturas-con un total de 19.194 
asuntos, en tanto que las ocho Magistraturas de Barcelona, 

3 en co 
ia, las q 

que siguen en orden, sólo alcanzaron un total de 9.219 de- 
mandas planteadas. El tercer lugar lo ocupan las Magistratu- 
ras de Asturias con 7.009 demandas. Las Magistraturas que, 
por el contrario, reflejan un menor cúmulo de asuntos, refle- 
jo lógico de sus características laborales y sociológicas, fueron 
Soria, Cuenca y Teruel, con menos de 200 demandas cada una. 

Las sentencias dictadas por las Magistraturas de toda Es- 



Memor. 
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paña alcanzaron la cifra de 49.389, que representa un 54,30/ó, 
proporción superior a la del año anterior, que alcanzó el 450/,, 
en tanto que las avenencias supusieron un 27%, los desesti- 
mientos un 24% y las inhibiciones a favor de otras jurisdiccio- 
nes un 4% aproximadamente. 

A todo eiio hay que agregar el número de procedimientos 
gubernativos y el de expedientes de ejecuci n 
buena parte de la actividad de las Magistratu 

Por la naturaleza de los asuntos contenciosos tramitados, 
sigue teniendo prelación, en cuanto al número, los relativos 
a salarios y horas extraordinarias, seguidos por los de despido 
y accidentes. 

Ya que nos encontramos en esta materia 1 S 

llamar la atención, una vez más, como lo UGIYUD UGCUV ~n 
otras ias anteriores, respecto del número de accidentes 
labor se siguen produciendo en España, a pesar de las 
campanas ae prevención y de las medidas adoptadas por las 
autoridades competentes. En el año 1968, Último del que dis- 
ponemos datos concretos, el total de accidentes registrados 
fue de 1.003.388, de los cuales, 1.112 fueron mortales. Las 
activ iyor número son las de construc- 
ción i 208.482 accidentes); industrias 
del metal ( ~ u u . > l u  acciaenres) y las actividades agrícolas y 
con ellas relacionados (126.352 accidentes). is los ac- 
cidentes registrados, solamente 10.277 prec de recla- 
mación ante la Magistratura correspondiente, para exigir la 
indemnización o reclamar cuantía distinta de la otorgada. 

La evolución del número de accidentes muestra bien a las 
clara imiento que obl la 
consi i seria d 
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6. La actividad del Tribunal 

Las cifras escuetas 
metidos al conocimient 
mo son las siguientes : 

Sala S: 
1.' 2 

iia Sal 
.a 3.a 

lrolumen de asuntos so- 
las del Tribunal Supre- 

a Sala 
4.' 

Sala 
5." 

Sala 
6.a 

Ingresados en 19 
Unica instancia 
Apelaciones ......... -- - A 1  403 ,,, 

1.566 'otal ... 

dos por 

...... 1 

sen- 181U11111 

tencia u otra reso- 
lución definitiva ... 1.195 2.! 

La comparación de estos datos con los del a90 precedente, 
sistema que nos permite ir siguiendo la evolución de las E- 
neas de aumento o disminución de asuntos, muestra que la 
Sala 1. ad que se pone de ma- 
nifiesto 

ne una 
uadro sil 

cierta UI 
~ i e n t e  : 

U U S  . . . .  

iempo d El i [e tramitacion de los recursos ante las Salas l.", 
por regia general, se ha acordado considerablemente, superan- 
do etapas anteriores de agobio y acumulación y puede cifrar- 
se en algo más de un año, como máximo. 

Las cifras correspondientes a la Sala 2." siguen también in- 
dicando que no se aprecia, ni mucho menos, la disminución 
que era de preveer después de las últimas reformas procesa- 
les. Incluso en el año 1969 representa un aumento en más de 
trescientos asuntos sobre al año anterior. 

El cuadro correspondiente a la Sala 2." es el que sigue : 



1965 1966 -- 1968 1969 -- 
Ingresa~ 2.947 2.425 2.101 2.412 
Termina ........ 2.990 ' "^" A,," 2.967 

los . . . . .  
J.._ 

de esperar, sin embargo, ,,, ,, ecto de 
la reforma procesal comiencen a bajar las c ~ r a s  de recursos 
interpuestos, al tiempo que la intensa actividad desplegada por 
la Sala en el despacho de asuntos haga disminuir los pen- 
dientes 

Lo: tos observados en las Salas 3." y 
reducic 1.017 recursos se ha pasado a 1 
mera de euas, mientras que en la Sala 4." los L.IUL asuntos 
del año 1968 se convirtieron en 2.191 en el año siguiente. 
Bajó en cambio, aunque también en proporciones poco acu- 
sadas, la Sala 5." que pasó de un total de asu nteados 
que fue de 1969 en el año 1968 y de 1.566 e ) a que 
esta Memoria se refiere. 

:ne también una iínea estable. Las ci- 
:volución son las siguientes : 

1965 1966 l O C 7  1OCQ 1 0 L O  
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s queda, por último, señalar el trabajo despachado por 
día del Tribunal Supremo en relación con las Salas l.", 

2." y 6." y que puede resumirse en las cifras que siguen: 
Sala 1P Sala 2." Sala 6.& 

Recursos de casación preparados p 
el Fiscal ...................... 13 

Intervención en recursos interpuect 
por las partes ................ > L. - 801 

..... Recursos de revisión 
Otros asuntos ........... 

...... Recursos en beneficio del r-- 
Causas es competente 

Sala 2 ........ 
en que 

LB ...... 

Totales .................. - - 1.194 



:uLo v 
LA ACTIVIDAD DEL MINIC 1 FISCAL 

Vivimos tiempos de transformación, en que el profundo 
desarrollo que la sociedad experimenta, transciende a las ins- 
tituciones y se proyecta sobre aspectos bien distintos de la 
vida colectiva y entre ellos, desde luego, también los jm'dicos 
y especialmente los orgánicos. Por eso también la institución 
del Ministerio Fiscal está sometida, en cierto modo, a revisión, 
a reconsideración en sus funciones, en su cometido, en su or- 
ganización. En Memorias anteriores hemos venido dedicando 
especial atención a estos temas y también en el año a que ésta 
se contrae seguimos preocupados por el problema que supone 
llegar a una reglamentación adecuada de nuestro Ministerio. 
Sin embargo, parece oportuno que en tanto la Ley Orgánica 
de la Justicia no perfile las iíneas generales de la organización 
de los Tribunales y las Leyes procesales, también en trance 
de revisión, ni fijen el cometido concreto de los distintos Ór- 
ganos que intervienen en el proceso, nos abstengamos de avan- 
zar excesivamente en un campo que está indudablemente con- 
dicionado por lo que en estos otros aspectos se decida 

Por ello, en esta Memoria no insistiremos en cu 
que ya fueron planteadas, en líneas generales, en las an 
EUo no quiere decir que nos desatendamos del problema, sino 
que queremos coordinarlo adecuadamente con los restantes, 
y en cierto modo necesariamente previos, aspectos del proble- 
ma general de la Administración de Justicia. Esta es la razón 
de que la rúbrica de este capítulo se refiera en esta ocasión 
a la actividad del Ministerio Fiscal, prescindiendo de otros 
planteamientos más teóricos. 

Ya hemos apuntado en varios sitios que las reformas pro- 
cesales últimas no sólo no descargaron la actividad de las Fis- 

l. 

iestiones 
Iteriores. 



calías, sino que han contribuido a acentuarla, dada la necesi- 
dad de atender, en medida variable, al trámite del procedi- 
miento para delitos menores cuyo faiio corresponde a los Juz- 
gados de Instrucción. No es ésta una afirmación gratuita, sino 
que viene corroborada por las cifras de asuntos que se sometie- 
ron al conocimiento y estudio de las respectivas Fiscalías. 

En lo que afecta a las Fiscalías de las Audiencias, esto es, 
sin considerar incluidos los asuntos de la Fiscalía del Tribu- 
nal Supremo, de que hablaremos más adelante, ni los de la 
Fiscalía de Orden Público ni de los Juzgados de Vagos, el 
total aproximado de asuntos que los Fiscales hubieron de des- 
pachar, ascendió a unos 520.000. Los funcionarios dedicados 
a despacharlos, considerando completas las plantillas, lo que 
no sucede en todos los casos, son aproximadamente doscientos 
cincuenta, de donde se deduce que cada uno de ellos, por 
término medio, en el año, hubo de conocer y dictaminar sobre 
algo más de 2.000 asuntos, lo que constituye un alto nivel 
de exigencia, habida cuenta además de que, por razones de la 
distribución geográfica de los órganos jurisdiccionales, la falta 
de asuntos en algunos puntos sobrecarga en cambio las Fisca- 
lías de las capitales mayores. Quiérese con ello decir que la 
urgencia en la revisión de plantillas y en la acomodación de 
los efectivos técnicos a la realidad, es cada vez mayor. Ya es 
sabido que el problema se complica con la existencia de pla- 
zas reservadas a funcionarios que, de acuerdo con la legisla- 
ción vigente están en situación de excedencia especial, por lo 
que puede considerarse sin temor a error que el peso del des- 
pacho normal de las Fiscalías es muy considerable. 

La totalidad de asuntos de que hemos venido hablando se 
distribuye de la siguiente for 

Dictámenes escritos ... 8 
Vistas en recursos, etc. ......... . . . . . . . . . . . . . . . . . .  3.219 
Juicios orales .................. .................. 41.437 
Dictámenes gubernativos ................................ 6.058 
Inspecciones directas ...................................... = Y  3 
Asistencia a Juntas fuera del ám 1 bito de 1 

. . . . . . .  

a Audien 

. . . . . . . . .  

icia ..... 

. . . . . . . .  
- 

Total . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  - -. ... 6 
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El número de asuntos en que intervino la Fiscalía del Tri- 
bunal Supremo ha quedado reflejado en el Capítulo anterior, 
al tratar del funcionamiento de este Alto Tribunal. A los 
4.498 asuntos que, dismbuidos entre las Salas l.", 2." y 6.a, 
allí consignamos, hay que añadir otros 385 informes sobre 
asuntos y expedientes de Sala de Gobierno y Consejo Judi- 
cial y otros 114 dictámenes sobre asi versos. Es decir, 
unos 5.000 asuntos en total. 

La Fiscalía de Orden Público despaLuu -0s 1.500 asuntos 
(dictámenes y asistencia a juicio orales) y las especiales de 
Vagos emitieron unos 8.000 informes y dictámenes entre los 
once Juzgados que entienden de esta materia 

Fuera de las escuetas cifras que sólo por al 
den dar idea del trabajo desarrollado, y por 
mente las cuestiones de mayor importancia, señalamos tam- 
bién el contenido de la reunión anual de Fiscales Territoria- 
les, que tuvo lugar en León en el mes de abril de este año. 

Estas reuniones anuales han mostrado ya, a lo largo de 
sus cinco ediciones, una eficacia digna de destacar. No trata- 
mos, desde luego, de atribuirles n i n h  mérito, sino simple- 
mente de constatar que el cl I, el intercambio 
de puntos de vista, el conock : los sistemas de 
trabajo y de los criterios normaunente apiicados a problemas 
similares y, en suma, la convivencia en régimen de compañe- 
rismo durante breves días, ha contribuido a estrechar profun- 
damente los nexos humanos y sicológicos sobre los que cabe 
asentar firmemente la unidad en que el Ministerio Fiscal se 
funda. Insistimos, por ello, en la conveniencia de estos con- 
tactos periódicos y en la necesidad de institucionarlos y aten- 
der, de forma izada, a proporcionar los medios para su 
realización. 

Al igual que la del pasado año en Gjrdoba, la de éste en 
León constituyó un exponente de mutua colaboración y de 
interés manifiesto en el planteamiento y desarrollo de una se- 
rie de temas de interés para la función que al Fisca 
ponde. En esta ocasión los temas desarrollados fueron 

a) Análisis de los criterios seguidos en la artinilh,,, uLl 
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En los últimos años, la administración penitenciar 
ñola ha experimentado un notable desarrollo y perl 
miento de sus métodos y orientación. Atentos sus d í r i 5 ~ ~ ~ ~ ~  d 

recoger las soluciones que la ciencia penitenciaria y la crimi- 
nología ofrecen, han procurado adoptar métodos de tratamien- 
to, reeducación y readaptación social de los reclusos más acor- 
des con las n s hoy reconocid* válidas. 

Aunque sc nta, parece opor e la Fis- 
calía del Tribu, ,,lL, .e haga eco de la- ,.Luades que 
se han introducido y comienzan ya a ofrecer sus resultados 
en las instituciones penitenciarias del país. Si es cierto que 
el sistema penitenciario español se ha caracterizado por su 
avanzada orie ~leciendo institu- 
ciones todavíi úses, es también 
una realidad que la aplicación y perieccionamiento de las nue- 
vas técnicas de reeducación y readaptación vienen a comple- 
tar, en la práctica, los planteamientos básicos de nuestro sis- 
tema de cum o y ejec e 
libertad. 

Abordado, cuu Uutable éhLV, IIIVUILua UL clasifica- 
ción de los reclusos, conforme a una técnica depurada y apli- 
cada con meticulosidad, la Central de clasificación de Cara- 
banchel, por ejemplo, constituye hoy una institución modelo 
cuya sola existencia da idea del nivel que nuestro administra- 
ción penitenciaria alcanza. En el tratamiento de los reclusos, 
consecuencia de su clasificación, se subraya la atención a la 
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personalidad, al estudio científico de su constitución, tempe- 
ramento, carácter, aptitudes y condicionamiento social, a fin 
de hacer posible la aplicación de los adecuados medios siquiá- 
tricos, sicológicos, pedagóg que se consideren 
más aptos. La misma clasific ablecimientos, para 
evitar mezclas contraindicadas de reclusos y evitar contagios 
e impedir esfuerzos ineficaces en el tratamiento, es ya un jalón 
importante en el problema del tratamiento y reeducación. La 
existencia de establecimientos para enfermos, ancianos, ma- 
dres gestantes o lactantes, anormales, sicópatas, pervertidos 
sexuales, deficientes mentales, jóvenes delincuentes, etc., da 
idea del sentido profundamente humano y la tendencia marca- 
dan las instituciones penitenciarias [en 
alca 

La posibilidad de que en los establecimientos ordinarios 
existan tres tipos de regímenes distintos: cerrado, para los re- 
fractarios al tratamiento; intermedio, para los que muestran 
posibilidad de recuperación; y abierto para quienes han me- 
recido la confianza suficiente, da también idea de la evolu- 
ción sufrida en materia de sus temas y «grados» de tratamien- 
to. tro Código Penal se dice que ciertas penas 
p r i~  id «se cumplirán según el sistema progre- 
sivo» y que ei «regimen, grados, ascensos, trabajos, enseñan- 
za y visitas serán establecidos en la legislación penitenciaria)) 
no hace otra cosa que establecer un principio que debe ser 
desarrollado y adaptado a la realidad de cada momento y a los 
ava : la ciencia y la técnica van consiguiendo para es- 
tos 2a enorme transformación que en esta materia se 
ha conseguido en los ÚItimos cincuenta años era quizá impre- 
visible para el legislador y ha tenido que se aplicaba mediante 
las consiguientes reformas reglamentarias y la adaptación de 
sus normas a las nuevas posibilidades y directrices. 

Ejemplo bien patente de todo ello lo constituye también 
la especialización necesaria de funcionarios, tanto para las la- 
bores de clasificación, como para la utilización de las técnicas 
de observación y aplicación del tratamiento. Esta labor espe- 
cializada ha sido atribuida a los equipos, cuyo perfecciona- 



miento y composición están ya en vía muy avanzada de con- 
secución, sin perjuicio de utilizar, entre tanto, el sistema de 
formación profesional de los actuales funcionarios, mediante 
la preparación rápida y adecuada a las técnicas que tienen que 
utilizar. 

El Decreto de 25 de enero de 1968 y alguna disposición 
posterior, como la Orden de 9 de julio del mismo año, con- 
tienen normas para hacer efectivas estas directrices y orienta- 
ciones de que hablamos. Ultimamente, se ha logrado un con- 
siderable avance en el sistema de enseñanza dentro de los 
centros de cumplimiento : Trece cursos se han desarrollado en 
los establecimientos de Madrid, Barcelona, Sevilla, Oviedo, 
San Sebastián, Liria, Ocaña, Palma de Mallorca, Tarragona, 
Teme1 y Alcalá de Henares. La formación profesional, en cur- 
sos de seis meses de duración, ha logrado ya dición de 
650 certificados de aptitud profesional entre lusos. En 
el orden cultural general. se consiguieron en un año cerca 
de 1. n y alrec r- 
tif ica ; que mi 1- 

sos continúan utilizándolos. El trabajo en el exterior y la 
utilización de los medios de comunicación de masas, esvecial- 
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mite hablar, sin pecar de exagerados optimismos, y en una 
estadística pequeña en número, pero alentadora en los resul- 
tados, de la cooperación de los internos en el tratamiento y en 
la reacción favorable de los mismos a l  sistema penitenciario 
de este Instituto. 

Se ha comprobado que el plazo de adaptación a J , J L L ~ ~  



- -  - 

a travér 
lilidad, lc 
o-1:- " . 

Las car, 
ión albe 

mal  fir 
estos po 

lue se ai 
de una 
. . 

entos de 
nterna a 
. ---A- 

r para c 

acterístic 
rga, enti 

a s  de 1: 
:e las qi 

a los jóv 
idos qu 
ir\.. ntr 

el perf 

'enes en 
.e supon 

ecto en$ 

" 
servicio 
en las p 

. . 

ivenil dc 

eminentemente educativo del Centro y, en casi todos los casos 
ha sido realmente breve y no cabe duda, que a elio ha coope- 
rado en un alto grado las condiciones arquitectónicas del mis- 
mo, sus magníficas instalaciones, el clima de confianza, el 
sentido de responsabilidad que comporta la permanencia en 
establecirni~ régimen abierto y el espíritu ji : la 
población i [ue alberga. 

Por otra uarce. el utilizar técnicas de autoeobiernu, impli- 
car iisiones I de respon- 
sab les estín osibilidades 
de ,,, a UaVn,Pl al exteri,,, ,,,, han sido también factores 
eficacísimo! ita- 
miento. 

Durante el ano lY6Y las actividades de la lnstituaon han 
seguido las líneas marcadas a su entrada en servicio, tanto en 
lo que se refiere a clasificación de internos, formación cultural, 
profesional, moral y física, 1 la reins los 
mismos previas las correspc s colocai :sas 
del exterior, aun antes de aLauaaL la libei~au urruuvsr. 

sti- 
tuc 1 Y 
la carencia de una capacitación pro~esional a tono con la exi- 
gencia de la sociedad actual, obliga a orientar el tratamiento 
impartido poniendo un énfasis especial en la cualificación la- 
boral de estos jóvenes y en la dotación de un fundamento 
cull me basándose, precisamente, en el cu nto 
de stulados toda la eficacia de la Institució 

Los modernos métodos y tendencias pedagógkdb, en or- 
den a la formación profesional, descansan en la necesidad de 
estimular v llevar a cada muchacho a la elección de un traba- 
jo < dopte a sus aptitudes, lo que presupone la existen- 
cia variedad profesional de la que el interno puede 
elegv la profesión más conveniente de elias. 

Este Instituto cuenta en su estructura con otros talleres do- 
tados de la maquinaria, instalaciones y utillaje preciso para 
el aprendizaje de los oficios de: soldadura eléctrica, soldadu- 
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ra oxiacetilénica, cerrajería y carpintería metálica, ( e- 
cánica, fontanería, ajuste, torno y fresa. 

La orientación principal de esta Institución PSLLILSULL~- 
ria de régimen abierto tiende, por tanto, a someter a un pe- 
ríodo de reinserción social a los jóvenes delincuentes, median- 
te la aplicación de las más avanzadas técnicas de la Ciencia 
penitenciaria, con el fin de lograr la recuperación de los mis- 
mos, proporcionándoles el conocimiento y la práctica de una 
profesión que les permita un encaje organizado .y amparado 
por un carnet profesional en el mundo social y del trabajo. 

En el aprendizaje de oficio y profesiones, se encuadran 
no sólo a lo: : elias, S bién a los que te- 
niendo inicia e o estu lguna, no han po- 
dido completarlos, b,,, razón db ,,<entud o bien por 
razón de las circunstancias que influyeron en su vid 

El destino de los jóvenes delincuentes a este a- 
miento se efectúa por la Sección de Clasificación de la uuec- 
ción General de Instituciones Penitenciarias, a través de las 
propuestas que a la misma elevan los Equipos de Observa- 
ción de los Centros de Detención o los Equipos de Estudio 
y Tratamiento de las Instituciones Especiales y de la Central 
de Observación. Las referidas propuestas se efectúan en ra- 
zón de la menor perversión de los jóvenes y de una aprecia- 
ción del pronóstico de readaptación social en virtud de crite- 
rios de clasificación cuidadosamente establecidos a fin de evi- 
tar interferencias que se opongan a realizar el máximo esfuer- 
zo para procurar a los acogidos todo aquelio que 1 te 
el camino para alcanzar una vida social normal.» 
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« ~ u  ei presente capítulo solo poaemos aportar, como aato 
de interés, el hecho de que en la Prisión Provincial de esta 
Capital, durante el año 1969, se puso en vigor la salida al 
exterior, para realizar en diversas empresas, en las mismas 



condiciones que los obreros libres, algunos condenados. En to- 
tal han sido 15 internos, los que han disfrutado de esta situa- 
ción, todos ellos se hallaban en el tercer grado de su condena 
y que por su comportamiento ofrecían las máximas garantías 
de reforma. Salieron diariamente de la Prisión hacia el tajo 
de la obra, sin ninguna vigilancia, con traje de paisano y se- 
gún el gusto y posit del penado. Al terminar los tra- 
bajos se integraban ( 3 a la Prisión. Según mis noticias 
las empresas en donde trabajaron estos penados están satis- 
fechas de su comportamiento y rendimiento, y los penados es- 
tán satisfechos también con el trato y jornal recibido. Ha sido 
una experiei itenciari nada por el éxito.» lcia pen 

h embai . . 

a culmi 

aspecto Existe, si rgo, un importante en materia de 
cumplimiento de las penas que es necesario también comen- 
tar aquí. El régimen penitenciario ha de ser, y así resulta del 
espíritu y de la letra de nuestras leyes, el ejecutor de las sen- 
tencias aue los Tribunales dictan y la propia Ley de Enjui- 
ciam ce «las penas se ejecutarán en la forma y tiempo 
p r e s ~ ~ , ~ ~ ~  ~d el Código Penal y en los reglamentos, y añade 
que «Los Tribunales ejercerán además las facultades de ins- 
pección que las Leyes y reglamentos les atribuyen sobre la 
manera de cumplirse las penas» (art. 990), además de que, 
como principio general, establece también el mismo Código 
procesal penal que ~La'ejecución de las sentencias en causas 
por delito corresponde al Tribunal que haya dictado la que 
sea firme» (art. 985). A su vez, la misma Ley citada, dedica 
un Capítulo entero (el IP del Título VI de su Libro 11, ar- 
tículos 520 al 527) al «Tratamiento de los detenidos y pre- 
sos». Es lógico pensar, pues, que lo que la Ley quiere es que 
el Tribunal sentenciador y por consecuencia también el Mi- 
nisterio Fiscal, a quien se conceden facultades muy estrictas 
en esta materia, no sólo no se desinteresen de la «manera de 
cumulirse~ las penas, sino que la inspeccionen y vigilen, cui- 
dan~ I adecuación a la sentencia dictada. Sin embargo, 
esta a vinculación del sistema penitenciario a la auto- 
ridad judicial y fiscal está muy lejos de ser una realidad. Las 
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reglamentarias visitas de cárceles no L- 

lidad con escaso contenido y, cuandc Y 
atender las reclamaciones de los reciusos some los puntos o 
problemas de sus ejecutorias que pueden interesarles, pero 
no conocemos Tribunal que mantenga con las instituciones 
penitenciaria: adecuad jn de vigilancia e 
inspección dl ibla. Es eemos que faltan 
las disposicio~~a ~ ~ r i a u i ~ ~ i ~ ~ i i a s  urecisds vas establecer como 
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niste ta 
importante tinalidad ,, ,, w~templada en nuestras le- 
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I a visto 1 le 
Zamora, no lo es tanto si tenemos en cuenta el sistema de 
sentencia terminada que en nuestro ordenamiento se sigue. 
Pero aumentaría de entidad y también esto debe ser tenido 
ya en cuenta, si evolucionáramos, como es necesario hacer en 
parte, hacia sistemas de sentencia indeterminada, al menos 
en ciertos grados. Y esto es posible que sea una realidad 
muy pronto, al menos en lo que se refiere a las medidas de 
seguridad contempladas en el nuevo proyecto de Ley de Peli- 
grosidad social. 

En efecto, el Fisc 
te forma : 

1po. 
stión el Fiscal c 

4 el enjuiciamiento de las conduc- 
tas ; iales se mueven, principalmente, por el 
punto de orientación que nos dan los tipos legales punitivos 
con motores movidos, no pocas veces, por sustancias nocivas 
de venganza, que si tuvieron su importancia en los inicios del 
derecho penal, se encuentran felizmente superados por toda 
la doctrina penalista actual. 

Hoy tanto en el derecho penal sustantivo, como en sus 
normas procesales, predomina una objetividad que n :a 
el fruto enfarragoso de folios y más folios, en los qi: r- 
dialmente impera la investigación de una conducta ~ U G  * ~ a -  
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pada por moldes legales preténdese io 
de caracteres subjetivos humanos. 

Hoy día el carácter disociativo y disgregado1 que presenta 
el a 1 entre el órgano Judicial y Penitenciario, 
para rolador por la desvinculación existente en- 
tre UUUU, ~ U F  las llamadas visitas carcelarias judiciales, 
más o menos rutin: rizan pc pecto for- 
mulario y carencia d coord que están 
reclamando los más moaernos cauces del Derecno penitenciario. 

Hoy día, la existencia de encia determinada no per- 
mite los fines sociales de la zión individual y colectiva 
de la pena, porque el plazo limitativo es fatalista, y además 
olvidadizo de la reeducación del delincuente, hasta el extremo 
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atadas para realizar la función que tienen 
En el momento actual el hombre tarado avuiauba, yDAYYi~a 

y socialmente, aunque continúa en el mismo estado, es arroja- 
do nuevamente al turbulento mundo social, para que siga no 
solamente enfermo sino también para que continúe sus con- 
taminacione- 

Estos ci de relieve la insuficiencia 
existente en la lucha contra el crimen, y resalta cierto desfase 
entre el progreso técnico y espiritual del hombre, que nos debe 
obligar a pensar seria y detenidamente. 

La d re ocupación del haiiazgo de la delincuencia y deseos 
de ás adecuadamente al del ren nuevos 
hor y veo en la mente cami tntuyen re- 
sultados loables. 

El Derecho Penal aparece como normas reguladoras de con- 
ductas humanas que han producido mutaciones materiales en 
bienes jurídicamente protegidos o han creado sin de 
peligro, que diagnostican su aparición en la convive ial, 
sirven de garantía para los ciudadanos y defensa de la ciudad, 
y procura 1 tación del delincuente para la vi 101- 

mal en la I ad humana. 
El Derecno renal nos marca el camino común de la pre- 
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vención y de la reprensión formando un todo orgánico y una 
bella arquitectura jurídica, porque filosóficamente se nos está 
diciendo que es mucho mejor evitar que reparar, porque téc- 
nicamente es factible esta unión, ya que las distinciones entre 
delito material y formal y delito de resultado y de peligro 
no se oponen, y pena y medida de seguridad lo aconsejan, y 
porque prácticamente entendemos para que la prevención ten- 
ga la eficacia adecuada ha de tener entrada por el mismo cau- 
ce legal que la re~rensión. Qué bello resulta echar la mano al 
hermano pai: a, y quí :o 
que se le pic metida. 

El Derecho Penal se nos presenta como catador de conduc- 
tas perniciosas para el cuerpo social, y es órgano de alarma 

5 dolor supone -a evitar 
le por la 

que detecta la perturbación del armónico concierto de la acti- 
vidad humana. El es 1 debe decir lo que lesiona 
este 
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EI uerecno renal, simuitaneamente, es garantía para los 
ciudadanos y defensa de la Sociedad, porque mediante él la 
persona humana sabe que solamente será sometida a tratamien- 
to que menoscaba sus derechos por conductas imputables que 
están previamente marcadas por la Ley, y porque el ente 
social puede y debe señalar los casos en que los int D- 

lectivos requieren lesionar intereses privados. 
Al Derecho Penal no le negamos la posibilidad de una fina- 

lidad expiatoria, retribucionista, intimidadora y de defensa de 
la Sociedad, pero cuando se ensanchan nuestros pulmones ju- 
rídicos y nuestra alma siente gozo de bienestar, es cuando le 
contemplamos como educador y correccionalista del ser huma- 
no, de este ser que es nuestra propia naturaleza, en cuanto 
que está internado en un mismo ente colectivo por vínculos di- 
versos. 

Por esta LLLIUIVu correctora y educadora del ciudadano ve- 
mos al Derecho Penal robustecido, en cuanto que las grietas 
que presenta por la aplicación de tratamientos independientes 
del estado peligroso y del sometido a régimen penitenciario, 
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van a ser reparadas por la conexión que ha de tener el trata- 
miento de la cuestión punitiva en su triple aspecto de tipifi- 
cación de conductas, peligrosidad creada para el ente social y 
trata adecuado, sin que estos tres as] uedan te- 
ner acotadas e independientes, por I materias 
de a -DUO todo, el hombre y la sociedad, que uaradas diso- 
ciativgmente no lograrían los resultados deseados. 

Considerar al Derecho Penal en esta triple funció~ li- 
ficación de conductas como garantía de derechos humanos y 
defensa social, declaración o no de peligrosidad que implica 
o pone de relieve la potencialidad del hombre para seguir rea- 
lizando infracciones punitivas, y la normativa del tratamiento 
del delincuente, ha de ser el ámbito del Derecho Penal, en 
cuerpo legal único y compacto, para dar consistencia y entra- 
da a normas que aún no han formado parte de nuestros Códi- 
gos Punitivos (Vagos y Maleantes y Peligrosidad Social), e 
impedir que se marchen las aue tratan materias que siempre 
tuvieron su encaje er ienitenci 

Los medios proc ad de e le 
función son: 

Para la primera, las tres clases de procesos que deben de 
existir con arreglo a la entidad de la violación jurídica de crí- 
menes, delitos y faltas, con la competencia de Audiencia, Juz- 
gado de lo Criminal y Juzgados Municipales respectivamente. 

Para la segunda función o declaración de peligrosidad es 
preciso introducir en el proceso normas encaminadas a deter- 
minar las condiciones somáticas, psíquicas y ambientales del 
sujeto activo del delito, y siempre que éstas la arrojen su de- 
clara de ser obligatoria para el juzgador, que deberá 
insta solución a través de la sentencia indeterminada, 
ya que a priori no se puede saber el resultado del tratamien- 

que debe ser so el delincuente. 
'or lo que respt i última funciór os que el 

cumplimiento de las penas ha de ser bajo ia mspección del 
órgai ial que las impuso como velador del cumplimien- 
to dc soluciones, que si no presenta problemas de gran 
importancia en el supuesto de sentencias determinadas, sí pue- 
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den surgir éstos cuando la misma sea indeterminada, ya que 
durante el tratamiento impuesto y ante la inconaeción del 
tiempo, el penado, tiene derecho al más adecuado y a su reali- 
zación en el menor tiempo posible, por lo que este nuevo en- 
juiciamiento que acarrea la indeterminación de la resolución 
ha de ser a través de alegaciones escritas suceptibles de im- 
pugnación a través de dictámenes del Ministerio Fiscd o a 
instancia de éste y su impugnación por posibles perjudicados.» 
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L G I V G U L I Ó ~  de los T r i b k c ~ l c ~  cu IllaLclla de cum~limiento de 
las penas y que inistra- 
ción penitenciar ~uéllos. 

Existe un aspecto en esta materia de establecimientos pe- 
nitenciarios que parece de escasa importancia pero que a nues- 
tro juicio la tiene y que quizá cada día pueda tenerla más. Nos 
referimos a los llamados «depósitos municipales, o lugares 
donde, en cada uno de los núcleos de población donde no 
existe establecimiento uenitenciario del Estado. se detiene y 

s apre- 
a car- 

go de los respectivos Ayuntamientos, que están merec~endo ya 
mucha atención por parte de algunos Fiscales nduda- 
blemente deben ser estructu~ados conforme a 1 istintas 
de las actuales. No es infrecuente el caso de que, en núcleos 
de población de escasa entidad, haya de retene monas 
que del sometidas a la actuación judicial almen- 

ísticas, en épocas en que el turismo interno o 
; frecuente e intenso y en que suelen produ- 

cirse abundantes accidentes de tráfico, aparte de otros hechos 
que obligan también a la retención preventiva de personas, 
los lugares donde esta detención ha de llevarse a cabo no sue- 
len reunir las condiciones adecuadas. Cierto es que la estan- 
cia suele ser co en ocasiones ésta ha tenido que pro- 
longarse, aunqu, .,, ,Acepcionalmente, por más de una o dos 
semanas y ello crea problemas que deben ser considerados con 
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detenimiento. El Fiscal de Jaén dedica varias páginas de su 
extensa Memoria a este tema y describe la situación y con- 
diciones de los depósitos existentes en aquella provincia, al 
tiempo que controla y conoce las detenciones que en los que 
se llevan a cabo y el tiempo de duración. Algo parecido hace 
también el Fiscal de Ciudad Real, que vivamente imvresiona- 
do por las visitas que ha realizado a algu ce 
en su Memoria lo que sigue : 

nos de 

cuenta 
5n del o 

existen. 
:tente p; 

. «Voy a empezar este capítulo con un tema: los depósitos 
municipales, al que realmente no había dedicado antes ningu- 
na atención, este año me propuse visitarlos, y me ha impresio- 
nado tan profundamente que pretendo elevar separadamente 
un informe no sólo a V. E., sino al Director General de Ins- 
tituciones Penitenciarias y al Gobernador Civil de la Provin- 
cia; habida cultades tes en orden a la 
determinacic o compr ira atender, al sos- 
tenimiento ae este servicio; si bien por el contenido de una 
Orden comunicada del Ministerio de Justicia de fecha 5 de 
marzo de 1956, parece sigue siendo obligación municipal, 
pero los Ayuntamientos suelen carecer de medios económicos 
suficientes, su hacienda es deficitaria y además se excusan 
fundados en ese traslado de las obligaciones de justicia al Mi- 
nisterio.~ 
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La solución de este problenfa n sa- 
rio revisar incluso la legislación sobre cargas aei nsraao y aren- 
c io~  xir por los Ayui OS, pero es urge al 
me1 lgunas zonas, se sin mayor dilac 

Nos queda, por Último, citar las cifras de reclusos reteri- 
das al úitimo día del año 1969, al que esta Memoria se dedica. 
Los datos que llegan a nuestro poder nos indican la existen- 
cia, en dicha fecha, de 8.552 detenidos y presos a disposición 
de los Jueces y Tribunales. Naturalmente esta cifra no refleja 
la total población reclusa de España, porque faltan los someti- 
dos a otras jurisdicciones y también los que se encuentran 
cumpliendo alguna medida de seguridad. Sin embargo, pode- 
mos establecer comparaciones si recordamos que la cifra dada 



en la Memoria anterior para el 31 de diciembre de 1968 as- 
cendió a 7.695 y la de 1967 a 8.496. Tenemos ahora a la vista 
los datos completos de la población reclusa en el 31 de di- 
ciembre de 1968 y vemos en ellos que ascendía a 12.176 (Me- 
moria de la Dirección General de Instituciones Penitenciarias). 
Estas cifras pueden damos una aproximación del problema y 
de eilas podemos deducir también el privilegiado lugar que 
ocupa España en relación con los restantes países occidenta- 
les, ya que sólo dos o tres la aventajan, proporcionalmente al 
número total de habitantes, en menor cifra de población re- 
clusa. 

condenas a muerte, a que siempre nos referimos afor- 
lente para consignar datos negativos, tienen también 

Cu CDLC año el mismo signo. La Audiencia de La Coruña hubo 
de imponer una, pero 1 icia no 
se ejecutó. 

remisiói 

-*  ~--.-3 
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fin el pasaao año, los ~enericios de la CUIIUCIXd cunciicionai 
se aplicaron a 10.476 penados casos hubo de 
dejarse sin efecto por incumpli andiciones exi- 
gidas durante el período de prueba o suspensií 

No quiere decir esto que la suspensión 1 ondena 
quiebre solamente en este 5% que aproximadamente señalan 
los datc mente falta vigi nedios, procedimientos 
adecuac una eficacia m la institución. 

Es esra una institución a la que ius Fiscales han dedicado 
siempre te. En E icluyen 
sugeren aodificac isignan 
en el Úitimo capítuio de ésta, y tambien analizan ciertos as- 
pectos que es conveniente reproducir aquí. 

El Fiscal de Málaga plantea la necesidad de actualizar la 
vieja Ley de 1908 en estos términos: 
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«Sin eludir el riesgo de caer en monotonía, no se puede, 
en este apartado, olvidar la necesidad de una actualización de 
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la vieja Ley de 17 de de 1908, reguíadora de 1 1- 

sión de cond 
Concretamente hemos de señalar como posibles aspectos 

de la reforma: 
l." Posibilidad de aplicar los beneficios de la condena 

condicional a delincuentes no primarios, pero cuya anterior 
cond iubiere sido por delito culposo (revelador de esca- 
sa o :ligrosidad) o por hecho delicuvo ya cancelado o 
que, teniendo en cuenta el tiempo transcurrido desde su san- 
ción, podía haber sido cancelado o bien haber prescrito la 
pena impuesta en su día. 

2." Admitir la ( nisión F ia 
en aquellas superiore Feriores 1- 

do de esa forma a los pocos deseables indultos gene 
3." Mayor flexibilidad en los plazos de que Po- 

dían ser menores o mayores que los actuales los casos. 
4." Reforma del artículo 14 de la Ley en c~iestión en 

sentido más acorde con el espíritu de dicha instit 10 

dejándose sin efecto los beneficios más que en e ie 
delito cometido durante eI plazo de prueba, no así cuando el 
reo fuese condenado durantc 70 

cometido con anterioridad. 
5." Que en los delitos cumeuuus yur mruuwc ia  cmbue- 

se un precepto similar al cc en el 1 5." del ar- 
ticulo 565 del Código Pena ando al 11 una fa- 
cultad discrecional en la aplicacion a dichos reos ae la suspen- 
sión de condena. 

6." Necesidad de que la o- 
nal, e notific plazo s L U U S L ~ - ~ ~  igual 
que ienas- zrtificaci l Registro Central 
de Penados y Rebeldes para que la institución tenga la debida 
virtualidad, hoy día prácticamente inexistent 

En relación con el último apartado nos ,e- 
rir la conveniencia de la existencia en toda k1s~aii.d uci curres- 
pondiente fichero de ejecutorias, obligación que debería ser 
extendida a todas las Audiencias e incluso la formación de un 
servicio centralizado en el Ministerio de Justicia puesto que 
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la multiplicidad de Tribunales derivada de la Ley de 8 de 
abril de 1967 hace, muchas veces, sumamente difícil el debido 
control sobre la marcha de las ejecutorias. 

anterioi :on la 
actitud, Regis- 

tro Central de l'enados y Kebeldes debería acoger los moder- 
nos procedimientos en el campo de la tkcnica electrónica que 
eliminarían los numerosísirnos errores que actualmente se ob- 
servan en su funcionamiento. 

: los pro 1s per- 
ltervenc a sen- 

renciaaora en insuniciones tales como la redención de penas 
por el trabajo y libertad condicional, que deberían perder su 
carácter automático en aras de una mayor individualización 
penal., 
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W~LCL d obligaclo curricntario suore ra apncación del 
beneficil idena co mece interesante men- 
cionar 1 ible nec ener una total unidad 
de criterio en el momento de su concesión. Es decir, nosotros 
cremos que, ante penas y delitos idénticos y en situaciones per- 
sonales parecidas, resulta injusto establecer diferencias. Antes 
de la reforma del procedimiento, Dor la Ley de abril de 1967, 

:il. Conc rta Provincia no surge 
ita que ón Segunda, agravado 

ahora extraordinariamente como consecuencia de la puesta en 
marcha del nuevo procedimiento para delitos menores. Ya no 
son dos Salas las que pueden mantener criterios distintos en 

ento de aplicar la suspensión de condena, sino tantos 
lzgados de Instrucción. De hecho se viene observando 

que unos la conceden con más generosidad que otros, e inclu- 
so, en ocasiones, se aplica a determinados delitos para los que 
siempre estuvo negado el beneficio. No habrá problema si pro- 
cede aplicarla por Ministerio de la Ley, en los supuestos del 
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articulo 94 del Código Penal, pero sí se presentará cuando 
depende del arbitrio del Tribunal. 

Una regulación más rígida de las condiciones indispensa- 
bles para suspender el cumplimiento de la condena, como so- 
lución del problema, iría contra la naturaleza misma de la ins- 
titución. Por ello, no vemos otro medio de evitar esa diversi- 
dad de criterios que el de atribuir en todos los casos a la 
Audiencia la facultad de conceder el beneficio. Es decir, una 
vez dictada la sentencia por el Juzgado, elevar la ejecutoria 
a la Audiencia, con el fin de que decida, extendiéndose tam- 
bién a ella la competencia para dejar sin efecto la suspensión. 
De esta forma serían únicos los libros-registros establecidos 
en el Decreto de 23 de marzo de 1908 con la ventaja que 
esto supondría para la vigilancia y control de los penados.)) 

3. El Patronato de Protec !a Muja 

No es éste, propiamente, un tema «penitenciario» y por 
eiio sólo debe ser incluido en este Capítulo con la salvedad 
de que lo hacemos por tratarse de una institución que entra 
de lleno en el ámbito de la poiítica de prevención penal. Al pro- 
blema se refiere el Fiscal de Pontevedra en un estudio inte- 
resante de la Ley de 1952, que reproduciwn~ 

bservacic 

u a  Ley de 20 de diciemore ae 1952 ha sido desae un prin- 
cipio insuficiente y resulta hoy anaaónica. 

1) Ha sido siempre insuficiente por cuanto, no habiéndo- 
se cumplido nunca su art. 31, que ordenaba la publicación en 
el plazo de seis meses del Reglamento del Patronato, éste y 
sus servicios han venido funcionando sin una normativa re- 
guladora detallada, cubriéndose su on el bi ido 
e intención de cada Junta, que es sus pro jce- 
dimientos y organización administrauv, + r a  anda 
pero a las que faltó siempre la unidad de sistema y criterios 
entre todas las Juntas Provinciales, que la seriedad de su fun- 
ción hacía aconsejable. Esa misma falta de normativa deta- 
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Uada de su funcionamiento interno ha entorpecido 18 
ciones con las Juntas locales y hasta con la Nacional, J 
cialrnente creemos que ha sido una de las causas de qut A-,- 

unidad de programa y de acción al conjunto de nues- 
Jacional. Cada Junta Provincial ha tenido sus 
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plo muy concreto de esa faita ae erlcaaa por insutiaente 
desarrollo de la Ley, 11 os, en la labor señalada en el 
párrafo 2." del núm. 4. t. 3." de la Ley y el núm. 7." 
del mismo artículo, jat 
tengamos noticias. 
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De otra parte, esa msuticiencia, se manifiesta tarnt,,, ,, 
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cipios propios de una Ley, pero raltos ael apoyo de un Kegla- 
mento que desarrollara el cauce concreto en que los 1 
y funciones del Patronato se desenvolvería. La referenc 
Leves Generales, como el Código Civil o el Penal, si bien en 
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a) El art. 19 que a las medidas de protección y 
regeneración previstas .t. 446 del Código Penal, olvi- 
da que las medidas de ese ~ d i e o  están siemure referidas a 
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b) 
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Igualmente el art. 23 está en contradicción con el pro- 

pio art. 321 del Código Civil a que se remite, pues éste, repe- 
timos, sólo obliga a las mayores de edad y menores de 25 años 
a «no dejar la casa paterna sin licencia ... etc.», pero no les 



impone la obligación de residir en un domicilio distinto, seña- 
lado por el padre. 

Se hace evidente, pues, una revisión de los supuestos de 
actuación de las Juntas y la concesión de la f a c d d  de sus- 
pender por sí la patria potestad mal ejercida sobre los meno- 
res, en forma análoga a la que se ha concedido a los Tribuna- 
les Tutelares de Menores, en su fi 
la forma que más adeiante se indica 

iora y t 

11) En cuanto al anacronismo de la Ley basta destacar 
dos hechos fundamentales-legislativo uno y sociológico otro- 
para ponerlo en evidencia: a) El Decreto de 1956 sobre abo- 
lición de la prostitución, que ha alterado el panorama legisla- 
tivo y fáctico contemplado por la Ley de 1952; b) La promo- 
ción e independencia de la mujer que, si bien la ha liberado 
de la necesidad del sometimiento por lucro al comercio car- 
nal, ha abierto otros cauces por el ejercicio de ese h o r a 1  
trato que, sin constituir ilícito penal, ni prostitución legal, por 
la ausencia de mediación, explotación o precio, sí corrompe 
nuestra juventud femenina, y hace necesaria otra orientación 
del tratamiento preventivo y regenerador de las jóvenes co- 
rrompidas o en grave riesgo de serlo. 

Consecuencia de eilo la necesidad de extender la acción 
del Patronato fuera de los límites de lo puramente delictivo y 
de 1; iación de la potestad paterna, con- 
finé ~sibilidad de suspensión de la pa- 

linación 
insistim 

tria potestaa en los casos de corrupción no delictiva (único 
caso de acción de los arts. 445 y siguientes del Código Penal), 
sin imponer la necesidad de recurrir a la vía ordinaria de una 
mayor cuantía, para conseguir de los Tribunales ordinarios 
esa suspensión del poder paterno. 

111) Una faceta no bien atendida por el Patronato y donde 
entendemos, sin embargo, que se hace cada día más necesi- 
tada su acción, es la tutela y tratamiento de las débiles men- 
tales. Un gran sector de las mujeres en vía de corrupción lo 
son por su incapacidad intelectual para valorar el pleno alcan- 
ce de su obrar y resistir a la acción o sugestiones de los más in- 
teligentes que ellas. Y para estas mujeres de inteligencia defi- 



le inten 
s veces 1 

1 encont 
fuerza e . - 

A 

rar acor 
:1 internr 

ueden k 
nica, COI - . -  

nodo, or 
miento 

5entaciói 
de una 

citaria, el trato ordinario de los colegios que suele disponer el 
Patronato, es inoperante. Creemos que se hacen necesarias 
instituciones para subnormales, y ha! 
atender a esa c ióvenes I 
social y labora 

IV) Estimamos que la labor tuteladora del Patronato a tra- 
vés de la orientación y trato externo de las jóvenes en trance 
o peligro de corrupción, es más eficaz e interesante que las me- 
didas ( iamiento que, desgraciadamente sólo consiguen 
mucha la suspensión de una forma de vida, que se rea- 
nudará al ser extemada. Junto a los colegios estimamos tan 
o más necesario el establecimiento de «Casas de acogimiento 
o familia», donde las jóvenes trabajadoras, alejadas por azar 
de la vida o im~osición de su trabaio. de su medio familiar, 
pueda da. Muchas ve- 
ces se n peligro por la 
ausencia de otra alternativa menos radical que permita orien- 
tarla y vigilarla efica: 
medio ambiente. 

v> N O P  is Junta funcionando en pleno 
auge de la téa i los so11 1s del buen sentido y la 
buena voluntad. Además de las visitadoras, necesariamente con 
título de Asistente SI la cooperación 
con las Juntas de psic personal espe- 
cializado. Los sociólogos pueaen a m a r  a escala nacional para 
determinar las orientaciones generales 
acción. Pero cada Junta debe dispone 
psicólogo, tanto o más importante que el médico, para la 
atención y orientación de nues bladas. Una coordinación 
más perfecta con las Juntas dc Ión de Menores, podría 
servir para utilizar plantillas comunes, sin necesidad de au- 
mentar la carga burocrática del Estado. 
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B) Puntos concretos de las dispm2ckmes de la Ley vi- 
gente que debe ser objeto de la reforma 

Limitándonos a señalar las normas que consideramos des- 
fasadas, nos permitimos destacar como preceptos necesitados 
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de rc de 20 de diciembre de 1952, lo 1- 

tes : 
Articulo 1 .  ~ x ~ o d t a  vago y pretencioso en la viulrauia- 

ción de los fines del Patronato. El «velar id 
pública», así «in genere», excede de nuestr: Y 
de nuestra eficaz actuación. Y de otra parte queaa sin pro- 
clamar el fin de auxilio y tutela a la mujer menor de edad. «La 
moralidad de la mujer joven y la orientación para su forma- 
ción y adaptación social», debiera ser los fines proclamados. 

Articulo 3.9 párrafo 2." Suprimir «moral católica, y de- 
jar simplemente «moral» ya que lo otro es incompatible con 
la ya reconocida libertad religiosa y existe 3ilidad de 
que las jóvenes pertenezcan a otras confesio 

Articulo 3.", párrafo 3." Queda señalado que es insuficien- 
te, pues deja fuera de la actuación «ex officio» del Patro- 
nato los casos, cada día más frecuentes, de supuestos de co- 
rrupción no delictivos. Se hace ureciso conceder al Patrona- 
to la posibilidad de uspensión de los derechos 
de guarda o patria representantes legales de 
las menores, en esos supuesi 

Capitulo 11. Las elefa Juntas plenas han sido 
inoperantes v meramente forrua_les. Las Comisiones perma- 
nent composición técnica y un 
exce ~ráctica stra Junta 
Provmciai nos ha demostrado lo eklcaz de la participación en 
las deliberaciones, c pero sin voto, del elemento auxi- 
liar técnico, cuyo i oral es siempre más matizado y 
eficaz, que el escrito. L FIU e110 creemos debiera reestructurar- 
se todo este Capítuk icer más realista la compo- 
sición de las Juntas composición de las Comi- 
siones permanentes al vicepresiaente, Fiscal, psicólogo y Ges- 
tor, si se acuerda su designación, y dos vocales femeninos, 
introduciendo en cambio la audiencia directa en las delibera- 
ciones del personal auxiliar técnico (Visitadoras). 

Artículo 17. Debiera preverse también el supuesto de 
menores desvalidas y el de incompatibilidad entre el interés 

en nue 

moralida 
ilidades 
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Articulo 14, p a v o  L." >u reaaccion es defectuosa, lo 
que hace inoperante. Dice : «En los mismos casos. ..» (que 
los del párrafo 1: esto es, art. 446). Pero los casos del ar- 
ticulo 446 del Código Penal se refiere a hecho vos que 
exigen como requisito tipico la edad menor de : ¿Cómo 
pueden adoptarse las medidas contra mayores de 23 años, 
en los i legalmente no pueden darse? 
El casl )S y menores de 25 debiera ser 
objeto uua u w u a  CUVLLUIL~,  ~recisa v sin referencia almi- 
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cesion de la facultad de suspensión de la patna potestad o 
guarda privada, por decisión del Patronato, en expediente con- 
tradictorio, revisable ante la Jurisdicción ordinaria en el pro- 

~diente. Ello haría sup :1 art. : 
amente inoperante por 1 lltades c 
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uisito ÚI lico de «que se 
acojan», ia suternauva «o lo preasen, ... para permitir la acu- 
sación del Patronato sobre huérfanas, menores y desvalidas 
que en su ignorancia o malicia intenta rehuir toda ayuda o 
sujecii 

C) fin orden a la organzzaczm y tendencias del l'atronato, 
DS : 

a) Con expuest . - :os y re- Pi1 

sumienao, creemos que las facetas especiales deben ser: 
l." Fomentar las acasa de acogimiento o familiares». 
2." Crear Centros especiales para débiles mentales y sub- 

normales. 
3." Reorientar los Colegios y centros de internamiento ha- 

cia una acentuación de su labor de formación profesional. 
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4." Promover una mejor cooperación y hasta dirección 
de la faceta policíaca de la persecución del vicio. 

5." Promover la coo~eración con Organismos ~Úblicos o 
privados que 

b) Aunc petición la 
menor es a veces emDarazos0, resulta inevitable, en cuanto el 
articulo 156 del Código Civil concede el derecho al padre de 
recabar el auxilio de la autoridad gubernativa, sin dar opción 
a ésta para negarlo. De otra parte esa faceta de la potestad de 
la Junta en la práctica la he Útil, pi C 
mente promovida, permite o :ad sobrl :S 
en trance de corru~ción, sobre las que no podría actuarse ae 
otro modo qi vés de la entreg, a a la Junta. Po- 
dría consider pero la posibilic itribuir al Tribu- 
nal Tutelar de Menores la aplicación del art. 156 del Código 
Civil en los casos de rebeldía, que no afecten a la moral. Lo 
que sí creemos debe revisarse, como ya dijimos, es el supues- 
to de mujere .- 
visto en el a Y 
excesivo. 
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Segundo. Creemos que se hace ,- 

diente contradictorio, recurrible en r I- 

mento, ante un órgano especial, anexo a la Junta ~acionai, 
pero independiente de ésta, presidido por un funcionario ju- 
dicial y que vele por los derechos e intereses de las menores 
o sus representantes legales. 

Los supuestos de internamiento ,- 

den fijar «a priori», por ser probleman LvuLLLw, 

que nc I se pue 

Tercero. La contradición entre las mayorías de edad pe- 
nal y civil, tan perturbadora, se ha acentuado con el desarro- 
llo social e intelectual de la mujer. Los topes de las edades 
actuales son desfasadas y discordantes con la realidad. Cree- 
mos que la actuación del Patronato sólo debiera ser plena so- 
bre las menores de 21 años. Sobre las mayores de esa edad y 
menores de 23, en los casos de prostitución probada o delito, 
y sobre las mayores de 23 sólo a petición de la mujer y en la- 



bor de auxilio. En cambio, convendría estudiar la posibilidad 
de que nuestra acción pudiera ejercerse también sobre las 
menores de 16 años y mayores de 13. La coincidencia de 
competencia con el Tribunal Tutelar de Menores debiera re- 
solverse en esos casos a nuestro favor por la especialidad de 
la función del PatronrA- 
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las inici; 
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Cz to un matiz más social. 
Podríauiuu agrLscu YuF; ri 1 auuuaw debe estar siempre dis- 
puesto a cooperar con todas 1 ción so- 
cial de la mujer. Educar y ei no para 
moralizar en profundidad. 
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Quinto. Dada la actual tendencia a repudiar todo pater- 
nalismo, podría sustituirse el nombre por «Patronato de Orien- 
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e1 de Vigu, U~~~~~~~~~ ~ U U U U  que la Ca- 
pital, lsejar la subsistencia de Juntas locales. 
Esa m i, empero, nos hace exigir una más per- 
f .  :ooramacion y regulación de las relaciones entre las Jun- 

~vinciales y las locales que debieran funcionar como Co- 
les-delegadas de la Provincial y no como Juntas locales. 

a la co 5n de las Junta! mitimos 
u10 11 dj 1. 

~mposicic 
Forma dc 

S nos re 
e la Lej 

u c y w r r u r .  Se hace precisa una mayor trLUiLaLión del 
personal. En cuanto a l  carácter, composición y naturaleza de 
las Juntas y su personal, estimamos: 

a) Las Juntas deben ser decisorias y fiscalizadoras. 
b) Deben disponer de un Gestor-Secretario, encargado de 

ejecutar los acuerdos. Titulado : Licenciado en Derecho, gra- 
duado social o sociólogo. 

c) Designación por concurso y contrato administrativo 
del órgano gestor. El resto de la Junta, salvo los vocales natos, 
designados por la Nacional, previa propuesta en tema del Pre- 
sidente Gobernador Civil, informada por la Comisión perma- 
nente. 
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d) Debieran est :sentados en las Juntas, el Go- 
bierno, a través del < ior Civil-Presidente, o su delega- 
do, Vicepresidente. El Fiscal, en cumplimiento de su misión 
de representar y velar por los menores. Las Organizaciones 
femeninas de acción social: Sección Femenina, Asociaciones 
de Apostolado seglar, etc., que designarían sendas vocales fe- 
meninas. 

e) El pe :jecutivo tl 
Gestor-Secre 

fl ~1 pe :r: 1: De plant 5- 
tituido por Visitadoras-Asistentas sociales, con cursos especia- 
les de capacitación en razón de la especialid periencia. 
1." Contratado : el psicólogo y el sociólogo ei o. El mé- 
dico remunerado por acto profesional. 

g) El P administrativo ! :r 
de plantilla, permite la convi :n 
fa misión bILvuaubd concreta del Patronato. 

( IS aconse- 
jarle 

1.- ~entraiización de' cuentas, con una sola mtervención 
delegada, central y libramiento «en firme» de los gastos de la 
provincial. 

2." Normalización de procedim 
3." Utilización de formatos e ir o- 

das las Juntas. 
L 
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Fi 
Uas cuestiones que puedan tener un interés general, traemos a 
estas páginas el estud sobre el tema e 
el Fiscal de Valencia. 

El Código Penal tipo para Latino-América, es una inicia- 
tiva del Instituto de Ciencias Penales y consiste en una tarea 
común de los más destacados uenalistas del Continente, des- 
tinad~ L 

de b2 L 

Ibero-Aménc~ 
El métodc bajo consiste en la preparación de pro- 

yectos de textos concretos, debidamente fundamentados, so- 
bre puntos determinados del ordenamiento penal a cargo de 
comisiones nacionales o regionales, que se discutan y aprue- 
ban, en su caso, en reuniones plenarias periódicas. 

Coordina y dirige la tarea un Secretariado Ejecu L 

sede en Chile y cuya cabeza es el Presidente del Ins 
Ciencias Penales Profesor Dr. Novoa. 

Se han celebrado reuniones plenarias con resultados ya 
plasmados en articulado, en las siguientes ciudades: Santiago 
de Chile, año 1963; Méjico, año 1965; Lima, año 1967; Ca- 
racas, año 19i 

Hasta ahc F.IQUUlado casi dos tercios de la parte 
general del Derecho Penal, única que se contempla, ya que la 

itivo cor 
tituto dt 



especial cae fuera del ámbito previsto por considerar que las 
peculiaridades de cada país impiden una codificación unifi- 
cada. Se refiere lo hasta ahora hecho a: Ley Penal; hecho 
punible; imputabilidad; culpabilidad; causas de justificación; 
autores y participes; reincidencia; habitualidad y profesiona- 
lidad; penas y medidas de segu*:-'--' 

Como primera tarea se elaE declaración de princi- 
pios a los cuales debía ajustarse rior articulo del Código 
tipo que quedó redactada en el siguiente decálogo: 

1) Nadie puede ser condenado sino por hechos previa- 
mente declarados punibles por Ley. 

11) Nadie puede ser conde ras por 
Leyes anteriores al hecho. 

111) Nadie puede ser condenado sino por disposición con 
carácter formal de Ley. 

IV) Las Leyes Pe :oen aescribir h 
de manera precisa e inequívoca. No se admite id u a i u g a .  
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. , No hay aelito sin culpa0,ilidad. La Ley  ena al debe 
proscribir toda forma de responsabilidad objeti 

VII) La responsabilidad penal es extrictan :rsonal. 
VIII) Nadie puede ser condenado sino en PIULC~O legal 

previo, seguido ante Tribunal 1 nte constituido de for- 
ma regular. La defensa será lit se admiten Tribunales 
de excepción. 

IX) Toda Irá ser- 
lo de nuevo po 

X) Toda +13"~d Uentras no sea 
legalmente condenada. 

El texto articulado presenta el carácter ae un compromi- 
so doctrinal entre las diversas tendencias que representan sus 
autores tratando de ser un denominador común de las corrien- 
tes que informan el pensamiento y la práctica jurídico-penales. 
Así, temas debatidos como, por ejemplo, la pena de muerte, 
precisamente por su índole polémica, no han tenido reflejo en 
dicho articulado. 
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Sin ánimo de dar una noticia exhaustiva del contenido del 
mismo destacaremos sus aspectos de mayor interés a la vista 
de nuestra legislación : 

A) Comienza el texto articulado estableciendo reglas de 
interpretación. Como tal viene recogido el principio «no bis 
is idem» aue ciertamente ha sentado, de una manera absoluta 
nuesti na legal, pero que de todos modos no está fuera 
de lu la Ley. Tal  vez hubiera sido deseable que se 
hubiese aaao a este principio una mayor amplitud para resol- 
ver dentro del ámbito penal y con arreglo al caácter específi- 
co del Derecho Penal, el delicado problema de la concurrencia 
con sanciones de tipo administrativo. 

Igualmente, se establece con carác jrincipio legal, el 
de prevalencia de la norma especial sobre la general. También 
este principio ha sido acogido por nuestra Jurisprudencia, y 
basta recordar la aplicación del tipo de defraudación mediante 
contrato simulable en los casos que en aue habiéndose docu- 
mentado el acto se pr n concur ~rmas frente a la 
calificación de falsed: afa. Per o que la aplica- 
cación de este principio lnterpretativo pueae en nuestra prác- 
tica encontrar una dificultad notable, dada la existencia del 
articulo 68, sería de interés el recogerlo en el texto legal, si- 
4"era fuese como una salvedad a lo preceptuado en dicho 
artículo, que ipuesta por la naturaleza de las cosas. 

B) En 1: i referente a la imputabilidad debe des- 
tacarse el articulo XX, que con carácter general excluye como 
causa de inimputabilidad el trastorno mental preordenado al 
delito, exclusión que en nuestra Ley Penal sólo se realiza de 
modo expreso respecto a la embriamez y que convendría gene- 
ralizar para no tener aplicacic ) 

doctrinas de dudosa aceptació 
C )  En la sección relativa a la culpabilidad destaca en pri- 

mer lugar la regulación de la imprudencia, punible sólo en los 
casos expresamente señalados en la Ley y configurada como 
inobservancia de nuestro Código, tanto porque las formas de 
culpabilidad tienen un carácter general y no se justifica su 
punición a casos específicos, cuanto porque la configuración 
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objetivista que la Ley Española confiere a la imprudencia, tie- 
ne indudablemente un carácter de garantía que no puede des- 
conocerse. 

D) En segundo luj irtículo E, de es ia sec- 
ción recoje de una mar resa como caus: :lusión 
de la culpabilidad o de atenuación de la misma el error en la 
prohibición sin hacer distinción alguna debida al carácter pe- 
nal o extrapenal de la norma sino atendiendo exclusivamente 
a la vencibilidad o invencibilidad de dicho error para atenuar 
o excluir la aplicación de la pena. También sería deseable que 
nuestra Ley regulara este tipo de error que durante tanto tiem- 
po ha tropezado en su estimación como eximen nuante 
con el articulo 2." del Código Civil, y que aun( ,ido ya 
admitido por la Jurisprudencia tal vez sería preferible, tanto 
desde e de la s desde 
el de la que lo 
remilase 

En la sección relativa a penas y medidas de seguridad, 
e destacar como novedad interesante, que la multa se 

determina de acuerdo con la situación económica del conde- 
nado, así como del nivel de sus gastos y otros elementos que el 
Juez considere apropiados, mediante un sistema de días de 
multa, inspirado sin duda, en el nuevo proyecto del Código 
Penal alemán, fijando que si el condenado viviere exclusiva- 
mente del producto de su trabajo el día de multa no podría 
exceder del sueldo diario. Se fija como limite máximo de la 
multa el de 500 días. La multa impuesta podrá amortizarse 
mediante trabajo libre sin remuneración a favor de la Admi- 
nistración Pública y de forma que un día de trabajo equivale 
a un día de multa. Por otro lado, si la multa no fuere pagada 
en ninguna de las anteriores modalidades, la pena pecuniaria 
se convierte en pena privativa de libertad a razón de un día 
de arresto por día de multa, sin perjuicio de la facultad reco- 
nocida al Estado para ejecutarla en los bienes del condenado. 
En todo caso la prisión no excederá de un año, siendo en este 
punto de una mayor dureza la regulación que propone el Có- 
digo tipo si se le compara con la nuestra que limita a seis 



meses el tiempo de arresto cuando la multa sea pena con- 
junta que se imponga con pena privativa de libertad que 
exceda de seis años. 
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Las medidas cura aplican por tiempo indetermina- 
do; las de intemació a 15 años y las de vigilancia de 
3 a 10 años, pudiendo el Juez sustituirlas por otras que con- 
sidere de mayor eficacia. Al n r 
amnistía o indulto. 

iismo tie 

m" --2: 

impo no 

a-- 2- . 

guen PO: 

:A- -- -: Destacada la dureza de la> iiicuiuaa uc u L c u a u u u  Y VI- 

gilanc 
En a 1 

Lanto a S 

mínimo 
u tiempc 
porque . . 

de dur: 
entende 

dción mí 
:mos qut . , 

nimo y i 

: tres af .. . 
máximo 
ios es w . . tiempo excesivo, ya que la buscada corrección del deluicuen- 

iede pro 
larnientc 
A- ..-" 

ducirse antes; e 
I de quince año 

:n cuant 
s para 1 ",,.", c... 

ximo, pl 
el pelig 

srque w 
~o resul 
,*.- tante u& uua conducta, nos p a r ~ ~ ~  L ~ U L U C U ~ ~  excesivu. 

Se observa una laguna por cuanto la regulación de las me- 
didas de seguridad no contemplan el problema de su concu- 
rrencia con la pena. 

G)  En la sección relativa a la reincidencia, habitualidad 
y profesionalidad, se observa que la distinción de nuestro CÓ- 
digo entre reincidencia y reiteración no ha sido recogida en el 
Código tipo que ilama reincidencia pura y simplemente al 
volver a cometer delitos después de haber sido condenado 
por sentencia firme. En este punto, aunque nuestra legislación 
es perfectible en el sentido, sobre todo, de limitar el concep- 
to de reincidencia a los delitos de igual naturaleza, creemos 
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que está por encima de la del Código tipo, puesto que, no 
cabe desconocer la diferencia existente entre el simple volver 
a delinquir y la comisión de nuevo delito semeiante. Asimismo 
parece r : la limitación que por ía de la pena 
establect o Código a la aplicació agravante de 
reiteracion. lzero el interés de la regulac~on del Código tipo, 
radica en las exclusione! : la aplicación 
de la agravante : 

a) Los delitos polít xclusivamente militares. 
b) :ncia COI ia firme dictada en el extran- 

jero, cuuuu c r  hecho QYS uULiVó dicha sentencia no fuere 
delito se 

c) 1 urrido 
los términos respectivos de cada pena y otro tanto mas que 
no será menor de tres ai 

d) La condena ante 1 nue- 
vo fuera culposo o viceversa. 

Por lo que r a la exc le los dt líticos 
y militares, en I Patria el o de inc 1964 

asión similar lin los hecl etidos 
esante 

cicr )JICccyLU, apLULad~ C) QUI~ D I ~ U ~ ~  a modo de 
jcripción de la reincidencia, que no carc ntece- 

, n la legislación española (Real Decreto 14 de 
noviembre de 1925, que modifica preceptos del Lodigo Pe- 
nal de 1870, haciendo cesar los efectos de la reincidencia 
cuando pasare el tiempo necesario para la prescripción del 
delito que sirva para apreciarla y párrafo 3." del número 3." 
del articulo 67 del Código Penal de 1928 en que la reinci- 
dencia y la reiteración, serán tomadas en cuanto o no por los 
Tribunales, según la pe el infractor, la naturaleza de 
las infracciones y el tier iscurrido entre su ejecución o 
bien el tiempo que el perseveró en el delito si 
éste fuere continuado). 

También es interesa 
que realmente entre los aelitos do~osos y culposos existe una 
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desemejanza objetiva tan grande que idencia o reite- 
ración pierde su razón agravatoria. 

Por último, merece destacar que, La rludidad O reitera- 
ción de hechos delictivos que demuestren habitualidad o pro- 
fesionalidad es objeto de una agravación específica, que nos 
parece mejor fundada que el simple automatismo de nuestra 
regla sexta del artículo 1.061. Asimismo esta agravación espe- 
cífica tiene un carácter alternativo respecto a la aplicación de 
la correspondiente medida de seguridad a diferencia del ca- 
rácter acumulativo que le confiere la legislación española, que 
de este modo da lugar a que los Tribunales se resistan a la 
aplicación de medidas de seguridad, evidentemente indicadas 
en algunos casos, para no llegar a punicione: 
gravosas. 

H) En la sección relativa a la extinción de la responsabi- 
lidad penal, encontramos una regulación de la prescripción 
similar en cuanto a su estructura a la que contiene nuestro 
Código, con alguna precisión que ha efectuado ciertamente 
nuestra Jurisprudencia respecto a los delitos continuados o 
permanentes. Cabe destacar, que la comisión de nuevo delito 
interrumpe tanto la prescripción de k del de- 
lito, a diferencia de nuestra regulació se inte- 
rrumpe por tal motivo la primera. 

Como juicio general sobre el Código tipo podríamos se- 
ñalar además de los juicios críticos que se han emitido al tra- 
tar de instituciones concretas, defectos de carácter total, como 
son a nuestro entender : 

a) El hecho de que, pese al propósito de sus autc 
perfilar un articulado perfectamente convertible en Ley con- 
creta las inevitables lin :S de un proyecto doctrinal pro- 
ducen el efecto de que eral todos los artículos carezcan 
de aquella concreción necesaria en un texto legislativo penal, 
asemejándose más a una Ley de bases. 

b) El carácter de compromiso doctrinal lleva igualmente 
a una falta de fijación de principios rectores unitarios y esta 
ausencia de toma de postura provoca defectos en los que una 
legislación concreta no podría incurrir. Para poner un ejem- 
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plo, el estado de necesidad viene regulado doblemente, como 
causa de justificación y como causa de inculpabilidad. 

nzstacaremos, finalmente, que pese a que, ningún repre- 
te de la ciencia penal española ha participado en la ela- 
ón de este Código tipo al articulado releva en su estmc- 

LULLL j léxico una influencia del Código Penal español, que 
suponemos indirecta. Y asimismo es fácilmente perceptible la 
influencia en determinados puntos del Proyecto del Código 
Penal alemán, cuyas instituciones, pensadas para la realidad 
de una nación ! del des nundial, 
difícilmente h e atraso 
social y económtco en que por desgracia se mueve una gran 
parte de los países latino-americanos. 

Es la desigualdad en la condición social política y econom- 
ca de los países que participa elaboración de este Có- 
digo tipo mediante sus represe doctrinales, la causa más 
importante, en definitiva, de yUb pueda lograrse un texto 
unitar seable. 
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Esra Li r Lacal de Avila quicu carudio SO- 

bre la cuestión, en los términos que siguen: 
«La Ley de Sociedades Anónimas, dedica ponsabi- 

lidad de los administradores, y entre ellos, a los consejeros 
delegados los artículos 79, 80 y 81. El primero de ellos, dice: 
«que los administradores, desempeñarán su cargo, con la dili- 
gencia de un ordenado comerciante y de un representante 
leal, y responderán frente a la sociedad, frente a los accionis- 
tas y frente a los acreedores, del daño causado, por malicia, 
abuso de facultades o negligencia grave. Requiere, pues, los si- 
guientes elementos : l." Desempeñar su cargo con la diligencia 
de un ordenado comerciante y de un representante leal, lo 
cual exige ejercicio de la actividad necesaria para la conse- 
cución del objeto social, según las características específicas 
de cada sociedad, concepto para el que se puede acudir, con 
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ciertas salvedades, a las normas que regulan la actividad del 
mandatario siendo preciso que produzca daño, a lo que es igual, 
dentro de la doctrina civilista, disminución efectiva del patri- 
monio social. 2." Conducta culpable, que se concreta e 
tado precepto en las expresiones: malicia (o idea eser 
dolo), abuso de facultades, que ha de centrarse en las cuesco- 
nes relativas al ámbito del poder de representación y negligen- 
cia grave. Queda, pues, a su tenor literal excluida la leve, que 
naturalmente quedará a la apreciación del juzgador su entidad 
y carácter civil o penal, al  igual que la malicia. Es, pues, evi- 
dente la configuración de responsabilidad por culpa y no ob- 
jetiva, lo cual hace más espinoso el problema, teniendo poca 
importancia práctica que su calificación, sea contractual o ex- 
tracontractual; se trata en esencia de una responsabilidad de 
medios más que de resultados 

Todas estas consideracione r a aquc 
ministradores que desempeñan cargos aeiegados, bien como 
miembros de la comisión ejecutiva, bj 
legados en sentido estricto, y eilo el 
existir en la Ley de Sociedades Anón~Lian, -a ILtjulaIiIVu La- 

pecífica para estos supuestos, no queda otro camino que recu- 
rrir a las normas dictadas por el legislador para regular la res- 
ponsabilidad de los Administradores en general, ya que en de- 
finitiva los delegados han de s~ bros del Consejc 
rninistración. Pero, como en ( lo 78 lo que se i 

establecer una cláusula de carácter general para una correcta 
aplicación a supuestos específicos, como son los que se originan 
en virtud de la delegación de funciones, es preciso que como 
primera medida se concrete I nido del cargo, es decir, 
que quede bien perfilada la que realizan y la posi- 
ción que ocupan dentro de la v15auLación administrativa. Lo 
primordial de su función estriba en desarrollar y aplicar la 
política general de la sociedad y los planes elaborados y aproba- 
dos por el Consejo de Administración, tarea para la que están 
dotadi 1 amplio margen de autonomía, que no excluye, 
sin el su subordinación al consejo; debe, pues, ade- 
cuarst a L.a tarea, consistente en servir de vínculo entre la 

15 

ien comc 
n razón 
.-"m ..m 

o consej 
de quc 

i" r n m i 1 o  

:n el ci- 
icial del 

. . 

:Uos ad- 

eros de- 
:, al no ., 
,,..c.., no- 

de Ad- 
hace es 



Administración propiamente dicha y la dirección. Pero, yén- 
donos al terreno práctico, es muy difícil separarlos de los res- 
tantes administradores o consejeros, quedando asimilados a 
ellos en la triple faceta de malicia, negligencia grave o abuso 
de facultades, porque en sus notas tipicas funcionales, Conse- 
jo y Delegados forman un bloaue unitario al cual debe impu- 
tarse toda actividad de gestión e creo que al estar do- 
tados de mayores poderes que ples administradores, y 
con una mayor retribución economica que éstos, cabe, por 
contra, exigirles una mayor responsabilidad. 

Aplicando estos conceptos a los miembros del Consejo de 
Administración. cabe idealmente hablar de responsabilidad por 
culpa «in eligc 
grave en la des 

iiempre que haya mediado negligencia 
i de las personas destinadas a desempe- 

ñar cargos delegados. Pero una vez más en la práctica, esta 
posibilidad se esfuma, porque si según el artículo 77 de la 
L. S. A. la designación ha de recaer necesariamente en un 

niembro 
sociedac 

miembro del Consejo de Administración, y éstos a su vez han 
de ser elegidos por la Junta General, hace prácticamente im- 
posible imputar al Consejo el haber designado a una perso- 
na notoriamente incapaz o insolvente, según fórmula empleada 
en el artículo 1.721 del Código de Comercio. Aquilatando en 
extremo, se podría argumentar que la Junta General había 
elegido a los x S del Consejo de Administración para 
administrar la 1 en régimen colegiado, y no para ac- 
tuar aisladamente, en misiones específicas, pero no se puede 
olvidar que, según expresión de la Ley, la negligencia ha de 
ser grave. Y no digamos nada de la posibilidad de exigir res- 
ponsabilidad a los miembros del Consejo de Administración, 
en caso de que :ión se h 
disposición est, a otro ó 

: la elecc 
atuaria, . .. . 

laya encc 
rgano. 

Lo, en vi 

«Culpa in vigiianao». Aunque ia existencia ae esre aeuer, 
no está expresamente reconocido en la L. S. A., puede dedu- 
cirse del apartado 2." del art. 77, en relación con el art. 59. La 
función de vigilancia no puede implicar un control detallado 
de todos y cada uno de los actos de los delegados, ya que ello 
supondría anular las ventajas inherentes a la Delegación, sino 
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más bien referirse a una vigilancia general encaminada a ase- 
gurar que la gestión se desarrolle conforme a los intereses 
de la sociedad, y más concretamente de acuerdo con los obje- 
tivos y los planes fijados por el Consejo. Esta vigilancia se 
efectuaría a travCs de la información, que periódicamente debe 
recabar el Consejo de Administración de los delegados, no sólo 
en labor colegiada, sino que individualmente pueden y deben 
pedir la convocatoria del Consejo en cuanto observen anor- 
malidades. P jmo matizar la gravedad de la 1- 

cia? ¿Como nar qué la esfera civil y a l  
orden penal? 

«Culpa in istruendo~. En base a las normas reguladoras del 
mandaro, supletorias en este caso en la esfera civil, se puede 
llegar a plantear la posibilidad de exigir responsabilidad de 
los miembros del Consejo de Administración por los daños 
ocasionados por los delegados, como consecuencia del conte- 
nido de las instrucciones o falta de ellas que el Consejo viene 
obligado a impartir a los delegados, aunque en realidad la 
función de los administradores viene condicionada por la 
programación general confeccionada por el Consejo, y es claro 
que si los daños se producen como consecuencia de ese pro- 
grama, no e irio acudir al concepto de culpa tin ins- 
truendo)), sino que sería suficiente la culpa «in comitendo», si 
entre este acto y el daño producido existe relación de causa- 
lidad, ya que en este supuesto concreto se trata de responsa- 
bilidad por actos propios. 

Por lo que respecta a los Dr 
falta de instrucciones, sed& LGapU3aV~F.a Iua ILULLUVIUa Uel 
Consejo de Administración por incumplimiento de un deber 
de instrucción, que forma parte de la función propia del Con- 
sejo, siempre que con arreglo al citado precepto general, ar- 
ticulo 79, haya mediado malicia o negligencia grave, que ven- 
dría a ser una faceta de la culpa «in vigilando)), deber que no 
tiene sólo una actitud pasiva, sino que lleva implícita la acri- 
vidad del Consejo encaminada a evitar los posibles daños que 
puedan ocasionarse a la  Sociedad. 

Cabría por último hablar de responsabilidad por la opor- 



tunidad de la delegación, supuesto excesivamente marginal, 
que quedaría embebido en alguno de los casos anteriores. 

Como resumen de estos problemas planteados, cabe decir 
que la ausencia en la Ley de Sociedades Anónimas no sólo de 
normas legales especificas, sino incluso de criterios de orienta- 
ción más o menos flexibles, dificulta extraordinariamente la 
posibilidad de ir soluciones adecuadas y prácticas. En 
primer términc i e  siempre a la responsabilidad basada 
en la culpa, añadiendo además que ésta ha de ser grave. Todo 
eilo puede dar lugar a que, con motivo de la delegación de 
funciones, se diluya considerablemente la responsabilidad de 
los administradores. No parece lógico que la delegación, con- 
cebida para facilitar las tareas del Consejo, llegue a convertir- 
se en un medio, para atemperar de hecho el régimen legal de 
responsabilidac sto, repetimos, ofrece F s en el 
campo civil, sc llicaría si tratamos de 3 la es- 
fera de lo Den: 
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Fiscal ( dica a este tema unas páginas 
uc ciísaordinalu U L C L ~ ; ~ ,  U U U ~ ~  analiza la doctrina jurispru- 

ora, que se inicia y es conveniente analizar. 
trayectoria jurisprudencia1 que se apunta, nos 

invita a reaiizar un estudio más profundo de la cuestión, pues, 
en ella, sin duda laten factores de justicia y equidad que se 
desconocen o rozan con el cerrado sistema de cuantías y esca- 
las valorativas, seguido por el Derecho Penal español de ma- 
nera exacerbada. Ya en la jurisprudencia anterior se advertían 
atisbos que trataban de paliar algunas consecuencias extremas 
que se siguen del sistema punitivo en los delitos patrimonia- 
les. Así cuando se dice que si con anterioridad a la realización 
de algunos hechos existiesen múltiples condenas por hurto y 

:sumirán constitutivos de faltas 
reputarán constitutivas de deli- 

tos (sentencias ae 1:. ae remero, 15 de marzo, 27 de septiem- 



bre, 19 de noviembre y 17 de diciembre de 1960, 4 de febre- 
ro, 5 de junio y 21 de diciembre de 1961, 23 de enero de 
1962, etc.), sentencias que también aluden el caso de que si la 
condena es posterior a la modificación legal, es indiferente 
que conste o no la cuantía, porque el Tribunal sentenciador 
hubo ya de tenerla en cuenta. Presunciones todas ellas que, 
por muy lógicas que resulten, pueden estar en contradicción 
con la realidad apreciada en cada uno de los fallos antece- 
dent 

A se inicia podemos calificar na que 
a- "L..:. 

! y que 
"--t." - de LUIICLLUI~,  ~ d ~ d  uc ~ U I S  una biscrid U respiradero en el 

formalismo que ha venido presidiendo toda esta materia de 
cuantías y reincidencias, con mengua del sentido de justicia, 
formalismo impuesto desde luego por el sistema legal y agu- 
dizado por la noción de la reincidencia estampada en la agra- 
vante 15 del art. 10 del Código Penal. Trata de salir del paso 
con una vaga invocación al humanismo que comporta la in- 
discriminada aplicación del art. 24 del Código Penal, no re- 
suelve la cuestión de fondo que tiene muchos mayores alcan- 
ces, por lo que no debe estimarse vituperable que la jurispru- 
dencia trate de aportar soluciones transitorias que sólo en una 
reforma legislativa, que desde ahora propugnamos, pueden te- 
ner definitivo asiento. 

Dado que las sentencias indicad la prirne- 
ra (bajo ponencia del Magistrado Excmo. sr. U. mgel  Escu- 
dero del Corral), emplean los dos argumentos vinculados al 
tema: El influjo de las devaluaciones monetarias en las cuan- 
tias de los delitos patrimoniales y el carácter retroactivo o no 
que deben darse a tales modificaciones cuantitativas después 
de la promulgación de la Ley de 8 de abril de 1967. Seguire- 
mos el mismo orden expositivo, en nuestro estudio. 

Sistema ntias en los deli 'tos patr 

Este sistema tiene dos aspectos, introducidos sucesivamen- 
te en nuestro ordenamiento penal español: A) El valor de la 
cosa como base de la penalidad; B) La distinción entre delito 
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El arcaico s i a ~ c u m  Je basar id venalidad en la cuantía de 
:ompa- 
er una 

atenuac,, ,,,ilegiada cuando se trata uc cuba de poco valor, 
Derechc digo de 1822, 
la al ala r con la natu- 

raleza de las cosas sustraídas. El Código de 1848 inaugura el 
actual sistema de escalas fijas, si bien no ilega a la distinción 
entre delito y falta por razón de la cuantía. El mismo PACHECO, 
autor de aquel Código, tiene c 1 arbitrmio del 
sistema, aunque lo juzga indisp itiéndase bien, 
esta necesidad la refiere más a .a unos límites 
cuantitativos, dando por supuesto que el sistema de cuantías 
es el racional (El Código penal, 3." ed. 111, Madrid, 1867, pá- 
gina 327). Hoy día, precisamente se argumenta con esa arbi- 
trarieda S límite: 
remos. 

Código de 1870 introdujo una notable alteración, al 
cir un nuevo apartado en su art. 531 para el hurto que 

no excediera de 10 ptas., y el reo hubiese sido condenado dos 
veces por falta de hurtc ido así la posibil come- 
ter falta de hurto, cosa sucedía en los a ; Códi- 
gos, y además dando paso a ia calificación de las conaenas an- 
teriores para transformar la falta en delito. La disposición fue 
derogada por Ley de 17 de julio de 1876, con el aplauso de 
GROIZARD, quien no comprendía cómo una razón meramente 
cuantitativa podía transformar el delito de hurto en una mera 
falta o contravención (El Código penal de 1870 concordado 
y comentado, T. VI, Salamanca, 1896 pág. 290). Pero el ger- 
men de la posterior evolución en esta materia se había intro- 
ducido y no tardó en reaparecer. 
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vamente distinto, como es el delito y la falta, en cuanto ambos 
son especies diferentes de la genérica infracción criminal (re- 
cuérdese lo del delito venial de PACHECO a lo de los delitos 

s que con grafisi rnotejadc 
stas faltas por r recurrió ..,, U? economía procesal para justificar la falta de hurto. Ya 

lo hizo el Proyecto del Código penal c y sucesi 
el de 1884 que reducía a faltas los huri )res de c 
setas. La autoridad de SILVELA, autor ae esre último proyecto, 
tuvo t rable, m 
rato ji ropio de 

bía de ser definitiva, reforma que se implanta por Ley de 
3 de enero de 1907 que castiga, en el art. 531 del Código 
Pmal como delito el hurto inferior a diez pesetas, si el culpable 

3 anteric por del hurto, o 
uicio po le hurto. te, en el 

libro de las faltas modifica el art. 606 e introduce la falta de 
hurto por valor menor de diez pesetas y el cul2able no hubiere 
sido condenado en la forma antes expresada. Los Códigos de 
1928 y 1932 imal dir 
variaciones qi. 
mos luego. 

El Código de 1944 completa la expansión lógica del sis- 
tema, pues, además de conservar la distinción delito-falta en 
los hurtos, defraudaciones y daños, amplía la cualificativa del 
hurto, a inferiores a 250 ptas. :ón de condenas 
anteri delito de estafa o por ltas de estafa, y 
compl,, .enalidad del robo por razón de la cuantía, pues, 
en ligar de establecer dos criterios de omo en Códigos 
anteriores, introduce tres para fijar ntas penalidades 
en el delito de robo con fuerza en las Losas, con lo que se 
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agudiza más el contraste con el robo de vis in p e r s o m  ajeno 
a este sistema de cuantías, con lo que aumentan las incon- 
gruencias punitivas entre una y otra especie de robo. 

Ya introducido el sistema de cuantías con toda su fron- 
dosidad (una vez iniciado, la lógica y técnica jurídicas exigían 
su total implantación en los delitos afectados por el mismo), 
el legislador hubo de pi ,u constante revisión en cuanto 
basado en el valor cartai y nominal del dinero y en la progre- 
siva desvalorización o erosión del poder adquisitivo de la mo- 
neda. Estas previsiones legislativas en lo penal vendrían, pues, 
a cumplir la misma misión que las llamadas cláusulas estabili- 
zadoras introducidas por los contratantes para protegerse de 
la devaluación monetaria en las prestaciones a plazo o de tracto 
sucesivo. En suma, se trata de paliar la injusticia que iievaría 
consigo una absoluta e indiscriminada aplicación del principio 
nomimlista consustancial al concepto legal del dinero y que es 
observado por nuestros Códigos Civil (art. 1.170) y Mercan- 
til (art. 312) y que las exigenc ómico-políticas no han 
hecho sino reforzar (art. 179 de > de Comercio en rela- 
ción con la Ley de 9 de noviemore ae 1939 concediendo po- 
der liberatorio a los billetes del Banco de España). 

piere, por consiguiente, disipar o, al menos, amortiguar 
LL &"~,iaste entre formalismo (principio nominalista del dine- 
ro) y realidad (valor adquisitivo actual) ien en 
lo privado la teoría de la cláusula rebus :1 abu- 
so de derecho, del riesgo imprevisible, etc. NO nay auaa, pues, 
de que las revisiones en lo penal que tratan de actualizar el va- 
lor de la moneda como base crematística de ciertos delitos pa- 
trimoniales se inspiran en el r que de€ iempre 
norte del legislador penal. Lo q más du que se 
sirva esa justa realidad realizanao la operación inversa, esto 
es, retrotrayendo los módulos actuales de valoración a épocas . 
pretéritas en que los criterios de medición del valor estaban 
ajustados a su circunstancia histórica. Tal retroacción, resulta, 
por tanto anacrónica y, por ende, irreal e injusta: las cosas ya 
no son como eran, falta el rebus sic stantibus. Pero esto lo 
hemos de ver en el siguiente apartado. 
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Ahora hemos de completar la fase expositiva aludiendo a 
las sucesivas revisiones en materia de cuantías de infracciones 
contra la ~ ro~ iedad .  

, la Ley dejó es- 
re delito pesetas. 

Este li,, ., pur el CÓL,, a r..~etas. Al 
derogarse este Código, se vuelve en 1931 a los módulos del de 
1870, pero el Código republicano de 1932 fija en 50 pesetas la 
frontera crematística, que permanece hasta la Ley de 10 de 
abril de 1942 en que se sube por ésta a 200 pesetas y por el 
Código de 1944 a 250 pesetas. Las últimas modificaciones de 
cuantías tienen lugar por Decreto de 14 de mayo de 1954, en 
cumplimiento de la Ley de 30 de marzo del mismo año, que 
fija la divisoria en 500 pesetas, y la Ley de 8 de abril de 1967 
que la establece en 2.500 pesetas. Como es lógico cada una de 
estas modificaciones, no se limitó a diferenciar cuantitivamente, 
el delito y la falta de hurto, sino que fueron alzadas proporcio- 
nalmente todas las escalas de penas basadas en la cuantía, tan- 
to del hurto, como del robo, estafa, apropiación indebida, da- 
ños e incendio, habiéndose logrado, por fin, para todos estos 
tipos delictivos, con excepción del robo, que nunca puede 
constituir falta, el mismo tope diferenciador entre el delito y 
la falta. Se ha llegado, pues, al ápice del sistema iniciado en 
1870, después de todas las v que he- 
mos aludido. 

{Cómo se ha enjuiciado este moao ae oasar la penalidad? 
Tal vez su implantación entre nosotros estuvo influida por la 
gran autoridad de CARRARA según el cual «la idea de que el 
delito de hurto debe juzgarse tanto más grave cuanto mayor 
sea el valor de la cosa robada, se presenta al ánimo de todos 
como una intuición instintiva)) (Programa, parag. 2.046). El 
mismo maestro, por cierto, observaba que tratándose de mo- 
neda, habrá de estarse al valor nominal (Lineamenti, Osser- 
vazione XV, pág. 326), afirmándose así el principio nomina- 
lista de que antes hablábamos. Pero no deja de reconocer el 
gran clásico,la impugnación que ya desde Blatón se viene ha- 
ciendo a esta manera de medir la pena y que en Italia fue 

s legisla 



recogida por FILANGIERI (Scienza della legislazwne, lib. 3, 
part. 2, cap. 54, pág. 40), a saber, que la cuantía de lo hurta- 
do es algo fortuito y ajeno, por regla general, a las previsiones 
del ladrón (argumento extrínseco) y que el delito ofende al 
derecho de propiedad en abstracto cualquiera que sea el va- 
lor de la cosa hurtada (argumento intrínseco). 

Sin entrar en la polémica doctrinal, preciso es reconocer 
que, si bien la escasa cuantía de lo hurtado, defraudado, etc., 
deberá tenerse en cuenta para fijar la pena por vía de arbitrio 
judicial (sistema preponderante en derecho comparado), lo que 
no puede hacerse es acudir a escalas cerradas y matemáticas, 
de modo que una peseta arriba o abajo decidan la penalidad, 
poniendo a los jueces en la difícil y tremenda alternativa de 
aceptar ese cómputo de la pena con una base única y ajena, en 
gran parte, a la culpabilidad del sujeto agente. Lo mismo cabe 
decir de la distinción entre delito y falta con esa base crema- 
tística, como la de transmutar la falta en delito a virtud de dos 
condenas anteriores por falta. 

Esta crítica se produjo en España, casi desde el comienzo 
mismo de la implantación del sistema. Ya MONTERO HIDALGO 
señalaba las diferencias de pena que tenían lugar en el Códi- 
go en 1850, en el que un real en más del valor de la cosa (con 
arreglo a la unidad de medida adoptada por aquel Código) 
arrastraba un aumento de dos años y medio de pena (Znfor- 
me-contestación a las 46 preguntas que comprende el intewo- 
gatmio sobre el Código Penal, Sevilla, 152, pág. 332). Y eso 
que aquel cuerpo legal no había llegado aún a los extremos 
que hemos visto se alcanzan con el Código de 1870. Por eiio 
no es de extrañar que arrecien las críticas con el devenir del 
tiempo, como la de GARRIGUE~ Y DÍAZ CASABATE (Sobre al- 
gunos puntos del Código Penal, Madrid, págs. 27 y SS.), quien 
hace ver el salto mortal de la pena que en un hurto doméstico 
se produce si el criado o criada toma diez céntimos de más. 
«Si esa mujer-dice refiriéndose a la autora del hurto-cono- 
ciese el Código, se habría apoderado de diez pesetas, pero hu- 
biera dejado siempre los diez céntimos sobre la mesa.. .» El 
argumento, con unas u otras variantes, se viene repitiendo 



por autores más próximos al actual momento. í iNT6~ ONEGA 
y JIMÉNEZ DE A s ú ~ ,  tachan por ello de anticuado al Código 
(Derecho Penal confomte al Código de 1928) Madrid, 1930, 

LO). RODR~GUEZ DEVESA, monografista del hurto, adu- 
vos ejemplos que contrarían la más elemental equidad 

y p ~ ~ p u g n a  la implantación de una circunsrancia mixta, ate- 
nuante o agravante, según los casos, a fin de que el juez pueda 
paliar los inconvenientes del sistema (El hurto propw, Madrid, 
1946, pág. 227 y SS.). Más recientemente QUINTANO vuelve 
a la carga al motejar también de arcaico el sistema que sólo 
perdura en el Código español, en algunos hispanoamericanos 
influidos por el mismo, y en los viejos Códigos de Portugal 
y Austria; y ejemplifica, asimismo, con las penas imponibles 
a virtud de las cuantías y calificativas que en el hurto pueden 
llegar a la de reclusión menor, ij del homicidio (Tratado, 
Madrid, 11, pág. 248 y SS.). Nc :xtrañar que ante tama- 
ña subversión de valores iurídicos proregidos pueda decirse que 
si el Código C yidor de las huellas del napo- 
leónico, ha sid Epopeya burguesa del Derecho 
privado», con iguai o mayor motivo pueda afirmarse del Có- 
digo Penal (CA nuevo Derecho Civil, Madrid, 
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pág. 15). Los actualmente pueden aplicarse : 
Indulto en los casos mas exuemos al amparo del art. 2.' del 
Código Penal, o aplica1 I favorable, cir- 
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gla del art. 50, si el delincuente se propuso sustraer cosa de 
muy superior valor al realmente conseguido, son remedios par- 
ciales que sólo pueden limar algunos contrastes más extremos. 
En la de situarse la doctrina jurisprudencia1 
comen1 n la regla 3." del art. 5." de la Ley de 
8 de abnl de 1967, cuando estima que las «modificaciones 
económicas, no obedecen a una ampliación del campo 
infracciones inferiores a costas de las superiores.. . sino 
sivamente a un criterio presidido por devaluaciones econom- 

que determina lue anteriormente fuera 
I siéndolo ante 1 ampliación de su iími- 

te -o, pues la alteración cuantitativa no significa apre- 
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ciación cualitativa diferente, por subsistir idéntica,. En efec- 
to, el valor intrínseco de las cosas sigue siendo el mismo a lo 
largo del tiempo, lo que cambia es la expresión monetaria de 
tal valor a virtud de la progresiva devaluación del dinero. Por 
eso, QUINTANO nos advierte, que quien sustrae un jamón en 
determinada fecha, comete idéntico acto, también en lo que 

1 la gravedad, que si lo sustrae en otra, de modo que 
versa la sustracción sobre dinero podría otorgársele sig- 

n*icación retroactiva (Tratado, 11, pág. 258, nota 8). Enton- 
ces lo lógico sería multiplicar el valor de la cosa sustraída, 
estafada, etc., contemplada en la condena anterior en la mis- 
ma medida que el legislador penal entiende que subió de va- 
lor monetario. Sería contradictorio que la Ley que, por una 
parte, aplica actualmente determinado módulo valorativo a las 
cosas vedara su aplicación a esas mismas cosas a la hora de 
actualizar su valor. Incluso estimamos que el criterio es apli- 
cable al dinero-y en esto mismo discrepamos de QUINTANO- 
pues aunque el Código siga el principio nominalista, es la mis- 
ma ley que modifica las cuantías, la que fija, a efectos penales 
la paridad de valor entre la moneda antigua y la moderna. Así, 
sabemos por imperativo legal, que 10 pesetas de 1870 equiva- 
len a 2.500 pesetas de 1970, con las distintas progresiones ha- 
bidas en el intermedio, a compás de las leyes de cuantías ex- 

, de modo que esa actualización del valor de la moneda 
ina el principio nominalista. Lo que este principio quiere 

decir, a nuestro juicio, es que la moneda, hic et nunc, tiene el 
valor que aparenta. El propio Código Penal hace una aplica- 
ción de este valor aparente al tratar de la falsificación de mo- 
neda (art. 290), puesto que la moneda falsa tendrá por regla 
general valor inferior a la legítima y excepcionalmente valor 
superior (como en el caso de los famosos duros sevillanos). Hay, 
pues, un valor penal del dinero (más o menos influido por la 
coyuntura económica) que precisamente por su progresiva ac- 
tualización permanece inmutable. Esto es lo lógico y lo justo 
dentro del sistema de cuantías establecido. Se nos dirá que el 
criterio interpretativo imperante tiende a paliar tal sistema que 
hemos visto tachado de injusto; pero entonces lo equitativo 
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es suprimir el sistema mismo y no b jntradictorio. Y 
aún se n tales inconvenientes e a medida, apii- 
cando ., yLL,bripción a la reincidenck, postula la me- 
jor doctrina: No se explica que prescriban el delito y la pena 
misma y no la reincidencia que a la postre es una circunstan- 
cia del delito; que prescriba el delito no juzgado a todos los 
efectos; y que el delito juzgado y co 
para siempre. También aquí se percibc 
baremos de verlo en el siguiente epígr 
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técnicamente se habla de extractzvzdad de la ley, cuando se 
prolonga su ámbito de validez temporal, ya sea prorrogando 
su vigencia a hechos posteriores, en cuyo caso hay lugar a la 
llamada ultractividad o bien se aplique una nueva ley a hechos 
anteriores, en lo que consiste propiamente la retroactividad. 
En general se habla de la no extractividad de las leyes penales 
más restrictivas de la libertad, que se aplica en tres direccio- 
nes, según que la nueva ley introduzca un nuevo delito, en 
cuyo caso la antigua sigue desplegando su eficacia, conforme 
a la regla tempus regit actum, pues de otro modo se caería en 
lo que se ha llamado de manera vitanda lex ex post facto. 
Que la nueva ley suprima un tipo de delito que antes no 
existía, en que estamos ante el supuesto más tipico de retroac- 
ciún favorable y siempre que se trate de actos que no han sido 
objeto de sentencia firme, pues, si ha medido sentencia ejecu- 

entonces 
, Finalm . . .  

toria, ; los sistemas vigentes se diversifican, como ve- 
remos. lente que las nuevas disposiciones, manteniendo 
el tipo ae delito, modifiquen de algún modo su regulación o 
su punición en sentido más favorable para el reo, en cuyo caso 
también habrá lugar a la retroacción, con la misma distinción 
de que haya recaído o no sentencia firme. 

En efecto, se plantea el problema de si 
juzgada, la retroacción favorable debe tener lugar. Asi los ac- 
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tuales Códigos suizo y alemán se refieren siempre, para apli- 
car la retroactividad favorable al hecho de que el delito no 
haya sido aún juzgado. Lo mismo Chile, Panamá y Cuba. En 
el extremo opuesto está el Código español y Códigos ameri- 
canos de su influencia al establecer que el efecto retroactivo 
se producirá aunque se haya pronunciado la sentencia y el 
reo se halle cumpliendo condena. Es lo que de los 
artículos 23 y 24 de nuestro Código Penal. 

Aplicado lo dicho : que las leyes 
modificadoras de las cu tres supuestos 
que hemos visto, uuesto UUF LU U U L ~ U U .  U ~uorimen delitos, 
ni tamp erjudi- 
ciales pc desde 
el m o m ~ ~ ~ u  FU CIUC FL PLUPLU I F Y L ~ L ~ U U L  PCUU UCLLLLILL que la 
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a la anterior. Y así las 10 pesetas de 1870 equivalen a las 50 
pesetas, señaladas a partir de 1932, y éstas a las 200 que se 
fijan desde 1942 y así sucesivamente. En realidad, se trata de 
compensaciones monetarias o si se prefiere de ve tablas 
de equivalencia diieraria, precisamente estable( ~fectos 
penales. Por tanto, si se aplica tal compensación a ia condena 
anterior, el hecho y el derecho aplicable siguen inalterados. 
Si no obstante, se sigue entendiendo que debe aulicarse sin 
corrección almuia el principio nominalista de la moneda y que 
una cos nens legislatoris y no Ic la ley 
misma 1 legis, entonces tampocc fis allá 
de lo que permite el articulo 24 del Código Penal que, como 
hemos visto, aun adoptando el punto de vista más favorable en 
Derecho comparado a la retroactividad, se detiene ante el 
hecho de que la condena haya sido cumplida. nto, el 
azar que de ello pueda derivarse para el reo, esi e haya 
sido juzgado o no, se halla implícito en el sistema. LI1 L ~ r r ~ b o -  
ración de tal criterio las disposiciones transitorias marcan el 
mismo límite. Así los Códigos de 1932 y de 1944 (cuerpos 
legales que preveían su aplicación más beneficiosa a las sen- 
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tencias firmes no ejecutadas total o parcialmente, de acuerdo 
con la misma previsión del art. 24). 

La última reforma de 1967 se basa en la misma motiva- 
ción: «Las variaciones del nivel de vida y del rdquisi- 
tivo del dinero producen la consecuencia de qi tamien- 
to penal de numerosas infracciones, sobre todo -,,eria de 
delitos contra 1 dad es inadecuado por excesivo, lo que 
exige se lleve una revisión que afecte a las cuantías 
pecuniarias de las mracciones penales determinantes de las 
penas.)) Luego el artículo 5." de esta Ley se ocupa de la apli- 
cación retroactiva de la reforma en cuanto pueda ser más be- 
neficiosa, o lo que es lo mismo, «sin perjuicio de los artícu- 
los 23 y 24 del Código Penal)), según comienza diciendo tal 
precoto, de modo que si los hechos que se están enjuiciando 
merecen la calificación de falta, conforme a las modificaciones 
introducidas, se declarará así, con la consiguie 
Juzgado competente (regla 2."). Igualmente se 
sentencias no ejecutadas total o parcialmente, en cuanto re- 
sulten perjudiciales y correlativamente se modificaran los 
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asientos y registros de antecedentes, pero las sentencias ya 
ejecutadas (y aquí está la novedad de derecho transitorio in- 
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Goducida por la reforma de 1967 y en la que se apoya la 
nueva tendencia jurisprudencial) no se rectificarán a efectos de 
antecedentes penales, por razói variaciones de cuantías 
que se establecen en dicha Lr .amente, tal disposición 
transitoria no contradice el articiuo ~4 del Código Penal des- 
de el momento en que tal precepto se detiene ante la senten- 
cia ya ejecutada. Podría tal vez argüirse, que la interpretación 
anterior venía a llenar ese silencio legal, aplicando criterios 
analógi por ser favorables al reo se contenía en el es- 
píritu :epto (favorabilia amplianda), pero la taxativa 
declaracion aei actual derecho transitorio veda ya ese expan- 
sionismo, exclusivamente por razón de las variacimies de cuan- 
tias, pues en las restantes modificaciones que se estiman más 
favorables, interpretando a s ena  contra, el párrafo final de la 
susodicha regla 3.", deberá continuar la retroactividad, aun 
tratándose de sentencias ya cumplidas, pero que pueden se- 
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guir produciendo efectos penales (reincidencia, cualificativas) 
o administrativos. Y es que como afirma la Sentencia de 
24 de mayo de 1969 : «. . . la causa de esta nueva disposición 
y criterio más que el I uidad iurídica que con- 
traría el principio hur que se inspira 
dicho articulo 24, es el reconocimiento de que tales modifica- 
ciones económicas «no alteran el repertorio de delitos y fal- 
tas, sino que tratan tan sólo de compensar, como decíamos, las 
devaluaciones económicas monetarias : «la alteración cuantita- 
tiva, no sigruf 

Por todo lo 
si se confirma la nueva trayectoria jurisprudencia, pues, de ser 
así, no cabe duda de que el Ministerio Fiscal habría de adap- 
tar su criterib a íos nuevos rumbos interpretativos surgidos en 
el tem 

Co 

viembre de 1969 (A. 5.301), también bajo pon1 D. An- 
gel Escudero. Sus consideraciones sobre el t :más de 
confirmar lo ya dicho en las dos sentencias anteriores, amplían 
el razc !o que ci )ca parte con lo que de- 
jamos ntes, en lente doctrinal. 

En distingilL uuJ LIILLIIUO dominantes en la doctri- 
na científica: el que lleva la retroactividad hasta la cosa juz- 
gadas, pero deteniéndose ante la misma (retroactividad no total 
o débil) y el que la conduce hasta la destrucción de la ficción 
procesal de su santidad (retroactividac il o fuerte), cri- 
terio este úItimo seguido por la juríi :ia patria extre- 
mando el criterio ((pietatis causa» y rebasando la dicción li- 
teral del articulo 24 del Código Penal al dejar sin efecto las 
penas consignadas en el Registro de antecedentes penales no 
obstante haber sido ya ejecutadas. Tal criterio 
ba ajustado a derecho-prosigue la sentencia- 
que el delito dejaba de serlo por haberse abouuu Ju 

dicidad penal, no lo era referido a las modificaciones de cuan- 
tías de los delitos patrimoniales que deben su causa exclusi- 
vamente al hecho económico devaluatorio por disminución del 
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poder adquisitivo de la moneda, sin que alcancen tales mo- 
dificaciones ni al valor cualitativo de la infracción, ni a la 
((voluntas scelerisn del delincuente, ni al perjuicio patrimonial 
causad e la coss iendo igual que 
preced idéntica 10s tiempos (lo 
que nosotros expresabamos como equivalencia valorativa en 
cada c ncia hist ?or lo mismo, lo apropiado le- 
gislati1 ~tíficamc v e  diciendo el fallo-es dete- 
nerse r u i ~ ~  uia  sentencias y a  c,ecutadas, no destrozando la san- 
tidad ( sa juzgada, y éste es el 
Ley dc ~ r i l  de 1967 en su artícu 
párrafo primero se remite ai general criterio del articulo 24 
del Código Penal, en el apartado 3." distingue las sentencias 
no ejecutadas total o parcialmente, a las que aplica la retroac- 
tividad absoluta o fuerte, y las ya ejecutadas totalmenti 
que rige el principio de retroactividad débil, de modo 
quedar intocados los antecedentes registrales que provocaron 
tales sentencias ya ejecutadas, seguirán surtie 
respecto de la reincidencia y de la reiteración. 

En todo conforme con tales razonamientos. creemos que ia 
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glslauvas que, aunque íueran ae moaesto alcance, convenga 
exponer a la consideración del Gobierno por si estimare que 
algunas de elias pudieran ser tomadas en consideración al pre- 
parar la reforma de los textos legales vigentes. 

Estas reformas que se sugieren están basa 
riencia que en la interpretación y aplicación de las Leyes tie- 
ne el Ministerio Fisc: 
trinal, sino especialmi 

valor no suele puramente doc- 
ictico. No es posible, de otra 

parte, sintetizar aquí U-<rosas sugerencias contenidas en 



idas en 
1 pasar 
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Memori 
a consil 

las Memorias y forzosamente hemos tenido que seleccionar- 
las tomando en cuenta las que más se reiteran, las que pue- 
den tener mayor interés y las aue no han sido ya propuestas 
e inclu as anter as bases pode- 
mos y2 p a r  suc xopuestas for- 
mulada-. 

iores. Si 
:intamen 

obre est 
ite las 1 

Referentes al C 

ou relación con las circunsvancras modificativas ue la res- 
ponsabilidad penal, son varias las sugerencias formuladas: el 
Fiscal de Huelva estima que es defectuosa la redacción del 
número 3." del articulo 8." del Código Penal, porque los tér- 
minos «que el sordomudo carezca en absoluto de instrucción, 
puede no corresponderse con la realidad, puesto que en algu- 
nos casos existen sordomudos con cierto grado de instruc- 
ción que pueden considerarse incursos en esta eximente. 

El Fiscal de Vitoria cree que las atenuantes 5." y 6." del 
artículo 9 debieran subsumirse en el número 8." de dicho ar- 
ticulo. 

Respecto de las agravantes de reiteración y reincidencia, 
son varios los Fiscales que sugieren alguna modificación: el 
de Málaga propone incluir un párrafo a continuación de la 
circunstancia 15 del am'culo 10, que se aplique a ésta y a la 
14, a fin de señalar que el delito anterior debe figurar en pre- 
cepto que esté vigente en la comisión del hecho que se en- 
juicia, a fin de salvar con eilo las variaciones constantes en el 
valor del dinero en los delitos que se tipifican por la cuantía. 
Los Fiscales de Valladolid y Orense se refieren a que las cir- 
cunstancias de reincidencia y reiteración debieran prescribir 
al cabo de cierto tiempo y, el segundo de eilos, a que la rein- 
cidencia no debiera jugar en los delitos culposos. 

También son varias las sugerencias relativas a la responsa- 
bilidad civil subsidiaria: el Fiscal de La Coruña propone que 
se extiendan a los dueños de vehículos de motor cuando sim- 
plemente autorizaran su uso a otra persona y el de Granada 
propone que se amplíe a los familiares y personas autorizadas 
por el propietario del automóvil que lo conduzcan con su con- 



ido se e sentimiento expreso o tácito. En idéntico sent 
también los Fiscales de Palencia y Vitoria. 

El principio de la retroactividad a favor del reo, en rela- 
ción con el artículo 24 del Código, le parece al Fiscal de Jaén 
que no debiera jugar en los delitos patrimoniales cuando las 
reformas se produzcan por razón de las cuantías dinerarias. 

También e l  artículo 61 es objeto de consideración: el Fis- 
cal de Casteilón entiende que la circunstancia 4." debiera mo- 
dificarse en el sentido de que cuando no concurran circuns- 
tancias agravantes ni atenuantes, debe la pena imponerse en el 
grado medio y en lo mismo insiste, aduciendo razones de tra- 
dición legislati ás, el Fiscal de La Coruña. El de Huel- va adem 

razone 1 va pide que se en la sentencia mayor o menor gravedad 
del hecho y la personalidad del delincuente como motivos to- 
mados en cuenta por el Tribunal al hacer uso del arbitrio. Y 
el de Vitoria pide que se modifique la regla 6." de este art'cu- 
lo, en el sentido de que la pena pueda elevarse sólo en un 
grado. 

Al hablar de la r LruaL, u,, 
Huelva que debiera el 'liibunal imponer algunas condiaones 
para evitar que el condenado crea que no le ha sido impuesta 
pena alguna : obligación de residencia, de reparación previa 
del daño, de sometimiento a algún régimen curativo en los ca- 
sos en que proceda, de entrega de alguna cantidad para obras 
benéficas, etc., etc. El Fiscal de Vitoria cree que debe supri- 
mirse la posibilidad de ampliar la remisión condicional hasta 
las penas de dos años, a que el artículo 93 del Código autoriza. 
Sobre el mismo problema de la remisión condicional el Fiscal 

rragona, 
o 9 3 a c  

posibilii 
er utiliz; -- - 

de Ta por el contrario, cree que la dad del 
articull lue acabamos de aludir pueda si xda aun 
cuando no concurra atenuante muy cualificada. Y añade que 
el antecedente penal por delito culposo no debiera ser obsta- 
tivo a la concesión del beneficio, en lo que también coincide 
el Fiscal de Santa Cruz de Tenerife, que añade, a su vez, que 
no se pueda conceder el beneficio sin que estén satisfechas pre- 
viamente las responsabilidades civiles. También el Fiscal de La 
Coruña se suma a la idea de que los antecedentes por delitos 
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cuando el segundo del 
El Fiscal de Almella uiLL rjur. ra ir.ur.rir.svn de penas por 

el trabajo debiera poder aplicarse desde que la sentencia fue- 
ra recurrida en casación, porque ello no perjudicaría al reo 
en el caso de que la sentencia fuera casada v nodía en cambio 
beneficiarle cuando se confirmase. 

El Fiscal de Málaga señala una pi :ión en- 
tre el último párrafo del artículo 118, que establece un prin- 
cipio de imprescriptibilidad contrario a lo que disponen los ar- 
tículos 113 y 115 del Código Penal. Sobre los plazos de cance- 
lación ofrecen algunas modific , que sólo afea, 
duración, los Fiscales de Lugo da y Vitoria. 

Ya dentro del libro 11, c o r ; ~ ~ ~ ,  Ll Fiscal de Jaén por se- 
ñalar la laguna existente en el artículo 184 que sólo se refiere 
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), especialmente 

a las detenciones que no lleguen a un mes y a las que pasen 
de esta duración, sin que resuelva el problema de la deten- 

ue haya durado un mes exactamente. 
Fiscal de Tarragona propone completar el artículo 198 

na multa proporcional al beneficio obtenido por el fun- 
io, a fin de evitar que se aproveche del lo obte- 
legítimamente. 
Fiscal de Teniel, al examinar el contenido de los ar- 
; 308 al 316, dice que jeto de atención 
arte del legislador, ya ( 1s son en cierto 

modo confusos y añade que debiera establecerse una protec- 
ción ] 

tidad. 
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Dice el Fiscal de Santa Cruz de Tenerife, a l  examinar el 
articulo 320 del Código Penal, que el hecho de atribuirse ca- 
rácter oficial debiera ser suficiente para la existencia del de- 
lito, j 
de au 

El 

ugando como agravante el que se ejerzan actos propios 
toridad o funcionario público. 
Fiscal de Tarragona propone que se incluya al Notario, 
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Al hablar del artículo 390, el Fiscal de La Coruña, opina 
que deben incluirse en el tipo a los ascendientes, descendien- 
tes, hermanos y cónyuge del funcionario aue admitieran re- 
galos en consideración al oficio de c 
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Estima el Fiscal de Huesca en un extenso y muy docu- 
mentado estudio que incluye en su Memoria, que debiera su- 
prf i rse  el benigno tratamiento del delito de infanticidio y da 
como el «clin a l  de la sociedad y la es1 
ción i blece la Ley. El sentim 1 

casa san 
iento de 
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res humanos que nunca debieron dejar de conservarse. Aduce 
también el hecho de que la , gistió en nuestro 
Derecho hasta que fue incoi Código de 1848 
y se extiende en una serie de consi~~,~,,,,~s doctrinales de 
gran interés. 
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Los delitos ae lesiones sc ncion y sugeren- 
cias por parte de algunos Fiscaies: propone el de Tarragona 
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solverse con la aplicación de un ac arbitrio judicial. 
También el de Valladolid entiende I ictual sistema de 
tipificación por el resultado está superaao. Y el de Vitoria 
propone a l e  dificacio las penas, e u a 
desaparición hpos coi los en los artíc 5 
y 427. 

El Fiscal de La Coruña entiende que debiera contemplarse 
un tipo de delito complejo de homicidio con motivo u ocasión 
de violación y el de Jaén se refiere a los problemas de valora- 



ción de las facultades intelectuales y volitivas cuando no es- 
tán totalmente anuladas, ya que en tales casos los Tribunales 
se inclinan por absolver, para evitar la dura pena de reclu- 
sión menor, o condenar por estupor cuando la edad de la 
ofendida lo permite. Ello podía obviarse facultando a los Tri- 
bunales para bajar la pena en uno o dos grados atendidas las 
circunstancias de la ofendida, o bien, dice, a m tipo 
penal intermedio entre la violación y el estuprc 

Sobre la ampliación del delito de escándalo público a otros 
aspectos distintos de los que dañan los sentimientos de mora- 
lidad se refiere el Fiscal de Huesca y el de Gerona propone 
que se incluyan dentro del articulo 431 los abusos de homose- 
xualismo para que puedan ser perseguidos de oficio. 

El Fiscal de Pontevedra sugiere una revisión a fondo de la 
configuración actual del delito de estupro, teniendo en cuenta 
la regulación de la mayoría de edad y los avances en la forma- 

y adecu 
-0nuncia: 
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n tambil 

: los del 
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itos re- 
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ción sexual que actualmente se alcanzan. 
Sobre la necesaria revisión 

lativos a la prostitución, se p~ 
de Málaga, León y Valladolid. 

El delito de omisión de socorro es objeto de atención es- 
pecial: los Fiscales de La Coruña y Logroño piden que se 
elimine la circunstancia de que la persona «se halle desampara- 
da y en peligro manifiesto y grave»; el de Lérida cree que debe 
establecerse más claramente la situación de proximidad, de 
donde nace la obligación de socorrer. 

Sobre los elementos cuantitativos de los delitos ca 
propiedad y su penalidad por el resultado lesivo, los biscaes 
de Lérida, Burgos, Tarragona y Bilbao expresan sus opiniones, 
que no transcribimos de manera concreta, por referirse a de- 
t d e s  variables en la apreciación de las cuantías. Dentro de los 
delitos contra la propiedad, el Fiscal de Zamora entiende que 
debe desaparecer la agravante específica del número 2 del ar- 
ticulo 516, ya que sus dos vertientes pueden tener entrada en- 
tre las agravantes genéricas del articulo 10. 

En relación con los delitos de robo y hurto de uso, los 
Fiscales de La Coruña, Granada, Teruel, Palencia, Cáceres, 
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Santa Cruz de Tenerife y Alicante hacen propuestas diversas : 
Para La Coruña, debieran regularse con carácter general para 
que afectaran no sólo a los vehículos sino a las demás cosas 
muebles; el de Granada opina que la protección se extienda 
a los ciclomotores; el de Teme1 cree que es incompleta la 
referencia al plazo de veinticuatro horas; los de Cáceres y 
Santa Cruz de Tenerife consideran que la penalidad debe ser 
mayor; el de Alicante aboga Dor la su~resión del número 3 del 
516 y estim: i todo c en juegi a- 
vante de rei a, cuan( lmo está la 
en el artículo lU del Código. kl de Yalencia, lo mismo que 
el de la Coruña, entiende q se 
a todas las cosas muebles. 

El Fiscal de Tarragona, suriere uue se rnuuva un UDU es- 
pecial que castigue y descril o- 
motores o gestores de vivier 3s 
adquirentes. Indica que el precedente de la Ley francesa de 
7 de agosto a 
estos efectos 

Sobre el aeilto ae cneque en descubierto, a c e  ei riscal 
de Zaragoza que es necesario distinguir las formas que inter- 
viene engaño dentro de la relación interna entre las partes y 
aquellos otr a- 
do interés p n- 
til. El de Bilud~ LKC uuc CDLI I I Y U I ~  11" UCUICII ILICICCCI S&- 

ción Y 
añac ra 
en todo caso extenderse a la letra de cambio. El de Valencia, 
por último, indica que convendría excluir de la figura penal 
el cheque post-datado, siempre que tuviera por origen una 
obligación legítiman ntraída. 

Sobre la penalidr imprudencia y las dificultades que 
surgen por aplicaci6n tanto de su párrafo cuarto como de la 
necesidad de no rebasar el tope de los delitos dolosos, hablan 
los Fiscales de Zmora y Murcia. El de Santander entiende 
que la privación del permiso de conducir debiera extenderse 
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-elación con el Libro 111 del C Ó G ~ ~ ~ ,  Lr IDL-aI U* Pon- 
os puntos en los que la penalidad de las faltas 
iente o excesiva: cuando queriendo imponer 

la pena mas leve se limita el arresto de 5 a 15 días en los ar- 
tículos 574, 576 y 583 y cuand ~ o n e  la pena de priva- 
ción de permiso a las impruder i resultado de lesiones 
en el artículo 586, párrafo 3.". unvendría rebajar los míni- 
mos a fin de ponerlos en consonancia con los artículos 582 y 
587 que sancionan faltas más graves y aplican el arresto me- 
nor en toda su n. La pi de pern rondu- 
cir resulta un ta siva con imo de i habida 
cuenta de que tal pena no existe en el artículo 600, en el que 

ucta culposa pudiera ser más gr 
+cal de Guadalajara propone tarnoien I nodifi- 

uue ia penalidad del articulo 583 y en idéntico scnuuo hace 
)puesta similar el de Santz 
Fiscal de Ponte\ íica que 

figura de injurias livianas del artículo 586 número 1, de muy 
raloració 
ductas. 
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pone el ique el 
lo 648 del Código Civil, al poner de manifiesto la incon- 
gruencia que se advierte entre la obligación impuesta por la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal a todo ciudadano, de denun- 

hechos que considere delictivos y las disposicic 
ículo, al incluir como causa de revocación de las 

L-lVIIGS e1 hecho de imputar al donante alm delito de lva ciUc: 

dan lugar a procedimiento de urgencia 
El Fiscal de Pontevedra, en orden ¿ 

civil, considera muy cerrado el régimen aei arncuo 4~ ael LO- 

digo y dice que nuestro sistema matrimonial, si por diversas 
causas siempre fue fuente de conflictos, acentuó su rigidez a 
partir de aquelia reforma de 1956, habiendo hecho la Iglesia 
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mes de 
; dona- 
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declaración oficial de la admisión de otras confesiones, en la 
Declaración Conciliar sobre libertad religiosa y hecha por el 
Estado español suya esta actitud en la Ley de Libertad reli- 
giosa de 28 de junio de 1967, no ya de tolerancia sino de 
reconocimiento, es h o r a - d i c e d e  modificar el citado artícu- 
lo 42 dando al verbo «profesar, empleado en la fórmula tra- 
dicional y en la reformada, no el significado forzado de haber 
recibido el bautismo en la fe católica, sino el auténtico, decla- 
rado por la Real Academia de «ejercer una cosa con inclina- 
ción voluntaria y continuación en ella», con lo que no vendrían 
obligados a la forma canónica del matrimonio los que, siendo 
de Derecho súbditos de la Iglesia, por la recepción de un 
bautismo, ni consciente ni voluntario, de hecho, no se consi- 
deran tales y han abandonado la fe en que fueron bautizados. 
Obligar a tales a contraer la forma sacramental, irá no sólo 
contra las conveniencias, sino también contra la propia santidad 
de un sacramento que en tales condiciones se recibe forzado 
por la Ley y con grave riesgo de sacrilegio. Por ello cree un 
deber señalar la complacencia con que se ha recibido en aque- 
lias comunidades cristianas separadas el Decreto de 22 de mayo 
de 1969, cuya apertura y modificación de las condiciones para 
contraer matrimonio civil, prescindiendo de la comunicación 
obligatoria al Ordinario, que puede ser sustituida por la no- 
tificación al Párroco de haber abandonado la fe católica, cau- 
só un favorabilísimo impacto en aquellas comunidades mino- 
ritarias. Por elio cree que ha llegado el momento de meditar 
si un sistema de matrimonio civil, facultativo, no sería el más 
adecuado a las características de pluralismo y transigencia que 
parece comenzar a ser el presente y confía constituya el futu- 
ro de nuestra comunidad nacional. 

Por la creación de un Código de la Familia que recogiera 
también la materia contenida en las Compilaciones Forales, 
se pronuncia el Fiscal de Valladolid, citando ejemplos de otras 
legislaciones como la de Suecia, Noruega, Rusia, etc., que han 
seguido este sistema. También el Fiscal de Valladolid es par- 
tidario de dar una más amplia interpretación al artículo 218 
del Código Civil, especialmente a partir de la Sentencia de 
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5 de marzo de 1947, que adm ~sibilidad de graduar la 
incapacidad de los oligofrénico 

El Fiscal de San Sebastián püiulca UII  esa es ante proble- 
ma en relación con los artículos 54 de la Ley de Registro Ci- 
vil y 192 del Reglamento que, a su decir, plantean frecuentes 
problemas en las provincias donde existen idiomas o dialectos : 
el primero de dichos preceptos obliga a consignar en el Re- 
gistro Civil todos los nombres propios de los españoles en 
idioma castellano y el segundo, admite los nombres regiona- 
les, pero vertidos también al castellano. La traducción del 
nombre regional no siempre es sencilla y a veces resulta im- 
posible lefinitiva, como los idiomas y dialectos que se 
hablan 3 el territorio nacional son también españoles, 
propone M ~di f icac ión  de dichos preceptos, a fin de que se 
permit esidad d y- necesaria tta- 
ducciói 

El riscai ae larragona considera ae un rigor excesivo el 
plazo o límites de tiempo establecidos en el artículo 108 del 
Código Civil, que ya la jurispmdencia ha tenido que paliar 
al admitir pruebas que puedan en cierto modo contradecirlos. 
Insiste en la necesidad de dota i mayor flexibilidad a la 
norma. 

Sobre la adopción son varios los Fiscales que incluyen su- 
gerencias, pero por haberse estudiado todas ellas en la reu- 
nión anual de León, dejamos de incluirlas en este capítulo. 

El Fiscal de Zamora, por último, cree que se debiera con- 
figurar el contrato de cesión de solar presente a cambio de 
piso futuro, tan frecuente en nuestros dias en el tráfico jurí- 
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ntro de estos aspectos generales del enjuiciamiento cri- 
podemos señala Fiscal de Zamora propone que 
)ja en forma exF vigencia del principio acusatorio 

Lu -ateria de faltas y articulen los preceptos necesa- 

r que el 
Iresa la 7 

"..m 0- 



1 Fiscal I 
1s 344 y 

:os forei 
sta mate 
:n+n...,nr 

icados, 
medios 
.. - - - - -- 

n efectu: 
de Aho! - R"l.3"-' 

rociación 
tción de 
, . .  

i los iur 
adecuad 

ema de I 

jortante 

Irse tam 
rros. En 
s.. :..,.1,.., 

: debe d 
los para 

3 

rios que contemplen las consecuencias del incumplimiento de 
los plazos dentro del proceso con mayor claridad. También el 
Fiscal de Vitoria plantea algunas cuestiones generales que 
afectan a las reglas de conexidad, la separación de jueces ci- 
viles y penales, la supresión de secciones en algunas Audien- 
cias Provinciales, etc. 

Considera el Fiscal de Gerona que el cumplimiento me- 
diante exhorto de la diligencia de ofrecimiento de acciones a 
que se refiere el artículo 109, resulta lento y poco eficaz y 
propugna la posibilidad de que se realice por correo certifica- 
do con acuse de recibo. 

E de Tarragona realiza un amplio estudio de los ar- 
tículo siguientes, considerando necesario introducir re- 
formas para ia actualización y mayor eficacia de la labor de los 
médic uses. Le parece imprecisa la reglamentación so- 
bre e ria y propugna por una regulación más detallada 
de la uLL, .,~ción y contenido de los informes de estos peritos 
cualif otárseles ra parte, de loca- 
les y la realk e su labor. Aun- 
que fuera en normas ue carácter regiamenrario, debía afron- 
tarse el probl nás mini :nte todo este as- 
pecto tan i m ~  :rosos til elito. 

Sobre la consignación de dinero en la Caja de Depósitos, 
' dice el Fiscal de Gerona que resulta a veces dificultoso y mo- 

lesto y que parece más consecuente que estos depósitos pu- 
diera bién en el Banco de España o Cajas Pos- 
tales relación con el mismo problema el Fis- 
cal d t  uair;cliLa I U L L U ~ ~  también las Cajas de Ahorros e incluso 
la A! i Mutuo-Benéfica de Funcionarios de la Admi- 
nistrz Justicia como lugares de posible depósito. 

En reiación con el depósito de objetos de dueño descono- 
cido, propone también el Fiscal de Baleares que se autorice 
para realizar subastas periódicas de estos objetos ingresando el 
producto de las mismas en la Caja General de Depósitos o en 
la Asociación Mutuo-Benéfica y quedando a beneficio de esta 
última cuando, transcurrido un plazo prudencial, no apareciese 
el dueño. 
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El Fiscal de Huelva se pronuncia por la conveniencia de 
la creación de un Cuerpo de Policía femenino que atendiera 
a aspectos preventivos relacionados con menores, etc., y que 
sirviera de enlace con los Patronatos de Protección de Meno- 
res y de Protección de la Mujer. 

Varias sugerencias relacionadas con la parte ae la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal recientemente modificada por la Ley 
de 8 de abril de 1967, se contienen en las Memorias de algu- 
nos Fiscales: el de Lugo propone que el manifiesto de las 
actuaciones de que habla el articulo 787 se sustituya por un 
pase al Fiscal y otro común para las defensas. El de Valíado- 
lid propone la modificación del articulo 789 para que el Juez 
pueda dictar auto de sobreseimiento libre, ya que en la actua- 
lidad surgen dudas sobre esra posibilidad. Idéntica posibili- 
dad, referida al caso de la enajenación mental del encartado, 
contempla el Fiscal de Albacete. El de Tarragona, al comentar 
el articulo 781, regla 6.) dice que carece el Fiscal de medios 
para velar de la observancia de lo que dispone la regla 3." del 
artículo 790, al no darse recurso alguno contra el auto de 
apertura de juicio oral. Si el acusador particular no ha formu- 
lado querella o solicitado con éxito la adopción de medidas 
cautelares contra la persona o personas a quienes acusa, si su 
comparecencia se hizo como ofendido por simple escrito de 
personación, el Fiscal no tiene otra solución que poner de ma- 
nifiesto el error procesal observado pidiendo-se deje sin efec- 
to lo actuado por clara infracción de la regla 3." del articu- 
lo 790. Sería deseable que se modificara por consiguiente la 
regla 6." del articulo 791, admitiendo recurso de apelación con- 
tra el auto de apertura del juicio oral. 

El mismo Fiscal de Tarragona en relación con la regla 8." 
del citado articulo 791, dice que es muy frecuente que cuando 
el acusado es extranjero, o nacional residente fuera de Espa- 
ña, nombre Procurador antes de regresar a su país de resi- 
dencia y no comparece más tarde al acto de la vista. La decla- 
ración de rebeldía de que habla la regla 8." del articulo cita- 
do podría paliarse con ligeras modificaciones, cuando exista 
Procurador que represente al acusado. 



El Fiscal de Gerona considera necesario que las declara- 
ciones de rebeldía se revisen e incluso se dejen sin efecto, una 
vez transcurrido el plazo para la prescripción del delito. 

El de Alicante elogia la antigua redacción del artículo 802 
en su párrafo segundo sobre inclusión de los honorarios del 
acusador particular en las costas. 

Por Último, el Fiscal de Gerona :biera ar- 
ticularse la posibilidad de un recurso nterés de 
Ley en el nuevo proceso por delitos menos graves. 
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D. Reformas referentes a Leyes especiales 

El Fiscal de Tarragona destaca la importancia que puede 
tener para la vida y salud de las personas la utilización mali- 
ciosa o negligente de la energía nuclear y sobre esta base pro- 
pone algunas modificaciones de la Ley de 29 de abril de 1964. 
Destaca los problemas de concurso de delitos, comentando el 
articulo 89 de la Ley citada y no considera de buena técnica 
penal el plantear un problema de concurso real al acumularse 
a la pena del delito de peligro la pena que corresponde al deli- 
to de lesión concreta. Se trata más bien, dice, de un concurso 
formal que debe resolverse en forma distinta. También hay que 
atender a resolver de otra forma la concurrencia de conductas 
dolosas y culposas, a cuyo efecto propone las necesarias mo- 
dificaciones del artículo citado. 

El Fiscal de Valladolid considera necesario modificar pro- 
fundamente la Ley de Propiedad Industrial, que considera des- 
fasada y fuera de la realidad, con la que resulta casi imposible 
tipificar falsedades de patentes o competencias desleales. 

El mismo Fiscal de Valladolid se refiere también a la Ley 
de Suspensión de pagos, que adolece, a su decir, de falta radi- 
cal de sistema y método y que en determinadas ocasiones fa- 
vorece la incertidumbre jurídica. 

El Fiscal de Zaragoza llama la atención sobre la necesidad 
de resolver con mayor eficacia los problemas, penales o no, 
que afectan a los enajenados mentales y que por falta de es- 
tablecimientos adecuados y de una buena distribución de la 



resulta 
pensión 

das deja 

A 

las en fi 

competencia de las autoridades interesa ibir la 
atención que la sociedad debe prestarles 

Es también el Fiscal de Zaragoza GUGU s ~ :  ucuva de las 
Juntas de Protección de Menor dta la 
presencia del Ministerio Fiscal. 

El Fiscal de Burgos insiste en ia necesiaaa ae poner al 
día la regulación del Seguro Obligatorio de Accidentes de 
vehículos a motor, en el sentido de ampliar la indemnización 
que hoy en día insuficiente, lo mismo que el tope de 
200 pesetas de 1 
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i efectos 
posibles de C G i i u u c ~ a a  delictubaa3 U antisocialka ~ U L  implican 
predisposición para perpretar delitos (arts. 2." y 9.9 párra- 
fo 3.") y atendiendo, de otra parte, a las actividades usuales 
y peligrosidad del delincuente (art. 3.3 establece las categorías 
de estados peligrosos comprendidas en dichos preceptos, con 
fines garantizadores, que declara el Juez teniendo en cuenta 
los elementos subjetivos y de temibiiidad enumerados en la 
Ley y descubiertos en el agente que somete a medidas de se- 
guridad. 

En las Circulares de esta Fiscalía de 12 de marzo de 1934 
(Memoria ídem, pág. 61), 21 de febrero de 1957 (M. ídem, 
pág. 136), 3 de abril de 1963 (M. ídem, pág. 106), 28 de 
abril de 1965 (M. ídem, pág. 36), 20 de noviembre de 1967 
(M. 1968, pág. 292) y en las Memorias de 1942 (pág. 55), 
Memoria de 1945 (pág. 61) y especialmente en la Memoria 
de 1968 (pág. 72), se estudian y analizan los preceptos de la 
Ley para la determinación más exacta posible de los estados 
peligrosos y de los individuos a quienes deben aplicarse las 
medidas de seguridad. 

Conviene ahora recordar icia y cumplimj iento de 
estas Circulares, tanto en los expeaentes que se instruyan para 
enjuiciar la conducta de los comprendidos en los estados pe- 
ligrosos predelictuales del art. 2." de la Ley, y cuyo conoci- 
miento está atribuido a los Juzgados de Vagos y Maleantes 
en virtud de lo dispuesto en el art. 10 de la Ley, desarrollado 
por la de 24 de abril de 1958, Orden Ministerial de 24 de 
mayo del mismo año, y Decreto de 5 de mayo de 1966, como 



en los procedimientos penales en que se compruebe la peli- 
grosidad de los responsables del delito enjuiciado, referidos 
en el art. 3." en relación con el 9 de la propia Ley, o sea la 
peligrosidad post-delictual que se declara en la sentencia que 
se pronuncie en el proceso penal, para que la medida de se- 
guridad que se decrete se cumpla después de la pena que se 
imponga por el delito y como complemento de la misma. La 
intervención en estos casos del Ministerio Fiscal, es obligato- 
ria por disposición expresa de la Ley, ya que afecta a la de- 
fensa del interés social y a la protección de aquellos a quienes 
se pretende regenerar, atendiendo a que sus actividades antiso- 
ciales o delictivas son el reflejo de una personalidad anormal 
psíquica o patológica, para quienes las medidas de seguridad 
constituyen una garantía de reintegración a la vida normal 
que no puede desatenderse. 
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3s vertientes hay que considerar, para enjuiciarlas 
según proceda, la c , que por su continuidad es alar- 
mante, de aquellos dedican a l  uso ilícito de los auto- 
móviles ajenos o con ánimo de lucro 2 la sustracción, violen- 
tándolos, de lo que se guarda en su interior; producen daños 
caprichosamente en los mismos; lo utilizan para la comisión 
o procurarse la impunidad de otros delitos o simplemente con 
finalidades perturbz e la circulación, actuaciones cri- 
minosas ejecutadas :emente por jóvenes o grupos de 
ellos con menosprecio de las consecuencias de sus actos, para 
cuyos sujetos las penas con que se sanciona esta clave de deli- 
tos carecen de eficacia correctiva, a pesar de la agravación de 
que fueron objeto por la Ley de 8 de abril de 1967 que incor- 
poró al Código Penal los preceptos penales de la Ley especial 
de 24 de diciembre de 1962, sobre uso y circulación de vehícu- 
los de motor, e introdujo en el Código entre los delitos con- 
tra la propiedad el Capítulo 2." bis, del Título XII, libro 11, 
denominado «Del robo y hurto de uso de vehículos de motor)), 
art. 516 bis. 



En la Circular de esta Fiscalía núm. 3 de 28 de abril de 
1965, se dieron instrucciones a los Fiscales para que interesa- 
ran la aplicación de la Ley de Vagos y Maleantes a quienes 
se dedican a estas actividades delictivas con el fin de adoptar 
contra los mismos las procedentes medidas de seguridad que 
contrarrestasen en lo posible estas manifestaciones de peligro- 
sidad. Por eilo es preciso insistir en algunos aspectos referidos 
a la actitud que debe adoptarse para coordinar los fines asig- 
nados a la sanción penal con las medidas de seguridad exigi- 
bles en esta clase de delincuencia a la vez que se atiende a 
reparar en lo posible las consecuencias perjudiciales del delito. 

A estos efectos los Fiscales de las Audic rben tener 
en cuenta las instrucciones siguientes : 

a) En todos los procedimientos penales que se sigan por 
las actividades delictivas anteriormente expuestas, deben pro- 
ponerse y practicarse las diligencias necesarias que tiendan a 
reflejar la personalidad del inculpado, sus antecedentes pena- 
les y del Registro Central de Vagos y Maleantes, los motivos 
del delito y circunstancias de su ejecución para que, en el es- 
crito de calificación provisional o en las conclusiones defini- 
tivas, pueda solicitarse del Juez o Tribunal que conozca del 
proceso la declaración de peligrosidad con aplicación de las 
medidas de seguridad que procedan 1 caso. 

Si por insuficiencia de elemento: eba no puede ins- 
tarse o no se declara la peligrosidad soiicitada, y ésta es presu- 
mible, se pedirá la deducción de testimonio de particulares 
para que completándolo con informes de la Policía, en com- 
probación de aquellos datos que falten sobre la conducta y pe- 
ligrosidad de los implicados en el lbjeto d< so, 
sea remitido al Juzgado de Vagos y tes que m- 
da con la solicitud de apertura de expediente para que se apli- 
quen las medidas de seguridad previstas en la Ley. 

b) Cuando en la causa criminal recayere sentencia con- 
den )n declaración de peligrosidad, por disposición del 
art. Ley, no puede concederse al reo del delito los be- 
neficios de la condena condicional, ni los de la libertad pro- 
visional, en tanto no se revoque totalmente la medida de se- 
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guridad acordada que se cumpiirá inmediatamente después de 
extinguida la pena impuesta al delito o delitos que se hayan 
cometido. 

De no acordarse la peligrosidad del reo por el delito y 
cuando se solicite del Fiscal informe relativo a la remisión con- 
dicional de la pena, se tendrá en cuenta al valorar «las cir- 
cunstancias del hecho» a que se refiere el art. 92 del Código 
Penal y «la naturaleza del hecho 'punible y circunstancias de 
todas clases que concurrieran en su ejecución» que menciona 
el art. 93 del mismo Código las especiales características que 
afectan a esta clase específica de infracciones, al objeto de que 
no se conceda al reo el beneficio de la condena condicional, 
salvo que la personalidad del delincuente lo haga aconsejable, 
dadas las circunstancias del hecho. 

c)  Singular atención debe prestarse a la actuación de los 
que formando «grupos o bandas», de modo permanente o cir- 
cunstancial se dedican a esta clase de «empresa delictiva~. Esta 
conducta puede entrañar una forma de codelincuencia que al- 
canzaría mayor importancia por el número de sus componen- 
tes y la posible impunidad del delito, previamente meditado en 
las distintas fases, preparatoria, de ejecución y aprovechamien- 
to del «botín» logrado fruto de sus apetencias, lo que hace 
difícil pueda articularse contra los mismos acusación formal. 
Pero implica también una forma de peligrosidad social, cuan- 
do estas conductas resulten presuntas, y no puedan ser enjui- 
ciadas como actos de participación delictiva, y deben por ello 
valorarse en expedientes de peligrosidad por los Jueces de 
Vagos y Maleantes, formulando la correspondiente denuncia 
con aportacié S antecedentes que figuren en las dili- 
gencias de la informes de la Policía judicial que des- 
pués se complementarán en el expediente instruido en la for- 
ma regulada en las normas de la Ley de Vagos y Maleantes. 

d) Deben darse instrucciones a la Policía judicial para 
que, cuando sea hallado un vehículo que se sospeche fue sus- 
traído, se ponga en conocimiento pc ?dio más rápido, 
incluso telefónicamente, de su propie yo nombre y di- 
rección figura en la cédula de identificación fiscal, o de la Je- 
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fatura Central de Tráfico, si el vehículo no contuviera cédu- 
la de identificación, a fin de que se completen los datos de su 
titular a través del número de matrícula. Este aviso, que debe 
hacerse inmediatamente después de identificarse el vehículo, 
tenderá, de una parte, precisar de la manera más clara po- 
sible la fecha y hora de la sustracción, para que pueda com- 
putarse el plazo de 24 horas que menciona el art. 516 bis del 
Código Penal, y de otra parte, a dar noticia al propietario del 
vehículo para que 1 oceder a rdiata recuperación, 
cumplidos los trán! cesales 1 'es. 

e)  Ha de p r o c ~ a ~ ~ ~ ,  lnstando LU ~ U C  proceda y poniendo 
estas instrucciones en conocimiento de los Fiscales Municipa- 
les y Comarcales, que al comenzar a actuar el Juzgado de 
Instrucción o el Municipal o Comarcal que actúe a prevención, 
comprueben si se han obtenido los datos a que se refiere el 
apartado anterior con la finalidad de adoptar como medida 
urgente su el caso de que no constaren todavía 
y proceder :omunicar al propietario del vehícu- 
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La aphcacion de las medidas de seguridad en los supues- 
tos del art. 3." de la Ley ha encontrado cierta resistencia de 
parte de los Tribunales, debido a que, por la falta de estableci- 
mientos adecuados, las medidas de seguridad se co en 
verdaderas penas con el consiguiente daño individ cial 
que ocasiona, porque impide que surtan los efectúa ~ ~ ~ ~ ~ z r a -  
do le son propios y que quien las impone pueda com- 
P" resultado para prolongar, reducir o dar por termi- 
naba~ medidas acordadas. En estos términos expresan en 
sus Memorias anuales los Fiscales de las Audiencias sus obser- 
vaciones respecto a la adopción de medidas que la experiencia 
aconseja en la aplicación de esta legislación especial en cum- 



plimiento de lo dispuesto en el art. 116 del Reglamento de 
3 de mayo de 1935, dictado para la aplicación de la Ley. 

Actualmente este problema de falta de establecimientos 
adecuados par lplimiento de las medidas de seguridad, 
se ha resuelto. ,ección General de Prisiones, atendiendo 
a la petición ue esra Fiscalía. indica con fecha 2 de diciem- 
bre de 1968, que han 1 habilitados par Fines los 
establecimientos siguic 
- La Prisión Provincial de Segovia se destina para aco- 

ger a los sujetos procedentes de Madrid; la de Jerez de la 
Frontera para los de Andalucía y la de Figueras para los de 
Barcel 
- [ajara se 

destina b,L,blecimiento de custodia, para el cumplimiento 
:didas de seguridad post-delictum. 
La Central de Mujeres de Segovia, par: 

LO ue las medidas de semidad im~uestas a mujeres. 
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la Ley de Vagos y Maleantes, los Sres. Fiscales remitirá 
sualmente datos estadísticos, haciendo constar el nún 
asuntos en que, conforme a lo dispuesto en dicho precepto, 
en los procedimientos penales se ha solicitado por Fiscalía la 
aplicación de las medidas de seguridad correspondientes y su 
resultado; e igualmente del número de denuncias remitidas 
a los Juzgados Especiales de Vagos y 
puestos referidos de esta Circular. -. 1s guarde a V. E. muchos años. 

!&id, 22 de febrero de 1 

EXCMOS. E ILMOS. SRES.: 

11 men- 
iero de 

En la reunión de Fiscales de Audiencias Territoriales y 
Provinciales que tuvo lugar el pasado mes de enero en Cór- 
doba, figuró en el orden del día correspondiente a la primera 
sesión, y bajo el título de ~cComentarios sobre la aplicación de 
la reforma procesal de 8 de abril de 1967», el tema de «Dili- 
gencias intermedias». Su fin principal fue precisar el exacto 
significado de tal terminología. En su discusión se hizo reitera- 
da referencia a la realidad práctica de existir actuaciones ju- 
diciales concebidas como «diligencias previas a las previas, 
aludidas en el art. 789 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

Antes de la reforma de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal, se denominaban diligencias previas las practicadas para 
investigar la naturaleza delictiva de las denuncias siempre que 
no desembocaran en la apertura de un sumario. Tal tipo de 
diligencias autónomas sustitutivas del sumario, han sido con- 
sideradas siempre procesalmente inadmisibles por esta Fisca- 
lía. Ya en la Memoria de 1899 (pág. 168, Consulta núm. 106), 
se advierte que cuando el Juez no desestime de plano la denun- 
cia viene obligado a instruir diligencias, y una vez que las 



haya comenzado no podrá ponerlas término sino en la forma 
establecida para los sumarios en la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal, porque el art. 269 sólo autoriza a abstenerse de ins- 
truir diligencias cuando la denuncia se rechace a limine. Igual 
interpretación del art. 269 se halla en las Memorias de 1925 
(pág. 107, Consulta de 7 de octubre de 1924) y de 1963 
(pág. 90, Consulta de 11 de junio de 1963) al declarar que las 
actuaciones judiciales para la depuracióri de hechos son ca- 
racteres delictivos han de desarrollarse necesariamente dentro 
de los sumarios, señalándose, al efecto, la forma en que deberá 
actuar el Ministerio Fiscal para acabar con tal corruptela pro- 
cesal que a tantos y tan grandes abusos se presta. Al recordar 
esta conocida doctrina de la Fiscalía, se hace preciso insistir 
en ella, porque aun después dc la Ley de 8 de abril de 1967, 
la instrucción de diligencias «previas~, a las previas legalmen- 
te reguladas, es proceder arbitrario y la resolución que acor- 
dare su práctica infringiría un precepto imperativo cuya apii- 
caciór :ce duda 

sumal 
por la 

a Ley d 
. ---d.--. 

e Enjuic 
:A- -1 

1 el sistema de 1 iamiento Criminal, el E- 
uru c;n el que se halla LUIILCIUUU CI ait. 269 está destinado al 

50. Se inicia con la de1 los atestados instruidos 
I Policía Judicial, equipa galmente a las denuncias 

iuncia y 
rados le] . . (art. 297). La denuncia se considera, si excluimos la incoación 

de oficio por su carácter singular (art. 303), como la forma 
principal de hacer llegar a conocimiento de la autoridad judi- 
cial la noticia de los hechos presuntamente delictivos. De ahí 
el que imponga la obligación de denunciar tanto a quienes 
presenciaren la perpetración de cualquier delito (art. 259) como 
a quienes sin presenciar la realización delictiva tuvieren cono- 
cimiento de ella (art. 262, 295), y de que tan sólo en casos ex- 

a que SS 
. T  

(art. 21 .. 

ceucionales decaiga la obligación leml de denunciar (artícu- 
50, 261) 
ualquier: 631, una 

vez rormulada, el juez manaara proceaer mealatamente a 
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la comprobación de los hechos denunciados, salvo que éstos 
no revistieren carácter de delito o que la denuncia fuere ma- 
-:E:..-. .amente falsa fart. 269). supuestos en que puede abste- 

de todo sin perjuicio de las posibles res- 
bilidade: desestimare indebidamente. La 

racuitad de abstencion que la norma confiere al Juez que reci- 
be la denuncia es absoluta e incompatible con cualquier acti- 
vidad procesal preliminar; esto es, el único dualismo o alter- 
nativa posible la denuncia es iniciar en base a ella un 
sumario o ab: de proceder.. La facultad legal atribui- 
da en el inciso segundo del art. 269 no comprende la absten- 
ción precedida y fundamentada en diligenci iales; la 
actitud del Juez es en este caso esencial y ori iente va- 
lorativa y debe proyectarse desde luego sobre una ue las dos 

Llidades procesales: la abstención total, si estima que los 
1s son falsos o no integran delito, o bien la admisión de 

uLiiuncia con la subsiguiente comprobación de los hechos 
en el oportuno sumario. Decidida la práctica de diligencias 
queda superada la fase presumarial, iniciándose inmediatamen- 
te la instrucción referida en el titulo IV del libro 11 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, que regula las actuaciones que 
constituyen el sumario y determinan las autoridades compe- 
tentes para instruirlos. Las diligencias que el Juez acuerde 
practicar con el fin de comprobar los hechos denunciados y que 
después no siguen el cauce de sumario, son actuaciones pro- 
cesale cedentes porque se sustraen al conocimiento de 
los dt ios de la instrucción (el Tribunal que ha de re- 
solver ,u,5auJo el resultado de lo actuado, y los interesados en 
la acción penal: Ministerio Fiscal y partes que puedan per- 
sonarse) y, precisamente por su carácter ilegal o clandestino, 
carecen de las exigencias procesales requeridas para que pue- 
dan obligar coercitivamente las decisiones adoptadas en ellas 
por el Juez; además, representan una expresa contradicción 
con los principios de oficialidad y carácter público que domi- 
nan en el proceso penal. Es claro, pues, que en el procedirnien- 
to ordinario no están permitidas las diligencias previas autó- 
nomas y sin proyección sumarial. 
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Las diligencias previas no estan legitimadas en el proce- 
dimiento orduiario ;el régimen prohibitivo del art. 269 es 
también a~licable en el procedimiento de urgencia. La finali- 

legislador al introducir esta clase de 
do en la reforma de 8 de abril de 1967, 

kue la de coordinar la rapidez en el trámite procesal con las ga- 
necesarias para la recta administración de Justicia. Y, 
onía con ello, crea un nuevo trámite que autoriza al 

juez para que practique, como diligencias previas, las esen- 
ncamina xenninar la naturaleza y circunstancias 
hoy las 1 que en él hayan participado y el pro- 

c e m e n t o  aplicable (art. 789, párrafo primero), pudiendo 
declarar el hecho falta o acordar el archivo de las actuaciones 
si estimare que el hecho no es constitutivo de delito (art. 789, 
números 1." y 2."). 

El art. 789 constituye una norma especial porque aun 
comprendiendo los supuestos que prevé el art. 269 de la Ley 
de Enjuiciamie ribuye la singular garantía que 
representa el rc ión; dada su finalidad resulta- 
rá inadmisible, por arbitrario, cualquier actuación procesal que 
pretenda, contraviniendo el precepto, impedir que el Fiscal o 
los interesados en las diligencias puedan reclamar contra la de- 
cisión del Juez; las diligencias previas típicas ordenadas por 
la Ley, que fija las resoluciones a adoptar y los medios de 
impugnación, excluyen cualquier otro género de diligencias 
previas; precisamente la introducción de las diligencias pre- 
vias en el art. 789 y la supresión del texto del art. 795 que fi- 
guraba en la Ley de 8 de junio de 1957, impide que junto a 
aquellas diligencias puedan coexistir diligencias previas atípi- 
cas. En definitiva, son contrarias al espíritu de la Ley en el 
  roce di miento de urgencia dilirrencias  rev vi as, a las previas 
iegaímc 

Rei 
,:+"A"" 

" 
erizadas. 
las inst 

A&+. -Ad 
i las Cirdares 

CILdu(ID, LcuuICLU aucuaa CYbuLa L a a  alBuiente~ normas: 



2." 
distinta . . 

En el s 
S de las - .  

1." Si se diera traslado al Ministerio Fiscal, para infor- 
me de diligencias instruidas con infracción de lo que dispone 
el art. 269 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, debe darles 
solamente el valor de simples denuncias y en consecuencia, 
pedir al Juez que proceda en la forma que ordena el artículo 
citado. 

de que las diligencias, se tramiten como 
das en el art. 789 de la Ley de Enjui- 

ciamiento C;riri;,,., ,, igual modo serán consideradas como 
denuncias y el Fiscal debe solicitar del Juez Instructor que, 
como ordena dicho artículo, incoe el procedimiento, dando 
cuenta al Fiscal v al denunciante si comDarece, uara aue tra- 

La, puec lan ado] ptarse h 
- A 

is resoh uciones 

3." Luando el Fiscal tuviere noticia por cualquier con- 
ducto, tanto si se trata de hechos a investigar en el procedi- 
miento ordinario, como en el de urgencia, que se instruyen 
diligencias no autorizadas por la Ley, deberá someter el hecho 
al conocimiento de la Sala o Junta de Gobierno de la Audien- 
cia para que en uso de las atribuciones que les confiere la Ley, 

viciosa! 
4." 

instruy 
deberá] 
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Fiscales 

r normas que ei Código Civil desunaoa a regular la es- 
tructura y los efectos de la adopción (arts. 172-180), experi- 
mentaron un cambio sensible al promulgarse la Ley de 24 de 
abril de 1958; la ordenación vigente representa un notable 
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avance para el eficaz desenvolvimiento de la I jn, cuyo 
desarrollo es, sin duda, uno de los hechos sc os y le- 
-.-l-*. vos más interesantes de los últimos tien 

)S impec medida 
~pción dc plena el N 

la existencia de situaciones jurídicas no previstas por la nor- 
ma, se pusieron de manifiesto en las primeras Jornadas Nacio- 
nales de la adopción que tuvieron lugar el año 1966 en Madrid, 
lo mismo que en las c ayo de 1 Oviedo. 
Sus conclusiones se e lo. Sr. 1 de Jus- 
ticia de quien se inter,,, de una ~ L L U L - ~  que con- 

i a dar mayor agilidad a la institución, lo que, en definiti- 
intribuiría a resolver el problema social y humano que 

pianrea la permanencia en Casas de Maternidad y Estableci- 
mienti :ia de gr :ro de n 
adopt; ienzos ( da, podr 
desde luego a un hogar que les redirmera de las diIicultades de 
adaptación a la sociedad porque su e 
Benéficos no la resuelve totalmente. 

"' Ministerio Fiscal no puede permanecer ai margen ae 
lovimier 
) le encc 

nores y la obligada intervención que el Código Civil le atri- 
buye en los expedientes de adopción. Y precisamente porque 
en algunas Fiscalías, ya sea por la generalidad de los precep- 
tos, o bien por tratarse de sit ; que ca 
ción específica en el Código, nido a : 
santes problemas relacionados con la adopción, ,, ..,,,,,,,, .,- 
jar un camino a seguir sobre estos puntos que pueden ofre- 
cer diversos criterios a la interpretación. El sentido que se dé 
a la norma debe estar l i~ado a la fórmula legal, pero los su- 

)S concretos no ni explícitamen- 
hibidos por la 1 .arse en armonía 

.J tendencia dommante de ordenar la adopción en favor 
del adoptado (favor minoris). 

Por todo ello y con el fin de que dad del 
rio Fiscal se mantenga en una línea unilurme cuanao emiIa 
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el dictamen prevenido en el ai 
rán tenerse en cuenta ] 

contrib 

iel Código Civil, debe- 
las siguientes normas : 

h1 concepto de menores abandonados 

Código Civil determina que sólo pueden ser adoptados 
en forma plena los abandonados o expósitos, silenciando cual- 
quier idea que pueda recisar estas cualidades 
jurídicas esenciales. 

La adopción de los abandonados expósitos o sin datos de 
filiación, ofrece menos problemas que la de los abandonados 
no expósitos o con datos de filiación. Si el concepto de expó- 
sito es relativamente claro, no ocurre así con el abandonado. 
En el art. 175, que trata de las causas revocatorias de la adop- 
ción, el término de abandono puede referirse tanto al aban- 
dono propio como al incumplimiento de los deberes legales 
derivados de la relación paterno-filial; y atendiendo a la fina- 
lidad que la adopción persigue, hay suficiente base para en- 
tender que la expresión legal de abandono o abandonado no 
ha de ir unida siempre a un acto puramente material, sino que 
el abandono apto para figurar en la estructura de la adop- 
ción plena es un estado o situación de los menores con espe- 
ciales características, que puede no identificarse con el aban- 
dono propio o material. Por elio, mientras que el abandono 
caracterizado J posición del hijo o por su expulsión del 
hogar paterno fácil interpretación legal, el abandono 
que se concrete en actos que perjudiquen el normal desenvol- 
vimiento psíquico o moral del menor, es un concepto flexible 
que se formará a través de la certeza y permanencia de situa- 
ciones graves y peligrosas para el menor. De ahí el que, para 
efectos de la adopción plena, también puedan en ocasiones 
reputarse abandonados por sus padres los menores de 14 años 
amparados material y espiritualmente por Instituciones Bené- 
ficas, si las circunstancias demuestran una voluntad continua- 
da de desamparo por parte de los padres o guardadores del 
menor 

Pe equisito esencial de la a 
plena, ,, -, situación duradera, con unos límites temporales 



causa ve 

Exten 

1 fin o la inter rupción 

que al menos han de exceder de los tres años (art. 178 del Có- 
digo Civil). Por ello interesa esclarecer cuáles sean las con- 
ductas capaces de prc del es- 
tado de abandono. 

Tanto si a esta situación se ha llegado por el simple desam- 
paro moral como por el abandono material, su extinción no 
tendrá lugar por actos de muy limitada duración reveladores 
de una conducta ocasional y transitoria; de igual modo un acto 
de estas mismas características puede no ser ef 
de interrupción del plazo de los tres años; r 
actos deberán valorarse en cada caso para conocer si tienen 
como 1 rdadera asumir los deberes de la 

icaz con: 
:n gene1 

patria 

conoce I 

:. 172). - .  

30s tipo! 
Esta dis - .  . . 

5 de ada 
tinción, - 

si& personal de la adobción merws psi 

El Código Civil re 

10 causa 
:al, esos . . 

ipción : la plena 
y las menos plena (art por sus efectos, 
tiene una conocida ascendencia histórica. La arrogdio y la datio 
in adoptionem producían la total ruptura del preexistente 
vínculo de filiación al cual sustituía el nuevo vínculo creado; 
si la adopción era minus plena, el vinculo de filiación prece- 
dente se conservaba al lado del nuevo que producía efectos 
liimtados. En España la recepción del Derecho romano se re- 
fleja en las Partidas (4, 7, 7) y antes en el Fuero Real bajo el 
nombre de prohijamiento. Paralelamente el Código Civil en 
su nueva redacción, diferencia también la adopción plena de 
la menos plena. Por razón de los sujetc 7s, en la 

das o ui 
plena los adop- 

tante~ han de ser o dos personas casa na en estado de 
viudedad; en la menos plena puede ser adoptante una perso- 
na sola, cualquiera que sea su estado. Con relación al adopta- 
do, pueden serlo plenamente tan sólo los abandonados o ex- 
pósitos; la menos plena es avlicable a todas las personas. Por 

y suces 
con su f 

sus efectos familiares orios, la adopción plena rompe 
los lazos del adoptado 'amilia natural y otorga derechos 
legitimarios, en tanto que en ia menos plena el adoptado con- 
serva la situación jurídica anterior excepto en lo relativo a la 
patria potestad, y los derechos sucesorios únicamente derivan 
de la escritura de adopción. Resulta, pues, que la adopción 
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plena es el tipo privilegiado; pero en elia los adoptados pre- 
suntos han de ostentar la condición de abandonados o expó- 
sitos en los términos que acabamos de señalar. Sin embargo, 
en el Código Civil no existen, expresas ni implícitas, restric- 
ciones cualitativas para los posibles beneficiarios de la adop- 
ción menos plena. Este silencio puede ser la causa de que 

a plantearse la duda de si será admisible que la adop 
nenos plena se extienda al campo personal específico 
~lena, recayendo incluso sobre abandonados y expósitos. 
:no es que, ni históricamente ni en la letra de la Ley, 
ios limitaciones referidas al sujeto favorecido con la adop- 
nenos plena; sólo la plena tiene limitado su radio per- 
en el Código Civil, por lo que lógicamente, si la adop 

,,, senos plena no está sujeta a tales condicionamientos 
itivos, debe ser porque su ámbito es más general que el 
o de la adopción plena (abandonados y expósitos) hasta 
tender a cualquiera otra persona. 

iopción menos plena no está so- 
I condición personal del adopta- 

do, tamblen hay que admitir que no es requisito de su efica- 
cia el transcurso de un plazo determinado de tiempo en situa- 
ción de abandono. 

"7 resumen: en la adopción plena el Código Civil impo- 
mo presupuesto limitativo que los adoptados sean aban- 
os o expósitos; en la menos plena se silencia ese límite 

y, por consiguiente, podrán ser adaptados en esta forma tanto 
los abandonados o expósitos como las personas que no tengan 
tal carácter, favoreciéndose y extendiéndose la adopción a to- 

situación de des 

: el área 
:es nacid 

de la ac 
los de la . . .  

: encuen 

wzversiÓó1 
czon plena 

nte cues 
!a inicial 
ID 

;amparo. 

plena e ?n adop- 

h i t i da  la adopción menos plena de los abandonados sin 
[dad del transcurso de plazo alguno en tal estado, se ofre- 

ce la interesa tión de si, una vez completados los tres 
años desde 1 ción del abandono, puede obtenerse la 
adopción plen,. 



Se trata, pues, de estudiar la posibilidad de convertir la 
adopción menos plena de abandonados en adopción plena. El 
punto de vista favorable a la conversión se apoya tanto en que 
los beneficios de la adopción plena deben extenderse, como en 
que las normas del Código Civil no deben interpretarse en 
contra de los intereses del menor que es el más necesitado de 
protección. Sin embargo, este criterio permisivo que compar- 
timos cuenta con dos aparentes dificultades que es preciso 
considerar : 

Una de las dificultades se apoya la adop 
nos plena de abandonados no es susceptible de transformarse 
en plena por cuanto falta el requisito básico de la situación de 
abandono, pues el adoptado de manera menos plena no es ya 
legalmente abandonado si se piensa que tal género de adop- 
ción atribuye al adoptante la patria potestad (art. 174) cuyo 
normal ejercicio excluye toda idea de abandono. Pero esta 
conclusión no parece apropiada, porque el estado de abandono 
hay que referirlo a la conducta de los padres ex d u r a  y no a 
la de los adoptantes en forma no plena; persistiendo las cir- 
cunstancias que caracterizaban el abandono al tiempo de per- 
feccionarse la adopción menos plena, la situación de abando- 
no en su sentido jurídico no se ha extinguido y el menor sigue 
siendo sujeto posible de una adopción plena no obstante ha- 
liarse bajo la potestad del adoptante. 

De aquí que a efectos de la adopción plena deba valorarse 
el acto de abandono o de desamparo inicial ininterrumpido y 
no la nueva situación que le subsiga; es decir, que para la 
eventual adopciSn plena no debe ser obstáculo el que medie 
una adopción de grado menor, pues de mantenerse otro crite- 
rio, deberían también excluirse de la adopción plena los me- 
nores sometidos a instituciones asistenciales, y es lo cierto que > 

el art. 178, párrafo 2." del Código Civil, permite la adopción 
plena de los abandonados que siendo mayores de 14 años fue- 
ron prohijados antes de dicha edad por los adoptantes. 

En consecuencia, si la situación de prohijamiento y el aban- 
dono real no son incompatibles a los efectos de permitir la 
adopción plena de los prohijados, por la misma razón tampo- 



la que 

co deben entenderse inconciliables la situación de abandono 
y la adopción menos plena, y por eiio los adoptados en esta 
forma pueden ser adoptados plenamente. De no ser así serían 
de peor condición los adoptadc nos plei 
los prohijados. 

La otra dificultad para la VUUCL uc MU ~UU~L IUUC~ SUCT- 

sivas podría hacerse derivar de que la adopción es irrevocable 
(art. 175) en cualquiera de sus modalidades. Pero el principio 
de la irrevocabilidad no se opone a que el vínculo adoptivo 
perfeccionado en forma no plena se convierta en vínculo adop- 
cional pleno, porque en el tránsito de un tipo a otro de la 
misma institución no se ha producido el fenómeno extintivo, 
sino sólo el modificativo de la cualidad de la adopción; o lo 
que es igual, no nos hallamos ante las consecuencias extinti- 
vas de la revocabilidad-una adopción que se extingue y otra 
autónoma que nace sustituyéndola-, sino ante los efectos sim- 
plemente modificativos de la conversión, que actúa en bene- 
ficio del menor 

4.' Sobre el consentzmzento para la dopción 

Los padres del menor abandonado han de prestar su con- 
sentimiento en el expediente judicial previo; esta formalidad 
es tan esencial que su falta determina la nulidad de la adop- 
ción (art. 176, párrafo último). El consentimiento para el ex- 
pediente de adopción se impone con carácter de ius cogens, 
por el art. 176, párrafo l.", que impiícitamente alude al ar- 
ticulo 46 del Código Civil, el cual precisa que corresponderá 
otorgar el consentimiento-para el matrimonio-al padre, y 
faltando éste o hallándose impedido, a la madre, al abuelo pa- 
terno, al materno, a los abuelos paternos o maternos y en su 
defecto al Consejo de familia. No se trata de un consentimien- 
to conjunto del padre y de la madre, sino de un consentimien- 
to individual. Esto no debe impedir, sin embargo, que la ma- 
dre pueda comparecer en el expediente en que medió consen- 
timiento del padre, precisamente para poder examinar y ana- 
lizar mejor las motivaciones del consentimiento de éste, con- 
forme o disconforme con la adopción en trámite. Por eiio, oír 
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a la madre antes de autorizar o rechazar la adopción, apreciado 
libremente su consentimiento, es un requisito tolerado y no 
excesivo, y al mismo tiempo una medida de prudencia y ga- 
rantía para una resolución objetivamente jusr 

El Código Civil nada dispone sobre la efj 1- 

:a. 
icacia de 
. . -  

timiento de los padres de sangre en la fase decisoria de la adop- 
ción, pero no debe olvidarse a estos efectos lo que ordena el 

Código para el momento extintivo de la adopción ple- 
na; pues, según la regla primera del art. 175, los padres del 
niño abandonado pueden impugnar la adopción, manifestan- 
do su voluntad de que se declare extinguida, pero aun cuando 
acrediten su falta total de culpabilidad en el : :z 
ponderará los motivos resolviendo lo que es 

ibandoni 
rtime m: 

o, el Jue 
ás convc 

niente para el menor. 
Por eilo, y como general, el Fiscal deberá ,cuidar 

que en los expedieni dopción consten datos suficientes 
para poder analizar de modo preciso y exacto los motivos del 
consentimiento prestado y poder evitar, en su caso, que los 
padres que hayan abandonado al hijo, puedan perjudicarle de 
nuevo interfiriéndose sin causa justificada en la vida del me- 

todo ini 
el consi . . 

cen de : 
ente de 

Eacultadc 
adopció . . 

nor y sobre Jagar si los padres care :S 

para prestar ~ntimiento en el expedi ~n 
por ((hallarse impedidos» por alguna causa lega, a tenor de lo 
que el art. 46 del Código Civil dispone. 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 19 de ji 1 ala 

RCULA 

1. ANTECEDENTES 

En la Circular núm. 6 de 1967, de 10 de diciembre (Me- 
moria de 1968), pág. 326, apartado 11 «Instrucciones relati- 
vas a las Disposiciones Generales para el procedimiento de ur- 
gencia», apartado B, inciso l), se indicaba que el Fiscal debe 



«oponerse a que las entidades, bancos y banqueros de que 
habla el Último párrafo de la regla 5." del art. 784, tengan en 
el proceso otra intervención que la de su obligación de afian- 
zar, en los casos a que dicho párrafo se refiere)). 

La Instrucción mencionada, aun siendo consecuencia del 
mandato legal que interpreta, declarativo de que en ningún 
caso y por concepto alguno la intervención en el proceso de 
tales entidades, bancos y banqueros podrá ser otra que la de 
afianzar, expresamente establecida en el precepto, resultará 
de difícil cumplimiento cuando las entidades aludidas acudan 
al proceso en defensa de sus intereses por ejercitarse contra 
ellas la acción civil para la reparación del mal causado por el 
delito. 

La existencia de resoluciones contradictorias sobre la ma- 
teria, aconsejz ~roblema y las instrucciones con- 
siguientes. 

.IDAD CI' 

HÍCULOS 
DR EL USO Y CIR- 

La entrada en vigor de la Ley de 8 de abril de 1967, (que 
incorporó al Código Penal y a la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal los preceptos penales y procesales de la Ley de 24 de 
diciembre de 1962), unida a la creación del título ejecutivo 
contemplado en el nuevo Texto refundido de esta Úitima nor- 
ma aprobado por Decreto de 21 de marzo de 1968, han ori- 
ginado procedimientos diversos para exigir la responsabilidad 
civil nacida del uso y circulación de vehículos de motor, si 
los hechos motivaron la iniciación de procesos penales y el 
perjudicado no renunció a la acción civil, ni hizo expresa re- 
serva para ejercitarla separadamente. La naturaleza de la nor- 
ma que impone la obligación de indemnizar, condiciona el pro- 
cedimiento dirigido a la satisfacción de la responsabilidad ci- 
vi.. Sus formas ~ueden  concretarse así: 



a) Responsabilidad civil 
penales 

derivad 

Este supuesto parte de una conducta voluntaria del agente 
y está regido por el principio de la responsabilidad subjetiva. 
Para que ésta se origine no es suficiente la estricta materia- 
lidad del daño producido, sino que se requiere además, la con- 
currencia de la culpa (ilícito penal) declarada en la sentencia 
condenatoria que ponga término al proceso penal. 

A este tipo de responsabilidad civil, en sus formas de prin- 
cipal y subsidiaria, se refieren los arts. 19 a 22 del Código 
Penal. Para hacerla efectiva, la Ley de Enjuiciamiento Crirni- 
nal dispone de medidas cautelares (art. 591), que en el proce- 
dimiento de urgencia, presentan como características la ra- 
pidez con que se preteñde evitar la dilación del trámite y la 
protección de las víctimas de la circulación amparadas por el 
seguro obligatorio. Estas especiales garantías las prevé el ar- 
ticulo 784, 5." de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Por un 
lado, refiriéndose a la forma que pueda adoptar la fianza exi- 
gida para asegurar las responsabilidades pecuniarias (art. 111 
del Código Penal), admite la validez de las constituidas me- 
diante depósito del metálico en la mesa del Juzgado o por 
garantía bancaria o de la en I que tenga asegurada la 
responsabilidad civil la perso ra quien se dirija la me- 
dida (párrafo l."). Por otro, y Lvucrrtdnd~~e tan sólo a la cuan- 
tia de la fianza que garantiza las responsabilidades civiles (ar- 
ticulo 101, núm. 3 y 111, núm. 1 del Código Penal), dispone 
que cuando éstas estén total o parcialmente cubiertas por el 
Régimen del Seguro Obligatorio de Responsabilidad Civil de- 
rivado del uso y circulación de vehículos de motor, la fianza 
deberá prestarse por la entidad aseguradora o por el Fondo 
~ a c i o n i  de Garantía, en su caso, hasta el el seguro 
obligatorio (párrafo 2."). 

Como las entidades aseguradoras o bancarias aludidas ac- 
túan exclusivamente con la cualidad de fiadores del procesado 
o encartado, garantizando las presuntas responsabilidades pe- 
cuniarias o sólo las civiles, es claro que les está prohibida cual- 



quier intervención en el proceso (art. 784, último párrafo) 
que no traiga causa de las obligaciones asumidas en el acto 
constitutivo de la fianza o del requerimiento para afianzar. De 
ahí el que deba acordarse la prestación de la fianza, fijando 
su cuantía, desde que resulten de las actuaciones judiciales 
indicios de criminalidad, bien para dirigir el procedimiento 
o para adoptar medidas cautelares contra el responsable pre- 
sunto del delito que se persigue, formándose al efecto la pie- 
za separada correspondiente. 

Con la derogación del art. 21-c) y último párrafo del 43 
de la Ley de 24 de diciembre de 1962 por la Ley de 8 de 
abril de 1967 y Decreto de 21 de mayo de 1968, se equiparan 
las entidades aseguradoras de la responsabilidad civil cubier- 
ta por el seguro obligatorio y el Fondo Nacional de Garantía, 
a los fiadores voluntarios a quienes ya se prohibía intervenir 
en el proceso desde la reforma del art. 786, regla 6.4 en el 
procedimiento de urgencia en el año 1959. 

b) Responsabilidad civii ivmon lo 
iniciación de un proceso penal no termznaao por sen- 

a condenatoria ( van sido 
o de proceso pe 

7 por ht 
m1 

Se comprende en estos supuestos la responsabilidad civil 
derivada de hechos que dieron lugar a un proceso penal ter- 
minado con sentencia absolutoria o con auto de rebeldía o de 
sobreseimient i resolución que le ponga fin provisional 
o definitiva n declaración de responsabilidad; o de 
aquellos hech,, 110 fueron objeto de proceso penal; o bien, 
que el perjudicado se hubiere reservado en el procedimiento 
penal el ejercicio separado de la acción civil. 

En estos casos puede conseguirse la reparación de los da- 
ños causados sin subordinarlos al factor volitivo; la responsa- 
bilidad civil es exigible aunque no se funde en la culpa ni 
siquiera en una presunción de culpa, sino en el riesgo crea- 
do (objetivación de la responsabilidad). Ante tales eventos, la 
Ley (Texto refundido de las disposiciones vigentes de la Ley 
de 24 de diciembre de 1962, aprobado por Decreto de 21 de 



marzo de 1968), otorga al perjudicado o a sus herederos ac- 
ción directa contra el asegurador del vehículo causante del 
daño; para exigir el cumplimiento de la obligación de indem- 
nizar hasta el límite del seguro obligatorio; el ejercicio de la 
acción se sujeta a un procedimiento especial creador de un 
título ejecutivo que permite el inmediato resarcimiento de los 
daños producidos con el vehículo de motor. También puede 
ejercitarse la acción civil, en el procedimiento civil ordinario 
competente, ante los Tribuna e Circu- 
lar núm. 411968 de 11 de ju 
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L: fundamentales de esta cl :tán con- 
tenida título 1, Capítulo 11 del Le marzo 
de 1968 (aprobando el Texto refundido de ia Ley de 24 de 
diciembre de 1962, sobre uso y circulación de vehículos de 
motor), y encuentran su desarrollo en el Reglamento del Se- 
guro Obligatorio aprobado por Decrc ~viembre 
de 1964, adaptado al Decreto Ley 411 .arzo por 
el Decreto de 6 de mayo de 1965. 

Según estas normas se concibe y regula el seguro Obli- 
gatorio, con la finalidad social de garantizar a la víctima de la 
circulación una indemnización mínima, partiendo del prin- 
cipio general de que todo conductor de un vehículo que cau- 
se daños está obligado a reparar el mal causado. En el aiudi- 
do Reglamento se estructura como una modalidad del seguro 
privado compatible con cualquier otro, concertado libre y es- 
pecíficamente para cada delito, considerando nulos todos los 
pactos que se opongan a las disposiciones legales (art. 1.7; el 
seguro es obligatorio para el propietario del vehículo (art. 3 
y 6); sólo se permite concertarlo a las entidades inscritas y 
autorizadas para la práctica del ramo en el Registro de En- 
tidades Asegu del Ministerio de Hacienda (art. 5); es- 
tablece los lír mtitativos de la reparación de los daños 
corporales (art. 23) y en las cosas (art. 24); y dispone como 



obligaciones del asegurador: la de prestar, hasta el límite del 
seguro, las fianzas que en garantía de la reparación del daño 
acuerden las autoridades judiciales, bastando a tal efecto que 
la entidad aseguradora reconozca, compareciendo ante el Juez, 
la autenticidad del correspondiente certificado de seguro; la 
de abonar, hasta el límite del seguro, la indemnización que se- 
ñale la sentencia penal; y a realizar las demás prestaciones es- 
tablecidas en la Ley y las demás que también se indican en 
el art. ^^ 

Como consecuencia de las anteriores consideraciones, los 
Seffores Fiscales, se atendrán a las instrucciones siguientes: 

1." Dada la condición de fiador que la Ley atribuye en 
el procedimiento penal a la entidad aseguradora de la respon- 
sabilidad civil derivada del uso y circulación de vehículos de 
motor, tan pronto conste en las actuaciones el procesamien- 
to, o resulte posible la exigencia de responsabilidad contra al- 
guna persona, según el procedimiento de que se trate, en la 
pieza de responsabilidad civil formada en cumplimiento de 
las disposiicones de los arts. 589, 590 y 785 regla 8 5 b )  de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, se solicitará, si el Juez no lo 
acuerda de oficio, que se requiera a la entidad aseguradora de 
la responsabilidad civil, por el seguro obligatorio, o en su 
caso al Fondo Nacional de Garantía, para que constituyan las 
preceptivas fianzas, ya que los limites de cobertura del segu- 
ro aparecen legalmente establecidos. . 

2." Para la constitución de la fianza se requerirá a la en- 
tidad aseguradora a fin de que reconozca la autenticidad y vi- 
gencia del certificado de seguro, que debe figurar reseñado 
en los autos desde que el conductor del vehículo asegurado 
lo exhibió ante el Juzgado al prestar su primera declaración 
(art. 795, regla 3." de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 
artículo 29-1 del Reglamento del Seguro Obligatorio). 

3." Cuando la entidad aseguradora requerida o en su caso 
el Fondo Nacional de Garantía, en defensa de su derecho, 



conteste al requerimiento judicial alegando cualquier cuestión 
con motivo de la prestación de la fianza, como que la responsa- 
bilidad no está cubierta por el régimen del seguro obligatorio, 
que la compañía no es la aseguradora de! vehículo, que la 
fianza exigida excede de los límites del seguro, o cualquier 
otra que se derive de la literalidad del precepto, contenido 
en el párrafo penúltimo de la regla quinta del art. 784 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal, esta incidencia debe trami- 
tase en la pieza separada y resolverse en tiempo hábil para 
aue en el trámite de calificación se haiie determinada la enti- 
dad aseguradora a quien corresponde afianzar la responsabili- 
dad civil. 

4." En el escrito de calificación, cuando el Fiscal sosten- 
ga la acción civil, imputará el pago de las oportunas indem- 
nizaciones a las personas que con arreglo a las disposiciones 
del Código Penal resulten responsables civiles; y deberá pre- 
cisar separadamente del total de la indemnización, la cuantía 
de los daños causados a las personas que han de ser satisfechos 
con cargo a la fianza prestada por la entidad aseguradora de 
la responsabilidad civil cubierta por el seguro obligatorio. 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 12 de julio de 1969. 
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CONSULTA NUM. 1 1  OY 

El problema que plantea en su Consulta se refiere a qué 
clase de procedimiento debe seguirse en un recurso de apela- 
ción, interpuesto en una cuestión de competencia, estando ya 
en vigor la nueva Ley de 20 de junio de 1968, que atribuyó 
competencia en determinados asuntos del orden civil a las 
Audiencias Provinciales. 

La situación procesal, en el momento en que surgió el 
problema, fue la siguiente: el demandado en un proceso de 
cognición por reclamación de cantidad interpuso recurso ape- 
lando contra el auto dictado por un Juzgado Municipal de esa 
Capital, en el que se acordó desistir de la cuestión de compe- 
tencia por inhibitoria que anteriormente había promi 

- 

incia. un Juí 
ovido a 

dta : LOS anIeceaenres souclrauos para resulveria rcsu 
a Audiencia Provincial, conociendo del recurso 

LUIIIV jerárquico del Juzgado Municipal, observó la 
tramitación dispuesta en el art. 62 en relación con el 25, del 
Decreto de 21 de noviembre de 1952 sobre normas procesa- 
les aplicables en la Justicia Municipal; fundamentó su crite- 
rio en que la Ley de 20 de junio de 1968 distingue dos clases 
de procedimientos: el del art. 2.', núm. l.", referido, entre 
otros supuestos, a la resolución de las cuestiones de compe- 
tencia, en las que habrán de aplicarse las normas procesales 
vigentes para la actuación de que se trate, y el del núm. 2." 
del propio art. 2.O, relativo a las apelaciones no comprendi- 



das en el número anterior, ya que de otra forma, según se 
afirma en su proveído, serían ambas normas contradictorias. 

B) Esa Fiscalía, que se adhirió al recurso, en el acto de 
la vista formuló la correspondiente protesta por quebranta- 
miento de forma, ya que las actuaciones quedaron de manifies- 
to en la Secretaría de la Audiencia sin darse vista a las partes 
para instrucción; señaló como infringidos los arts. 888 y 709 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en relación con el ar- 
tículo 2." de la Ley de 20 de junio de 1968, interesando, en 
definitiva, la reposición de los autos al trámite de instrucción 
omitido, por entender que debió sustanciarse el recurso según 
los trámites de la sección 3.", título VI, del libro 11 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. Como la apelación prosperó en 
base de cuestión de fondo, el Fiscal desistió del recurso anun- 
ciado. No obstante para que sirva de fundamento a la actua- 
ción del Ministerio Fiscal en lo sucesivo, formula esta Con- 
sulta. 

El problema consiste en la interpretación del art. 2." de 
la Ley de 20 de junio de 1968 que dispone en fórmula con- 
cisa que «en la interposición y admisión de los recursos de 
apelación que por esta Ley se atribuyen a la competencia de 
las Audiencias Provinciales, así como en la resolución de las 
cuestiones de competencia y acumulación de autos, se apli- 
carán las normas procesales vigentes para la actuación de que 
se trate». Estos términos legales obligan a indagar la voluntad 
del legislador, inspiradora de la reforma, pues la novedad del 
precepto no permite considerarlo aislado de las demás dispo- 
siciones legales comunes, sino incluido en la plenitud del or- 
denamiento al que se ha incorporado. 

Así, debe sostenerse que la facultad atribuida a las Audien- 
cias Provinciales para resolver tanto los recursos de apelación 
contra las decisiones de los Jueces de 1." Instancia y Munici- 
pales, como las cuestiones de competencia que se susciten en- 
tre los mismos, es derivación de una competencia funcional, 



absoluta y excluyente, que impide, por su misma naturaleza, 
la intervención de las Audiencias Territoriales y de los Juzga- 
dos de l." Instancia en las apelaciones de que antes conocían, 
si bien se concreta este límite a los negocios enumerados en 
el art. l." de la nueva Ley. Esta idea, por otra parte, corres- 
ponde al criterio legislativo de estructurar las Audiencias Pro- 
vinciales como órgano judicial de competencia común y de 
dar carácter general al principio de colegiación para el ejerci- 
cio de la segunda instancia, excepto en los asuntos de escasa 
entidad. Estos motivos son determinantes de que las Audien- 
cias Provinciales conozcan como superior, jerárquico sin ex- 
cepción alguna, porque no la establece la Ley, de la sustancia- 
ción y decisión de los recursos de apelación, así como de la 
resolución de las cuestiones de competencia que se originen 
entre los Juzgados de la Provincia. 

Más si se obsema que el art. 2." de la Ley representa 
una simple acomodación de competencias para los procedi- 
mientos previstos en el art. l.', que respeta, en lo posible, las 
normas procesales ordinarias, la interpretación de las refor- 
mas introducidas, ha de ajustarse a los límites estrictos del 
texto legislativo; estos principios proyectan su importancia 
procesal principalmente en la norma uno, párrafo dos del 
art. 2.", que establece un procedimiento común para la sus- 
tanciación y decisión de los recursos de apelación (el previsto 
en la sección 3." titulo VI del libro 11 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal denominado «D2 las apelaciones de las sen- 
tencias y autos dictados en incidentes y en los juicios que no 
sean de mayor cuantia)), permaneciendo invariables las nor- 
mas vigentes en orden a la interposición y admisión del re- 
curso, así como las referidas a la resolución de las cuestiones 
de competencia, aunque, ciertamente, su conocimiento se atri- 
buye a las Audiencias Provinciales como superior jerárquico 
común de los Jueces que conocieron del proceso. 

Entre las resoluciones apelables en los juicios de cognición 
se halla el auto desistiendo de la cuestión de competencia por 
inhibitoria (arts. 96 y 97 de la Ley de Enjuiciamiento Crimi- 
nal), precisamente por la remisión que a estos artículos hace 



el 64 del Decreto de 21 de noviembre de 1952, materia a la 
que se refiere, en particular, la Consulta. 

Distingue expresamente la Ley Procesal Civil entre el 
planteamiento de las cuestiones de competencia (arts. 72 y 89) 
y su decisión (arts. 99 y SS.); en estas fases pueden interve- 
nir órganos judiciales diversos, porque de los recursos de ape- 
lación autorizados en los arts. 87, 91 y 96 de la Ley de Enjui- 
ciamiento Criminal conoce el superior del Juez que, en razón 
de la competencia objetiva, dictó la resolución impugnada (com- 
petencia funcional), que puede ser también el mismo que des- 
pués decida; mientras que en la segunda fase, la decisoria, la 
competencia viene atribuida al superior jerárquico común de 
los Jueces contendientes, que pueden pertenecen a Provin- 
cias distintas (competencia «per saltumn). De ahí el que los 
recursos de apelación contra los autos del Juez Municipal o 
Comarcal desistiendo de la inhibitoria iniciada, haya que con- 
siderarlos incluidos entre las resoluciones impugnables para 
cuya sustanciación y decisión se ha señalado la tramitación es- 
pecial prevista en el art. 2.', norma segunda, párrafo 1." de la 
Ley, puesto que este recurso no constituye una excepción, en 
su regulación procesal, con respecto a los autorizados en los 
arúculos 22, 35, 36, 42, 47 y 63 contra las resoluciones de los 
Jueces Municipales y Comarcales (Decreto de 21 de noviem- 
bre de 1952 z ocesales aplicables en la Justicia 
Municipal. 

rmas pri 

De las consideraciones anteriores se deduce, a los fines 
consultados : 

1." Que Ia Ley de 24 de junio de 1968 representa en el 
aspecto orgánico de la Administración de Justicia, una norma 
que configura a las Audiencias Provinciales como órgano su- 
perior jerárquico de los Juzgados de la Provincia en determina- 
dos asuntos civiles. 

2." En el orden procesal, a través del art. 2.0, números 
uno y dos, párrafo primero, de dicha Ley examinados con- 



juntamente, la única novedad legislativa es que las Audiencias 
Provinciales deben aplicar para sustanciar y decidir todos los 
recursos de apelación interpuestos contra las resoluciones im- 
pugnable~ de los Juzgados de la Provincia, las normas estable- 
cidas en la sección tercera del título VI del libro 11 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil, con las modificaciones establecidas 
en el art. 2.", núm. 2 de la Ley 10/1968 de 20 de junio. 

Ateniéndose a estas consideraciones, si en lo sucesivo el 
Tribunal de la Audiencia Provincial insiste en su criterio in- 
terpretando el precepto en la forma consignada en la Consul- 
ta, debe promover V. E. los recursos procedentes. 

Sírvase acusar recibo. 
Dios guarde a V. E. much 
Madrid, 12 febrero de 19 

10s años. 
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a) En diligencias preparatorias seguidas ante un Juzga- 
do de la Provincia, fue evacuado por el Fiscal el trámite del 
art. 791, regla 2." de la Ley de Enjuiciamiento Criminal con 
petición de sobreseimiento conforme al núm. 1." del art. 641 
de dicha Ley, y no habiendo acusación personada en autos, 
el Juez acordó hacer saber a los interesados la pretensión de 
sobreseimiento del Fiscal, a fin de que en el plazo de 8 días 
comparecieran a defender su acción de estimarlo oportuno y, 
efectivamente, dentro del término fijado compareció uno de 
los presuntos perjudicados que, a continuación formuló cali- 
ficación acusatoria contra el denunciado. 

b) Por conducto de la Fiscalía de la Audiencia Territo- 
rial, y debido a su general interés, se consulta el problema que 
la referida situación procesal ha planteado, y que consiste en 



saber si dentro del procedimiento especial del Capítulo 11, Tí- 
tulo iV de la Ley de Enjuiciamiento Criminai, tal como quedó 
redactado por la reforma de la Ley 3/67, es de aplicación o 
no el art. 642, y eventualmente, el 644 y concordantes de dicha 
Ley de Enjuiciamiento Criminal en los casos en que el Fiscal 
solicite el sobreseimiento y no exista acusación personada que 
mantenga la acción. 

Al exponer su criterio en torno al proble ete las si- 
guientes cuestiones r * 

1." Si en el procedimiento de urgencia ante los Juzga- 
dos es o no de aplicación el art. 642 y concordantes (643 y 
645) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal cuando el Fiscal 
pida el sobreseimiento y no hubiere otra acusación personada. 

2." Si en ese mismo procedimiento puede el Juez que 
considere improcedente la petición del Fiscal relativa al so- 
breseimiento y no hubiere querellante que mantenga la acción, 
hacer uso del art. 644 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

3." En este último supuesto, y dados los términos en que 
ese nuevo procedimiento se configura, con intervención de los 
Fiscales Municipales, si la remisión que de la causa pueda ha- 
cer el ~nstructor, y en el caso de que el sobreseimiento sea 
pedido por el Fiscal Municipal, deberá continuar haciéndose 
a las Autoridades que el art. 644 señala (Fiscal de la Audien- 
cia Territorial si se sigue el procedimiento en el término de 
una Audiencia Provincial), o Fiscal del Supremo (si lo es en 
el de una Audiencia Territorial), o habrá de serlo ante el supe- 
rior inmediato (Fiscal de la Audiencia Territorial o Provin- 
cial respecti va). 

La Ley de Enjuiciamiento Criminal para moderar las even- 
tuales desviaciones del sistema acusatorio que introdujo, orga- 
nizó diversas figuras jurídicas, entre ellas la prevista en los 
arts. 642 y 644, que faculta al Tribunal competente para lla- 



mar a los interesados en la acción penal cuando el Fiscal pro- 
mueva un acto que impida la apertura del juicio solicitando el 
sobreseimiento del sumario. Las normas que preceden repre- 
sentan una fórmula revisora de la actuación del Ministerio 
Fiscal, a quien, a falta de acusador particular, concede la Ley 
el ejercicio exclusivo de la acción penal, sea para instar su 
prosecución con la apertura del juicio, o bien para pretender 
su paralización con la petición del sobreseimiento. Esta úIti- 
ma hipótesis es la constitutiva del núcleo de los arts. 642 y 
644. Si el Fiscal, valorando el resultado de las diligencias prac- 
ticadas para la investigación del delito, entiende que no están 
justificados los elementos que integran la estructura punible 
perseguida, puede desistir de continuar manteniendo viva la 
acción y pedir la suspensión de su actividad en tanto los pre- 
supuestos típicos (objetivos y subjetivos) no aparezcan clara- 
mente configurados. Ante esta actitud procesal relativa a la 
acción, al Juez o Tribunal, con esos mismos datos probatorios 
acumulados en el proceso, pueden surgirle graves dudas y es- 
timar, en definitiva, conveniente que continúe desplegando la 
acción su eficacia hasta el juicio oral a fin de contrastar las 
diligencias del sumario con las pmebas del juicio. Cue 1 - 

este contraste con dos posibilidades: la que repre 1 
art. 642, y subsidiaria de ella, la que define el art. 644; mas 
si ninguno de estos hechos adquieren virtualidad, la acción 
permanece en el estado de suspensión pedido por el Fiscal. 
Este es el sistema construido por la Lev de Enjuiciamiento 
Criminal para el procedimiento ordin S reforx 1 

Ley de Enjuiciamiento Criminal, enb la de 8 1 
de 1967 y su precedente de 1957, fundadas en la pretensión 
de instaurar un  roced di miento acelerado más en consonancia 

ario. La 
re otras - 

ias de h 
de abri 

. . 

con la pequeña entidad de los delitos denominados menores, 
no han cambiado el contenido y efectos de los arts. 642 y 644 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Esta afirmación que 
viene a resolver anticipadamente la Consulta, cuenta con un 
apoyo doble: a) uno es la generalidad, sin excepciones, del 
principio expuesto (arts. 642 y 644), b) y otro, la ausencia, 
en dos procedimientos especiales de la Ley de Enjuiciamiento 



ncipio g 
grados e 

Criminal, de normas que modifiquen las comunes en el pun- 
to concreto objeto de la Consulta. 

a) Las facultades atribuidas en los arts. 642 y 644 cons- 
I un pri plicable a los diversos procedi- 
IS consa, :y de Enjuiciamiento Criminal, 

en tanto en éstos no exlsta disposición que les contradiga. Dis- 
pone, en efecto, el art. 780, párrafo primero, que «El enjui- 
ciamiento de los delitos enumerados en el artículo anterior, 
cuyo conocimiento corresponda a las Audiencias Provinciales 
o a los Juzgados de Instrucción, se acomodará a las normas 
comunes de esta Ley, con las modificaciones consignadas en 
el presente Título». 

Contribuyen al sostenimiento de la tesis de la generali- 
dad. tanto la colocación del precepto dentro de la sistemá- , ~ 

tica di 
ciado . - 

rl procedimiento regulado (Capítulo l.", bajo el enun- 
de «Disposiciones generales» que, lógicamente, se ex- 

tlen.i- a los procedimientos que subsiguen), como su conteni- 
presentativo de un mandato expreso que no puede des- 
:rse sin violentar los límites del deber jurídico impuesto, 

---..- 
do, rej 
conocc 
cuUlu lo demuestra la frase «se acomodará», índice de una nor- 
ma con estructura rígida que no deja margen alguno para que 
el intérprete busque solución distinta. Unase a ello que en el 
marco de los procedimientos desenvueltos seguidamente no 
existe siquiera alusión al instituto que se analiza, por lo que 
hay que reconocer su vigencia supletoria en los mismos tér- 
minos descritos en la Ley de Enjuiciamiento Criminal (ar- 
tículos 642 y 644) en una correcta exégesis del art. 780, dado 
que lo no previsto en el procedimiento especial se regirá por 
las normas comunes, y éstas, por su propia naturaleza, serán 
las prevalentes «con las modificaciones consignadas en el pre- 
sente Título» (art. 780, párrafo l.", inciso último). 

Las n 
de la LI 

b) lodificaciones establecidas en las normas espe- 
ciales :y de 8 de abril de 1967 no alcanzan a los prin- 
cipios contenidos en los arts. 642 y 644. Es significativo el 
silencio de la Ley. Consecuencia de elio y para el procedimien- 
to por delitos cuyo fallo corresponde a los Juzgados de Ins- 
trucción, es que cuando el Fiscal pide el sobreseimiento, la 



situación procesal originada es de idéntica estructura a la del 
art. 797 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (procedimiento 
de urgencia para delitos, competencia de las Audiencias) y a la 
del procedimiento ordinario (art. 642). También en el proce- 
dimiento ante los Juzgados, la acción penal queda paralizada 
hasta que el Juez decide; el acuerdo de comunicar a los inte- 
resados en el ejercicio de la acción la petición del Fiscal, co- 
loca a aquéllos si comparecen, en situación de «defender su 
acción» como ofendidos o perjudicados por el delito (art. 783, 
párrafo 2.9, actitud distinta a la del que ejercita la acción pe- 
nal en forma de querella (art. 270) y con la práctica de dili- 
gencias tendentes al reconocimiento de la acción (art. 277), 

o procesal del : no acordar el sobresei- 
mient por el Fiscal 1 ie la existencia de la ac- 
ción penal, latente en el resultado de las actuaciones, y cuyo 
contenido (las diligencias previas y las preparatorias d e  ¡os 
arts. 789, párrafo l." y 790, párrafo l.', regla l.") se ha ofre- 
cido el perjudicado. 

En tal caso, la re$ 
ner que la acusación yaucuia FUbUL CLU151x .,--IV~ 

contra persona no encartada a su instancia, salvo que resulte 

nciso íd 
l n r  ..n 

timo, ar 
-.--,-la < 

también acusada por el Fiscal, no puede comprender a quien, 
en el trámite paralelo al del art. 642, se le hace saber la peti- 
ción de sobreseimiento solicitado por el Fiscal para que de- 
fienda su acción si lo considera oportuno, porque esta vincu- 
lación al Fiscal no puede invocarse hasta que el Fiscal formu- 
le escrito de calificación provisional, que comprende entre 
otros extremos, el de la identificación de la persona o perso- 
nas contra las que se dirige la acusación. Esta es una fase pro- 
cesal a la que no se ha llegado todavía, precisamente porque 
lo ha impedido la petición de sobreseimiento. Faltando acusa- 
ción y acusado, como exigencias legales y previas para vincu- 
lar al perjudicado a la acusación fiscal, las peticiones del per- 
judicado requerido, solicitando lo que considere oportuno a 
su derecho, sólo puede tener como límites los acuerdos del 
Juez que le llamó a defender su acción regu los 790, 
regla l." y 791, reglas 3.3 5." y 6." 



Por las anteriores consideraciones, como el legislador no 
reguló expresamente los supuestos de los arts. 642 al 644 en 
el nuevo procedimiento para delitos menores, si tales situacio- 
nes se producen, el Fiscal no debe oponerse a su aplicación 
ya que implican mayores garantías para el ejercicio de su 
derecho por el perjudicado, según resulta de la recta aplica- 
ción del art. 780. ~árrafo l." de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. 

El último extremo de la Consulta, relativo a la interpre- 
tación del art. 644 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en 
orden a quién debe decidir si procede o no sostener la acusa- 
ción cuando el sobreseimiento ha sido pedido por el Fiscal 
Municipal actuando como delegado del Fiscal de la Audiencia 
respectiva, debe resolverse en el mismo sentido previsto para 
las solicitudes de sobreseirnien 
rios de las Audiencias Provin 

Dios guarde a V. E. muchos anos. 
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rresenta su consulta el problema de si es aplicable la cir- 
cunstancia agravante de reincidencia, núm. 15 del art. 10 del 
Código Penal, a auien ha sido anterior y ejecutoriamente con- 
denadc inexistencia de permiso de conducción 
(art. 6 ~ién, de hurto de uso de vehículos de 
motor (art. ~ u )  ae ia Ley de 24 de diciembre de 1962 y pos- 
teriormente vuelve a F varios delitos de la misma na- 
turaleza, vigentes ya 11 340 bis c) y 516 bis introduci- 
dos en el Código Penal pL La reforma de 8 de abril de 1967. 

jerpetrar 
3s arts. 
,l ..A* 1" 
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tido y alcance de la agravante de reincidenck )do como 
la define el Código Penal vigente. 

Es concepto generalmente admitido que para que exista 
la ag de reincidencia, es preciso que el delito anterior 
al qu juzgarse presente con el nuevo delito una cierta 
identidad o semejanza. Y, según el sistema que se adopte, pue- 
de ser indispensable una identidad sustancia' suficiente 
una semejanza meramente formal. 

A) La reincidencia como identidad sustancuri entre las 
conductas punib1es.-Así entendida la reincidencia, basta la 
identidad relativa o igualdad de móviles que supone la equiva- 
lencia de naturaleza, la homogeneidad de los intereses prote- 
gidos o la lesión específica de bienes jurídicos. La paridad 
jurídica de móviles como requisito fundamental del concepto 
de reincidencia, fue recogida en el Código Penal español de 
1850; en él figuraba como agravante genérica (art. 10, cir- 
cunstancia 18), «ser reincidente en delitos de la misma espe- 
cie)). Esta fórmula legal obligaba al juzgador la caso, a 
precisar la semejanza jurídica de las infraccioi indepen- 
dencia del lugar en que estaban situadas dentro ael Código. 
En los Códigos posteriores al mencionado dc desapare- 
ció este concepto de la reincidencia. Sin e , ha per- 
manecido en algunas leyes penales especiales, por ejem- 
plo, en el art. 11 de la Ley de Uso y Circulación de Vehículos 
de Motor de 24 de diciembre de 1962, que disponía que 
existe reincidencia cuando al delinquir el autor estuviere eje- 
cutoriamente condenado «por delito de igual naturaleza pre- 
visto en esta Ley». 

B) La reinciden io identidad fomzal entre las in- 
fracciones.-Según e concepto, la reincidencia se re- 
suelve a través de un criterio legal subordinado a que el nue- 
vo delito esté comprendido en un determinado lugar del Có- 
digo. Es el concepto de reincidencia acogido en el art. 10, 
circunstancia 15 del Código Penal vigente, que únicamente 
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:ste otro 
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exige la formalidad de que los delitos estén encuadrados «en 
el mismo titulo de este Código,; la coincidencia real de los 
delitos es elemento indiferente, si no están situados en el 
lugar señalado por el legislador; y al contrario, la identidad 
formal prevalecerá siempre aunque por razón de la propia 
esencia del delito no exista una semejanza directa entre los 
tipos penales situados en el mismo titulo; sólo a esta identi- 
dad declarada por la Ley habrá que atender, aunque los de- 
litos incluidos en el Texto legal sean de distinta clase. 

Examinando los hechos que se contienen en la Consulta 
a través de una recta interpretación de la reincidencia (art. 10, 
circunstancia 15), es clara la desestimación de esta agravante, 
pues los delitos ya juzgados, aunque sean de la misma natura- 
leza que los posteriores, se comprendían en una Ley especial 
y no en el mismo titulo del Código; :varía a 
una interpretación extensiva del precc errónea 
por ser la menos favorable al reo. 

jurisprudencia se conforma con este último criterio. 
La sentencia de 28 de enero de 1961 declaró que la naturaleza 
jw'dica de la agravante de reincidencia (art. 10, circunstan- 
cia 15) exige, con arreglo al Texto legal, que las condenas 
anteriores sean por delitos comprendidos en el mismo título 
del Código Penal y no en leyes especiales o en otros Códigos, 
aunque sean de la misma naturaleza y tengan igual o análoga 
denominación porque las palabras del precepto, «título de 

ódigo», luyentes y no permiten interpretación 
va en pr iel reo. En esta sentencia no se apreció 

ia agravante cuando el primero que fue juzgado formaba 
parte de una Ley especial. Doctrina análoga se contiene en 
la sentencia de 4 de marzo de 1969. 

este Cl 
extensi 

son exc 
:rjuicio ( 

otro crj 
:pto qul 

iterio ile 
: sería 

cedentes penales que no se aprecian a efectos de reincidencia 
pueden (según la gravedad de la pena impuesta o número de 
condenas) determinar la circunstancia agravante de reitera- 



ción, 14 del art. 10 del Código Penal y además las conductas 
deiictivas de que son exponente, pueden servir como elemen- 
tos de juicio para solicitar la aplicación de las medidas de se- 
guridad de la Ley de Vagos y Maleantes, como se indica en 
la Circular núm. 1/69 de 22 de febrero. 

Dios guarde a V. E. muchos años. 
Madrid, 6 de junio de 19gQ 
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En procedimiento de urgencia que se tramita en Juzgado 
de esa Provincia, se ha planteado el problema de interpretar 
el art. 46, párrafo 3 de la Ley de Régimen Jurídico de la Ad- 
ministración del Estado, Texto refundido de 26 de julio de 
1957, en relación con el nuevo procedimiento penal de ur- 
gencia introducido en la Ley de Enjuiciamiento Criminal por 
la reforma de la Ley 311967 de 8 de abril. 

Dispone el m. 46, párrafo 3, después d i- 
bunal Supremo en sus párrafos 1 y 2 el enjuiciamienro ae los 
delitc 3- ss que c 

y demás -- . . 

en el e 
eios que 

A - 
iercicio 
mencior 

- .  

de sus c 
ia, que : tros : 

«El enjuiciamiento de las demás Autoridades y funciona- 
rios civiles de la Administr 1s 
Audiencias Provinciales.» 

Este ~árraf0 3 suscita las uuuds ~ U C  sc OUIISUILILI~; priuie- 
ra: ! 

cesax 

el Estad 

erva a las Audincias Provinciales decretar el pro- 
o si, por el contrario, puede acordarlo el Juez 

instructor en el sumario; y segundo: si en el supuesto de 
que esta competencia de las Audiencias Provinciales no cons- 
tituya un privilegio procesal, puede aplicarse el procedimiento 
de urgencia en los delitos cuya instrucción y fallo compete 
a los Juzgados para el enjuiciamiento de las «demás Auto- 
ridades y funcionarios» a que se refiere dicha norma 3." 



Para la solución de la primera de las cuestiones consul- 
tadas, es decir, si el art. 46, párrafo 3, de la Ley de Régimen 
Jurídico de la Administración del Estado reserva a la Audiencia 
Provincial decretar el procesamiento de «las demás Autorida- 
des y funcionarios», o si, por el contrario, puede acordarle el 
Juez instructor del sumario, debe tenerse en cuenta: 

tructon 
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clarami 
el Trit: 

:nte revr 
,unal «c . . 

igar del 
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a) Antecedentes legales 

La Ley de Enjuiciamiento Criminal estabier~a en su ar- 
ticulo 14 que, fuera de aquellos casos que, e?pre itativa- 
mente, atribuye la Ley al Tribunal Supremo c Ludien- 
cias Territoriales, serán competentes, para la u~strucción de 
las causas, los Jueces Instxuctores, y para conocer de las cau- 
sas del juicio respectivo, la Audiencia Provincial. En su ar- 
ticulo 303 vuelve a insistir que corresponde a los Jueces Ins- 

:S del 11 delito la formación del sumario y, en 
lndo pá stablece, como excepción que, en las 

causas encomenaaaas por la Ley Orgánica a determinados 
Tribunales, éstos podrán nombrar un Juez Instructor espe- 
cial o autorizar al ordinario el seguimiento del sumario. 

Hasta aquí no aparece limitación alguna a las facultades 
que durante la formación del sumario incumben a los Jueces 
Instructores, entre las cuales está la de acordar el procesamien- 
to desde que existan indicios racionales de criminalidad con- 
tra determinada persona. Eilo es consecuencia lógica del prin- 
cioio informador de nuestra Ley de Enjuiciamiento Criminal, 

:lado en su Exposición de Motivos, al decir que 
lebe ser extraño a la insuucción» para juzgar 

Imparcialmente y dar el m u d o  a aquel de los contendientes 
que tenga la razón y justicia de su parte; que ha de ser 
«. . . formado de oficio el sumario por un funcionario indepen- 
diente del Tribunal que ha de sentenciar», que debe «. . . ce- 
ñirse el Tribunal al ejercicio de una sola atribución: la de 
fallar como Juez imparcial del campo ... sin el aguijón del 
amor propio excitado en el Juez Instrucror. ..». 
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Unicamente en el párrafo último del art. 303, nuestra Ley 
procesal establece una excepción a las atribuciones normales y 
corrientes que asisten a todo Instructor respecto a la declara- 
ción de procesamiento, al disponer que, cuando se trate de 
delitos que, por su naturaleza, solamente puedan cometerse 
por Autmidades o funcionarios sometidos a un fuero superior, 
será el Tribunal competente el llamado a resolver si ha, O no, 
lugm al procesamiento de la Autoridad o funcionario incul- 
pados. Circunscrita así la reserva al Tribunal de la facultad 
de procesar, para los delitos que sólc 1 cometerse por 
quienes gozan de un fuero superior a 1, veamos cuáles 
son éstos según nuestras leyes orgánicas y procesales. 

La Ley Orgánica, que repartía el conocimiento de las cau- 
sas por delitos entre los Tribunales de partido y las Salas de 
lo Criminal de las Audiencia nendaba a éstas, en el 
núm. 2." de su art. 276, las c lntra ciertas Autoridades 
por delitos cometidos en el ~ ~ F L L L L ~ U  J e  SUS cargos, en los ca- 
sos qi tuviesen atribuic Tribunal Supre- 
mo, pi :uya vigencia a a  :y Adicional, del 
año 1882, en sus arts. 1." y 4.", somete a las Audiencias de lo 
Criminal todas las causas por delitos cometidos en su provin- 
cia, excepto aquellas de que venía conociendo el Tribunal Su- 
premo (o sea, las seguidas a altos dignatarios, conforme al 
art. 281 de la Ley Orgánica) y las que el mismo art. 4." de la 
Adicional confiere a las Salas de lo Criminal de las Audien- 

'erritoriales (las a Dipu .ovinciales, Con- 
; de capital de F , Autorit lministrativas de 

LclLLg~ría inferior a Gobernador y algunos funcionarios del 
Minis rcal). 

A ras por 
estas Autoridades o funcionarios sujetos a un tuero superior, 
según el art. 4." de la Ley Adicional, es a los que únicamen- 
te podía referirse el párrafo final del art. 303 de la de Enjui- 
ciamiento Criminal al ordenar que, en ellas, sea el Tribunal 
el que resuelva si ha lugar, o no, al procesamiento de la Auto- 
ridad o funcionario inculpado, lo que constituye una excepción 
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a la regla general de que sea el Juez Instructor, y no el Tri- 
bunal llamado a juzgar, quien acuerde los procesamientos. 

" e era el régimen sobre la materia que instauraron las 
e Enjuiciamiento Criminal y la Adicional a la Orgánica, 
del año 1882. Después, cuando el legislador ha que. 

rido introducir alguna otra alteración a nuestro sistema normal 
de un Juez que instruye el sumario y proceso y un Tribunal 
que enjuicia y sentencia, ha establecido la excepción de modo 
explícito e inequívoco (art. 8 del Reglamento de las Cortes Es- 
pañolas de 5 de enero de 1943, en relación con el art. 7 de la 
Ley de 9 de feberro de 1942 sobre jurisdicción contra Sena- 
dores y Diputados, art. 7 de la Ley de 22 de febrero de 1941 
sobre Fuero de las Jerarquías de Falange Española Tradicio- 
nalista, art. 416 de la Ley de Régimen Local de 16 de diciem- 
bre de 1950, art. 16, I i del Co .1 Reino 
de 22 de julio de 196: 
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Autoridades y funcionarios, hasw ~ U G  el 26 de julio de 1957 
surge la Ley de Régimen Jm'dico de la Administración del 
Estado que, con carácter dogmático y sin descender a desarro- 
iio alguno de índole procesal, proclama los px básicos 
sobre los que habrá de regirse la exigencia de ;abilida- 
des, tanto las de índole patrimonial contraídas LJUL LL propio 
Estado (arts. 40 y 41), como las de orden c i ~  1 o dis- 
ciplinario en que incurran sus Autoridades o f rios (ar- 
tículos 42 a 47). Y al estatuir en su art. 46 ei regmen juris- 
diccional para los delitos cometidos por los sei del Es- 
tado (salvo los Militares y funcionarios de las 3s Judi- 
cial y Fiscal, art. 49) ante la jurisdicción couu, aulamente 
establece estas tres gradaciones: 1." Los Ministros serán en- 
juiciados ante el Tribunal Supremo en Pleno por las acciones 
cometidas en el ejercicio de su cargo. 2." El enjuiciamiento 



:rito de 
2 compc 

- .  

las dem: 
:te a la, 

-7 7 1:- 

desde Subsecretario a Jefe Superior de Administración, por 
delitos cometidos en el ejercicio de sus cargos, corresponde a 
la Sala de lo Criminal del Tribunal Supremo. 3:" El enjui- 
ciamic ís Autoridades y funcionarios civiles del 
Estadc S Audiencias Provinciales. (Nótese que 
los párratos 1 , , ,,Atan su precepto a sólo los delitos come- 
tidos en el ejercicio de los altos cargos a que se refiere 
tras que en el párrafo 3 no aparece tal limitación.) 

c) Interpretación del párrafo 3." del art. 
26 de julio de 1957, respecto a la c 
decretar procesamientos 

i cuestió 
~tencia ( . . 

r Ley -de 
zcziz para 

Li In es independiente y distinta de la referente a la 
compc ie los Juzgados de Instrucción para conocer de 
determinados delitos en el procedimiento de urgencia a que 
después hemos de referirnos, porque la mayoría de los delitos 
propios de los funcionarios públicos se sancionan con penas 
privativas de 
gencia. 

Este ' párr; 

derecho 

3fo 3." 

S, que e xcluyen el procedimiento de ur- 

viene suscitando opuestos pareceres en 
cuanto al punto de si el procesamiento de cualquier Autoridad 
o funcionario del Estado a los que aquél se refiere, compete 
acordarlo a la Audiencia Provincial o a l  Juez Instructor. La 
cuestión, consiste en determinar el alcance que deba darse a 
la palabra «enjuiciamiento» que emplea, en sus párrafos 1, 
2 y 3, el art. 46 de la Ley de 26 de julio de 1957: si a ese 
vocablo le corresponde aquí el significado estricto de función 
de conocer del juicio o el amplísimo de comprender también 
la instrucción sumarial, de la que forma parte el procesamien- 
to, y que no es sino simple preparación del juicio. 

Entendemos que la expresión «enjuiciamiento, ha sido em- 
pleada por el legislador, en esta ocasión, con el sentido es- 
tricto de función de razones :ontinua- por las que a ( 

ien : 
-. 

ción se expor 
Según se dice anteriormente en el apartado a), la Ley 

de Enjuiciamiento Criminal encomienda la formación del su- 
mario, y por tanto, la facultad de procesar, no al Tribunal 
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juzgador, sino al Juez de Instrucíi6n (arts. 14 y 303) 
excepcionalmente, al Tribunal cuando se persiguen delii 
riada más pueden cometerse por Autoridades o funcionarios 
asistidos del privilegio de ser juzgados por jurisdicción supe- 
rior a la corriente. Siempre que la Ley ha querido, por vía 
de excepción, sustraer al instructor la atribucic 
lo ha dispuesto clara y terminantemente, como 
lo todas las exclusiones de las normas generale 

El párrafo t. 46 qu lo otorga fuero 
especial alguno midores uienes se refie- 
re. Lejos de ello, io que hace es rermtirios a ia competencia de 
las Audiencias Provinciales, suprimiendo así el privilegio que 
venían gozando las Autoridades Administrativas de categoría 
inferior a Gobernador Civil, de ser juzgados por las Audien- 
cias Territorial del art. 4, núm. 3." de 
Adicional). 

" e art. 46 ai otorgar en sus párrafos 1 y 2 a quienes 
altos cargos el fuero especial que de antiguo venían 

mdo, lo limita a los delitos cometidos en el ejercicio de 
aquéllos, mientras que su párrafo 3, al referirse a las restantes 
Autoridades y funcionarios, no distingue entre infracciones 
cometidas, o no, en el ejercicio del cargo. En verdad que no 
necesita hacerlo, pues, tanto unos y otros delitos, comr 
juiciarlos a la Audiencia Provincial. Pero, de haber 
la Ley conceder algún privilegio procesal a estos funcililiciilvJ, 
también lo habría limitado a los delitos cometidos en el ejer- 
cicio del cargo. Al faltar esa distinción en el párrafo 3, si se 
admitiera la tesis contraria a la que venirnos defendiendo, se 
llegaría al absurdo de que los servidores más modesto del Es- 
tado gozarían de un privilegio procesal que no tienen los dig- 
natario~, pues el Juez Instructor no podría decretar su proce- 
samiento por delitos cometidos fuera del ejercicio del cargo. 

Corrobora este parecer la consideración de que el propó- 
sito perseguido por la Ley de 1957, según expresa su Exposi- 
ción de Motivos, es el de regular la responsabilidad de las 
Autoridades y funcionarios, desde Ministro del Gobierno has- 
ta los Agentes subalternos, robusteciéndola. Y, mal podría 

jete en- 
querido 
m-,.-.-- 
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*se este fortalecimiento de la responsabilidad conce- 
con pródiga liberalidad un privilegio tan fuera de lo 

ible y retardatorio de las causas como el que el proce- 
samiento de todos los funcionarios, hasta que los Agentes su- 
balternos, como textualmente dice aquel preámbulo, hubiese 
de ser acordado por el Tribunal juzgador, en vez de por el 

)r, como es natural en nuestro sistema procesal. 
uando el sentido de un precepto legal aparece 

- ~ ~ - ~ . i l t e  equívoco, ha de dársele el significado más 
razonable y útil a los fines que aquél persigue. Y resultaría 
contrario a la razón y al buen servicio de la Justicia, complicar 
y retrasar los procesos con la concesión de tan injustificado 
privilegio procesal a 1 nerables personas que participan 
en el ejercicio de las f s públicas. 

Pudiera parecer ~ U L  CL ya está resuelto por el 
Decreto de 25 de febrero de 1960, en la cuestión de competen- 
cia suscitada entre un Gobernador Civil y un Juez de Instruc- 
ción, donde se razona en algún Considerando que según el 
art. 46 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración 
del Estado carecía dicho Juez de competencia para «procesar 
o resolver)) en sumario seguido contra un funcionario público. 
Sin embargo, lo único que decide el Decreto es la competen- 
cia de la Administración para conocer del asunto. Nadie había 
propuesto ni alegado el tema, que hubiera sido incongruente, 
de si el procesamiento de un funcionario público corresponde 
al Juez de Instrucción o a la Audiencia Provincial. 

El 
del p: 
*- " 1 

lo de los problemas consultados es la aplicación 
iento de urgencia para delitos cuyo failo compe- 

rr: a 10s Juzgados de Instrucción en el enjuiciamiento de «las 
demás Autoridades y funcionarios civiles» comprendidos en 
el párrafo 3, art. 46 de la Ley de Régimen Jurídico de la Ad- 
ministración del Estai' 

Queda indicado e rtado I-c) anterior que este pá- 
rrafo 3 del art. 46, a :ia de los 1 y 2 que le preceden, 

ao. 
n el apa 
diferenc 



norma 
posible .. . 

nto a la: 
: la con: .. . 

no atribuye privilegio procesal alguno a las Autoridades y fun- 
cionarios que menciona, dejando subsistentes las normas de 
competencia establecidas en la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal. 

Este precepto ha permaneciao con la misma reaaccion a la 
entrada en vigor de la Ley de 8 de abril de 1967, pero esta 
Ley ha modificado el art. 14 de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
mal en orden al órgano competente para el enjuiciamiento 
de los delitos: los de menor entidad, los atribuye a los Jue- 
ces de Instrucción; los delitos más graves, a las Audiencias 
Provinciales. Por ello, si después de la entrada en vigor de 
la Ley de 8 de abril de 1967, se mantuviera una interpretación 
literal del art. 46-3 de la Ley de Régimen Jurídico de la Ad- 
ministración del Estado, no cabría duda que los funcionarios 
y Autoridades en él comprendidos tendrían un trato privile- 
giado, porque cualquiera que fuera la naturaleza del delito 
cometido y la penalidad al mismo asignada, estaría siempre 
atribuido su conocimie; s Audiencias Prc s. Este 
privilegio excluyente dc ipetencia de los de Ins- 
trucción, solamente es posiole por expresa disposic~on de la 
Ley, según establece la regla 3 del art. 14 de la Ley de En- 
juiciamiento Criminal, que al ordenar la competencia de los 
Jueces de Instrucción para est: ie delitc 
ceptúa los que «por expresa c h legal 
el procesamiento a la Audiencia provincial». 

Además, esta norma sobre competencia de los Jueces para 
la instrucción, conocimiento y fallo de los delitos menos gra- 
ves, ha sido introducida por la reforma del art. 14 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal, por Ley de 8 de abril de 1967, 
y esta Ley es de preferente aplicación a cualquiera otra an- 
terior que se oponga a sus prescripciones. Subsiste el carácter 
de derecho normal para el precepto que se recoge en el ar- 
ticulo 46-3, de la Ley de Régimen Jurídico de la Administra- 
ción del Estado, y hay que interpretarlo sin olvidar que la 

de derecho común que contiene se ha dividido en dos 
s formas de procedimiento en razón del órgano juris- 

aicaonal que decide. La naturaleza y la penalidad asignada a 

a clase ( 

iisposicic 

svinciale 
Jueces I . ., 

IS meno1 
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las figuras punibles es el índice que determina si, dentro del 
procedimiento común, el enjuiciamiento corresponde a la Au- 
diencia Provincial o a los Jueces de Instrucción. 

Por lo expuesto, la competencia para el conocimiento y 
fallo de los delitos de los Jueces de Instrucción, se extiende 
a todos los delitos de menor entidad, cometidos por «las de- 
más Autoridades y funcionarios civiles)) que se contienen en 
el art. 46-3 de la Ley de Régimen Jurídico de la Adrninistra- 
ción del Estado siempre que estén comprendidos en las re- 
glas generales del art. 14, núm. 3.0 de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal y no aparezcan exceptuados en dicho pá- 
rrafo o en el inicial del mismo articulo. 

Dios guarde a V. 1. muchos años. 
Madrid, 16 de junio de 1969. 

CON L NUM. 

cuestión que se consulta ha ssido originada con motivo 
de la ejecución de medida de seguridad impuesta a peligroso 
delincuente por la Audiencia (art. 3 de la Ley de Vagos y 
Maleantes), y oponerse el Juzgado Especial a dar cumplimien- 
to a la misma. 

El Juzgado Especial que venía con antelación ejecutando 
normalmente las medidas de seguridad dictadas por la Audien- 
cia Provincial, en reciente resolución, ha acordado : que según 
el párrafo 7." del art. 16 de la Ley de Vagos y Maleantes de 
4 de agosto de 1933, la ejecución de las medidas de seguridad 
corresponde al Tribunal que las hubiere decretado, y aunque 
a continuación añade el precepto, que serán aplicables las dis- 
posiciones de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, entre las 
que se encuentra el art. 987 que faculta al Tribunal a quien 
corresponde la ejecución de la sentencia para comisionar al 



do, que 

Juez del partido o demarcación en que deban tener lugar, tal 
facultad no puede ser ejercitada en el presente caso, por no 
existir relación de dependencia entre este Juzgado Especial 
con el Tribunal que ha impuesto la medida de seguridad 
(art. 4 del Decreto de 5 de mayo de 1966), procediendo en 
consecuencia declarar no haber lugar a su ejecución por este 
Juzgado Especial. 

Este proveído del Juzga niega cc Ti- 
bunal de la Audiencia Provincial para encomendar al Juez 
la práctica de aquellas diligencias necesarias para la ejecución 
de las medidas de seguridad aplicadas a los peligrosos delin- 
cuentes, la funda el Juzgado Especial en el art. 4 re- 
to de 5 de mayo de 1955 por el que se fija la c o m ~  te- 
rritorial de los Juzgados Especiales de Vagos y M ~ L L ~ U L G ~ ,  así 
como la de la Sala Especial con sede en Madrid para que co- 
nozca de los recursos de apelación contra las sentencias de los 
Juzgados, creados, Juzgados y Sala en uso de la facultad que 
al Ministerio de Justicia concede los arts. 10 y 15 de la Ley 
de Vagos y Maleantes y 87 del Reglamento para su aplicación, 
Decreto cuya motivación hay que buscarla en la Ley de 24 de 
abril de 1958 creando los Juzgados Especiales de Madrid y 
Barcelona para encomendar la aplicación de las medidas de 
seguridad correspondientes a órganos judiciales especializa- 
dos que dediquen un estudio cuidadoso y atento a la persona 
y conducta de los sujetos peligrosos, pero dejando subsisten- 
te en esta materia especial la Ley y disposiciones c cn- 
tarias para su aplicación. 

En efecto, en el indicado Decreto de 5 de mayo de 1966 
que crea y fija la competencia territorial de los Juzgados Es- 
peciales con la denominación que indica en total. once Juzga- 
dos en todo el territorio nacional, en el art. 3 dispone que: 
«Los Juzgados Especiales de Madrid y Barcelona dependerán 
directamente de la Sala Especial que, con sede en Madrid, 
conocerá de los recursos de apelación que se interpongan con- 
tra las resoluciones de todos los Juzgados de Vagos y Ma- 
leantes.» Y en el art. 4.' que «Los restantes Juzgados Espe- 
ciales estarán subordinados a la citada Sala en lo que afecta 

del Dec: 
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a la tramitación de los expedientes propios de esta jurisdic- 
ción, recursos contra sus resoluciones y ejecución de las me- 
didas de seguridad impuestas, dependiendo en lo demás, de 
las respectivas Audiencias»; lo que significa como acertada- 
mente indica el Fiscal consultante interpretando este art. 4.9 
que los Jueces Especiales, dentro de su competencia territo- 
rial, dependen de las respectivas Audiencias en la ejecución 
de las medidas de seguridad impuestas, no a través de expe- 
dientes formados por los mismos en cuyo caso dependen de la 
Sala Especial, sino merced a las sentencias inapelables en que 
se declara el estado peligroso por los Tribunales en los su- 
puestos del art. 3 de la Ley de Vagos y Maleantes, ya que la 
dependencia a que alude el precepto, ha de referirse al ejer- 
cicio por parte de la Audiencia de actos propios de su juris- 
dicción, aunque esta jurisdicción sea regulada en Ley especial. 
Las Audiencias delegan en los Juzgados Especiales las diii- 
gencias de ejecución de una medida de seguridad y no el ejer- 
cicio de actos propios de la jurisdicción ordinaria, pues esto 
convertiría el inciso último del art. 4 del Decreto referido en 
precepto sin trascendencia ni efectividad. 

A esta facultad de los Tribunales de las Audiencias para 
una vez acordada la ejecución de la sentencia (art. 105 del Re- 
glamento) delegar en el Juzgado la práctica de diligencias de 
ejecución de las medidas, se refiere, además del art. 16, pá- 
rrafo último de la Ley de Vagos y Maleantes, en relación con 
el 897 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, citados en la re- 
solución del Juez, el art. 57 del Reglamento para su ejecución, 
al disponer en los supuestos que indica que «Las Salas podrán 
encomendar a los Ponentes o a los Jueces de instrucción que 
practiquen las diligencias necesarias, actuando en tales casos 
con propia jurisdicción en todo lo que sea trámite y práctica 
de prueba o indagaciones». Pero esta delegación sólo puede 
efectuarse por las Audiencias en el Juez Especial de Vagos y 
Maleantes que tiene competencia en su territorio, que lo es, 
el Especial que sustituye a todos los Jueces de Instrucción de 
las Provincias designadas en el Decreto, quedando limitada 
la de estos últimos a la práctica de diligencias preventivas, que 
20 



con el presunto sujeto peligroso, han de poner a disposición 
del Juez Especial competente (art. 81 del Reglamento) porque 
la competencia de estos Juzgados Especiales excluye la de b s  
Juzgados de Instrucción (art. 10 de la Ley) y son los únicos 
competentes en la materia y en quienes solamente se puede 
delegar la ejecución de las medidas de seguridad, aplicadas por 
las Audiencias o por la Sala Especial que las acuerda en la sen- 
tencia de apelación. 

Por ello puede esa Fiscalía solicitar de la Audiencia que 
comisione al Juzgado Especial con competencia en el territo- 
rio de la Provincia, para la práctica de las diligencias necesarias 
para dar cumplimiento de la medida de seguridad aplicada al 
peligroso delincuente a que se refiere en su ~onsulti 

Dios guarde a V. E. 1. muchos años. 
Madrid, ; tubre de 

-TNSULTA NUM. 6/69 

US. U LLMUS. JKE3. 

1. bnsulta formula trata de esclarecer qué 
debe entenderse por ~rlbunal sentenciador competente para 
el informe de los expedientes de indulto promovidos a l  amparo 
de la Ley de 18 de junio de 1870 en el procedimiento de ur- 
gencia cuyo failo está ambuído a los Juzgados de Instrucción. 

En la Consulta se distingue el caso en que contra el fallo 
del Juez no se entabla recurso de apelación-en que la com- 
petencia del Juzgado resulta evidente-. de las resoluciones 
en que, recurridas en apelación, el sentencia 
confirmando o revocando la del Jue; 

Efectivamente, cuando en virtud IGLuUu UL apelación 
el Tribunal dicta sentencia resolviéndolo, intervienen en el 
procedimiento dos Tribunales sentenciadores: el Juzgado de 
Instrucción que conoce de la causa y pronuncia la sentencia 

11 dicta 
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en primera instancia, por la competencia objetiva y territorial 
que lo reconoce la Ley de Enjuiciamiento Criminal, arts. 9 y 
14-3."; y la Audiencia Provincial a quien la misma Ley, ar- 
ticulo 792, le atribuye competencia funcional para la segunda 
instancia. Aunque el fallo del Tribunal es el que prevalece, 
porque, con la apelación, la sentencia del Juzgado pierde la 
posibilidad de quedar como decisión definitiv 3 
pierde su unidad sustancial. 

A falta de disposición expresa que resuelva la cuestión y 
que S para di da duda, es pmc - 
tablec rpretativ los distintos c - 
pueda11 piarilcarsr y en ellas aeoen tenerse en cuenta las airec- 
trices que informan las disposiciones r, la finalidad de 
los preceptos de la Ley de indulto y mática legislativa 
que en el orden procesal espa 

Las dificultades de interp 1 

cuenta que el recurso que autoriza el art. 792 de la Ley UL LU- 

juiciamiento Criminal se admite en ambos efectos sin otra 
exigencia que la expresión sucinta de los fundamentos de la 
impugnación y en él cabe la proposición de pruebas, que con 
las que el Tri e oficio, han de servir, j I 

las practicada instancia, para dictar 1; - 
tia final del UIULC~U. lu uuc ~errnite al Tribunal conucrr ae 
nuevc 1 

comp B 

aplicaaon de los preceptos legales sustantivos. Ello coloca 
este supuesto en términos bien diferentes de los que supone 
la casación, único medio, hasta la reforma de 1967, de im- 
pugnar las sentencias penales. 

11. En el procedimiento de urgencia, declarada firme la 
sentencia que ponga fin al proceso, se entra en la fase ejecuti- 
va regulada en el art. 803, única disposición que integra el 
Capitulo N, Título 111 del Libro IV denominado «De la eje- 
cución de sentencias, incorporado a la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal en la reforma de 8 de abril de 1967. Este precepto 
atribuye competencia para ejecutar la sentencia, conforme a las 
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disposiciones generales de la Ley, al Juez o a la Audiencia 
que haya dictado la sentencia en primera instancia. 

Este nuevo precepto sitúa al Juez de Instrucción, que 
conoce de los delitos menos graves en la misma iínea que, 
para la ejecución de la sentencia, rige respecto de la Audien- 
cia Provincial cuando dicta la sentencia en primera instancia, 
en el procedimiento de urgencia. Pero no implica novedad le- 
gislativa profunda, ya que a la Audiencia es a quien corres- 
ponde en este último caso la ejecución de las sentencias, aun- 
que su f d o  fuese recurrido, porque las sentencias dictadas a 
continuación de la de casación por la Sala Segunda del Tri- 
bunal Supremo son también ejecutadas por el Tribunal que 
pronunció la sentencia casada, según dispone el art. 986 de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. El mismo criterío legislativo 
rige para la ejecución de la sentencia apelada en los juicios 
sobre faltas, que corresponde al Juez Municipal que haya co- 
nocido del juicio en ~rimera instancia. se& el art. 984 de la 
propi, 

A sas en ú 
tancia, le denomina especíticamente la Ley ((Tribunal sen- 

uando cc 
.-. 

: las cau - - nica iris, encia, ci 

tenciador~, para disting&rlo en el orden jerárquico de la Sala 
Segunda del Tribunal Supremo, en los arts. 861, 862, 866, 
870, 878, 887, 901 bis-b) de la Ley de Enjuiciamiento Cri- 
minal que regulan el de casación. También en el Có- 
digo Penal se refiere mal sentenciador, al tratar de la 

recurso 
al Tribi 

ejecución de las penas, en ei art. 93 párrafo último, cuando se 
refiere a la concesión de los beneficios de la condena condi- 
cional, y en el 95 autoriza el recurso de casación contra las re- 
soluciones que se dicten en todos los casos en que se aplique 
la condena condicional por ministerio de la Ley, resolución 
ésta que sólo puede dictar el Juez o Tribunal competente en 
el trámite de ejecutoria. En la misma Ley de Indulto, arts. 20 
y 27, también se diferencia al Tribunal sentenciador de la 
Sala Segunda del Tribunal Supremo a efectos de proponer 
la gracia de indulto. Esta misma alusión al Tribunal sentencia- 
dor como Tribunal de instancia la encontramos en las normas 
generales de ejecución de sentencias, de la Ley de Enjuicia- 
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miento Criminal, arts. 992 y 993, referentes al expediente para 
la comprobación de la demencia del reo, y en el 997 dación de 
cuenta por el Juez de Instrucción de la práctica de diligencias 
delegadas por el Tribunal sentenciador. 

Como puede observarse, estas disposicio - 
buyen a la Audiencia con la denominación de « 1 nbunai sen- 
tenciador~ competenc ejecutar las sentencias que dicten 
en las causas por de ibuidos por las leyes a la juris- 
dicción ordinaria, cou c ~ ~ c ~ c i ó n  de aauellos Drocesos reser- 
vados al Tribu 

E I causa d 

impuestas y ancia ex- 
traordinaria I sentencia. 
Para su concesion se exige, entre otros requsiros, que la sen- 
tencia sea firme y que el reo esté a disposición del Tribunal 
sentenciador, Tribunal éste al que encomienda el informe en 
el ex Y que, lo indica- 
do a ha con a 
primera mstancia. La I-mahdad de este lntorme es que en el 
expec rtimonio iocumen- 
tos q rocedeni conducta 
penitenaaria (arr. ~4 y siguientes ae ia Ley ae la/O); filia- 
ción, fortuna, si fuera conocida; conducta durante la prisión 
preventica; méritos, etc., que perfilan la personalidad del reo, 
junto con los indicios de arrepentimiento que se hubieren ob- 
servado, la existencia de persona ofendida por el delito, etc. 
Todos ellos son antecedentes que obran en los autos, en poder 
del Tribunal de instancia o que han de ser reclamados por el 
mismo a otros organismos o personas extrañas al proceso o que 
surgen en ocasiones del conocimiento del hecho y sus circuns- 
tancias, que sólo el Tribunal de Instancia ha podido lr 
en toda su extensión. Por ello parece que debe ser e 
ha conocido del juicio, presenciando la práctica de la prueba 
y oído al reo y a su defensa, quien realice el análisis y valo- 
ración de los datos que conoce para consignar en su dictamen 
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las razones de justicia, equidad o conveniencia que aconsejan 
o no la concesión de la gracia. 

111. En esta sistemática legislativa puede encontrarse la 
solución del problema consultado. Es evidente que el Juez a 
quien compete el faiio en los procedimiento por delitos menos 
graves, que con su sentencia pone fin a la primera instancia, y 
a quien el art. la Ley de Enjuiciamiento Criminal atri- 
buye compete a la ejecución de los mismos, sin distin- 
guir entre resomciones recurridas en apelación y las que que- 
daron firmes por aquietamiento de las partes, es a quien co- 
rresponde el informe en el expediente de indulto. 

En los supuestos en que se recurre en apelación, la com- 
petencia del Juzgado se interrumpe, pero una vez resuelto el 
recurso, recobra el Juez su competencia para continuar cono- 
ciendo del prc ue entra en la fase ejecutiva. , 

Con la de :ión de «Tribunal sentenciador», puede 
el Juez en c u p ~ ~ ~ i t o  de la sentencia resolver sobre la apli- 
cación al reo beneficios de la condena condicional y 
demás circuns de la ejecución, entre los que puede in- 
cluirse el informe sobre indulto, porque los antecedentes y 
datos I expedit den ser valorad< 1 
Juez, dicial iu I instruir y fdai 
ceso, en toma mas completa que el .i'ribunal de apelación. 

Dios guarde a V. E. 1. muchos añ 
Madrid, 6 de noviembre de 1969 
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EXCMC 

El orc 1. ~blema que ha dado lugar a la Consuira, consiste 
en la interpretación del art. 14-3.' de la Ley de Enjuiciamien- 
to Criminal, cuando la pena de arresto mayor o multa haya 
de aplicarse conjuntamente con la de privación definitiva del 



permiso de conducir, en casos como el que es objeto de proce- 
d i i en to  en Juzgado de la Capital por el delito de impruden- 
cia en el que el presunto responsable ha sido condenado ante- 
riormente por dos delitos de imprudencia temeraria. 

Esta pena de privación definitiva del permiso de condu- 
cir, tratándose como en el caso que se ha presentado de un 
conductor profesional, se estima en la Consulta «mucho más 
grave que la de arresto o la de multa, y por eiio-se dice- 
que dado el espíritu que informa la Ley, se debe entender 
que la competencia para el conocimiento del proceso debe 
atribuirse a la Audiencia. 

11. Para la imprudencia punible cometida con vehículos 
de motor-que es el delito al que se refiere la Consulta-, 
además de la pena de privación de libertad o la de multa, que 
pueda corresponder al delito, señala el art. 565 del Código 
Penal la privación del permiso de conducir de tres meses y 
un día a diez años, conminándola, «se impondrá,-dice el pre- 
cepto-con carácter definitivo cuando el culpable hubiere sido 
condenado dos veces a la retirada temporal del permiso por 
delito de imprudencia temeraria-565 párrafo 1.- contra 
la seguridad del tráfico-340 bis a- por ambos. 

Esta retirada definitiva del permiso de conducir represen- 
ta en efecto, como se indica en la Consulta, pena de mayor 
gravedad que la de diez años de duración establecida por el 
art. 30 del propio Código Penal y como su imposición es obli- 
gatoria, hay que referir el problema a si estas dos condenas 
de privación temporal del permiso constituyen «los antece- 
dentes penales o cualquier otra circunstancia» por la que se 
deba o pueda imponer pena superior, que excepcionan la com- 
petencia de los Jueces de Instrucción en el art. 14-3." de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal. Pero en la privación del per- 
miso de conducir, no establece este art. 14-3.9 distinción al- 
guna entre privación temporal o definitiva, por lo que cuando 
se aplica preceptivamente como definitiva, no excluye la com- 
petencia del Juez-corno tampoco altera la competencia del 
Tribunal en el procedimiento de urgencia, en el supuesto del 
art. 779-2.")-y el Juez puede imponerla, porque no se trata 



de pena superior que exceda de su competencia, sino de una 
modalidad de la misma pena de ((privación del permiso de 
conducción, aunque tenga que aplicarla con carácter defi- 
nitivo. 

Así debe : ." de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, que atribuye competencia a los Jueces de 
Instrucción para «la instrucción, conocimiento y fallo de los 
delitos perseguibles de oficio, castigados con pena de arresto 
mayor, privación del I de conducir, multa que no ex- 
ceda de 50.000 ptas. quiera de éstas, conjuntas o se- 

permisa 
, O cual 
1- --A:< paradamente,, según Uudicación introducida en la Ley de 

Enjuiciamiento Criminal, por Ley de 8 de abril de 1967, en 
cuya Ley simultáneamente se restablece en el Código Penal 
la privación definitiva del permiso de conducir. Esta clase de 
pena de carácter definitivo, había sido suprimida del Código, 
en cumplimiento del mandato legislativo contenido en la «Base 
diecisiete de la Ley de 23 de diciembre de 1961, de Bases para 
la reforma del Código Penal y otras leyes penales, Base que 
preveía la rehabilitación del condenado a privación definitiva 
del camet, según se expresa en el Decreto de 28 de marzo de 
1963-consideración g ) ,  por el qu rueba en 
el Código Penal, Tex dido de 1963. 

Por estas razones, puede considerarse la privación defini- 
tiva del permiso de conducción, como una pena preceptiva- 
mente aplicable a los conductores de vehículos de motor, cuyo 
fundamento está en la ineficacia de las sanciones anteriormen- 
te impuestas al condenado por dos veces a privación temporal 
del permiso de conducir y establecida como un sistema de 
defensa cocial para mantener la seguridad de las personas o 
cosas y la del tráfico rodado; por elio los Jueces de Instruc- 

tercera 
to refun 

ción son competentes para imponer esta clase de pena, cuando 
proceda, siempre que la pena conjunta correspondiente al de- 
lito que últimamente se juzgue no exceda de arresto mayor 
o multa de 50.000 pesetas. 

)ios guarde a V. E. y a ' 
Aadrid, 9 de diciembre ae ~ Y O Y  

ichos aí i  
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FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
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Estado E 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Asuntos civiles iniciados en las Audiencias Territmiules desde 1 . O  de enero a 31 de diciembre de 1969 . 

i AUDIENCIA 
TERRITORIAL DE 

Albacete ............... 
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TOTAL ............... 

Competenclos 

5 

2 

11 

5 

2 

1 

22 

1 

2 

1 

17 

7 

76 

JURlSDlCClON 

Con relocl6n 
o los personos 
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,. 
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,. 
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5 
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1 
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2 
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3 

1 

1 
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54 

II 

desde 

A U D I E N C I A S  

Alava ........................ 
Albacete ..................... 
Alicante ..................... 
Almería ..................... 
Asturias ..................... 
Avila ........................ 
Badzjoz ..................... 
Bakares ..................... 
Barcelona ..................... 
Burgos ........................ 
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Cádiz ........................ 
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Ciudad ReaI .................. 
Córdoba ..................... 
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Cuenca ..................... 
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Estado 1 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Procedimientos incoados en virtud de la Ley de Vagos y Maleantes desde 1." de enero a 31 de diciembre de 1969. 

TOTAL 

339 

1.580 

116 

140 

1.074 

100 

517 

792 

301 

3 47 

214 

5.520 

TOTAL 

300 

968 

108 

130 

924 

65 

257 

672 

232 

300 

182 

4.138 

TERMINADOS DESDE 1.0 DE ENERO A 31 DE DICIEMBRE 
DE 1969 

Revisiones 

14 

750 

328 

20 

354 

20 

9 

493 

40 

26 

61 

2.115 

Pendlenter 
en 31 de 

diciembre 
de 1969 

39 

612 

8 

10 

150 

35 

260 

120 

69 

47 

32 

1.382 

lncoodos 
desde .de 
enero o 31 

de diciembre 
de 1969 

211 

1.010 

94 

124 

925 

87 

341 

661 

258 

293 

122 

4.126 

JUZGADO DE 

Baleares ............... 
Barcelona ............... 
Granada León ............... 

.................. 
Madrid .................. 

............ Palmas (Las) 

...... San Roque (Cádiz) 

Sevilla .................. 
............... Vzlencia 

Vizcaya .................. 
Zaragoza ............... 

TOTAL ............... 
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42 
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27 

10 

40 

29 

1 .O22 
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en 

1 . * c 1 ; 5 y  

128 

570 

22 

16 

149 

13 

176 

13 1 

43 

54 

92 

1.394 

Por sentencio 

Por inhibición 

14 

144 

10 

16 

52 

1 

11 

4 1 

43 

32 

30 

394 

Absolutorlos 

75 

162 

25 

47 

45 

26 

89 

179 

149 

128 

92 

1.017 

Por rebeldlo 

75 

117 

5 

4 

24 

21 

1 

1 

248 

Condenotorios 

136 

545 

68 

63 

8 03 

38 

157 

43 1 

40 

139 

59 

2.479 



Estado J 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos despachados por esta Fiscalz'a en materia civil 
(Sala 1." del Tribunal Supremo), desde 1 . O  cie enero a 31 de diciembre de 1969. 

as extranj 

........ 

de asuntos Num;b(l 

356 

9 

90 

39 

1 

48 

6 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Desistidos .............................. l Recursos de casación preparados por el Fiscal. 
Interpuestos ........................... 

/ Despachados con la nota de "Vistos" ... 

Recursos de casación interpuestos por las 
partes ................................. 

...... Despachados con la nota. de "Visto" 

............ Combatidos en la admisión 

Con dictamen de  improcedencia ......... 
Con dicta,men de procedentes ............ ( 

Con dictamen de nulidad de actuación ... 
Con dictamen de absteniéndose ......... 
Con dictamen de adhiriéndose ............ 

\ Incompetencia Sala ..................... 
Recursos de revisión ............................................................ 

de queja ............................................................ 
Cuestiones de competencia ......................................................... 
Expedientes de ejecución de  m k n c i ,  eras .................................... 
Demandas de  responsabilidad civil . ....................................... 
Dictámenes de tasación de costas ................................................... 

[ l":,,~,:..:" --+,.L.. 



Estado K 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 
RESUMEN üe los asuntos despachados por esta Fiscalia en materia social, 

dade 1." de enero a 31 de diciembre de 1969. 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

I~ 

Desistidos .............................. 
Recursos preparados por el Fiscal ......... I Interpuestos ........................... 

/ Varios ................................. 

Número 
de asuntos I 

Recursos interpuestos por las partes ......... 

8 

5 

9 

57 

1 

547 

184 

3 

5 

267 

108 

1.194 

"Visto" .............................. 
Combatidos en la admisión ............ 

( Con dictamen de improcedentes ......... 
Con dictamen de procedentes ............ 
Con dictamen de absteniéndm ......... 

I 

\ Nulidad de actuaciones .................. 
Recursos de revisión interpuestos por las partes .................................... 

.................. I ......... Competente J. Laboral 
Competencias del Tribunal Central 

Incompetente J. Laboral ............... 
TOTAL .............................. 



Estado L 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de Eos asuntos criminules (Sala 2." del Tribunal Supremo) despachados 
por esta Fiscalia, des& 1." de enero a 31 de diciembre de 1969. 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Procedimientos atribuidos al Tribunal Supremo en Pleno, constituido en Sala de Justicia ... 
Recursos de casación por infracción de Ley Y Interpuestos ........................... 1 quebrantamiento de forma preparados por 

los Fiscales ........................... Desistidos .............................. 
Recursos de revisión interpuestos por el Fiscal .......................................... 

............... 1 Interpuestos por las partes ........................ Recursos de súplica 
Interpuestos por el Fiscal ............... 
Apoyados total o pa~cialmente ......... 
Impugnados total o parcialmente ......... Recursos de casación interpuestos por las par- 

tes, acordado en Junta de  Fiscalía, respecto Formular adhesión ..................... .............................. de ellos 
Oponerse a la admisión total o parcial- 

mente .............................. 
Recursos de casación interpuestos en beneficio del reo ................................. 

...... Recursos de casación desestimados por dos Interpuestos en beneficio de los reos I Letrados .............................. Despachados con la nota de "Visto" ...... 
............ 1 ........................ Con dictamen de procedentes 

Recursos de queja 
Con dictamen de improcedentes ......... 

Competencias ........................................................................ 
Causas cuyo conocimiento está atribuido a la Sala de lo  Criminal del Tribunal Supremo ... 
Dictámenes de tasación de  costas ................................................... 

de varios ......................................................... ..< 
TOTAL .............................. 

Número 
de asuntos 

61 

3 1 

1 

43 

772 ,. 

412 

2 

445 

1 

14 

24 

8 

910 

26 

2.750 



Estado LL 

FISCALIA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

RESUMEN de los asuntos gubernativos en los que ha intervenido la Fiscalía, 
desde l." de enero a 31 de diciembre de 1969. 

NATURALEZA DE LOS ASUNTOS 

Informes emitidos en expedientes de la Sala! de Gobierno, Presidencia de 

este Tribunal Supremo y Consejo Fiscal .............................. 

Consultas a los efectos del artículo 644 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

... Causas en que se han dado instrucciones a los Fiscales de las Audiencias 

Causas reclamadas a los efectos del artículo 838, núm. 15 de la Ley Org6- 

nica del Poder judicial .......................................... 

..................... Entrada 
Comunicaciones registradas ............... 

Salida ..................... 

Denuncias ......................................................... 

Consultas a los Fiscales ............................................. 
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